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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE NOVIEMBRE DEL 1971.

Sestee; la impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Espaillat de fecha 8 de febrero de 1971.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Sociedad Anónima Iphaco.
Abogados: Dr. René Alfonso Franco y Lic. Miguel Olavarrieta.

Recurrido: Lic. Máximo A. Rodríguez Hernández.
Abogados: Dres. Joaquín Ricardo Balaguer y A. Rallester

Hernández.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Supr.'ma Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 19 de Noviembre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública como corte de casación la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Socie-
dad Anónima Iphaco. entidad comercial, con su domicilio
en esta ciudad, contra la sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en
atribuciones laborales, en fecha 8 de febrero de 1971, como
tribunal de Segundo grado. cuyo dispositivo -se transcribi-
rá más adelante;
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contrato de póliza de seguros, pág. 3255;

Labor de la Suprema Corte de Justicia durante el mes de no-
viembre de 1971, pág. 3258.

BOLETIN JUDICIAL	 3051

SENTENCIA DE FECHA 1 1) DE NOVIEMBRE DEL 1971.

Se ^terria impitg-,na.da: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Espaillat de fecha 8 de febrero de 1971.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Sociedad Anónima Iphaco.
Abogados: Dr. René Alfonso Franco y Lic. Miguel Olavarrieta.

Recurrido: Lic. Máximo A. Rodríguez Hernández.
Abogados: Dres. Joaquín Ricardo Balaguer y A. Ballester

Hernández.

Dios, Patria y Libertad..
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Supr,-ma Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 19 de Noviembre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la ReStauración, dicta en au-
tdeienneciaia; pública como corte de casación, la siguiente sen-

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Socie-
dad Anónima Iphaco, entidad comercial, con su domicilio
en esta ciudad, contra la sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en
atribuciones laborales, en fecha 8 de febrero de 1971, como
tribunal de Segundo grado, cuyo dispositivo 'se transcribi-
rá más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. René Alfonso Franco, portador de la cé-

dula de identificación personal No. 33348, serie 31, por sí
y por el Dr. Miguel A. Olavarrieta, portador de la cédula
de identificación personal No. 1412, serie 31, abogados de
la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. A. Ballester Hernández, portador de la cé-
dula de identificación personal No. 141, serie 48, por sí y
por el Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, portador de la cédu-
la de identificación personal No. 39035, serie 1, abogados
del recurrido Máximo A. Rodríguez Hernández, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República:

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia, en fecha 18 de febrero de 1971,
y en el cual se invocan los medios que más adelante se in-.
dicarán; así como la ampliación del mismo;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito
por sus abogados en fecha 2 de marzo de 1971, e igualmen-
te su memorial de ampliación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil, 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue; a)
que con motivo de un conflicto laboral surgido entre Má-
ximo Antonio Rodríguez H. y la Sociedad Anónima Ipha-
co, que no pudo ser conciliado, el Juzgado de Pez de Tra-
bajo del Municipio de Santiago, dictó una sentencia cuyo
dispositivo aparece transcrito en el de la sentencia impug-
nada; b) que sobre el recurso de apelacién de la Sociedad
Anónima Iphaco intervino la sentencia cuyo dispositivo
dice así: 'Falla: Primero: Declara bueno y válido en cuan-

to a la forma el recurso de apelación interpuesto por la So-
ciedad Anónima Iphaco, contra sentencia de fecha 6 de
Marzo de 1969, dictada por el Juzgado de Paz del Munici-
pio de Santiago; Segundo: En cuanto al fondo rechaza el
referido recurso de apelación y confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida, de la cual es el dispositivo si-
guiente: 'FALLA: Primero: Se declara resuelto el Contra-
to de Trabajo intervenido entre el Lic. Máximo Antonio
Rodríguez y la Sociedad Anónima Iphaco, por culpa del
patrono; Segundo: Se declara injustificado el despido ope-
rado en la persona del Lic. Máximo A. Rodríguez por par-
te de la demandada Sociedad Anónima Iphaco, y en con-
secuencia se condena a esta última a pagarle al primero
las cantidades siguientes: A)— Una suma igual a 24 días
de salario, conforme lo establece el art. 69 del Código de
Trabajo; B)— una suma igual a 300 días de salario, por
concepto de su auxilio de cesantía, tal como lo dispone el
artículo 72 del Código de Trabajo; C`— 90 días de salarios
de acuerdo con el art. 84 del mismo Código; Tercero: Se
condena asimismo a la demandada Sociedad. Anónima Ipha-
co, a pagar al demandante; Al— Una suma igual a 14 días
de salario, por concepto de vacaciones correspondientes al
ño 1968; y b) según dispone la Ley 5225 sobre Regalía

Pascual, una cantidad igual a 30 días de salario, por estas
razones; Cuarto: El salario día que debe ser tomado en cuen-
ta, para el cálculo de las prestaciones a pagar lo será el de
RD$17.32;` con excepción del ordinal cuarto, que dirá de
la manera siguiente: Cuarto: El salario día que debe ser
tomado en cuenta para el pago de las prestaciones acorda-
das en favor del Lic. Máximo Antonio Rodríguez será de
RD$16.38; Tercero: Se condena a la Sociedad Anónima
Iphaco, al pago de las costas, ordenando su distracción en
provecho de los Dres. Joaquín Ricardo B. y A. Ballester
Hernández, quienes afirman estarlas avanzando en su ma-
yor parte'; b) que sobre recurso de casación de la actual re-
currente (Iphaco), la Suprema Corte de Justicia dictó en
fecha 3 de junio de 1970, una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. René Alfonso Franco, portador de la cé-

dula de identificación personal No. 33348, serie 31, por sí
y por el Dr. Miguel A. Olavarrieta, portador de la cédula
de identificación personal No. 1412, serie 31, abogados de
la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. A. Ballester Hernández, portador de la cé-
dula de identificación personal No. 141, serie 48, por sí y
por el Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, portador de la cédu-
la de identificación personal No. 39035. serie 1, abogados
del recurrido Máximo A. Rodríguez Hernández, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República:

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia, en fecha 18 de febrero de 1971,
y en el cual se invocan los medios que más adelante se in-_
dicarán; así como la ampliación del mismo;.

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito
por sus abogados en fecha 2 de marzo de 1971, e igualmen-
te su memorial de ampliación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil, 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue; a)
que con motivo de un conflicto laboral surgido entre Má-
ximo Antonio Rodríguez H. y la Sociedad Anónima Ipha-
co, que no pudo ser conciliado, el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Municipio de Santiago, dictó una sentencia cuyo
dispositivo aparece transcrito en el de la sentencia impug-
nada; b) que sobre el recurso de apelación de la Sociedad
Anónima Iphaco intervino la sentencia cuyo dispositivo
dice así: 'Falla: Primero: Declara bueno y válido en cuan-
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to a la forma el recurso de apelación interpuesto por la So-
ciedad Anónima Iphaco, contra sentencia de fecha 6 de
Marzo de 1969, dictada por el Juzgado de Paz del Munici-
pio de Santiago; Segundo: En cuanto al fondo rechaza el
referido recurso de apelación y confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida, de la cual es el dispositivo si-
guiente: 'FALLA: Primero: Se declara resuelto el Contra-
to de Trabajo intervenido entre el Lic. Máximo Antonio
Rodríguez y la Sociedad Anónima Iphaco, por culpa del
patrono; Segundo: Se declara injustificado el despido ope-
rado en la persona del Lic. Máximo A. Rcdríguez por par-
te de la demandada Sociedad Anónima Iphaco, y en con-
secuencia se condena a esta última a pagarle al primero
las cantidades siguientes: A)— Una suma igual a 24 días
de salario, conforme lo establece el art. 69 del Código de
Trabajo; B)— una suma igual a 300 días de salario, por
concepto de su auxilio de cesantía, tal como lo dispone el
artículo 72 del Código de Trabajo; C`— 90 días de salarios
de acuerdo con el art. 84 del mismo Código; Tercero: Se
condena asimismo a la demandada Sociedad Anónima Ipha-
co, a pagar al demandante; A 1— Una suma igual a 14 días
de salario, por concepto de vacaciones correspondientes al
año 1968; y 13) según dispone la Ley 5225 sobre Regalía
Pascual, una cantidad igual a 30 días de salario, por estas
razones; Cuarto: El salario día que debe ser tomado en cuen-
ta, para el cálculo de las prestaciones a pagar lo será el de
RD$17.32;' con excepción del ordinal cuarto, que dirá de
la manera siguiente: Cuarto: El salario dia que debe ser
tomado en cuenta para el pago de las prestaciones acorda-
das en favor del Lic. Máximo Antonio Rodríguez será de
RD$16.38; Tercero: Se condena a la Sociedad Anónima
Iphaco, al pago de las costas, ordenando su distracción en
provecho de los Dres. Joaquín Ricardo B. y A. Ballester
Hernández, quienes afirman estarlas avanzando en su ma-
yor parte'; b) que sobre recurso de casación de la actual re-
currente (Iphaco), la Suprema Corte de Justicia dictó en
fecha 3 de junio de 1970, una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "Por tales motivos, Primero: Casa la sentencie
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del 15 de septiembre del 1969, de la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del Dis-
trito Judicial de Santiago, dictada en sus atribuciones la-
borales, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Espaillat, en sus atribuciones laborales,
como tribunal de segundo grado; Segundo: Compensa las
costas"; c) que en fecha 8 de febrero de 1971, el Juzgado
de Primera Instancia del D i strito Judicial de Espaillat, tri-
bunal de envío, dictó la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, la que tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por la Sociedad Anónima
Iphaco contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de
Trabajo del Municipio de Santiago 	 fecha seis (6) de
Marzo del 1969, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA:
PRIMERO: Se declara resuelto el Contrato de Trabajo in-
tervenido entre el Lic. Máximo Antonio Rodríguez H., la
Sociedad Anónima Iphaco, por culpa del patrono; Segun-
do: Se declara injustificado al despido operado en la per-
sona del Lic. Máximo Antonio Rodríguez por parte de la
demandada Sociedad Anónima Iphaco, y en consecuencia
se condena a esta última a pagarle al primero las cantida-
des siguientes: a) una suma igual a 24 días de salario con-
forme lo establece el Art. 69 del Código de Trabajo; b) Una
suma igual a 300 días de salario por concepto de auxilio de
cesantía, tal como lo dispone el Art. 72 del Código de Tra-
bajo; c) 90 días de salario de acuerdo con el Art. 84 del
mismo Código; Tercero: Se condena asinismo a la deman-
dada Sociedad Anónima Iphaco, a pagar . al demandante:
a) Una suma igual a 14 días de salario poi concepto de va-
caciones correspondientes al año de 1963, y b) Según dis-
pone la Ley 5225 sobre Regalía Pascual, una cantidad igual
a 30 días de salario por estas razones;— Cuarto, El salario
día que debe ser tomado en cuenta para el cálculo de las
prestaciones a pagar, lo será el de RD$17.32; Quinto: Se
condena a la Sociedad Anónima Iphaco, parte que sucum-

T"----he al pago de las costas del procedimiento , ordenando la
distracción de las mismas en favor de los doctores Antonio
Ballester Hernández y Joaquín Ricardo Balaguer, quienes
af . rman haberlas avanzado en su totalidad:— SEGUNDO:
En cuanto al fondo, rechaza el referido recurso y confirma
los ordinales Primero, Segundo, Tercero y Quinto de la
sentencia recurrida; modifica el "Ordinal" Cuarto para
que en lo adelante rece así: 'Cuarto: El salario día que de-
be ser tomado en cuenta para el pago de las prestaciones
acordadas en favor del Lic. Máximo Antonio Rodríguez, se-
rá de RD$16.38 (Diez y Seis Pesos con 38 Cts.);— TERCE-
RO: Se condena a la Sociedad Anónima .1.phaco al pago de
las costas, ordenando su di stracción en provecho de los doc-
tores Joaquín Ricardo Balaguer y Antonio Ballester Her-
nández, quienes afirman estarla savanzando en su mayor
parte";

Considerando que en apoyo de su recurso la recurren-
te invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación
de los artículos 77 del Código de Trabajo y 1315 del Códi-
go Civil.— Desnaturalización de los hechos.— Falta de ba-
se legal.— Segundo Medio: Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil.— Violación del derecho de
defensa;

Considerando, que en el desenvolvimiento del primer
medio de su memorial, entre otros alegatos, la recurrente
expresa, en síntesis, que en la sentencia impugnada se con-
signa, que el actual recurrido, Máximo Rodríguez Hernán-
dez, se querelló ante el agente local de Trabajo, en Moca,
quien citó a las partes en litis para que comparecieran "el
23 de agosto a fin de agotar el preliminar de conciliación",
al que no compareció la exponente (Iphaco), por lo que
"reiterada" la querella por ante la oficina departamental
de Trabajo, de Santiago, no hubo entendido entre las par-
tes, siguiendo el litigio su "cauce normal''; que tales afir-
maciones son contrarias a los verdaderos hechos, pues de
las dos querellas presentadas por Rodríguez Hernández,
ninguna tenía el propósito, como erróneamente consigna el
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del 15 de septiembre del 1969, de la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del Dis-
trito Judicial de Santiago, dictada en sus atribuciones la-
borales, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Espaillat, en sus atribuciones laborales,
como tribunal de segundo grado; Segundo: Compensa las
costas"; c) que en fecha 8 de febrero de 1971, el Juzgado
de Primera Instancia del D i strito Judicial de Espaillat, tri-
bunal de envío, dictó la sentencia ahora Impugnada en ca-
sación, la que tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por la Sociedad Anónima
Iphaco contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de
Trabajo del Municipio de Santiago e•o fecha seis (61 de
Marzo del 1969, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA:
PRIMERO: Se declara resuelto el Contrato de Trabajo in-
tervenido entre el Lic. Máximo Antonio Rodríguez H., la
Sociedad Anónima Iphaco, por culpa del patrono; Segun-
do: Se declara injustificado al despido operado en la per-
sona del Lic. Máximo Antonio Rodríguez por parte de la
demandada Sociedad Anónima Iphaco, y en consecuencia
se condena a esta última a pagarle al primero las cantida-
des siguientes: a) una suma igual a 24 días de salario con-
forme lo establece el Art. 69 del Código de Trabajo; b) Una
suma igual a 300 días de salario por concepto de auxilio de
cesantía, tal como lo dispone el Art. 72 del Código de Tra-
bajo; c) 90 días de salario de acuerdo con el Art. 84 del
mismo Código;, Tercero: Se condena asimismo a la deman-
dada Sociedad Anónima Iphaco, a pagar , al demandante:
a) Una suma igual a 14 días de salario poi concepto de va-
caciones correspondientes al año de 1963, y b) Según dis-
pone la Ley 5225 sobre Regalía Pascual, una cantidad igual
a 30 días de sala.rio por estas razones;— Cuarto, El salario
día que debe ser tomado en cuenta para el cálculo de las
prestaciones a pagar, lo será el de RD$17.32; Quinto: Se
condena a la Sociedad Anónima Iphaco, parte que sucum-

be al pago de las costas del procedimiento , ordenando la
distracción de las mismas en favor de los doctores Antonio
Ballester Hernández y Joaquín Ricardo Ealaguer, quienes

rman haberlas avanzado en su totalidad.'— SEGUNDO:
En cuanto al fondo, rechaza el referido recurso y confirma
los ordinales Primero, Segundo, Tercero y Quinto de ]a
sentencia recurrida; modifica el "Ordinal" Cuarto para
que en lo adelante rece así: 'Cuarto: El solario día que de-
be ser tomado en cuenta para el pago de las prestaciones
acardadas en favor del Lic. Máximo Antonio Rodríguez, se-
rá de RD$16 38 (Diez y Seis Pesos con 30 Cts. 1 ;— TERCE-
RO: Se condena a la Sociedad Anónima Iphaco al pago de
las costas, ordenando su di stracción en provecho de los doc-
tores Joaquín Ricardo Balaguer y Antonio Ballester Her-
nández, quienes afirman estarla savanzando en su mayor
parte";

Considerando que en apoyo de su recurso la recurren-
te invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación
de los artículos 77 del Código de Trabajo y 1315 del Códi-
go Civil.— Desnaturalización de los hechos.— Falta de ba-
se legal.— Segundo Medio: Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil.— Violación del derecho de
defensa;

Considerando, que en el desenvolvimiento del primer
medio de su memorial, entre otros alegatos, la recurrente
expresa, en síntesis, que en la sentencia impugnada se con-
signa, que el actual recurrido, Máximo Rodríguez Hernán-
dez, se querelló ante el agente local de Trabajo, en Moca,
quien citó a las partes en litis para que comparecieran "el
23 de agosto a fin de agotar el preliminar de conciliación",
el que no compareció la exponente (Iphaco), por lo que
"reiterada" la querella por ante la oficina departamental
de Trabajo, de Santiago, no hubo entendido entre las par-
tes, siguiendo el litigio su "cauce normal''; que tales afir-
maciones son contrarias a los verdaderos hechos, pues de
las dos querellas presentadas por Rodríguez Hernández,
ninguna tenía el propósito, como erróneamente consigna el
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Juez aquuo, de agotar el preliminar de conciliación, ante-
cedente a-toda demanda por despido justificado, sino que
las mismas tenían por objeto reclamar el pago de "las bo-
nificaciones y gastos de viaje y compensaciones" que ale>
gaba Rodríguez Hernández le correspondían "por las com-
pras de tabacos realizados en 1968; qu3 si hubiera sido
cierto que el despido alegado por Rodríguez Hernández se
efectuó el día 20 de agosto de 1968, él no iba a dejar pa-
sar la oportunidad de esas querellas, posteriores a dicha
fecha, para reclamar por el despido, lo que no hizo ni di-
recta ni indirectamente; alegato por el cuel, obviamente, se
invoca una desnaturalización de los he2hes de la causa;

Considerando, que según se consigna en la sentencia
impugnada, el Juzgado .a-quo, para admitir y decldrar el
despido injustificado de Rodríguez Hernández, se fundó en
a) que el Lic. Máximo Antonio Rodríguez H., laboraba en
la Sociedad Anónima Iphaco desde el año 1948 ininterrum-
pidamente con salario de RD$145.83, más RD$0.50 (Cin-
cuenta Centavos) por cada quintal da tabaco comprado; b)
que en fecha 12 de julio de 1968 se presentó el Adminis-
trador de la mencionada Sociedad a los almacenes sitos en
San Víctor, al frente de los cuales se encontraba el Lic. Ro-
dríguez y le dijo a este último que los almacenes se iban
a cerrar; c) que en fecha 20 de agosto de 1968, fuerón defi-
nitivamente cerrados los almacenes de San Víctor; cierre
efectuado antes de la terminación normal de las operacio-
nes, el cual se llevaba a efecto en los meses de noviembre
a diciembre de cada año; d) que el Lic. Máximo Antonio
Rodríguez H., se querelló en el Departamento de Trabajo
de la ciudad de Moca, el cual Departamento citó a las par-
tes en litis para que comparecieran el da 23 de agosto a
fin de agotar el preliminar de conciliación, requerimiento
al que no obtemperó la Sociedad Anónima Iphaco, aducien-
do que no había recibido con regularidad la citación; e) que
reiterada la querella por ante el Departamento de Traba-
jo de la ciudad de Santiago, no fue posible arribar a nin-
gún entendido entre las partes, siguiendo el litigio su cau-
ce normal";
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Fencia, revela que Rodríguez Hernández, el 23 de agosto

Considerando que el examen de los documentos ex-
presamente mencionados por el Juzgado a-quo, en su sen-

de 1968, declaró por ante el encargado de la Oficina de
Trabajo de Moca, que el motivo de su comparecencia era

t 

reclamar de la Sociedad Anónima Iphaco, "las bonificacio-
nes y gastos de viaje y compensaciones que me correspon-
de por la liquidación de las compras de tabaco realizadas
en el presente año, compras que terminaron de manera
violenta e intempestivamente, por voluntad unilateral de
la mencionada compañía, al cerrar definitivamente el día
20 del presente mes, el almacén destinado a las compras
en la Sección de San Víctor, Provincia de Moca, donde tra-
bajaba como encargado de dicho Almacén"; que esta que-
rella fue reiterada, exactamente en los mismos términos, el
30 de agosto del mismo año de 1968, por ante las autorida-
des laborales de Santiago, habiendo el representante de la
Iphaco, declarado, en el intento de conciliación subsiguien-
te a la última querella, según consta en acta, que la citada
entidad comercial se avenía a pagar la suma de RD$2,826.-
23, "como bonificación y manipulación de tabaco, de las
operaciones de compras realizadas por los meses transcu-
rridos del año en curso; y que, en cuanto a los gastos de
viaje, había que reducirlos al tiempo faltante para la ter-
minación de las operaciones en general en el almacén de
San Víctor", proposición que fue aceptada y ejecutada pos-
teriormente en la oficina de los abogados de Rodríguez
Hernández, según lo hacen constar dichos abogados en su
memorial de defensa, quedando así zanjadas las dificulta-
des suscitadas en conexión con las querellas del ahora re-
currido, hasta ese momento;

Considerando, por otra parte, que la exposición de los
hechos retenidos erróneamente por el Juzgado a-quo, co-
mo fundamento de su decisión, no es modificada en nada
porque en la sentencia impugnada, en adición a lo interior-
mente expresado; se haga una sucinta referencia a que el
patrono hizo una oferta, calificada de "vaga y poco preci-
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a diciembre de cada año; d) que el Lic. Máximo Antonio
Rodríguez H., se querelló en el Departamento de Trabajo
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en el presente año, compras que terminaron de manera
violenta e intempestivamente, por voluntad unilateral de
la mencionada compañía, al cerrar definitivamente el día
20 del presente mes, el almacén destinado a las compras
en la Sección de San Víctor, Provincia de Moca, donde tra-
bajaba como encargado de dicho Almacén"; que esta que-
rella fue reiterada, exactamente en los mismos términos, el
30 de agosto del mismo año de 1968, por ante las autorida-
des laborales de Santiago, habiendo el representante de la
Iphaco, declarado, en el intento de conciliación subsiguien-
te a la última querella, según consta en acta, que la citada
entidad comercial se avenía a pagar la suma de RD$2,826.-
23, "como bonificación y manipulación de tabaco, de las
operaciones de compras realizadas por los meses transcu-
rridos del año en curso; y que, en cuanto a los gastos de
viaje, había que reducirlos al tiempo faltante para la ter-
minación de las operaciones en general en el almacén de
San Víctor", proposición que fue aceptada y ejecutada pos-
teriormente en la oficina de los abogados de Rodríguez
Hernández, según lo hacen constar dichos abogados en su
memorial de defensa, quedando así zanjadas las dificulta-
des suscitadas en conexión con las querellas del ahora re-
currido, hasta ese momento;

Considerando, por otra parte, que la exposición de los
hechos retenidos erróneamente por el Juzgado a-quo, co-
mo fundamento de su decisión, no es modificada en nada
porque en la sentencia impugnada, en adición a lo interior-
mente expresado; se haga una sucinta referencia a que el
patrono hizo una oferta, calificada de "vaga y poco preci-
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sa", de ir a trabajar a otra dependencia de la Iphaco, ya
que esta oferta soamente podría cobrar relevancia, en re-
lación con la querella por despido presentada por el actual
recurrido posteriormente, o sea el 6 de setiembre de 1968;
querella ésta, que es la que ha dado pie al acto introducti-
vo de instancia que motivó el actual apoderamiento del
Tribunal, y con respecto al cual, pese a las condenaciones
pronunciadas en la sentencia impugnada, no se han rela-
tado los hechos pertinentes a las condenaciones pronun-
ciadas; omisión que impide a esta Suprema Corte de Jus-
ticia apreciar si en el caso se ha hecho o no una correcta
aplicación de la Ley; por lo cual y sin ' que haya necesidad
de ponderar los demás agravios y medios del memorial, la
sentencia impugnada debe ser casada per desnaturaliza-
ción de los hechos y falta de base legal;

Considerando que las costas podrán ser compensadas
cuando la sentenéia fuere casada, entre otros casos, poni
desnaturalización de los hechos de la causa, y falta de ba-
se legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Espaillat, como Tribunal de Trabajo de Segundo Gra-
do, en fecha 8 dé febrero de 1971, cuyo dispositivo se ha
transcrito en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia de La Vega; y Segundo:
Compensa las costas.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia. Ernesto Curiel hijo, Secretario, General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE NOV. DEL 1971.

• Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 26
de febrero de 1971.

Meter:a: Tierras.

Recurrente: Compañía Anónima La Fe, C. por A.
Abogado: Dr. Héctor Flores Ortiz.

Recurrido: Estado Dominicano.
Abogado: Lic. Felipe Osvaldo Perdomo Báez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras. Joaquín E. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Sant 4 ago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pa-
niagua, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 de noviembre dei
año  1971, años 128' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Anónima La Fe, C. por A., sociedad comercial organi-
zada de acuerdo con las leyes de la República Dominicana,
con su domicilio y oficina principal en el edificio marcado
con el No. 14 de la calle Mercedes de esta ciudad, contra la
sentencia de fecha 26 de febrero de 1971, dictada por el
Tribunal Superior de Tierras, en relación con la Parcela
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No. 704 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la le ,-:tuca del rol;
Oído al Dr. Héctor Flores Ortiz, cédula No. 31835, se-

rie 11, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído a la Dra. Elsa Teotiste Rojas, cédula No. 3155,
serie 13, en representación del Lic. Felipe Osvaldo Perdo-
mo Báez, cédula No. 2934, serie 11, abogado de la parte re-
currida, que lo es el Estado Dominicano, en la lectura de
sus' conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de lu República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 19 de abril
de 1971, suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de Defensa de fecha 6 de mayo de
1971, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 84, 134, 136 y 271' de la Ley
de Registro de Tierras; y 1351 del Código Civil, invocados
por la recurrente; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentenccia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de una instancia sometida al Tribunal de Tierras
por la actual recurrente, el Tribunal de Tierras, de Juris-
dicción Original, dictó, en relación con la Manzana 704 del
Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional a que se re-
fería la instancia de la recurrente, una Decisión marcada
con el No. 1, que dice así: "Primero: Declara, no prescrita,
la acción en revocación de donación por inejecución de las
cargas, ejercida en esta instancia por la Compañía Anóni-
ma La Fe en liquidación contra el Ayuntamiento del Dis-
trito Nacional; Segundo: Revoca, por incumplimiento de las
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condiciones a cargo del donatario, el contrato de fecha 2C
de noviembre de 1934 que contiene donación esta manzana,
otorgada por la Compañía Anónima La Fe, en liquitlacíór
en favor del entonces Ayuntamiento de "La común de
Santo Domingo, hoy Ayuntamiento del Distrito Nacional;
Tercero: Declara, que por efecto de la revocación	 antes
pronunciada, la totalidad de esta manzana ha vuelto al pa-
trimonio de la Compañía Anónima La Fe, en liquidación;
Cuarto: Que todos los edificios y pared y la industria deno-
minada Productos Enriquillo, que existen en esta manza-
na, corresponden al Estado Dominicano: Quinto: Ordena
al Registrador de Títulos del Distrito Nacional, la cancela-
ción del Certificado de Título correspondiente a esta man-
zana y la expedición de un nuevo Certificado de Título en
favor de la Compañía Anónima La Fe, en liquidación"; bl
que, sobre apelación del Distrito Nacional y de la actual
recurrente intervino en fecha 12 de diciembre de 1969 una
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se acoge en parte, la apelación interpuesta por el Ayunta-
miento del Distrito Nacional, representado por el Dr. Ma-
laquías Jiménez Salcedo y por el Lic. Noel Graciano Cor-
cino, contra la Decisión No. 1 del Tribunal de Tierras en
Jurisdicción Original de fecha 25 de marzo de 1969, dicta-
da en relación con la Manzana No. 704 del Distrito Catas-
tral No. 5 del Distrito Nacional; SEGUNDO: Se rechaza la
apelación interpuesta por la Compañía Anónima La Fe,
C. por A., en liquidación, contra la Decisión antes mencio-
nada; TERCERO: Se Rechazan, por improcedentes y mal
fundadas, las conclusiones formuladas por la Compañía
Anónima La Fe, C. por A., en liquidación, representada por
el Dr. Héctor Flores Ortiz; CUARTO: Se Confirma en par-
te y se Revoca en parte, la Decisión No.1 del Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original arriba mencionada, para
que en lo adelante su dispositivo se lea así: 19 Sé Declara
no prescrita, la acción en revocación de donación por in-
ejecución de las cargas, intentada por la Com pañía Anóni-
ma La Fe, en liquidación, por medio de su instancia de fe-
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No. 704 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la le"tura del rol;
Oído al Dr. Héctor Flores Ortiz, cédula No. 31835, se-

rie 1 a, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído a la Dra. Elsa Teotiste Rojas, cédula No. 3155,
serie 13, en representación del Lic. Felipe Osvaldo Perdo-
mo Báez, cédula No. 2934, serie 11, abogado de la parte re-
currida, que lo es el Estado Dominicano, en la lectura de
sus' conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 19 de abril
de 1971, suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de Defensa de fecha 6 de mayo de
1971, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 84, 134, 136 y 271' de la Ley
de Registro de Tierras; y 1351 del Código Civil, invocados
por la recurrente; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentenccia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de una instancia sometida al Tribunal de Tierras
por la actual recurrente, el Tribunal de Tierras, de Juris-
dicción Original, dictó, en relación con la Manzana 704 del
Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional a que se re-
fería la instancia de la recurrente, una Decisión marcada
con el No. 1, que dice así: "Primero: Declara, no prescrita,
la acción en revocación de donación por inejecución de las
cargas, ejercida en esta instancia por la Compañía Anóni-
ma La Fe en liquidación contra el Ayuntamiento del Dis-
trito Nacional; Segundo: Revoca, por incumplimiento de las
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condiciones a cargo del donatario, el contrato de fecha 2C
de noviembre de 1934 que contiene donación esta manzana,
otorgada por la Compañía Anónima La Fe, en liquidación
en favor del entonces Ayuntamiento de "La común de
Santo Domingo, hoy Ayuntamiento del Distrito Nacional;
Tercero: Declara, que por efecto de la revocación antes
pronunciada, la totalidad de esta manzana ha vuelto al pa-
trimonio de la Compañía Anónima La Fe, en liquidación;
Cuarto: Que todos los edificios y pared y la industria deno-
minada Productos Enriquillo, que existen en esta manza-
na, corresponden al Estado Dominicano: Quinto: Ordena
al Registrador de Títulos del Distrito Nacional, la cancela-
ción del Certificado de Título correspondiente a esta man-
zana y la expedición de un nuevo Certificado de Título en
favor de la Compañía Anónima La Fe, en liquidación"; bl
que, sobre apelación del Distrito Nacional y de la actual
recurrente intervino en fecha 12 de diciembre de 1969 una
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se acoge en parte, la apelación interpuesta por el Ayunta-
miento del Distrito Nacional, representado por el Dr. Ma-
laquías Jiménez Salcedo y por el Lic. Noel Graciano Cor-
cino, contra la Decisión No. 1 del TribwIal de Tierras en
Jurisdicción Original de fecha 25 de marzo de 1969, dicta-
da en relación con la Manzana No. 704 del Distrito Catas-
tral No. 5 del Distrito Nacional; SEGUNDO: Se rechaza la
apelación interpuesta por la Compañía Anónima La Fe,
C. por A., en liquidación, contra la Decisión antes mencio-
nada; TERCERO: Se Rechazan, por improcedentes y mal
fundadas, las conclusiones formuladas por la Compañía
Anónima La Fe, C. por A., en liquidación, representada por
el Dr. Héctor Flores Ortiz; CUARTO: Se Confirma en par-
te y se Revoca en parte, la Decisión No.l del Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original arriba mencionada, para
que en lo adelante su dispositivo se lea así: 1 0 Sé Declara
no prescrita, la acción en revocación de donación por in-
ejecución de las cargas, intentada por la Compañía Anóni-
ma La Fe, en liquidación, por medio de su instancia de fe-



cha lo. de octubre de 1968; 29 Se Rechaza, por improce-
dente y mal fundada, la acción en revocación de donación
interpuesta por la Compañía Anónima La Fe, C. por A., en
liquidación, mediante la instancia antes citada; 3 9 Se Or-
dena al Registrador de Títulos del Distrito Nacional la
cancelación del Certificado de Título No. 174 correspon-
diente a la Manzana No. 704 del Distrito Catastral No. 1
del. Distrito Nacional y la expedición de uno nuevo relati-
vo a dicha manzana en favor del Distrito Nacional, libre
de cargas y gravámenes, haciéndose constar que todos los
edificios y paredes y la Industria denominada "Productos
Enriquillo" que existen dentro de esta manzana, pertene-
cen al Estado Dominicano, y que esta Manzana está com-
prendida actualmente, dentro de los siguientes linderos:
Al Norte, calle Francisco Villaespesa; al Este, calle Osval-
do Vigil Díaz; al Sur, calle Peña Baffle: y al Oeste, Ave-
nida Máximo Gómez"; c! que sobre el recurso de casación
interpuesto por la actual recurrente, la Suprema Corte de
Justicia, en fecha 7 de septiembre de 1969, dictó una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos, Pri-
mero: Casa la sentencia dictada en fecha 12 de diciembre
de 1969 por el Tribunal Superior de Tiei ras, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, en
todas las partes del mismo que atribuyen al Distrito Nacio-
nal la propiedad sin carga de la Manzana No. 704, dél Dis-
trito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, esto es sin ha-
ber declarado la carga estipulada en la donación de 1934, a
que se refieren los motivos de la presente sentencia; y en
las partes del mismo que deciden sobre !a propiedad de las
edificaciones sobre esa Manzana, y envía el asunto así de-
limitado ante el mismo Tribunal de Tierras; Segundo: Re-
chaza el recurso de casación interpuesto por la Compañía
Anónima La Fe, C. por A., en cuanto tiende a que no se
reconozca la propiedad del Distrito Nacional sobre la Man-
7ana mencionada; Tercero: Compensa las costas entre la
recurrente, el Estado y el Distrito Nacional"; d) que el Tri-
bunal Superior de Tierras, con motivo del envío ordenado,

dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se Acoge, en
cuanto a la forma, las apelaciones interpuestas en fechas•
7 de abril de 1969, por el Dr. Malaquíes Jiménez, a nom-
bre y en representación del Ayuntamiento del Distrito Na-
cional, y 16 de abril del mismo año, por el Dr. Héctor Flo- -
res Ortiz, a nombre de la Compañía Anónima La Fe, en
Liquidación, contra la Decisión No. 1 dictada por el Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original, er fecha 25 de mar-
zo de 1969, en relación con la Manzana No. 704 del D. C.
No. 1 del Distrito Nacional; SEGUNDO: Se Revoca, la De-
cisión No. 1 dictada, por el Tribunal de Tierras de Jurisdic-
ción Original, en fecha 25 de marzo de 1969, en relación
con la Manzana No. 704 del D. C. No. 1 del Distrito Nacio-
nal; TERCERO: Se Ordena, la celebración de un Nuevo
Juicio, general y amplio, en relación con la Manzana No.
704 del D. C. No. 1 del Distrito Nacional, designándose pa-
ra realizarlo al Juez de Jurisdicción Original Dr. Juan Isi-
dro Medina Montás, a quien deberá comunicarse la pre-
sente decis ; ón y enviársele el expediente";

Considerando que la recurrente en su memorial de
casación, propone los siguientes medies: Primer Medio:
Exceso de Poder, Violación de los artículos 136 de la Ley
de Registro de Tierras y 1331 del Código Civil; Segundo
Medio: Falta de Motivos: Violación del artículo 84 de la
Ley de Registro de Tierras; Tercer Medio: Violación de los
artícu los 134, 136 y 271 de la Ley de Registro de Tierras.
Exceso de Poder;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, los cuales se reúnen para su examen, sostiene en
síntesis la compañía recurrente que la Suprema Corte de
Justicia por su sentencia de fecha 7 de septiembre de 1970,
por la cual casó la del Tribunal Superior de Tierras de fe-
cha 18 de diciembre de 1969, dispuso un envío limitado;
que no obstante eso el Tribunal ordenó per el fa l lo impug-
nado un nuevo juicio, sentencia que le ha producido agra-
vios en algunos de sus puntos; que siendo, la casación par-
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cial, el Tribunal a-quo no podía ordenar como lo hizo un
nuevo juicio, general y amplio, revocando totalmente lo
anteriormente decidido; que en la especie, como se trataba
de revocar una donación hecha con cargos o condiciones,
acto otorgado por la recurrente al Distrito Nacional, su
contraparte, o sea, el Distrito había pedido que se declara-
ra prescrita la acción en revocación, y esto lo había recha-
zado el Tribunal Superior de Tierras por su primera sen-
tencia del 12 de diciembre de 1969; que en ese aspecto, la
compañía exponente no recurrió en casación aquella vez,
porque ese punto le favorecía, por lo que entiende que al
ordenar ahora el Tribunal Superior de Tierras un nuevo
juicio general, dejó sin efecto el pronunciamiento anterior
que era ya irrevocable, en lo cual la recurrente tenía ya
un derecho adquirido; que, para disponer el nuevo juicio
el Tribunal a-quo se limitó a decir que esa medida "se ha
considerado prudente y necesaria", motivación que no era
suficiente para justificar lo fallado, y menos para dejar
sin efecto los puntos del pr i mer fallo que ya tenían la au-
toridad de la cosa irrevocablemente juzgada, pues no ha-
bían sido objeto de casación; que, finalmente, ningún texto
legal autoriza al Tribunal Superior de Tierras a ordenar
nuevos juicios en caso de un envío hecho por la Suprema
Corte de Justicia con motivo de una casación, pues el ar-
tículo 136 de la Ley de Registro de Tierras expresa que
cuando una sentencia de aquella jurisdicción haya sido
casada, el Tribunal Superior de Tierras estará obligado a
atenerse en los puntos de derecho, a lo dispuesto por la Su-
prema Corte de Justicia; que siendo esto así el ordenar un
nuevo juicio equivale a darle facultad a un juez de juris-
dicción original. o de inferior jerarquía, para burlar la
autoridad de la Suprema Corte de Justicia, o para hacer-
le críticas a la sentencia de casación; que, por todo ello es-
tima la recurrente que en el fallo impugnado se ha incu-
rrido en los vicios y violaciones denunciados, y que éste
debe ser casado; pero,

Considerando que la primera parte del artículo 136
de la Ley de Registro de Tierras, dice textualmente lo si-

guiente: "En caso de casación con envío, el Tribunal Su-
perior de Tierras estará obligado, al fallar nuevamente el
caso, a atenerse a la disposición de la Suprema Corte de
Justicia, en los puntos de derecho que hubieren sido obje-
to de casación";

Considerando que la correcta interpretación de ese
texto conduce a admitir que ciertamente el Tribunal Su-
perior de Tierras tiene que atenerse en los puntos de de-
recho, en caso de casación con envío, a lo resuelto por la
Suprema Corte de Justicia, de donde es necesario inferir
que en relación con esos puntos no puede ordenar un nue-
vo juicio; pero esa .facultad sí la conserva para las cues-
tiones de hecho, pues la ley no se la ha vedado; que en la
especie, el decidir si procedía o no otorgarle un plazo al
donatario del inmueble objeto de la litis para que ejecu-
tara las cargas impuestas por el donante. era indudable-
mente un punto de derecho, ya resuelto por la Suprema
Corte de Justicia por su sentencia del 7 de septiembre de
1970 que casó en parte la del Tribunal Superior de Tierras
de fecha 12 de diciembre de 1969; que, sin embargo, el de-
terminar cuál ha de ser el plazo razonable, en lo que de-
be entrar la apreciación de diversas circunstancias es um.,
cuestión de hecho sobre la cual el Tribunal Superior de
Tierras sí podía, 'como lo hizo, ordenar cualquiera medida
de instrucción, entre ellas un nuevo juicio, pues en reali-
dad éste tiene ese carácter, ya que las sentencias de juris-
dicción original no adquieren en aquella jurisdicción au-
toridad de cosa juzgada, sino cuando las aprueba el Tribu-
nal Superior de Tierras; que en el caso q ue nos ocupa el
Tribunal a-quo dejó claramente establecido en el fallo dic-
tado, según resulta de su examen, que se atenía al criterio
jurídico de la Suprema Corte de Justicia, es decir, que di-
cho Tribunal no ha negado la procedencia del plazo, y si
agregó en cuanto al mismo que estimaba "prudente y nece-
sario" ordenar un nuevo juicio es preciso convenir que era
únicamente para que se discutieran y apreciaran las diver-
sas circunstancias que habrían de influir en la duración
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del plazo, y se oyera al Distrito Nacional, a cuyos fines el
fallo impugnado no necesitaba más amplia motivación;
que, por otra parte, si el Tribunal a-quo después de hacer
sus razonamientos, (los que no contradicen lo decidido en
derecho por la Suprema Corte de Justicia) agregó que di-
cho nuevo juicio era "general y amplio", es obvio que se
refería el Tribunal Superior de Tierras únicamente a que
la medida dispuesta tenía ese carácter en cuanto al punto
que era objeto del nuevo juicio (la duración del plazo), a
cuyos fines también únicamente puede y debe considerar-
se revocada la sentencia de jurisdicción original de cuya
apelación estaba originalmente apoderado. y no en los de-
más puntos del fallo objeto de la casación, pues en esos
puntos obviamente que la sentencia casada, del 12 de di-
ciembre de 1969, dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras, tenía ya la autoridad de la cosa irrevocablemente juz-
gada; que, finalmente, el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que él contiene motivos suficientes y per-
tientes que justifican su dispositivo; que, por tanto, los
medios propuestos carecen de fundamento y deben ser des-
estimados;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Compañía Anónima La Fe, C.
por A., contra la sentencia dictada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras, en relación con la Parcela No. 704 del
Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, en fecha 26
de febrero de 1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la
recurrente al pago de las costas.

Firmados: Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados , y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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Sentencia -impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de

Macorís de fecha 12 de Marzo de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Salomó Rojas, Ramón de Jesús Marte y Compañía
de Seguros "San Rafael C. por A."

Abogado: Dr. Guarionex A. García de Peña.

Interviniente: Leonel Taveras Sánchez.
Abogado: Dr. Jesús Antonio Pichardo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar v Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de
Noviembre del año 1971, años 128' de la Independencia y
109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia

Sobre los recursos de casación interpuestos por Salo-
mé Rojadominicano, mayor de edad, casado, chofer, do-
miciliad6 en la casa No. 37 de la ciudad de Nagua, Muni-
cipio del mismo nombre, con cédula No. 3312, serie 62; Ra-
món de Jesús Marte, mayor de edad, dominicano, domici-
liado en Los Limones, jurisdicción del Municipio de Nu-
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE NOVIEMBRE DEL 1971. gua; (por error material, que subsana su abogado en el me-
morial, en el acta del recurso de casación, en vez de Ra-
món de Js. Marte, se dijo Leonel Taverl s Sánchez); y la
Compañía de Seguros "San Rafael C. por A.", con domi-
cilio entre las calles Leopoldo Navarro, La Esperilla, Co-
tubaná y San Francisco de Macorís, de esta ciudad, contra
la sentencia dictada en fecha 12 de marzo de 1971, en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, cuyo dispositivo sP copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Guarionex García de Peña, cédula No.

12486, serie 56, abogado de los recurrentes, Ramón de Js.
Marte y la Compañía de Seguros "San Rafael C. por A.",
en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Víctor Kalaf, en representación del Dr.
Juan Antonio Pichardo, cédula No. 4468, serie 64, aboga-
do del interviniente Leonel Taveras Sánchez, dominicano,
mayor de edad, casado, empleado privado, domiciliado en la
calle José Reyes No. 49 de la ciudad de San Francisco de
Macorís, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 25 del mes de mar-
zo de 1971, a requerimiento del Dr. Fausto Efraín del Ro-
sario Castillo, abogado de los recurrentes, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 27 de septiem-
bre de 1970, suscrito por el abogado de los recurrentes, Ra-
món de Js. Marte y la 'San Rafael C. por A.", en el cual
se invocan los medios de casación, que se indican más ade-
lante:

Visto el escrito de la parte interviniente, de fecha 27
de septiembre de 1971, firmado por su abogado;
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE NOVIEMBRE DEL 1971.

Sentencia -impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de

Macorís de fecha 12 de Marzo de 1971

Materia: Correccional.

Recurrentes: Saloml Rojas, Ramón de Jesús Marte y Compañía
de Seguros "San Rafael C. por A."

Ahogado: Dr. Guarionex A. García de Peña.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar v Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de
Noviembre del año 1971. años 128' de la Independencia y
109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia

Sobre los recursos de casación interpuestos por Salo-
mé RojaY dominicano, mayor de edad, casado, chofer, do-
miciliad6 en la casa No. 37 de la ciudad de Nagua, Muni-
cipio del mismo nombre, con cédula No. 3312, serie 62; Ra-
món de Jesús Marte, mayor de edad, dominicano, domici-
liado en Los Limones, jurisdicción del Municipio de Na-
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gua; (por error material, que subsana su abogado en el me-
morial, en el acta del recurso de casación, en vez de Ra-
món de Js. Marte, se dijo Leonel Taveras Sánchez); y la
Compañía de Seguros "San Rafael C. por A.", con domi-
cilio entre las calles Leopoldo Navarro, La Esperilla, Co-
tubaná y San Francisco de Macorís, de esta ciudad, contra
la sentencia dictada en fecha 12 de marzo de 1971, en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, cuyo dispositivo sP copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Guarionex García de Peña, cédula No.

12486, serie 56, abogado de los recurrentes, Ramón de Js.
Marte y la Compañía de Seguros "San Rafael C. por A.",
en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Víctor Kalaf, en representación del Dr.
Juan Antonio Pichardo, cédula No. 4468, serie 64, aboga-
do del interviniente Leonel Taveras Sánchez, dominicano,
mayor de edad, casado, empleado privado, domiciliado en la
calle José Reyes No. 49 de la ciudad de San Francisco de.
Macorís, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 25 del mes de mar-
zo de 1971, a requerimiento del Dr. Fausto Efraín del Ro-
sario Castillo, abogado de los recurrentes, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 27 de septiem-
bre de 1970, suscrito por el abogado de los recurrentes, Ra-
món de Js. Marte y la 'San Rafael C. por A.", en el cual
se invocan los medios de casación, que se indican más ade-
lante:

Visto el escrito de la parte interviniente, de fecha 27
de septiembre de 1971, firmado por su abogado;

Interviniente: Leonel Taveras Sánchez.
Abogado: Dr. Jesús Antonio Pichardo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y sigthentes de la Ley 241
de 1967, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 12 de agos-
to de 1970. en la Carretera San Francisco de Macorís-Na-
gua, Tramo Pimentel-Castillo, en el cual resultó con le-
siones que curaron después de 20 días, Leonel Taveras
Sánchez, fue sometido a la acción de la justicia el chofer
Salomé Rojas; y la Segunda Cámara de lo Penal del Dis-
trito Judicial de Duarte, en fecha 9 de noviembre de 1970,
dictó una sentencia cuyo dispositivo figura copiado más
adelante, en el de la sentencia ahora impugnada; b) que
sobre apelación del prevenido, de la parle civilmente res-
ponsable y de la compañía aseguradora, la. Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, dictó la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el inculpado Salomé Rojas por haber sido intentado
en tiempo hábil y de acuerdo a las leyes de procedimiento,
de la sentencia dictada el día nueve (9) de noviembre de
1970, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero:— Declarar y Declara:
Bueno y válida la constitución en parte civil hecha por el
agraviado Leonel Taveras Sánchez, por mediación de su
abogado constituido el Dr. Jesús Antonio Pichardo, en con-
tra del prevenido Salomé Rojas, la persona civilmente res-
ponsable Ramón de Jesús y la Cía. Aseguradora "La San
Rafael" C. por A., por ser justa y hecha de acuerdo a la
Ley.— Segundo: Pronunciar y Pronuncia: El defecto con-
tra el prevenido Salomé Rojas, por no haber comparecido
no obstante estar legalmente citado.— Tercero: Se Decla-
ra: Al prevenido Salomé Rojas, de generales ignoradas,

Culpable del hecho puesto a su cargo el cielito de violación
a la ley 241, en perjuicio del nombrado Leonel Taveras
Sánchez, y en consecuencia se Condena a sufrir la pena de
tres (3) meses de prisión correccional y el pago de las cos-
tas penales; Cuarto: Se Condena:— Al prevenido Salomé
Rojas, conjunta y solidariamente con la persona civilmen-
te responsable señor Ramón de Jesús Marte y la Cía. Ase-
guradora La San Rafael C. por A., al pago de una indem-
nización ascendente a la suma de RD$800.00 (Ochocientos
Pesos Oroi como justa reparación por los daños morales
y materiales sufridos por el agraviado Leonel Taveras Sán-
chez, a causa del hecho cometido por el prevenido Salomé
Rojas o sea el accidente.— Quinto:— Se Condena:— Al
prevenido Salomé Rojas, conjunta y solidariamente con la
persona civilmente responsable el señor Ramón de Jesús
Marte y La Cía. Aseguradora La "San Rafael" C. por A.,
al pago de las costas civiles con distracción de las mismas
en favor del Dr. Jesús Antonio Pichardo, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad'.— Segundo: Modifica los
ordinales Tercero y Cuarto de la sentencia apelada, en cuan-
to a la pena impuesta y en cuanto al m'.iito de la indem-
nización, y ]a Corte obrando por autoVidad p sropia y con-
trario imperio condena al prevenido Salomé Rojas, te-
niendo en cuenta la falta de la víctima, al pago de una
multa de Veinte Pesos Moneda Nacional (RD$20.00) así
como al pago de una indemnización de Seiscientos Pesos
(RD$600.00) en favor de la parte civil constituida, como
justa reparación por los daños sufridos; Tercero: Condena
al prevenido Salomé Rojas al pago de las costas penales y
civiles del presente recurso, con distracción de las últimas
a favor del Dr. Jesús Antonio Pichardo, abogado, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Cu9.rto: Confir-
ma en sus demás aspectos la sentencia recufrida";

Considerando que los recurrentes Ramón de Jesús
Marte, parte civilmente responsable, y la Compañía Ase-
guradora "San Rafael C. por A.", en su memorial de casa-
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 241
de 1967, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo.,
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 12 de agos-
to de 1970, en la Carretera San Francisco de Macorís-Na-
gua, Tramo Pimentel-Castillo, en el cual	 resultó con le-
siones que curaron después de 20 días, Leonel Taveras
Sánchez, fue sometido a la acción de la justicia el chofer
Salomé Rojas; y la Segunda Cámara de lo Penal del Dis-
trito Judicial de Duarte, en fecha 9 de noviembre de 1970,
dictó una sentencia cuyo dispositivo figura copiado más
adelante, en el de la sentencia ahora impugnada; b) que
sobre apelación del prevenido, de la parte civilmente res-
ponsable y de la compañía aseguradora, 	 Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, dictó la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice asi: "Falla: Primero:
Declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el inculpado Salomé Rojas por haber sido intentado
en tiempo hábil y de acuerdo a las leyes de procedimiento,
de la sentencia dictada el día nueve (9) de noviembre de
1970, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero:— Declarar y Declara:
Bueno y válida la constitución en parte civil hecha por el
agraviado Leonel Taveras Sánchez, por mediación de su
abogado constituido el Dr. Jesús Antonio Pichardo, en con-
tra del prevenido Salomé Rojas, la persona civilmente res-
ponsable Ramón de Jesús y la Cía. Aseguradora "La San
Rafael" C. por A., por ser justa y hecha de acuerdo a la
Ley.— Segundo: Pronunciar y Pronuncia: El defecto con-
tra el prevenido Salomé Rojas, por no haber comparecido
no obstante estar legalmente citado.— Tercero: Se Decla-
ra: Al prevenido Salomé Rojas, de generales ignoradas,
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Culpable del hecho puesto a su cargo el delito de violación
a la ley 241, en perjuicio del nombrado Leonel Taveras
Sánchez, y en consecuencia se Condena a sufrir la pena de
tres (3) meses de prisión correccional y el pago de las cos-
tas penales; Cuarto: Se Condena:— Al prevenido Salomé
Rojas, conjunta y solidariamente con la persona civilmen-
te responsable señor Ramón de Jesús Marte y la Cía. Ase-
guradora La San Rafael C. por A., al pago de una indem-
nización ascendente a la suma de RD$800.00 (Ochocientos
Pesos Oro como justa reparación por los daños morales
y materiales sufridos por el agraviado Leonel Taveras Sán-
chez, a causa del hecho cometido por el prevenido Salomé
Rojas o sea el accidente.— Quinto:--- Se Condena:— Al
prevenido Salomé Rojas, conjunta y solidariamente con la
persona civilmente responsable el señor Ramón de Jesús
Marte y La Cía. Aseguradora La "San Rafael" C. por A.,
al pago de las costas civiles con distracción de las mismas
en favor del Dr. Jesús Antonio Pichardo, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad'.— Segundo: Modifica los
ordinales Tercero y Cuarto de la sentencia apelada, en cuan-
to a la pena impuesta y en cuanto al nicaito de la indem-
nización, y la Corte obrando por autikidad p sropia y con-
trario imperio condena al prevenido Salomé Rojas, te-
niendo en cuenta la falta de la víctima, al pago de una
multa de Veinte Pesos Moneda Nacional (RD$20.00) así
como al pago de una indemnización de Seiscientos Pesos
(RD$600.00) en favor de la parte civil constituida, como
justa reparación por los daños sufridos; Tercero: Condena
al prevenido Salomé Rojas al pago de las costas penales y
civiles del presente recurso, con distracción de las últimas
a favor del Dr. Jesús Antonio Pichardo. abogado, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Ctr.rto: Confir-
ma en sus demás aspectos la sentencia recutrida";

Considerando que los recurrentes Ramón de Jesús
Marte, parte civilmente responsable, 'y la Compañía Ase-
guradora "San Rafael C. por A.", en su memorial de casa-
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ción invoca los siguientes medios: Primer Medio: Errónea
calificación de los hechos en relación con la conducta ob-
servada por el prevenido Salomé Rojas.— Contradicción
entre los motivos pertinentes de la sentencia y su disposi-
tivo.— Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerando que en el desarrollo de sus medios, que
por su relación se reúnen para su examen, los recurrentes
mencionados, alegan en síntesis; a) que er. la sentencia im-
pugnada existe una contradicción entre sus motivos y el
dispositivo, pues después de admitirse en dicha sentencia,
como expresión de la verdad, lo declarado por el preveni-
do, y que éste transitaba a velocidad maderada, no se po-
día para justificar la falta común, decir. como se dijo, que
éste debía haber reducido aún más su marcha, para así ha-
ber evitado el accidente; b) que la Corte a-qua no precisa,
en el fallo que se impugna, la forma en que ocurrieron los
hechos, y especialmente, si por el hecho de haber reducido
el chofer aún más su velocidad, se hubiese evitado el acci-
dente, como se pretende; que al proceder así alegan los re-
currentes, se dejó la sentencia impugnada sin base legal,
pero,

Considerando, que la sentencia impugnada da por es-
tablecidos los siguients hechos: a'; que el agraviado Leonel
'rayeras Sánchez se encontraba trabajando en la construc-
ción de la carretera San Francisco de Macorís-Nagua, en
el tramo comprendido entre Pimentel y Castillo, en com-
pañía de otros trabajadores; b) que, el prevenido transita-
ba a velocidad moderada en dirección Castillo-Pimentel;
c) que, al pasar por donde trabajaba Leonel Taveras Sán ►
chez y su grupo, éste atravesaba la vía y el carro conduci-
do por Salomé Rojas, lo golpeó producióndole lesiones cu-
rables después de 20 días; d) que el prevenido aunque to-
có bocina, en ningún momento redujo la velocidad, como
era su deber, a fin de garantizar la seguridad de los pea-
tones; e) que, a juicio de la Corte, la falta de la víctima
(cruzar) y la del prevenido, (no reducir la velocidad) inci-
dieron en la misma medida en la comisión del accidente;

Considerando, que al darse por establecidos los hechos
que anteceden, y al disponer la Ley 24] de 1967, sobre
Tránsito de Vehículos, en su ArtíCulo 61, última parte, que
los conductores deberán "reducir la velocidad o parar
cuando sea necesario para evitar un accidente", es obvio
que la Corte a-qua, lejos de haber incurrido, en contradic-
ción de motivos, como se alega, en el fallo impugnado, lo
que hizo fue una correcta aplicación de dicho texto legal.
por lo que el alegato que se examina, crece de fundamen-
to y debe ser desestimado;

Considerando que los hecla:5 precedentemente estable-
cidos configuran el delito de golpes y heridas por impru-
dencia producidos con el manejo de un vehículo de mo-
tor, hecho previsto por el Artículo 49 de la Ley No. 241
de 1967, y sancionado por el mismo texto, en su letra c
con la pena de seis meses a dos años y multa de cien a qui-
nientos pesos, cuando las heridas y los golpos ocasionaren
una enfermedad o imposibilidad para el trabajo, que du-
re veinte días o más, como ocurrió en 13 especie; que en
consecuencia al condenar al prevenido a veinte peso de
multa, después de declararle culpable, y acogiendo obvia-
mente circunstancias atenuantes, al citar el Artículo 463
del Código Penal, la Corte a-qua aplicó una sanción ajus-
tada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua establecié
que el hecho cometido por el prevenido había ocasionado
daños y perjuicios morales y materiales a la parte civil
constituida, cuyo monto apreció en $600.00 pesos, tenien-
do en cuenta, según lo expresa el fallo impugnado, la fal-
ta de la víctima; que, en consecuencia al condenar al pago
de esa suma, solidariamente con la persona puesta en cau-
sa, como civilmente responsable, y al hacer oponible esa
condenación a la compañía aseguradora, la Corte -qua,
hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384
del Código Civil y 1 y siguientes de la Ley 4117 de 1955;



ción invoca los siguientes medios: Primer . Medio: Errónea
calificación de los hechos en relación con la conducta ob-
servada por el prevenido Salomé Rojas.— Contradicción
entre los motivos pertinentes de la sentencia y su disposi-
tivo.-- Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerando que en el desarrollo de sus medios, que
por su relación se reúnen para su examen, los recurrentes
mencionados, alegan en síntesis; a) que en la sentencia im-
pugnada existe una contradicción entre sus motivos y el
dispositivo, pues después de admitirse en dicha sentencia,
como expresión de la verdad, lo declarado por el preveni-
do, y que éste transitaba a velocidad maderada, no se po-
día para justificar la falta común, decir, como se dijo, que
éste debía haber reducido aún más su marcha, para así ha-
ber evitado el accidente; b) que la Corte a-qua no precisa,
en el fallo que se impugna, la forma en que ocurrieron los
hechos, y especialmente, si por el hecho de haber reducido
el chofer aún más su velocidad, se hubiese evitado el acci-
dente, como se pretende; que al proceder así alegan los re-
currentes, se deffl la sentencia impugnada sin base legal,
pero,

Considerando, que la sentencia impugnada da por es-
tablecidos los siguients hechos: á, que el agraviado Leonel
Taveras Sánchez se encontraba trabajando en la construc-
ción de la carretera San Francisco de Macorís-Nagua, en
el tramo comprendido entre Pimentel y Castillo, en com-
pañía de otros trabajadores; b) que, el prevenido transita-
ba a velocidad moderada en dirección Castillo-Pimentel;
c) que, al pasar por donde trabajaba Leonel Taveras Sáni
chez y su grupo, éste atravesaba la vía y el carro conduci-
do por Salomé Rojas, lo golpeó produciéndole lesiones cu-
rables después de 20 días; d) que el prevenido aunque to-
có bocina, en ningún momento redujo la velocidad, como
era su deber, a fin de garantizar la seguridad de los pea-
tones; e) que, a juicio de la Corte, la falta de la víctima
(cruzar) y la del prevenido, (no reducir la velocidad) insi-
dieron en la misma medida en la comisión del accidente;

Considerando, que al darse por establecidos los hechos
que anteceden, y al disponer la Ley 241 de 1967, ,sobre
Tránsito de Vehículos, en su Artíbulo 61, última parte, que
los conductores deberán "reducir la velocidad o parar
cuando sea necesario para evitar un accidente", es obvio
que la Corte a-qua, lejos de haber incurrido, en contradic-
ción de motivos, como se alega, en el fallo impugnado, lo
que hizo fue una correcta aplicación de dicho texto legal.
por lo que el alegato que se examina, carece de fundamen-
to y debe ser desestimado;

Considerando que los hech s precedentemente estable-
cidos configuran el delito de golpes y heridas por impru-
dencia producidos con el manejo de un vehículo de mo-
tor, hecho previsto por el Artículo 49 de la Ley No. 241
de 1967, y sancionado por el mismo texto, en su letra cl
con la pena de seis meses a dos años y multa de cien a qui-
nientos pesos, cuando las heridas y los golpos ocasionaren
una enfermedad o imposibilidad para el trabajo, que du-
re veinte días o más, como ocurrió en la especie; que en
consecuencia al condenar al prevenido a veinte peso de
multa, después de declararle culpable, y acogiendo obvia-
mente circunstancias atenuantes, al citar el Artículo 463
del Código Penal, la Corte a-qua aplicó una sanción ajus-
tada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua estableció
que el hecho cometido por el prevenido había ocasionado
daños y perjuicios morales y materiales a la parte civil
constituida, cuyo monto apreció en 5600.00 pesos, tenien-
do en cuenta, según lo expresa el fallo impugnado, la fal-
ta de la víctima; que, en consecuencia al condenar al pago
de esa suma, solidariamente con la persona puesta en cau-
sa, como civilmente responsable, y al hacer oponible esa
condenación a la compañía aseguradora, la Corte a-qua,
hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384
del Código Civil y 1 y siguientes de la Ley 4117 de 1955;
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Considerando, que examinado el fallo impugnado en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Considerando, que la parte interviniente sólo ha pe-
dido condenación en costas, contra el prevenido Salomé Ro-
jas y la Compañía Aseguradora "San Rafael C. por A.";

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Leonel Taveras Sánchez; Segundo: Rechaza el recurso
de casación interpuesto por Salomé Rojas, Ramón de Jesús
Marte y la Compañía de Seguros "San Rafael C. por A.",
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en
fecha 12 de marzo de 1971, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo: Tercero: Condena a Sa-
lomé Rojas y a la Compañía de Seguros "San Rafael C. por
A,", al pago de las costas, distrayendo las civiles en favor
del Dr. Jesús Antonio Pichardo, quien afirma haberlaá
avanzado en su totalidad.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 13
de noviembre de 1970.

Materia: Tierras.

Recurrente: Petronila Elvira Santos Vda. Camilo.
Abogado: Dr. Héctor A. Almánzar.

Recurrido: Suc. de David Camilo.
Abogado: Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de
Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 5 de Noviembre del año 1971, años 128' de la
Independencia y 109' de la Restauración. dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Petroni-
la Elvira Santos Vda. Camilo, dominicana, soltera, mayor
de edad, de oficios domésticos, domiciliada y residente en
Ojo de Agua, Paraje de la Sección de Jayabo Afuera, del
Municipio y Provincia de Salcedo, provista de la cédula
de identificación personal No. 683, serie 55, contra la sen-
tencia de fecha 13 de noviembre de 1970 dictada por el
Tribunal Superior de Tierras en relación con la Parcela No.
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Considerando, que examinado el fallo impugnado en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Considerando, que la parte interviniente sólo ha pe-
dido condenación en costas, contra el prevenido Salomé Ro-
jas y la Compañía Aseguradora "San Rafael C. por A.";

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Leonel Taveras Sánchez; Segundo: Rechaza el recurso
de casación interpuesto por Salomé Rojas, Ramón de Jesús
Marte y la Compañía de Seguros "San Rafael C. por A.",
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en
fecha 12 de marzo de 1971, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo: Tercero: Condena a Sa-
lomé Rojas y a la Compañía de Seguros ''San Rafael C. por
.A.1", al pago de las costas, distrayendo las civiles en favor
del Dr. Jesús Antonio Pichardo, quien afirma haberlaS
avanzado en su totalidad.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezardiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 13
de noviembre de 1970.

Materia: Tierras.

Recurrente: Petronila Elvira Santos Vda. Camilo.
Abogado: Dr. Héctor A. Almánzar.

Recurrido: Suc. de David Camilo.
Abogado: Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de
Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 5 de Noviembre del año 1971, años 128' de la
Independencia y 109' de la Restauración. dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Petroni-
la Elvira Santos Vda. Camilo, dominicana, soltera, mayor
de edad, de oficios domésticos, domiciliada y residente en
Ojo de Agua, Paraje de la Sección de Jayábo Afuera, del
Municipio y Provincia de Salcedo, provista de la cédula
de identificación personal. No. 683, serie 55, contra la sen-
tencia de fecha 13 de noviembre de 1970 dictada por el
Tribunal Superior de Tierras en relación con la Parcela No.
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267 del Distrito Catastral No. 20 de La Vega, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza, cédula No.

47326, serie lra., abogado de los recurridos Sucesores de
David Camilo, señores Olga Quisqueya Camilo Santos de
Camilo, Príamo Camilo Morel, Héctor o Víctor David Ca-
milo Rodríguez y Luis María Rodríguez , en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 19 de enero
de 1971 y suscrito por el Dr. Héctor A. Almánzar, cédula
No. 7021, serie 64; abogado de los recurrentes, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de Defensa de fecha 30 de junio
de 1971, suscrito por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7 y 269 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; 141 del Código de Procedimiento Civil; y
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta • a) Que con mo-
tivo de una instancia sometida al Tribunal de Tierras el
23 de julio de 1969, por la actual recurrente, tendente a
obtener que se declarara como un bien propio de la impe-
trante, la Parcela No. 267 del Distrito Catastral No. 20
del Municipio de La Vega, el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original dictó en fecha 20 de julio de 1970, una
sentencia, rechazando dicha instancia; b) Que sobre apela-
ción de la impetrante, el Tribunal Superior de Tierras dic-
tó la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "Falla: 19— Se rechaza, por improce-
dente y mal fundada, la apelación interpuesta en fecha 30
del mes de julio de 1970, por la señora Petronila Elvira

Santos Vda. Camilo, contra la Decisión No. 1 del Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original, dictada en fecha 20 del
mes de julio del mismo año, en relación con la Parcela
No. 267 del Distrito Catastral No. 20 del Municipio y Pro-
vincia de La Vega.— 29 Se confirma en todas sus partes,
la Decisión apelada, cuyo dispositivo es el siguiente: PAR-
CELA NUMERO 267.— Area: 127 Has.— 45 As.— 81
Cas.— Unico: Rechaza el pedimento formulado por instan-
cia de fecha 23 de julio de 1969, por la señora Petronila
Elvira Santos Vda. Camilo, en relación con la Parcela No.
267 del Distrito Catastral No. 20 del Municipio de La Vega,
por improcedente y mal fundado";

Considerando que la recurrente en su memorial de
casación, propone los siguientes medios: Primer Medio:
Violación del Derecho de defensa.— Segundo Medio: Omi-
sión de estatuir en relación con las conclusiones de la re-
currente.— Tercer Medio: Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil.— Cuarto Medio: Falta de
motivos.

Considerando que a su vez la parte recurrida propone
la inadmisibilidad del recurso de casación;

En cuanto a b inadinisión del recurso:

Considerando que la parte recurrida sostiene que el
recurso de casación es inadmisible porque fue interpues-
to fuera del plazo de dos meses que establece la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, y que es también inadmi-
sible porque el emplazamiento fue notificado después de
expirado el plazo de treinta días que establece dicha ley,
a partir de cuando se dicta el Auto que autoriza a em-
plazar, y porque a su juicio se omitieron en el emplaza-
miento otros herederos; pero,

Considerando que según consta en el expediente la
sentencia impugnada fue dictada el 13 de noviembre de
1970, y ese mismo día fue fijada en la puerta del Tribu-
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267 del Distrito Catastral No. 20 de La Vega, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza, cédula No.

47326, serie lra., abogado de los recurridos Sucesores de
David Camilo, señores Olga Quisqueya Camilo Santos de
Camilo, Príamo Camilo Morel, Héctor o Víctor David Ca-
milo Rodrígue: y Luis María Rodríguez , en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 19 de enero
de 1971 y suscrito por el Dr. Héctor A. Almánzar, cédula
No. 7021, serie 64; abogado de los recurrentes, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de Defensa de fecha 30 de junio
de 1971, suscrito por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7y 269 de la Ley de Regis-
tro de Tierras; 141 del Código de Procedimiento Civil; y
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una instancia sometida al Tribunal de Tierras el
23 de julio de 1969, por la actual recurrente, tendente a
obtener que se declarara como un bien propio de la impe-
trante, la Parcela No. 267 del Distrito Catastral No. 20
del Municipio de La Vega, el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original dictó en fecha 29 de julio de 1970, una
sentencia, rechazando dicha instancia; lo) Que sobre apela-
ción de la impetrante, el Tribunal Superior de Tierras dic-
tó la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "Falla: 1 Q— Se rechaza, por improce-
dente y mal fundada, la apelación interpuesta en fecha 30
del mes de julio de 1970, por la señora Petronila Elvira
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Santos Vda. Camilo, contra la Decisión No. 1 dei Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original, dictada en fecha 20 del
mes de julio del mismo año, en relación con la Parcela
No. 267 del Distrito Catastral No. 20 del Municipio y Pro-
vincia de La Vega.— 2° Se confirma en todas sus partes,
la Decisión apelada, cuyo dispositivo es el siguiente: PAR-
CELA NUMERO 267.— Area: 127 Has.— 45 As.— 81
Cas.— Unico: Rechaza el pedimento formulado por instan-
cia de fecha 23 de julio de 1969, por la señora Petronila
Elvira Santos Vda. Camilo, en relación con la Parcela No.
267 del Distrito Catastral No. 20 del Municipio de La Vega,
por improcedente y mal fundado";

Considerando que la recurrente en su memorial de
casación, propone los siguientes medios: Primer Medio:
Violación del Derecho de defensa.— Segundo Medio: Omi-
sión de estatuir en relación con las conclusiones de la re-
currente.— Tercer Medio: Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil.— Cuarto Medio: Falta de
motivos.

Considerando que a su vez la parte recurrida propone
la inadmisibilidad del recurso de casación;

En cuanto a 19. inadmisión del recurso:

Considerando que la parte recurrida sostiene que el
recurso de casación es inadmisible porque fue interpues-
to fuera del plazo de dos meses que establece la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, y que es también inadmi-
sible porque el emplazamiento fue notificado después de
expirado el plazo de treinta días que establece dicha ley,
a partir de cuando se dicta el Auto que autoriza a em-
plazar, y porque a su juicio se omitieron en el emplaza-
miento otros herederos; pero,

Considerando que según consta en el expediente la
sentencia impugnada fue dictada el 13 de noviembre de
1970, y ese mismo día fue fijada en la puerta del Tribu-
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nal, lo que vale notificación según el Art. 119 de la Ley
de Registro de Tierras que como el ;plazo para interponer
el recurso de casación es de dos meses, según el Art. 5.de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, y es franco, se-
gún el Art. 66 de la misma ley, y se aumenta en razón de
la distancia, cuando el 19 de enero de 1971 se interpuso
el recurso con el depósito del memorial de casación, ha
bían transcurrido dos meses y cinco días, pues no se cuen-
ta ni el día 'a-quo ni el día ad-quem; que como la recurren-
te reside en "Ojo de Agua", Sección de Jayabo Afuera,
Municipio de Salcedo, de ese lugar a Santo Domingo hay
158 kilómetros por lo cual, según el Art. 1033 modifica-
do del Código de Procedimiento Civil que aumenta un día
por cada treinta kilómetros de distancia, había que aumen-
tar en la especie 5 días; que en esas condiciones el plazo
se vencía el 19 de enero de 1971, por lo que el recurso fue
interpuesto ese día oportunamente; que, por otra parte, el
emplazamiento fue notificado el 18 de febrero de 1970, y
como el auto que autorizó a emplazar se dictó el 19 de ene-
ro de 1970, lo fue dentro del plazo de treinta días que es-
tablece la ley; que, finalmente, en cuanto al alegato de
que se omitieron otras personas en el emplazamiento, con-
forme el artículo 135 de la Ley de Registro de Tierras bas-
ta que el recurso haya sido notificado a aquellos miembros
de la sucesión cuyos nombres figuran en el proceso, y no
se ha demostrado lo contrario, procede también desesti-
mar este alegato de la recurrente; que, por tanto, el medio
de inadmisión propuesto carece de fundamento y debe ser
desestimado;

En cuanto al recurso de casación:

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, los cuales se reúnen para su examen, sostiene en
síntesis la recurrente, entre otros alegato:,, que ella no pu-
do comparecer a la audiencia del Tribunal Superior de
Tierras en que se conoció de su apelación, pero que envió

una instancia diciendo que tenía interés en que se reen-
viara la causa porque estaba enferma y en probar que esa
parcela era un bien propio de ella; que el Tribunal a-qun
no podía negar ese pedimento so pretexto de que la ins-
tancia antes dicha y el certificado médico que la acompa-
ñaba habían llegado después de la audiencia; que al ha-
cerlo así violó su derecho de defensa; que el Tribunal Su-
perior de Tierras no dijo en qué se basaba para rechazar
las conclusiones de su instancia, es más, dejó de estatuir
sobre ella; sosteniendo en la exposición de su memorial
que: "Es justo destacar, sin embargo, que Petronila Elvi-
ra Santos hoy Vda. Camilo, Rafael Liriano Santos, Lucas
Antonio Liriano Santos y María Esperanza Liriano Santos
de González, son los únicos herederos de la finada Petro-
nila González Vda. Santos y que dicha venta en realidad
era una de dos cosas: o una donación o una partición de
ascediente, disimulados bajo la forma de una venta; ade-
más de que, en tal época, Petronila Elvira Santos Vda. Ca-
milo realizó venta de bienes propios de ella, con el precio
de le cual pudo realizar el pago de los cuatro mil pesos oro
que se dice pagara por la mencionada Parcela No. 267 del
D. C. No. 20 del Municipio y Provincia de La Vega.— Com-
probada cualquiera de las situaciones señaladas, es claro
que dicho inmueble quedaría ipso facto excluido de la co-
munidad legal de bienes Camilo Santos"; que el Tribunal
a-quo estaba en el deber de resolver cualquier pedimento
que se le hiciera hasta el cierre de los debateS; y que en
el fallo impugnado ni siquiera se insertaron las conclusio-
nes de su instancia; que con ello se incurrió en las viola-
ciones y vicios denunciados;

Considerando, que, corno la recurrente ha venido sos-
teniendo, sin contradicción de parte de les recurridos, que
Petronila González Vda. Santos, otorgante del acto de ven-
ta objeto del litigio, era la madre de la recurrente, Petro-
nila Elvira Santos de Camilo, y abuela de los otros adqui-
rientes del terreno que figuran en el acto de venta, es
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nal, lo que vale notificación según el Art. 119 de la Ley
de Registro de Tierras que como el ;plazo para interponer
el recurso de casación es de dos meses, según el Art. 5 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, y es franco, se-
gún el Art. 66 de la misma ley, y se aumenta en razón de
la distancia, cuando el 19 de enero de 1971 se interpuso
el recurso con el depósito del memorial de casación, ha
bían transcurrido dos meses y cinco días, pues no se cuen-
ta ni el día m-quo ni el día ad-quem; que como la recurren-
te reside en ''Ojo de Agua", Sección de Jayabo Afuera,
Municipio de Salcedo, de ese lugar a Santo Domingo hay
158 kilómetros por lo cual, según el Art. 1033 modifica-
do del Código de Procedimiento Civil que aumenta un día
por cada treinta kilómetros de distancia, había que aumen-
tar en la especie 5 días; que en esas condiciones el plazo
se vencía el 19 de enero de 1971, por lo que el recurso fue
interpuesto ese día oportunamente; que, por otra parte, el
emplazamiento fue notificado el 18 de febrero de 1970, y
como el auto que autorizó a emplazar se dictó el 19 de ene-
ro de 1970, lo fue dentro del plazo de treinta días que es-
tablece la ley; que, finalmente, en cuanto al alegato dé
que se omitieron otras personas en el emplazamiento, con-
forme el artículo 135 de la Ley de Registro de Tierras bas-
ta que el recurso haya sido notificado a aquellos miembros
de la sucesión cuyos nombres figuran e; el proceso, y no
se ha demostrado lo contrario, procede también desesti-
mar este alegato de la recurrente; que, por tanto, el medio
de inadmisión propuesto carece de fundamento y debe ser
desestimado;

En cuanto al recurso de casación:

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, los cuales se reúnen para su examen, sostiene en
síntesis la recurrente, entre otros alegato:,, que ella no pu-
do comparecer a la audiencia del Tribunal Superior de
Tierras en que se conoció de su apelación, pero que envió

una instancia diciendo que tenía interés en que se reen-
viara la causa porque estaba enferma y en probar que esa
parcela era un bien propio de ella; que el Tribunal a-quo
no podía negar ese pedimento so pretexto de que la ins-
tancia antes dicha y el certificado médico que la acompa-
ñaba habían llegado después de la aud i encia; que al ha-
cerlo así violó su derecho de defensa; que el Tribunal Su-
perior de Tierras no dijo en qué se basaba para rechazar
las conclusiones de su instancia, es más, dejó de estatuir
sobre ella; sosteniendo en la exposición de su memorial
que: "Es justo destacar, sin embargo, que Petronila Elvi-
ra Santos hoy Vda. Camilo, Rafael Liriano Santos, Lucas
Antonio Liriano Santos y María Esperanza Liriano Santos
de González, son los únicos herederos de la finada Petro-
nila González Vda. Santos y que dicha venta en realidad
era una de dos cosas: o una donación o una partición de
ascediente, disimulados bajo la forma de una venta; ade-
más de que, en tal época, Petronila Elvira Santos Vda. Ca-
milo realizó venta de bienes propios de ella, con el preció
de le cual pudo realizar el pago de los cuatro mil pesos oro
que se dice pagara por la mencionada Parcela No. 267 del
D. C. No. 20 del Municipio y Provincia de La Vega.— Com-
probada cualquiera de las situaciones señaladas, es claro
que dicho inmueble quedaría ipso facto excluido de la co-
munidad legal de bienes Camilo Santos"; que el Tribunal
a-quo estaba en el deber de resolver cualquier pedimento
que se le hiciera hasta el cierre de los debateS; y que en
el fallo impugnado ni siquiera se insertaron las conclusio-
nes de su instancia; que con ello se incurrió en las viola-
ciones y vicios denunciados;

Considerando, que, corno la recurrente ha venido sos-
teniendo, sin contradicción de parte de les recurridos, que
Petronila González Vda. Santos, otorgante del acto de ven-
ta objeto del litigio, era la madre de la recurrente, Petro-
nila Elvira Santos de Camilo, y abuela de los otros adqui-
rientes del terreno que figuran en el acto de venta, es



3080
	

13OLETLN JUDICIAL

eventualmente posible que este documento pudiera no cons-
tituir en realidad una venta, sino una donación, o una par-
tición de ascendiente, y, en este caso, el inmueble traspa-
sado no hubiera entrado a formar parte del patrimonio de
la comunidad Santos-Camilo, y, en consecuencia, consti-
tuiría un bien propio de la recurrente; que, por tanto, los
jueces del fondo debieron, dentro del papel activo de que
están investidos en virtud de la Ley, realizar una investi-
gación más a fondo del caso, sobre todo que la recurrente
no había comparecido al juicio celebrado por dicho Tribu•
nal; que en estas condiciones la sentencia impugnada ca
rece de base legal suficiente, y debe ser casada, sin necesi
dad de examinar los demás alegatos del memorial;

Considerando, que conforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando una sentencia es
casada por falta de base legal, las costas pueden ser com-
pensadas;	 •

Por tales motivos, Primero: Casa le sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras del 13 de noviembre del 1970,
dictada en relación con la Parcela No. 267 del Distrito Ca-
tastral No. 20 del Municipio de La Vega, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo, y envía el
rsunto por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras;
y Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(Firmados).— Fernando E. Ravelo	 de la Fuente.—
Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— San-
tiago Osvaldo Rojo Cerbuccia.— José A. Paniagua Mateo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 22 de diciembre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente: Seguros Pepín, S. A., c. s. Clemente E. Hernández
Pichardo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Jorguín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudrd de Santo Domingo de Guzmán
Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de Noviembre del año
1971, años 128' de la Independencia y 109' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de cesación interpuesto por Seguros
Pepín, S. A., con asiento social en la calla Pa l o Hincado es-
quina Mercedes, de esta ciudad, causa seguida a Clemente
E. Hernández Pichardo, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Srn Francisco de Macorís, de fecha
22 de diciembre de 1970, en sus atribuciones correcciona-
les, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:— Declara
regulares y válidos los recursos de apelación interpuestos
por el Dr. Ezequiel Antonio González, a nombre y repre-
sentación de Clemente Eugenio Hernández Pichardo y de
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eventualmente posible que este documento pudiera no cons-
tituir en realidad una venta, sino una donación, o una par-
tición de ascendiente, y, en este caso, el inmueble traspa-
sado no hubiera entrado a formar parte del patrimonio de
la comunidad Santos-Camilo, y, en consecuencia, consti-
tuiría un bien propio de la recurrente; que, por tanto, los
jueces del fondo debieron, dentro del papel activo de que
están investidos en virtud de la Ley, realizar una investi-
gación más a fondo del caso, sobre todo que la recurrente
no había comparecido al juicio celebradc por dicho Tribu•
nal; que en estas condiciones la sentencia impugnada ca
rece de base legal suficiente, y debe ser casada, sin necesi
dad de examinar los demás alegatos del memorial;

Considerando, que conforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando una sentencia es
casada por falta de base legal, las costas pueden ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Brinier,o: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras del 13 de noviembre del 1970,
dictada en relación con la Parcela No. 267 del Distrito Ca-
tastral No. 20 del Municipio de La Vega, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras;
y Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(Firmados).— Fernando E. Ravelo de la Fuente.—
Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergéri Chupani.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— San-
tiago Osvaldo Rojo Cerbuccia.— José A. Paniagua Mateo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 22 de diciembre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente: Seguros Pepín, S. A., c. s. Clemente E. Hernández
Pichardo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República , la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-

.01 relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua.
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán
Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de Noviembre del año
1971, años 128' de la Independencia y 109' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de cesación interpuesto por Seguros
Pepín, S. A., con asiento social en la calle Pa l o Hincado es-
quina Mercedes, de esta ciudad, causa seguida a Clemente
E. Hernández Pichardo, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, de fecha
22 de diciembre de 1970, en sus atribuciones correcciona-
les, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:— Declara
regulares y válidos los recursos de apelación interpuestos
por el Dr. Ezequiel Antonio González, a nombre y repre-
sentación de Clemente Eugenio Hernández Pichardo y de



3082	 BOLETIN JUDICIAL DOLETIN JUDICIAL	 3083

la Compañía aseguradora Seguros Pepín S. A.; Dr. Pietro.
Rafael Forestiery Toribio, a nombre y representación de
la parte civil constituida señor Bienvenido Díaz y el Dr.
Pedro Manuel Orlando Camilo G., Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de Salcedo, por haber sido intentados en
tiempo hábil y de acuerdo a las leyes de procedimiento,
contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del ya mencionado Distrito Judicial, de fecha 20 de oc-
tubre del año 1970, cuyo dispositivo dice así:— 'Falla: Pri-
mero: Se Declara culpable a Clemente Eugenio Hernández
Pichardo de violar la ley No. 241 en perjuicio de la menor
Lucía Díaz, y en consecuencia se condena al pago de una
multa de cien pesos (RDS100.00) acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes; Tercero: Se Declara regular y vá-
lida en la forma y en el fondo la constitución en parte ci-
vil interpuesta por el señor Bienvenido Díaz, en su calidad
de padre legítimo de le menor fallecida Lucía Díaz o Lu-
ciana Díaz, en contra del prevenido y la compañía "Segu-
ros Pepín S. A.", por ser procedente y bien fundada; Cuar-
to: Se Condena al prevenido al pago de una indemnización
de tres mil pesos oro (RD$3,000.00) a favor de la parte ci-
vil constituida como justa reparación a los daños y perjui-
cios sufridos por ella a causa del accidente; Quinto: Se
Condena al prevenido al pago de los intereses legales de la
suma impuesta a título de indemnización complementaria
a partir de la consumación de le falta; Sexto: Se Condena
al prevenido Clemente Eugenib Hernández Pichardo al pa-
go de las costas civiles, distrayendo las mismas a favor del
Dr. Pietro R. Forestiery, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte; Séptimo: Se Declara la presente senten-
cia común, oponible y ejecutoria a la compañía Seguros
Pepín S. A. por ser ésta la aseguradora de los riesgos cu-
biertos por el vehículo accidentado".— Segundo: Pronun-
cia el Defecto contra el prevenido Clemente Eugenio Her-
nández Pichardo por no haber comparecido no obstante es-
tar legalmente citado; Tercero: Confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida; Cuarto: Condena al prevenido al

pago de las costas penales; Quinto: Condena al señor Cle-
mente Eugenio Hernández Pichardo y a la Compañía de
Seguros Pepín S. A., al pago de las costas civiles, ordenan•
do su distracción a favor del Dr. Pietro Forestiery Toribio,
abogado, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de abril de 1971,
a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, abo-
gado de la recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil constituida o por la persona puesta en causa co-
mo civilmente responsable, el depósito de un memorial,
con la exposición de los medios en que se funda, será obli-
gatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso
en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, la recurrente
no expuso al declarar su recurso de casación los medios
que le servirían de fundamento, ni ha presentado luego,
memorial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual,
en tales condiciones, el recurso que se examina, resulta
nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Seguros Pepín S. A., contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, de fecha 22 de diciembre de 1970,
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la Compañía aseguradora Seguros Pepín S. A.; Dr. Pietro.
Rafael Forestiery Toribio, a nombre y representación de
la parte civil constituída señor Bienvenido Díaz y el Dr.
Pedro Manuel Orlando Camilo G., Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de Salcedo, por haber sido intentados en
tiempo hábil y de acuerdo a las leyes de procedimiento,
contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del ya mencionado Distrito Judicial, de fecha 20 de oc-
tubre del año 1970, cuyo dispositivo dice así:— 'Falla: Pri-
mero: Se Declara culpable a Clemente Eugenio Hernández
Pichardo de violar la ley No. 241 en perjuicio de la menor
Lucía Díaz, y en consecuencia se condena al pago de una
multa de cien pesos (RD$100.001 acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes; Tercero: Se Declara regular y vá-
lida en la forma y en el fondo la constitución en parte ci-
vil interpuesta por el señor Bienvenido Díaz, en su calidad
de padre legítimo de la menor fallecida Lucía Díaz o Lu-
ciana Díaz, en contra del prevenido y la compañía "Segu-
ros Pepín S. A.", por ser procedente y bien fundada; Cuar-
to: Se Condena al prevenido al pago de una indemnización
de tres mil pesos oro (RD$3,000.00) a favor de la parte ci-
vil constituida como justa reparación a los daños y perjui-
cios sufridos por ella a causa del accidente; Quinto: Se
Condena al prevenido al pago de los intereses legales de la
suma impuesta a título de indemnización complementaria
a partir de la consumación de le falta; Sexto: Se Condena
al prevenido Clemente Eugenio Hernández Pichardo al pa-
go de las costas civiles, distrayendo las mismas a favor del
Dr. Pietro R. Forestiery, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte; Séptimo: Se Declara la presente senten-
cia común, oponible y ejecutoria a la compañía Seguros
Pepín S. A. por ser ésta la aseguradora de los riesgos cu-
biertos por el vehículo accidentado".— Segundo: Pronun-
cia el Defecto contra el prevenido Clemente Eugenio Her-
nández Pichardo por no haber comparecido no obstante es-
tar legalmente citado; Tercero: Confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida; Cuarto: Condena al prevenido al
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pago de las costas penales; Quinto: Condena al señor Cle-
mente Eugenio Hernández Pichardo y P. la Compañía de
Seguros Pepín S. A., al pago de las costas civiles, ordenan.
do su distracción a favor del Dr. Pietro Forestiery Toribio,
abogado, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte ,a-qua, en fecha 14 de abril de 1971,
a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, abo-
gado de la recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil constituida o por la persona puesta en causa co-
mo civilmente responsable, el depósito de un memorial,
con la exposición de los medios en que se funda, será obli-
gatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso
en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, la recurrente
no expuso al declarar su recurso de casación los medios
que le servirían de fundamento, ni ha presentado luego,
memorial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual,
en tales condiciones, el recurso que se examina, resulta
nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Seguros Pepín S. A., contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San -
Francisco de Macorís, de fecha 22 de diciembre de 1970,
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en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena a la recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.-- Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— 1Firmad&: Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 13 de noviembre
de 1970.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Caneto Chang.
Ahogado: Dr. Víctor M. Villegas.

Recurrido: Ligia Peña de Francisco.
-A-bogados: Dres. Rafael Moya, Fabián Cabrera y Julio A. Suárez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente. Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Rojas
Almánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pa-
niagua Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Srnto Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de Noviem-
bre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de
la Restauración, dicta en audiencia Pública, como corte de
casación, Ir siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Caneto
Chang, de nacionalidad china, mayor de edad, comerciante,
Cédula No. 130180, serie lra., domiciliado y residente en
esta ciudad, contra la sentencia dictrda en fecha 13 de no-
viembre de 1970, en sus atribuciones laborales por la Cá-
mara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
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en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena a la recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado s, : Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 13 de noviembre
de 1970.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Caneto Chang.
Abogado: Dr. Víctor M. Villegas.

Recurrido: Ligia Peña de Francisco.
Abogados: Dres. Rafael Moya, Fabián Cabrera y Julio A. Suárez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

I
i	 ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupe.ni, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Rojas
Almánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pa-
niagua Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de Noviem-
bre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de
la Restauración, dicta en audiencia Pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Caneto
Chang, de nacionalidad china, mayor de edad, comerciante,
Cédula No. 130180, serie lra., domiciliado y residente en
esta ciudad, contra la sentencia dictada e:1 fecha 13 de no-
viembre de 1970, en sus atribuciones laborales por la Cá-
mara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis-



3086
	

BOLETIN JUDICIAL

trito Nacional, cuyo dispositivo figura cc,piado más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Doctor Víctor M. Villegas, abogado, cédula N9

22161, serie 23, abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, por sí y por los Dres.
Rafael Moya y Fabian Cabrera Febrillet, abogados de la
recurrida que lo es Ligia Peña de Francisco, dominicana,
mayor de edad, casada, cédula No. 23078, serie 56, domi-
ciliada y residente en esta ciudad, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente de fecha 8
de enero de 1971, depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en esa misma fecha, suscrito por su
abogado, en el cual se proponen contra la sentencie. impug-
nada los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida de fecha
17 de febrero de 1971, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocr dos por el recu-
rrente que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
ciliada, hecha por Ligia Peña de Francisco contra Caneto
Chang, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional,
dictó en fecha 11 de junio de 1970 una sentencia cuyo dis-
positivo dice textualmente: 'Falla: Primero: Se rechaza por
improcedente y mal fundada la demanda laboral intentada
por Ligia Peña de Francisco; Segundo: Se condena a la par-
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te demandante al pago de las costas'; ybl que sobre el re-
curso de apelación interpuesto por Ligia Peña de Francis-
co, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en
casación con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido tanto en la forma como en el fon-
do el recurso de apelación interpuesto por Ligia Peña de
Francisco, contra sentencia del Juzgado de Paz de Traba-
jo, del Distrito Nacional, de fecha 11 de junio de 1970, dic-
tada en favor de Caneto Chang, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de esta misma sentencia y en
consecuencia Revoca en todas sus partes dicha sentencia
impugnada;— SEGUNDO: Declara injustc, el despido y re-
suelto el contrato con responsabilidad para el patrono;—
TERCERO: Condena al señor Caneto Chang a pagarle a
la señora Ligia Peña de Francisco, los valores siguientes:
doce (12) días de salario por concepto de preaviso, 10 (diez1
días por concepto de auxilio de cesantía; diez (10) días por
concepto de vacaciones proporcionales; la regalía pascual
proporcional por los nueve meses trabajados ,así como a
una suma igual a los salarios que habría recibido desde el
día de la demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que
pasen de los salarios correspondientes a tres meses, por

.,1 aplicación del artículo 84 ordinal tercer c, del Código de
Trabajo, todo calculado a base de doce 1RD$12.00) sema-
nales;— CUARTO: Condena a la parte que sucumbe Cane-
to Chang, al pago de las costas del procedimiento de con-

, • formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley N 9 302 del 18
de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando
su distracción en favor del Dr. Julio Aníbal Suárez y Dr.
Rafael Moya, quienes afirman haberlas a=.'anzado en su to-
talidad";

Considerando que el recurrente en su memorial de ca-
sación propone los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización del informativo. Motivos vagos e impreci-
sos; motivación infundada; Contradicción de motivos —
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trito Nacional, cuyo dispositivo figura copiado más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Doctor Víctor M. Villegas, abogado, cédula N9

22161, serie 23, abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, por sí y por los Dres.
Rafael Moya y Fabian Cabrera Febrillet, abogados de la
recurrida que lo es Ligia Peña de Francisco, dominicana,
mayor de edad, casada, cédula No. 2307 g , serie 56, domi-
ciliada y residente en esta ciudad, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente de fecha 8
de enero de 1971, depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en esa misma fecha, suscrito por su
abogado, en el cual se proponen contra la sentencie. impug-
nada los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida de fecha
17 de febrero de 1971, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invoca. dos por el recu-
rrente que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
ciliada, hecha por Ligia Peña de Francisco contra Caneto
Chang, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional,
dictó en fecha 11 de junio de 1970 una sentencia cuyo dis-
positivo dice textualmente: 'Falla: Primero: Se rechaza por
improcedente y mal fundada la demanda laboral intentada
por Ligia Peña de Francisco; Segundo: Se condena a la par-
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te demandante al pago de las costas'; yb) que sobre el re-
curso de apelación interpuesto por Ligia Peña de Franci..;-
co, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en
casación con el siguiente dispositivo: - FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido tanto en la forma como en el fon-
do el recurso de apelación interpuesto por Ligia Peña de
Francisco, contra sentencia del Juzgado de Paz de Traba-
jo, del Distrito Nacional, de fecha 11 de junio de 1970, dic-
tada en favor de Caneto Chang, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de esta misma sentencia y en
consecuencia Revoca en todas sus partes dicha sentencia
impugnada;— SEGUNDO: Declara injusto el despido y re-
suelto el contrato con responsabilidad para el patrono;—
TERCERO: Condena al señor Caneto Chang a pagarle a
la señora Ligia Peña de Francisco, los valores siguientes:
doce (12) días de salario por concepto de nreaviso, 10 (diez1
días por concepto de auxilio de cesantía; diez (10) días poi.
concepto de vacaciones proporcionales; la regalía pascual
proporcional por los nueve meses trabajados ,así como a
una suma igual a los salarios que habría recibido desde el
día de la demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que
pasen de los salarios correspondientes a tres meses, por
aplicación del artículo 84 ordinal terceto del Código de
Trabajo, todo calculado a base de doce RD$12.00) sema-
nales;— CUARTO: Condena a la parte que sucumbe Cane-
to Chang, al pago de las costas del procedimiento de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley N Q 302 del 18
de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando
su distracción en favor del Dr. Julio Aníbal Suárez y Dr.
Rafael Moya, quienes afirman haberlas avanzado• 	en su to-
talidad";

Considerando que el recurrente en su memorial de ca-
sación propone los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización del informativo. Motivos vagos e impreci-
sos; motivación infundada; Contradicción de motivos —
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violación del principio general de las reglas de la prueba
(falta de motivo) — falta de base legal.— Segundo Medio:
Violación de los artículos 151 del Código de Trabajo, y 23.
26, 33 y 34 del reglamento número 7676 del 6 de octubre
de 1951, para la aplicación del Código de Trabajo.— Des-
naturalización de los documentos — falta de base legal—;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, los cuales se reúnen para su examen, el recurren-
te sostiene en síntesis: que Ligia Peña de Francisco había
trabajado antes del mes de abril de 1969 en su Colmado y
que el día 1 9 de ese mes fue liquidada de acuerdo con la
ley, volviendo de nuevo a trabajar provisionalmente en fe
cha 23 de noviembre de 1969, al día 23 de diciembre de ese
mismo año; que la Cámara a-qua desnaturalizó las decla-
raciones del informativo y del contrainformativo practica-
dos por el Juez del primer grado al no precisar con exacti-
tud las fecha indicadas por los testigos en que dicen vieron
entrar y salir del trabajo a la recurrida. según aparecen en
el proceso verbal correspondiente; y que en ese mismo or-
den de ideas el juez a-qué "hace sólo vagas especulaciones
al respecto", sin dar explicaciones ni justificación legal
que condujeran en este aspecto de la litis a fallar como lo
hizo; que, por otra parte, alega el recurrente la Cámara
a-qua no sólo incurrió en el fallo impugnado en una desna-
turalización de los hechos y circunstancias de la causa, sino
de los documentos que fueron aportados por él como me-
dios de prueba especialmente el cartel d horario de tra-
bajo, planilla de cambio de personal y las comprobaciones
que hizo la Dirección General de Trabajo ,a los cuales no
les atribuyó su verdadero alcance y signif'cación, conside-
rándolas como "ineficaces" e inadmisibles. por lo cual, es-
tima el recurrente, que fueron violados los principios ge-
nerales de la prueba y en consecuencia el fallo dictado in-
currió en los vicios y violaciones denunciados, por lo que
debe ser casado;
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Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que la Cámara a-qua, para la solu-
ción del caso, no ponderó en su verdadero sentido y alcan-
ce inherente a su propia naturaleza jurídica, los formula-
rios o planillas presentadas por e] patrono, sino que des-
cartó dichos medios de prueba, sobre la base de que los mis-
mos son poco eficaces porque los datos que aparecen en
ellos, 'Son confeccionados por el patrono y no pueden ha-
cer prueba en su favor"; pero,

Considerando que es un principio establecido por el ar-
tículo 57 de la. Ley No. 637, de 1944 sobre Contratos de
Trabajo que todos los medios de prueba serán admisibles
con motivo de un contrato de trabajo; que en tal virtud, de-
ben ser admitidos como medios de prueba los libros, libre-
tas, registros y otros documentos que las leyes o los regla-
mentos de trabajo exijan a patronos o trabajadores, men-
cionados por el artículo 509 del Código de Trabajo, para
que sean públicos en el Centro de Trabajo > particularmen-
te si su contenido está sujeto a la comprobación de las au-
toridades laborales, como lo están las planillas o formula-
rios de referencia por expresa disposición del artículo 23
del Reglamento No. 7676, del año 1951; que en consecuen-
cia, la Cámara a-qua al desestimar en el presente caso di-
chos medios de prueba como lo hizo, violó el articuló 57 de
la Ley 637, de 1944, sobre Contrato de Trabajo; que por
do lo expuesto precedentemente, la sentencia impugnada
debe ser casada sin que sea necesario ponderar los demás
medios del recurso;

Considerando que de acuerdo con el artículo 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación las costas podrán ser
compensadas cuando una sentencia fuere casada por falta
de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
Jlít por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha

13 de noviembre de 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado
en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto por an-
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violación del principio general de las reglas de la prueba
(falta de motivo) — falta de brse legal.— Segundo Medio:
Violación de los artículos 151 del Código de Trabajo, y 23.
26, 33 y 34 del reglamento número 7676 del 6 de octubre
de 1951, para la aplicación del Código de Trabajo.— Des- ,
naturalización de los documentos — falta de base legal—;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, los cuales se reúnen para su examen, el recurren-
te sostiene en síntesis: que Ligia Peña de Francisco había
trabajado antes del mes de abril de 1969 en su Colmado y
que el día 1 Q de ese mes fue liquidada de acuerdo con la
ley, volviendo de nuevo a trabajar provisionalmente en fe
cha 23 de noviembre de 1969, al día 23 de diciembre de ese
mismo año; que la Cámara a-qua desnaturalizó las decla-
raciones del informativo y del contrainformativo practica-
dos por el Juez del primer grado al no precisar con exacti-
tud las fecha indicadas por los testigos en que dicen vieron
entrar y salir del trabajo a la recurrida, según aparecen en
el proceso verbal correspondiente; y que en ese mismo or-
den de ideas el juez a-quó "hace sólo vagas especulaciones
al respecto", sin dar explicaciones ni justificación legal
que condujeran en este aspecto de la litis a fallar como lo
hizo; que, por otra parte, alega el recurrente la Cámara
a-qua no sólo incurrió en el fallo impugnado en una desna-
turalización de los hechos y circunstancias de la causa, sino
de los documentos que fueron aportados por él como me-
dios de prueba especialmente el cartel d horario de tra-
bajo, planilla de cambio de personal y las comprobaciones
que hizo la Dirección General de Trabajo ,a los cuales no
les atribuyó su verdadero alcance y signif'cación, conside-
rándolas como "ineficaces" e inadmisibles, por lo cual, es-
tima el recurrente, que fueron violados los principios ge-
nerales de la prueba y en consecuencia el fallo dictado in-
currió en los vicios y violrciones denunciados, por lo que
debe ser casado;

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que la Cámara a-qua, para la solu-
ción del caso, no ponderó en su verdadero sentido y alcan-
ce inherente e su propia naturaleza jurídica, los formula-
rios o planillas presentadas por el patrono, sino que des-
cartó dichos medios de prueba, sobre la base de que los mis-
mos son poco eficaces porque los datos que aparecen en
ellos, "son confeccionados por el patrono y no pueden ha-
cer prueba en su favor"; pero,

Considerando que es un principio establecido por el ar-
tículo 57 de le. Ley No. 637, de 1944 sobre Contratos de
Trabajo que todos los medios de prueba serán admisibles
con motivo de un contrato de trabajo; que en tal virtud, de-
ben ser admitidos como medios de prueba los libros, libre-
tas, registros y otros documentos que las leyes o los regla-
mentos de trabajo exijan a patronos o trabajadores, men-
cionedos por el artículo 509 del Código de Trabajo, para
que sean públicos en el Centro de Trabajo, particularmen-
te si su contenido está sujeto a la comprobación de las au-
toridades laborales, como lo están las planillas o formula-
rios de referencia por expresa disposición del artículo 23
del Reglamento No. 7676, del año 1951; que en consecuen-
cia, la Cámara a-qua al desestimar en el presente caso di-
chos medios de prueba como lo hizo, violó el articuló 57 de
la Ley 637, de 1944, sobre Contrato de Trabajo; que por to-
do lo expuesto precedentemente, la sentencia impugnada
debe ser casada sin que sea necesario ponderar los demás
medios del recurso;

Considerando que de acuerdo con el artículo 65 de la.
Ley sobre Procedimiento de Casación las costas podrán ser
compensadas cuando una sentencia fuere casada por falta
de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha
13 de noviembre de 1970, cuyo dispositiva ha sido copiado
en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto por an-
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te el Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Maco-
rís; y Segundo: Compense las costas.

(Firmado).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do  E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santirgo Osvaldo Rojo Car-
buccia.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezrmiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIElvinRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 27 de Julio de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Antonio Aybar, Oliva Mercedes Tavárez de Polanco
y San Rafael C. por A.

Abogado: Dr. Abelardo de la Cruz Landrau.
Interviniente: Isaías Etiene.
Abogado: Dr. Virgilio Méndez Acosta.

Dios, Patria y Libertad.
República. Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nrcional, hoy
día 8 del mes de noviembre de 1971, años 128' de la In-
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
Aybar, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, Cédula
No. 122305, serie 1, domiciliado y residente en esta ciudad,
Oliva Mercedes Tavárez de Polanco y por la San Rafael,
C. por A., contra la sentencia pronunciada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 27 de julio de 1971,
cuyo dispositivo se copie más adelante;
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te el Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Maco-
rís; y Segundo: Compensa las costas.

(Firmado).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan- -
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— José A. Paniagua Mateo.— ErnEsto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezr miento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1971,

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 27 de Julio de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Antonio Aybar, Oliva Mercedes Tavárez de Polanco
y San Rafael C. por A.

Abogado: I)r. Abelardo de la Cruz Landrau.
Interviniente: Isaías Etiene.
Abogado: Dr. Virgil•o Méndez Acosta.

Dios, Patria y Libertad.
República. Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-

,r. ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy
día 8 del mes de noviembre de 1971, años 128' de la In-
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
'1* Aybar, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, Cédula

No. 122305, serie 1, domiciliado y residente en esta ciudad,
Oliva Mercedes Tavárez de Polanco y por la San Rafael,
C. por A., contra la sentencia pronunciada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 27 de julio de 1971,
cuyo dispositivo se copie más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Virgilio Méndez Acosta, Cédula 13349, se-

rie 49, abogado del interviniente Isaías Etiene, haitiano,
mayor de edad, soltero, cédula 174253, serie 1, domicilia-
do y residente en esta ciudad, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 27 de julio de 1971,
a requer i miento del Dr. Abelardo de la Cruz Landrau, cé-
dula 23823, serie 54, abogado de los recorrentes, en la cual
no se expone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de fecha 1 Q de octubre de 1971, firma-
do por el abogado del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
241, de 1967; 203 del Código de Procedimiento Civil; 1 y
10 de la Ley No. 4117, de 1955; y 1, 37 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 4 de febre-
ro de 1970, en esta ciudad, la Segunda Camar.› de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
dictó una sentencia cuyo dispositivo figura inserto más ade-
lante, en el de la ahora impugnada; lo n Que sobre los re-
cursos interpuestos 12. Corte a-qua dictó la sentencia ahora
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Fa-

lla: Primero: Declara la caducidad, por extemporáneos, de
los recursos de apelación interpuestos por el Dr. Clovis M.
Ramírez Feliz a nombre y en representación del preveni-
do Antonio Aybar, y por el Dr. Abelardo de la Cruz Lan-
drau, a nombre y en representación del mismo prevenido,
de la persona civilmente responsable ,señora Olina Mer-

cedes Tavares Polanco, y de la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., entidad aseguradora contra sentencia
de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 14 de octubre
del 1970, cuyo dispositivo dice así: Talla: Primero: Pro-
nuncia el defecto contra el prevenido Antonio Aybar, por
no haber comparecido a la audiencia no Dbstante haber sido
legalmente citado; Segundo: Declara al defectante Anto-
nio Aybar, culpable de violar el inciso 2) del art. 49, de la
Ley No. 241, de Tránsito de vehículos en :)erjuicio del nom-
brado Isidro Isaías Etiene, y en consecuencia lo condena al
pago de una multa de $30.00 oro, así como al pago de las
costas penales del proceso, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Tercero: Regular y válida en cuanto a
la forma la constitución -en parte civil, formulada en au-
diencia por el nombrado Isidro Isaías Etiene; contra el
nombrado Antonio Aybar, y de la señora Oliva Mercedes
Tavárez Polanco, como persona civilmente responsable es-
ta última, con oponibilidad de la sentencia a intervenir en
contra de la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo propiedad de
la señora Olinda Mercedes Tavárez Polanco, al momento
de producirse el accidente por haber sido formulada con-
forme al artículo 3 del Código de Procedimiento Crimi-
nal; Cuarto: En cuanto al fondo de dicha constitución en
parte civil, condena al nombrado Antonio Aybar, a la se-
ñora Olinda Mercedes Tavárez Polanco, al pago de una in-
demnización de $7,000.00 oro, en favor del agraviado Isi-
dro Isaías Etiene, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales por éste sufr i dos a consecuencia del ac-
cidente; Quinto: Condena al defectante Antonio Aybar y
a la señora Olinda Mercedes Tavárez Polanco, al pago de
las costas civiles, con distracción de las mismas en favor del
Dr. Virgilio Méndez Acosta, auien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad; Sexto: Ordena que eF't p sentencia le
sea oponible en cuanto al aspecto civil se refiere a la Com-
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Virgilio Méndez Acosta, Cédula 13349, se-

rie 49, abogado del interviniente Isaías Etiene, haitiano,
mayor de edad, soltero, cédula 174253, serie 1, domicilia-
do y residente en esta ciudad, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictemen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 27 de julio de 1971,
a requer i miento del Dr. Abelardo de la Cruz Landreu, cé-
dula 23823, serie 54, abogado de los recurrentes, en la cual
no se expone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de fecha 19 de octubre de 1971, firma-
do por el abogado del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los rrtículos 1 y siguientes de la Ley No.
241, de 1967; 203 del Código de Procedimiento Civil; 1 y
10 de la Ley No. 4117, de 1955; y 1, 37 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 4 de febre-
ro de 1970, en esta ciudad, la Segunda Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
dictó una sentencia cuyo dispositivo figura inserto más ade-
lante, en el de la ahora impugnada; lo) Que sobre los re-
cursos interpuestos le. Corte a-qua dictó la sentencia ahora
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Declara la caducidad, por extemporáneos, de
los recursos de apelación interpuestos pol . el Dr. Clovis M.
Ramírez Feliz a nombre y en representación del preveni-
do Antonio Aybar, y por el Dr. Abelardo de la Cruz Lan-
drau, e nombre y en representación del mismo prevenido,
de la persona civilmente responsable ,señora Olina Mer-

cedes Tavares Polanco, y de la Compañía de Seguros San
Rafael. C. por A., entidad aseguradora contra sentencia
de le Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 14 de octubre
del 1970, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Pro-
nuncia el defecto contra el prevenido Antonio Aybar, por
no haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido
legalmente cardo; Segundo: Declara al defectante Anto-
nio Aybar, culpable de violar el inciso l del art. 49, de la
Ley No. 241, de Tránsito de vehículos en :Jerjuicio del nom-
brado Isidro Isaías Etiene, y en consecuencia lo condena al
pago de una multa de $30.00 oro, así como al pago de las
costas penales del proceso, ?cogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Tercera: Regular y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil, .!'ormulada en au-
diencia por el nombrado Isidro Isaías Etiene; contra el
nombrado Antonio Aybar, y de la señora Oliva Mercedes
Tavárez Polanco, como persona civilmente responsable es-
ta última, con oponibilidad de la sentencia a intervenir en
contrr de la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
por ser la entidad aseguradora del vehículo propiedad de
la señora Olinda Mercedes Tavárez Polanco, al momento
de producirse el accidente por haber sido formulada con-
forme al artículo 3 del Cód i go de Procedimiento Crimi-
nal; Cuarto: En cuanto al fondo de dicha constitución en
parte civil, condena al nombrado Antonio Aybar, a la se-
ñora Olinda Mercedes Tavárez Polanco, al pago de una in-
demnización de $7,000.00 oro, en favor del agraviado Isi-
dro Isaías Etiene, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales por éste sufridos a consecuencia del ac-
cidente; Quinto: Condena al defectante Antonio Aybar y
a le señora Olinda Mercedes Tavárez Polanco, al pago de
las costas civiles, con distracción de las mismas en favor del
Dr. Virgilio Méndez Acosta, q uien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad; Sexto: Ordena que este sentencia le
sea oponible en cuanto al aspecto civil se refiere a la Com-
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pañía de Seguros, San Rafael, C. por A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo causante del d'ño en el momen-
to de producirse el accidente'; Segundo: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales. Tercero: Condena a
Olinda Mercedes Tavárez Polanco, y a la Compañía de Se-
guros ,San Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles,
ordenando su distracción en favor del Dr. Virgilio Méndez
Acosta, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que habiéndose interpuesto el recurso
de apelación a los dos meses y veintiséis días de notifica-
da la sentencia, es obvio que lo fue fuera del plazo de diez
días que establece el texto legal antes transcrito; que, por
consiguiente la Corte a-qua al declararlo caducado, juzgó
correccotanmsiednerteanedlocaciusoe;

examinada la .sentencia impugnada ---
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

Considerando que la Corte a-qua dec l aró caduco el re-
curso de apelación del prevenido Antonio Aybar, según re-
sulta del examen del fallo impugnado, después de dejar
establecidos los hechos siguientes: "a) que la sentencia re-
currida fue dictada por el Tribunal a-quo, en fecha 14 de
octubre de 1970, sin que estuviesen presentes las partes en
causa ni éstas fueran legalmente citadas; b) que dicha sen-
tencia fue notificada al prevenido Antonio Aybar, en su
domicilio, en feche 19 de octubre de 1970. por acto instru-
mentado por el ministerial Juan L. Díaz Fontana, Algua-
cil Ordinario del Tribunal que la dictó c) que el prevenido
Antonio Aybar, interpuso su recurso de apelación en fecha
15 de enero de 1971";

Considerando que el artículo 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal dice textualmente así: "Habrá caduci-
ded de apelación, salvo el caso de excepción señalado por
el artítculo 205, si la declaración de a pelar no se ha hechE
en la Secretaría del Tribunal que ha pronunciado la sen-
tencia, diez días a más tardar después de su pronuncia-
miento; y si la sentencie se ha dictado en defecto, diez
días a más tardar después de la notificaciAn que se le haya
hecho a la parte condenada o en su domicilio, contándose
un día más por cada tres leguas de distancia";

En cuanto a los recutrsos de la persona puesta en causa
como civilmente responsable y de la Compañía aseguradora.

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casac i ón, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o
per la persona civilmente responsable el depósito de un
memorial con le exposición de los medio'', en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el
recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau-
sa conforme e la Ley No. 4117, de 1955;

Considerando que en la especie, ni e z el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un
memorial, y hasta el día de la audiencia, estos recurrentes
han expuesto los fundamentos de los mencionados recur-
sos, los cuales, en tales condiciones resultan nulos al tenor
de la ley;

Por ta les motivos, Primorq: Adm ; te como intervin i .n-
te a Isaías Etiene; Segundo: Rechaza el recurso de casación
del preven i do Antonio Aybar, contra la sentencia pronun-
ciada en atribuc i ones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 27 de julio de 1971, cu-
yo di spositivo se ha copiado en parte anterior del nresente
fallo; y le condena al pago de las costas penales; Tercero:



pañía de Seguros, San Rafael, C. por A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo causante del drño en el momen-
to de producirse el accidente'; Segundo: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales. Tercero: Condena a
Olinda Mercedes Tavárez Polanco, y a la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles,
ordenando su distracción en favor del Dr. Virgilio Méndez
Acosta, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que la Corte a-qua declaró caduco el re-
curso de apelación del prevenido Antonio Aybar, según re-
sulta del examen del fallo impugnado, después de dejar
establecidos los hechos siguientes: "a) que la sentencia re-
currida fue dictada por el Tribunal a-quo, en fecha 14 de
octubre de 1970, sin que estuviesen presentes las partes en
causa ni éstas fueran legalmente citadas; b) que dicha sen-
tencia fue notificada al prevenido Antonio Aybar, en su
domicilio, en fecha 19 de octubre de 197G. por acto instru-
mentado por el ministerial Juan L. Díaz Fontana, Algua-
cil Ordinario del Tribunal que la dictó c) que el prevenido
Antonio Aybar, interpuso su recurso de apelación en fecha
15 de enero de 1971";

Considerando que el artículo 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal dice textualmente así: "Habrá caduci-
dad de apelación, salvo el caso de excepción señalado por
el artítculo 205, si la declaración de apelar no se ha hech€
en la Secretaría del Tribunal que ha pronunciado la sen-
tencia, diez días a más tardar después de su pronuncia-
miento; y si la sentencW se ha dictado en defecto, diez
días a más tardar después de la notificaciéln que se le haya
hecho a la parte condenada o en su domicilio, contándose
un día más por cada tres leguas de distancia";

Considerando que habiéndose interpuesto el recurso
de apelación a los dos meses y veintiséis días de notifica-
da la sentencia, es obvio que lo fue fuera del plazo de diez
días que establece el texto legal antes transcrito; que, por
consiguiente la Corte a-qua al declararle caducado, juzgó
correctamente el caso;

Considerando que examinada la .sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

En cuanto a los recursos de la persona puesta en causa
como civilmente responsable y de la Compañía aseguradora.

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casac i ón, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o
por la persona civilmente responsable el depósito de un
memorial con le exposición de los medios en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el
recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau-
sa conforme e la Ley No. 4117, de 1955;

Considerando que en la especie, ni e . 1 el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un
memorial, y hasta el día de la audiencia, estos recurrentes
han expuesto los fundamentos de los Mencionados recur-
sos, los cuales, en tales condiciones resultan nulos al tenor
de la ley;

Por ta l es motivos, Prirm-r.te Admi te como interviniPn-•
te a Isaías Etiene; Segundo: Rechaza el recurso de casación
del preveni do Antonio Aybar, contra la sentencia pronun-
ciada en atribuc i ones correccionales Por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 27 de julio de 1971, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del Presente
fallo; y le condena al pago de las costes penales; Tercero:
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Declara nulos los recursos de casación interpuestos por
Olinda Mercedes Tavárez Polanco y San Rafael, C. por A.,
contra la misma sentencia; Cuarto: Condena a los recu-
rrentes al pago de las costas civiles, distrayéndolas en fa-
vor del Doctor Virgilio Méndez Acosta, por afirmar estar-
las avanzando en su mayor parte;

(Firmados) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernandc
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Peras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Jurn Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él exprese dos, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de
fecha 22 de abril de 1971.

Materia: Correccional.

Reurrente: Juan Luis Capellán, Unión de Seguros, C. por A., y
Dow Chemical Interamericana Ltd.

Abogado: Dr. Abelardo Herrera Piña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista
Rojas Almánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 10 del mes Noviembre del año 1971, años
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan
Luis Capellán, dominicano, mayor de edad, casado, agró-
nomo, cédula No. 25120, serie 37, residente en la calle "A"
No. 2, El Portal, de esta ciudad, Unión de Seguros, C. por
A., con dom.'eilio social en la casa No. 81 de la Avenida
Bolívar, de esta ciudad, y Dow Chemical Interamericana
Ltd., con domicilio social en la casa No. 32 de la Avenida
Tiradentes, de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 22
de abril de 1971, dictada en sus atribuciones correccionales
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Declara nulos los recursos de casación interpuestos por
Olinda Mercedes Tavárez Polanco y San Rafael, C. por A.,
contra la misma sentencia; Cuarto: Condena a los recu-
rrentes al pago de las costas civiles, distrayéndolas en fa-
vor del Doctor Virgilio Méndez Acosta, por afirmar estar-
las avanzando en su mayor parte;

(Firmados) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Peras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Jurn Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua.—
Ernesto Curiel hijo. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresrdos, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo.

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de
fecha 22 de abril de 1971.

ateria: Correccional.

Rettrrente : Juan Luis Capellán, Unión de Seguros, C. por A., y
Dow Chemical Interamericana Ltd.

Abogado: Dr. Abelardo Herrera Piña,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista
Rojas Almánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 10 del mes Noviembre del año 1971, años
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicia
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan
Luis Capellán, dominicano, mayor de edad, casado, agró-
nomo, cédula No. 25120, serie 37, residente en la calle "A"
No. 2, El Piartal, de esta ciudad, Unión de Seguros, C. por
A., con domicilio social en la casa No. 81 de la Avenida
Bolívar, de esta ciudad, y Dow Chemical Interamericana
Ltd., con domicilio social en la casa No. 32 de la Avenida
Tiradentes, de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 22
de abril de 1971, dictada en sus atribuciones correccionales
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por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 11 de mayo de
1971, a requerimiento del Dr. Abelardo Herrera Piña, cé-
dula No. 2353, serie 17, abogado de los recurrentes, en la
cual no se expone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deii-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967;
1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955;
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 30 de
abril de 1970, en la Autopista Duarte, en el cual hubo dos
lesionados, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal, dictó en fecha 11 de septiembre
de 1970, una sentencia cuyo dispositivo figura transcrito
más adelante en el del fallo ahora impugnado; b) Que sobre
los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó en fecha 22
de abril de 1971, la sentencia ahora impugnada, con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regulares los
recursos de apelación interpuestos por la señora Servia
Luisa Rodríguez, parte civil constituida, Juan Luis Cape-
llán, en su condición de inculpado, la razón social Dow
Chemical Interamericana, Limited, en su calidad de per-
sona civilmente responsable, y la Unión de Seguros, C.
por A., como compañía aseguradora del vehículo con el
cual se cometió el accidente, de fecha 25 de septiembre de
1970, el de la primera y de 27 de octubre de 1970, los de-
más, por haber sido interpuestos dentro del plazo y con las
formalidades requeridas por la ley de la materia, contra la

sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia dei
Distrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 11 del mes cit.
Septiembre del año 1970, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Se declara buena y válida la constitución en pai-
te civil hecha por la señora Servia Luisa Rodríguez Laza-
la, por órgano de su abogado constituido y apoderado espe-
cial el Dr. Juan Pablo Espinosa y el Dr. Santiago Rodri-
guez, contra el nombrado Juan Luis Capellán, Dow Chemi-
cal Interamerican Ltd. y la Compañía de Seguros Unión de
Seguros, C. por A., por ser justa y reposar en prueba legal;
Segundo: Se declara al nombrado Juan Luis Capellán, cul-
pable de violación a la . Ley 241, en su artículo 49 párrafo
6 y en consecuencia se condena a Cuarenta Pesos Oro (RD-
$40.00) de multa, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; Tercero: Se declara al nombrado Rafael García
Toribio no culpable del delito de violación a la Ley 241
y en consecuencia se le descarga por nolaber cometido los
hechos puestos a su cargo; Cuarto: Se condena al nombrado
Juan Luis Capellán y a la Dow Chemical Interamerican
Ltd., y a la Compañía de Seguros "Unión de Seguros, C. por
A.", a pagar una indemnización de Cuatro Mil Pesos Oru
(RD$4,000 .003 en favor de la señora Servia Luisa Rodrí-
guez Lazala como justa reparación por los daños morales y
materiales sufridos por ésta con el accidente provocado
por el nombrado Juan Luis Capellán; Quinto: Se condena
a Juan Luis Capellán y a la Dow Chemical Interamerican
Ltd., y a la Compañía de Seguros "Unión de Seguros, C.
por A.", al pago de las costas civiles y penales, las civiles
con distracción en favor de los Doctores Juan Pablo Espi-
nosa y Santiago Rodríguez Lazala, quienes afirman haber
las avanzado en su totalidad; Sexto: Esta sentencia se de-
clara oponible a la Compañía "Unión de Seguros, C. por
A.", entidad aseguradora del vehículo de que se trata,
Segundo: Declara buena y válida la ratificación de su cons-
titución en parte civil hecha por la señora Servia Luisa Ro-
dríguez, por órgano de sus abogados constituidos; Tercero:
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por la Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo disposi
tivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 11 de mayo de
1971, a requerimiento del Dr. Abelardo Herrera Piña, cé-
dula No. 2353, serie 17, abogado de los recurrentes, en la
cual no se expone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deii-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967;
1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955,
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 30 de
abril de 1970, en la Autopista Duarte, en el cual hubo dos
lesionados, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal, dictó en fecha 11 de septiembre
de 1970, una sentencia cuyo dispositivo figura transcrito
más adelante en el del fallo ahora impugnado; b) Que sobre
los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó en fecha 22
de abril de 1971, la sentencia ahora impugnada, con ei si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regulares los
recursos de apelación interpuestos por la señora Servia
Luisa Rodríguez, parte civil constituida, Juan Luis Cape-
llán, en su condición de inculpado, la razón social Dow
Chemical. Interamericana, Limited, en su calidad de per-
sona civilmente responsable, y la Unión de Seguros, C.
por A ., como compañía aseguradora del vehículo con el
cual se cometió el accidente, de fecha 25 de septiembre de
1970, el de la primera y de 27 de octubre de 1970, los de-
más, por haber sido interpuestos dentro del plazo y con las
formalidades requeridas por la ley de la materia, contra la
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sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 11 del mes de
Septiembre del año 1970, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Se declara buena y válida la constitución en par-
te civil hecha por la señora Servia Luisa Rodríguez Laza-
la, por órgano de su abogado constituido y apoderado espe-
cial el Dr. Juan Pablo Espinosa y el Dr. Santiago Rodri-
guez, contra el nombrado Juan Luis Capellán, Dow Chemi-
cal Interamerican Ltd. y la Compañía de Seguros Unión de
Seguros, C. por A., por ser justa y reposar en prueba legal;
Segundo: Se declara al nombrado Juan Luis Capellán, cul-
pable de violación a la . Ley 241, en su artículo 49 párrafo
6 y en consecuencia se condena a Cuarenta Pesos Oro (RD-
$40.00) de multa, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; Tercero: Se declara al nombrado Rafael García
Toribio no culpable del delito de violación a la Ley 241.
y en consecuencia se le descarga por no.haber cometido los
hechos puestos a su cargo; Cuarto: Se condena al nombrado
Juan Luis Capellán y a la Dow Chemical Interamerican
Ltd., y a la Compañía de Seguros "Unión de Seguros, C. por
A.", a pagar una indemnización de Cuatro Mil Pesos Oro
(RD$4,000. 003 en favor de la señora Servia Luisa Rodrí-
guez Lazala como justa reparación por los daños morales y
materiales sufridos por ésta con el accidente provocado
por el nombrado Juan Luis Capellán; Quinto: Se condena
a Juan Luis Capellán y a la Dow Chemical Interamerican
Ltd ., y a la Compañía de Seguros "Unión de Seguros, C.
por A.", al pago de las costas civiles y penales, las civiles
con distracción en favor de los Doctores Juan Pablo Espi-
nosa y Santiago Rodríguez Lazala, quienes afirman haber
las avanzado en su totalidad; Sexto: Esta sentencia se de-
clara oponible a la Compañía "Unión de Seguros, C. por
A.", entidad aseguradora del vehículo de que se trata,
Segundo: Declara buena y válida la ratificación de su cons-
titución en parte civil hecha por la señora Servia Luisa Ro-
dríguez, por órgano de sus abogados constituidos; Tercero:

JK,
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Declara culpable al señor Juan Luis Capellán, del hecho de
golpes y heridas invoiuntanos causaaos con el manejo ue
un venicuio de motor, en perjuicio de la senora Servia Lui-
sa Rodríguez, parte civil constituida, ocurrido en el kiló-
metro 54 de la autopista Duarte, en fecha 3 de abril d.
19i0, en consecuencia, lo condena a pagar una multa de
Cuarenta Pesos Oro, moneda de curso legal, acogiendo eli
su favor amplias circunstancias atenuantes; Cuarto: Con-
dena al señor Juan Luis Capellán, en su calidad de autor
y a la Dow Chemical Interamerican, Limited, en su condi-
ción de persona civilmente responsable de los daños cau-
sados por su empleado señor Juan Luis Capellán, a pagar
a la señora Servia Luisa Rodríguez, una indemnización de
Tres Mil Pesos, moneda de curso legal, a título de daños y

perjuicios; Quinto: Condena al señor Juan Luis Capellán, al
pago de las costas penales, y a éste conjuntamente con la

- Dow Chemical Interamerican, Limited, al pago de las cos-
tas civiles, las cuales se distraen en provecho de los Doc-
tores Santiago Rodríguez Lazala y Juan Pablo Espinosa,
quienes declaran haberlas avanzado en su totalidad; Sexto:

Declara que la presente sentencia es Oponible a la razón
social Unión de Seguros, C. por A., hasta la cuantía de su
póliza correspondiente";

En cuanto al recurso del prevenido:

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido: 'a)
que mientras el nombrado Rafael Emilio García Toribio
transitaba manejando un carro en dirección de Sur a Nor-
te, próximo al Km. 54 de la autopista Duarte, chocó con
una camioneta manejada por el prevenido Juan Luis Ca-
pellán, qu:en transitaba por la misma autopista en direc-
ción opuesta al primero; b) que el choque se produjo en el
instante en que el mencionado prevenido, trataba de reba-
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sarle a un carro que marchaba en la misma dirección, en
una curva; c) que la camioneta manejada por Juan Luis La-
penan hizo vanos zig zag, y obstruyo la via por ctonae tran-
sitaba Gama Toribio y este se esireao coraza la camioneta
que manejaba Juan Luis eapeilan; d) que en el accioente
de que se trata, resultó la senora Servia Luisa RodngUeZ,
con traumatismos en el hemitórax izquierdo, con trac cura
de la 5ta., 6ta. y 7ma. costilla izquierda, traumatismo en
el tercio inferior de la pierna derecha y tobillo del mismo
lado, con fractura de tibia y peroné en su tercio inferior,
herida contusa en la rodilla izquierda, contusión en a re-
gión frontal derecha; e) que esas lesiones curaron después
de 90 días y antes de 120 días según certificación médica,
expedida al efecto; f) Que el accidente se debió a que el
prevenido Capellán, no tomó las precauciones necesarias
en la conducción de su vehículo y actuó imprudentemente,
en el momento del accidente, lo que dio origen al choque
en el cual resultaron lesionados los señores Rafael García
Toribio, el prevenido Juan Luis Capellán y la señora Ser-
via Rodríguez";

Considerando que el hecho así establecido configura el
delito de golpes y heridas por imrpudencia, producidos con
el manejo de un vehículo de motor, previsto en el artículo
49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado por ese texto
legal en su letra e) con la pena de 6 meses a dos años de
prisión y con multa de $100 a $500 cuando la enfermedad o
la imposibilidad para el trabajo de la persona lesionada du-
rare veinte días o más, como ocurrió en la especie; que, ea
consecuencia, al condenar la Corte a-qua al prevenido Ca-
pellán a cuarenta pesos de multa, después de declararlo
culpable, y acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido había
ocasionado daños y perjuicios morales y materiales a la
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Declara culpable al señor Juan Luis Capellán, del hecho de
golpes y heridas involuntarios causados con el manejo de
un venicuio de motor, en perjuicio de la senora Servia Lui-
sa Rodríguez, parte civil constituida, ocurrido en el kaó-
metro 54 de la autopista Duarte, en fecha 3 de abril de
19Í0, en consecuencia, lo condena a pagar una multa de
Cuarenta Pesos Oro, moneda de curso legal, acogiendo e::
su favor amplias circunstancias atenuantes; Cuarto: Con.
dena al señor Juan Luis Capellán, en su calidad de autor
y a la Dow Chemical Interamerican, Limited, en su condi-
ción de persona civilmente responsable de los daños cau-
sados por su empleado señor Juan Luis Capellán, a pagar
a la señora Servia Luisa Rodríguez, una indemnización de
Tres Mil Pesos, moneda de curso legal, a título de daños y
perjuicios; Quinto: Condena al señor Juan Luis Capellán, al
pago de las costas penales, y a éste conjuntamente con la
'Dow Chemical Interamerican, Limited, al pago de las cos-
tas civiles, las cuales se distraen en provecho de los Doc-
tores Santiago Rodríguez Lazala y Juan Pablo Espinosa,
quienes declaran haberlas avanzado en su totalidad; Sexto:
Declara que la presente sentencia es Oponible a la razón
social Unión de Seguros, C. por A ., hasta la cuantía de su
póliza correspondiente";

En cuanto al recurso del prevenido:

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido: 'a.)
que mientras el nombrado Rafael Emilio García Toribio
transitaba manejando un carro en dirección de Sur a Nor-
te, próximo al Km. 54 de la autopista Duarte, chocó con
una camioneta manejada por el prevenido Juan Lui-; Ca-
pellán, quien transitaba por la misma autopista en direc-
ción opuesta al primero; b) que el choque se produjo en el
instante en que el mencionado prevenido, trataba de reba-
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sarle a un carro que marchaba en la misma dirección, en
una curva; c) que la camioneta manejada por Juan Luis Ca-
peilan hizo varios zig zag, y obstruyo la via por donde tran-
suatia Garcia 'l'oriol° y este se estreno contz a la carmoneni
que manejaba Juan Luis Capeilan; d) que en el accidente
de que se trata, resultó la senora Servia Luisa Rodríguez,
con traumatismos en el hemItorax izquierdo, con traccura
de la 5ta., 6ta. y 7ma. costilla izquierda, traumatismo en
el tercio inferior de la pierna derecha y tobillo del mismo
lado, con fractura de tibia y peroné en su tercio inferior,
herida contusa en la rodilla izquierda, contusión en a re-
gión frontal derecha; e) que esas lesiones curaron después
de 90 días y antes de 120 días según certificación médica,
expedida al efecto; f) Que el accidente se debió a que el
prevenido Capellán, no tomó las precauciones necesarias
en la conducción de su vehículo y actuó imprudentemente,
en el momento del accidente, lo que dio origen al choque
en el cual resultaron lesionados los señores Rafael García
Toribio, el prevenido Juan Luis Capellán y la señora Ser-
via Rodríguez";

Considerando que el hecho así establecido configura el
delito de golpes y heridas por imrpudencia, producidos con
el manejo de un vehículo de motor, previsto en el artículo
49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado por ese texto
legal en su letra c) con la pena de 6 meses a dos años de
prisión y con multa de $100 a $500 cuando la enfermedad o
la imposibilidad para el trabajo de la persona lesionada du-
rare veinte días o más, como ocurrió en la especie; que, ea
consecuencia, al condenar la Corte a-qua al prevenido Ca-
pellán a cuarenta pesos de multa, después de declararlo
culpable, y acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido había
ocasionado daños y perjuicios morales y materiales a la
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parte civil constituida, cuyo monto apreció soberanamente
en tres mil pesos; que, en consecuencia al condenar al pre-
venido Copellán al pago de esa suma a título de indemni-
zación  a favor de dicha parte civil constituida, solidaria-
mente con la Dow Chemical Interamerican, Limited, perso-
na puesta en causa como civilmente responsable, y al ha-
cer oponible esa condenación a la entidad aseguradora que
había sido puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correc-
ta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil.
y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguros Obli-
gatorios de Vehículos de Motor;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación;

En cuanto a los recursos de la persona civilmente
responsable y de la entidad aseguradora:

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o
por la persona civilmente responsable, el depósito de un
memorial con la exposición de los medios en que se funda
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el
recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau-
sa en virtud de la ley;

Considerando que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de wi
memorial y hasta el día de la audiencia, estos recurrentes
han declarado los fundamentos de sus recursos; que, por
tanto, estos resultan nulos al tenor del artículo 37 antes
citado;

Considerando que no procede estatuir sobre las costas
civiles en razón de que la contra-parte no ha comparecido
a solicitarlo en esta instancia de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Luis Capellán, contra la sen-
tencia de fecha 22 de abril de 1971, dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; y lo condena al pago de las costas penales;
Segundo: Declara nulos los recursos de Unión de Seguros,

por A., y Dow Chemical Interamerican Limited, contra
la misma sentencia.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manue:

Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua .— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo:;
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
aud:encia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 7 de Junio de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrente: Benito de la Cruz, la Fábrica Dominicana de Cemen-

to, C. por A., y San Rafael, C. por A.
Abogados: Dres. Julio César Brache Cáceres y Bienvenido Canto

Rosario.

Interviniente: Juan Valenzuela Mieses.
Abogado: Dr. Darío Dorrejo Espinal.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuei
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 10 de noviembre del año 1971, años 128' de la In
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

•Sobre los recursos de casación interpuestos por Benito
de la Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero, domici-
liado en la casa No. 195 de la calle La Guardia, de esta
ciudad, cédula No. 50825, serie ira.; la Fábrica Domini-
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cana de Cemento, C. por A., domiciliada en la prolonga-
ción de la Avenida Máximo Gómez, de esta ciudad, y por
la San Rafael, C. por A., con domicilio en la calle Leopol-
do Navarro esquina San Francisco de Macorís, de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha 7 de junio de 1971, cuyo dispositivo se cop.a más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio César Brache Cáceres, cédula No.

21229, serie 47, por sí y por el Dr. Bienvenido Canto Ro-
sario, cédula No. 16776, serie 47, abogados de los recu-
rrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, cédula No. 4602,
serie 42, abogado del interviniente Juan Valenzuela Mie-
ses, parte civil constituida, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el día 14 de junio de 1971,
a requerimiento del Dr. Brache Cáceres, en representación
de los recurrentes, acta en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por sus
abogados, depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia el día 1ro. de octubre de 1971, y en el cual
se invocan contra la sentencia impugnada, los medios de
casación que luego se indican;

Visto el escrito del interviniente Juan Valenzuela Mie-
ses, firmado por su abogado;

Visto el escrito de ampliación de los recurrentes fir-
mado por sus abogados;
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 197t

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, O,:

fecha 7 de Junio de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrente: Benito de la Cruz, la Fábrica Dominicana de Cemen-
to, C. por A., y San Rafael, C. por A.

Abogados: Dres. Julio César Brache Cáceres y Bienvenido Canto
Rosario.

Interviniente: Juan Valenzuela Mieses.
Abogado: Dr. Darío Dorrejo Espinal.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A .
Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 10 de noviembre del año 1971, años 128' de la In
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Benito
de la Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero, domici-
liado en la casa No. 195 de la calle La Guardia, de esta
ciudad, cédula No. 50825, serie ira .; la Fábrica Domini-
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cana de Cemento, C. por A., domiciliada en la prolonga-
ción de la Avenida Máximo Gómez, de esta ciudad, y por
la San Rafael, C. por A., con domicilio en la calle Leopol-
do Navarro esquina San Francisco de Macorís, de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha 7 de junio de 1971, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio César Brache Cáceres, cédula No.

21229, serie 47, por sí y por el Dr. Bienvenido Canto Ro-
sario, cédula No. 16776, serie 47, abogados de los recu-
rrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Darío Dorrejo Espinal, cédula No. 4602,
serie 42, abogado del interviniente Juan Valenzuela Mie-
ses, parte civil constituida, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el día 14 de junio de 3971,
a requerimiento del Dr. Brache Cáceres, en representación
de los recurrentes, acta en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por sus
abogados, depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia el día 1ro. de octubre de 1971, y en el cual
se invocan contra la sentencia impugnada, los medios de
casación que luego se indican;

Visto el escrito del interviniente Juan Valenzuela Mie-
ses, firmado por su abogado;

Visto el escrito de ampliación de los recurrentes fir-
mado por sus abogados;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 241
de 1967; 1315 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una colision de vehículos ocurrida el 27 de septiem-
bre de 1969, en esta ciudad, en que resultaron dos personas
lesionadas, la Primera Cámara Penal del Distrito Nacional.
apoderada regularmente por el ministerio público, dictó,
en sus atribuciones correccionales el día 30 de julio de
1970, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos de apelación interpuestos contra
ese fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMER -

RO: Declara regulares y válidos los recursos de apelación
interpuestos por el Dr. Julio César Brache Cáceres, a nom-
bre y representación del prevenido Benito de la Cruz, de
la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., persona
civilmente responsable, y de la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., y por el Procurador Fiscal del Distrito
Nacional, contra sentencia de la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 30 del mes de julio del 1970, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se Declara al nombrado Benito
de la Cruz, de generales que constan, Culpable del delito de
golpes y heridas involuntarias causados con el manejo o
conducción de vehículos de motor, previsto por el artículo
49, de la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos y san-
cionado por los párrafos a) y c) de dicho artículo en per-
juicio de los señores Mariano Ediburga Valenzuela y Juan
Valenzuela Mieses, y en consecuencia se le condena al pa-
go de una multa de Cien Pesos Oro (RD$100. GO) ; SEGUN-
DO: Se Condena a Benito de la Cruz, al pago de las costas
penales; TERCERO: Se Descarga de toda responsabilidad

penal al nombrado Mariano Ediburga Valenzuela, de gene
rales que constan, del delito de golpes y heridas i nvolunta-
rios causados con el manejo o conducción de vehículos de
motor, previsto y sancionado por las disposiciones de la ley
No. 241, sobre Tránsito de Vehículo de motor, en perjuicio
de Juan Valenzuela Mieses, por no haber violado ninguna
de las disposiciones de dicha Ley; CUARTO: Se Declaran
las costas de oficio en cuanto respecta a Mariano Ediburga
Valenzuela; QUINTO: Se Declara regular y válida en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil hecha por los
señores Juan Valenzuela Mieses y Mariano Ediburga Va-
lenzuela, por conducto de sus abogados constituidos Dr.
Darío Dorrejo Espinal, por sí y por el Dr. Carlos Manuel
Troncoso Alies, en contra de la Fábrica Dominicana de
Cemento, C. por A ., en su calidad de persona civilmente
responsable, por ser la propietaria de la guagua placa No .
65084, y comitente de su preposé señor Benito de la Cruz,
SEXTO: En cuanto al fondo se condena a la Fábrica Do-
minicana de Cemento, C. por A., al pago de las siguientes
indemnizaciones: a) la suma de Tres Mil Pesos Oro (RD-
S3,000. 00) en favor y provecho del señor Mariano Ediburga
Valenzuela y b) la suma de Setecientos Cincuenta Pesos
Oro (RD$750 .00) en favor y provecho del señor Juan Va-
lenzuela, como justa reparación por los daños materiales y
morales por éstos sufridos a consecuencia del hecho culpo-
so cometido por el prevenido Benito de la Cruz; SEPTIMO:
Se condena a la Fábrica Dominicana de Cemento, C por
A., en su expresada calidad al pago de los intereses lega-
les de las sumas acordadas computados a partir de la fecha
de la demanda y hasta la total ejecución de la presente
sentencia a título de indemnización complementaria; OC.
TAVO: Se condena a la Fábrica Dominicana de Cemento,
C. por A., al pago de las costas civiles, con distracción de
las mismas en favor y provecho de los Dres. Darío Dorrejo
Espinal y Carlos Manuel Troncoso Alies, abogados. quienes
a firman estarlas avanzando en su totalidad y NOVENO: Se

4
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 241
de 1967; 1315 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una colision de vehículos ocurrida el 27 de septiem-
bre de 1969, en esta ciudad, en que resultaron dos personas
lesionadas, la Primera Cámara Penal del Distrito Nacional,
apoderada regularmente por el ministerio público, dictó,
en sus atribuciones correccionales el día 30 de julio de
1970, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos de apelación interpuestos contra
ese fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMER-

RO: Declara regulares y válidos los recursos de apelación
interpuestos por el Dr. Julio César Brache Cáceres, a nom-
bre y representación del prevenido Benito de la Cruz, .de
la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., persona
civilmente responsable, y de la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., y por el Procurador Fiscal del Distrito
Nacional, contra sentencia de la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 30 del mes de julio del 1970, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se Declara al nombrado Benito
de la Cruz, de generales que constan, Culpable del delito de
golpes y heridas involuntarias causados con el manejo
conducción de vehículos de motor, previsto por el artículo
49, de la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos y san-
cionado por los párrafos a) y c) de dicho artículo en per-
juicio de los señores Mariano Ediburga Valenzuela y Juan
Valenzuela Mieses, y en consecuencia se le condena al pa-
go de una multa de Cien Pesos Oro (RD$100 . 00) ; SEGUN-
DO: Se Condena a Benito de la Cruz, al pago de las costas
penales; TERCERO: Se Descarga de toda responsabilidad
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penal al nombrado Mariano Ediburga Valenzuela, de gene
rales que constan, del delito de golpes y heridas involunta-
rios causados con el manejo o conducción de vehículos de
motor, previsto y sancionado por las disposiciones de la ley
No. 241, sobre Tránsito de Vehículo de motor, en perjuicio
de Juan Valenzuela Mieses, por no haber violado ninguna
de las disposiciones de dicha Ley; CUARTO: Se Declaran
las costas de oficio en cuanto respecta a Mariano Ediburga
Valenzuela; QUINTO: Se Declara regular y válida en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil hecha por los
señores Juan Valenzuela Mieses y Mariano Ediburga Va-
lenzuela, por conducto de sus abogados constituidos Dr.
Darío Dorrejo Espinal, por sí y por el Dr. Carlos Manuel
Troncoso Alies, en contra de la Fábrica Dominicana de
Cemento, C. por A ., en su calidad de persona civilmente
responsable, por ser la propietaria de la guagua placa No .
65084, y comitente de su preposé señor Benito de la Cruz;
SEXTO: En cuanto al fondo se condena a la Fábrica Do-
minicana de Cemento, C. por A., al pago de las siguientes
indemnizaciones: a) la suma de Tres Mil Pesos Oro (RD-
$3,000.00) en favor y provecho del señor Mariano Ediburga
Valenzuela y b) la suma de Setecientos Cincuenta Pesos
Oro (RD$750 .00) en favor y provecho del señor Juan Va-
lenzuela, como justa reparación por los daños materiales y
morales por éstos sufridos a consecuencia del hecho culpo-
so cometido por el prevenido Benito de la Cruz; SEPTIMO:
Se condena a la Fábrica Dominicana de Cemento, C	 por
A., en su expresada calidad al pago de los intereses lega-
les de las sumas acordadas computados a partir de la fecha
de la demanda y hasta la total ejecución de la presente
sentencia a título de indemnización com plementaria; OC•
TAVO: Se condena a la Fábrica Dominicana de Cemento,
C. por A., al pago de las costas civiles, con distracción de
las mismas en favor y provecho de los Dres. Darío Don-eje
Espinal y Carlos Manuel Troncoso Mies, abogados, quienes
afirman estarlas avanzando en su totalidad y NOVENO: Se
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Declara la regularidad de la puesta en causa de la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A., en su calidad de en-
tidad aseguradora del vehículo propiedad de la Fábrica
Dominicana de Cemento, C. por A ., y en consecuencia se
declara la presente sentencia oponible a dicha entidad ase-

guradora; SEGUNDO: Modifica el ordinal sexto de la sen-
tencia apelada, en el sentido de reducir a la suma de RDla

-

$2,500.00 (Dos Mi1 Quinientos Pesos Oro), el monto de 
indemnización acordada en favor del señor Mariano Edi-

burga y Valenzuela y a la suma de RD$500 .00 (Quinientos
Fesos Oro) la acordada en favor del señor Juan Evange-

lista Mieses; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos
la sentencia apelada; CUARTO: Condena al prevenido al

pago de las costas penales; QUINTO: Condena a la Fábrica
Dominicana de Cemento, C . por A. , y a la Compañía de
Seguros, San Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles
ordenando su distracción en favor del Dr. . Darío Dorrejo

Espinal, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";
Considerando que en su memorial, las recurrentes in-

vocan los siguientes medios de casación: Primer Medi
Se-

o:

Desconocimiento del efecto devolutivo de la apelación;

gundo Medio: 
Violación a las Reglas de las pruebas.— Des-

naturalización de los hechos del proceso; Tercer Medio: Vio-

lación al artículo 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; Cuarto Medio; Violación a los

artículos 142 y 153 del Código de Procedimiento Criminal;

Quinto Medio: Falta de base legal; Sexto Medio: Carencia

de motivos con relación a las condenaciones civiles; Sépti-
mo Medio: Violación al artículo 141 del Código de Proce-

dimiento Civil;
Considerando que en su segundo medio de casación,

los recurrentes alegan en síntesis, que la Corte a-qua dio

por establecido que el chofer de la Cruz ,sin tomar las pre-
cauciones necesarias, y en violación de las señales del Trán-
sito, trató de doblar hacia la izquierda para entrar a la 

ca-
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lie Yolanda Guzmán, basándose exclusivamente en las de-
claraciones de Mariano y Juan Valenzuela las dos personas
constituidas en parte civil; es decir, que fundó la existencia
de esa falta (que la Corte estimó generadora de la colisión)
en declaraciones de partes interesadas en el proceso; que al
fallar de ese modo incurrió, en la sentencia impugnada,
no sólo en la violación de las reglas de la prueba, sino tam-
bién en la desnaturalización de los hechos de la causa, pues
la colisión no se produjo por la imprudencia del chofer de
la Cruz, sino por la cometida por el motociclista, quien, a
exceso de velocidad, fue a estrellarse contra el vehículo
manejado por de la Cruz;

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que la Corte a-qua para establecer
que el chofer de la- Cruz trató de doblar a la izquierda,
maniobra que niega el prevenido recurrente, expuso en la
sentencia impugnada, lo siguiente: "que al criterio de la
Corte se establece que el prevenido de la Cruz, sí dobló a
la izquierda en contra de las d i sposiciones legales y sin to-
mar las precauciones necesarias para evitar el accidente;
por las siguientes razones: a) porque así lo declaró el co-
preven ido y agraviado Mariano Ediburga Valenzuela; y bl
por haberlo declarado también ante el Juez del primer gra-
do el agraviado Juan Valenzuela Mieses";

Considerando que como se advierte, la única prueba
que adujo la Corte a-qua para dar por establecido ese he-
cho esencial del proceso, (fundamento de la falta atribuí
da al chofer de la Cruz), fue lo declarado por las personas
constituídas en la parte civil; que como esas declaraciones
provienen de partes interesadas en la suerte del proceso,
constituidas en parte civil, y no fueron cotejadas con los
demás hechos y circunstancias, es obvio que por sí solas no
pueden justificar la solución que a ese punto le han dado
los jueces del fondo, máxime en esta materia en que los
jueces deben realizar todas las medidas de instrucción que
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Declara la regularidad de la puesta en causa de la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A., en su calidad de en-
tidad aseguradora del vehículo propiedad de la Fábrica
Dominicana de Cemento, C. por A ., y en consecuencia se

óeclara la presente sentencia oponible a dicha entidad ase-

guradora; SEGUNDO: Modifica el ordinal sexto de la sen-

tencia apelada, en el sentido de reducir a la suma de RD-
la

$2,500.00 (Dos Mit Quinientos Pesos Oro), el monto de 
indemnización acordada en favor del señor Mariano Ecii-
burga y Valenzuela y a la suma de RD$500 .00 (Quinientos
Pesos Oro) la acordada en favor del señor Juan Evange-

lista Mieses; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos
la sentencia apelada; CUARTO: Condena al prevenido al
pago de las costas penales; QUINTO: Condena a la Fábrica

Dominicana de Cemento, C. por A. , y a la Compañía de

Seguros, San Rafael, C. por A. , al pago de las costas civiles

ordenando su distracción en favor del pr. . Darío Dorrejo

Espinal, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en su memorial, las recurrentes in-

vocan los siguientes medios de casación: 
Primer Medio:

Desconocimiento del efecto devolutivo de la apelación; 
Se-

gundo Medio: 
Violación a las Reglas de las pruebas.— Des

Vio-
-

naturalización de los hechos del proceso; Tercer Medio:

lación al artículo 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; Cuarto Medio; Violación a los

artículos 142 y 153 del Código de Procedimiento Criminal;

Quinto Medio: Falta de base legal; Sexto Medio: Carencia

de motivos con relación a las condenaciones civiles; 
Sépti-

mo Medio: 
Violación al artículo 141 del Código de Proce-

dimiento Civil;
Considerando que en su segundo medio de casación,,

los recurrentes alegan en síntesis, que la Corte a-qua io

por establecido que el chofer de la Cruz ,sin tomar las pre-
cauciones necesarias, y en violación de las señales del Trán-
sito, trató de doblar hacia la izquierda para entrar a la ca-
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lie Yolanda Guzmán, basándose exclusivamente en las de-
claraciones de Mariano y Juan Valenzuela las dos personas
constituidas en parte civil; es decir, que fundó la existencia
de esa falta (que la Corte estimó generadora de la colisión)
en declaraciones de partes interesadas en el proceso; que al
fallar de ese modo incurrió, en la sentencia impugnada.
no sólo en la violación de las reglas de la prueba, sino tam-
bién en la desnaturalización de los hechos de la causa, pues'
la colisión no se produjo por la imprudencia del chofer de
la Cruz, sino por la cometida por el motociclista, quien, a
exceso de velocidad, fue a estrellarse contra el vehículo
manejado por de la Cruz;

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que la Corte a-qua para establecer
que el chofer de la- Cruz trató de doblar a la izquierda,
maniobra que niega el prevenido recurrente, expuso en la
sentencia impugnada, lo siguiente: "que al criterio de la
Corte se establece que el prevenido de la Cruz, sí dobló a
la izquierda en contra de las d i sposiciones legales y sin to-
mar las precauciones necesarias para evitar el accidente;
por las siguientes razones: a) porque así lo declaró el co-
prevenido y agraviado Mariano Ediburga Valenzuela; y n)
por haberlo declarado también ante el Juez del primer gra-
do el agraviado Juan Valenzuela Mieses";

Considerando que como se advierte, la única prueba
que adujo la Corte a-qua para dar por establecido ese he-
cho esencial del proceso, (fundamento de la falta atribuí -
da al chofer de la Cruz), fue lo declarado por las personas
constituídas en la parte civil; que como esas declaraciones
provienen de partes interesadas en la suerte del proceso,
constituidas en parte civil, y no fueron cotejadas con los
demás hechos y circunstancias, es obvio que por sí solas no
pueden justificar la solución que a ese punto le han dado
los jueces del fondo, máxime en esta materia en nue los
jueces deben realizar todas las medidas de instrucción que



3110	 BOLETIN JUDICIAL

conduzcan a la mejor descripción del hecho; por consiguien-
te, la sentencia impugnada debe ser casada por violación a
las reglas de la prueba, sin que sea necesario ponderar los
demás medios y alegatos de los recurrentes;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
violación de reglas procesales cuyo cumplimiento es á

t a

cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Juan Valenzuela Mieses; Segundo: Casa en todas sus
partes, la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
:ales por la Corte de Apelación de Santo Domin go, en fe•

cha 7 de junio de 1971, y cuyo dispositivo se ha copiado el:
-parte anterior del presente fallo; y envía el asunto ante la
Corte de Apelación de San Cristóbal; Tercero: Declara de

oficio las costas penales; Cuarto: Compensa las costas rela-

tivas a la acción civil.
Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D

Bergés Chupani	
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.

Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar. — San-

tiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— José A. Paniagua. — Er.

nesto Curiel hijo, Secretario General . ,114
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue-
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 19"di

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha lro. de abril de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrente: Ramón María López y Unión de Seguros, C. por A.
Abogado: Dr. Carlos R. Romero Butten.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 10 del mes de Noviembre del año 1971, años 128
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
María López, dominicano, mayor de edad, casado, cédula
No. 4, serie 71, residente en la calle Caonabo No. 48 es•
quina Angel Perdomo, de esta ciudad, y la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., con domicilio social en la casa No.
81 de la Avenida Bolívar, de esta ciudad, contra la senten•
cia de fecha lro. de Abril de 1971, dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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conduzcan a la mejor descripción del hecho; por consiguien-
te, la sentencia impugnada debe ser casada por violación a
las reglas de la prueba, sin que sea necesario ponderar los
demás medios y alegatos de los recurrentes;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
violación de reglas procesales cuyo cumplimiento está a
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniera-
te a Juan Valenzuela Mieses; Segundo: Casa en todas sus
partes, la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santo Domin go, en fe-

cha 7 de junio de 1971, y cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; y envía el asunto ante la
Corte de Apelación de San Cristóbal; Tercero: Declara de

oficio las costas penales; Cuarto: Compensa las costas rela-
tivas a la acción civil.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra -
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama .— Manuel D
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— José A. Paniagua.— Er:
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- •
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue.
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 19'41

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de:
fecha lro. de abril de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrente: Ramón María López y Unión de Seguros, C. por A.
Abogado: Dr. Carlos R. Romero Butten.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 10 del mes de Noviembre del año 1971, años 128
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
María López, dominicano, mayor de edad, casado, cédula
No. 4, serie 71, residente en la calle Caonabo No. 48 es.
quina Angel Perdomo, de esta ciudad, y la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., con domicilio social en la casa No.
81 de la Avenida Bolívar, de esta ciudad, contra la senten-
cia de fecha lro. de Abril de 1971, dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;



3112	 BOLETIN JUDICIAL

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 27 de abril de
1971, (sentencia aún no notificada para esa fecha a los re-
currentes) a requerimiento del Dr . Carlos R. Romero But-
ten, cédula No . 99577, serie lra., abogado de dichos recu-
rrentes, en la cual no se expone ningún medio determina-

do de casación;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber

berado y vistos los artículos 49 de la Ley No . 241, de 1967;
1383, del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No . 4117, de 1955;
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento deCaasacien los

ón;

Considerando que en la sentencia impugnad y 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo.

' y
o de un accidente automovilístico ocurrido el día 4 de

mayo de 1969, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una senten-
cia cuyo dispositivo figura copiado más adelante en el del

fallo ahora impugnado ; b) Que sobre los recursos inter-
puestos la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-

gular y válido el recurso de apelación interpuesto por el
Dr . Raúl Reyes Vásquez, a nombre y en representación
del prevenido Ramón María López, y de la Compañía Unió:,
de Seguros, C. por A., contra sentencia de la Segunda
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del.
Distrito Nacional, en fecha 3 del mes de agosto del 1970,

cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara al nom-

brado Ramón María López, culpable de violar los artículo:.
67, 65 y 97 de la Ley No . 241, de Tránsito de Vehículos en

perjuicio de los señores José Manuel Capellán y Pedro An-
tonio Méndez Pérez, y en consecuenci a lo condena confor-

o de
me al inciso c) del artículo 49 de la misma ley, al pag
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una multa de RD$50.00 oro así corno al pago de las costas
penales del proceso acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes ; Segundo: Declara regular y válida en cuanto a
la forma, la constitución en parte civil formulada en au-
diencia por los señores José Manuel Valdez Capellán y Pe-
dro Antonio Méndez Pérez, por órgano de su abogado cons-
tituido Dr. José A. Rodríguez Conde, en contra del señor
Ramón María López, con oponibilidad de la sentencia a
intervenir en contra de la Compañía Unión de Seguros, C
por A. , por ser la entidad aseguradora del vehículo pro-
piedad del prevenido Ramón María López, por haber sido
formulada conforme al artículo 3 del Código de Proledi-
miento Criminal; Tercero: En Cuanto al fondo de dichas
constituciones en parte civil condena al señor Ramón Ma-
ría López, al pago de una indemnización de RD$5,000 .01)
(Cinco Mil Pesos Oro), a favor del señor José Manuel Val-
dez Capellán y RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro), a favor
del señor Pedro Antonio Méndez Pérez, como justas indem-
nizaciones por los daños morales y materiales por éstos su-
fridos; Cuarto: Condena al señor Ramón María López, al
pago de los intereses legales de dichas sumas a partir de
la fecha de la demanda; a título de indemnizaciones su-
pletor i a; Quinto: Condena al señor Ramón María Ló pez, al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
favor del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien afirma es-
tarlas avanzando -en su mayor parte; Sexto: Declara y Or-
dena que esta sentencia le sea oponible a la Compañía
Unión de Seguros, C. por A ., hasta concurrencia de la su-
ma estipulada en la Póliza, por ser la entidad aseguradora
del vehículo propiedad del señor Ramón María López, al
momento de producirse el accidente de que se trata", Se-
gundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido Ramón
María López, por no haber comparecido estando legalmen-
te citado; Tercero: Modifica el ordinal tercero de la sen-
tencia apelada en el sentido de reducir a la suma de RD-
$3,500 .00 (Tres Mil Quinientos Pesos Oro) el monto de la
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

' de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada ea

la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 27 de abril de
1971, (sentencia aún no notificada para esa fecha a los re-
currentes) a requerimiento del Dr . Carlos R . Romero But-
ten, cédula No. 99577, serie lra ., abogado de dichos recu•
rrentes, en la cual no se expone ningún medio determina-

do de casación;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967,
1383, del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No . 4117, de 1955;
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnad a y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con ino

i11 1-	
tivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 4 de
mayo de 1969, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una senten-
cia cuyo dispositivo figura copiado más adelante en el del
fallo ahora impugnado; b) Que sobre los recursos inter-

I	 puestos la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada

con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-

gular y válido el recurso de apelación interpuesto por el
Dr. Raúl Reyes Vásquez, a nombre y en representación

una multa de RD$50 .00 oro así como al pago de las costas
penales del proceso acogiendo en su favor circ:unstancia,
atenuantes ; Segundo: Declara regular y válida en cuanto a
la forma, la constitución en parte civil formulada en au-
diencia por los señores José Manuel Valdez Capellán y Pe-
dro Antonio Méndez Pérez, por órgano de su abogado cons-
tituido Dr. José A. Rodríguez Conde, en contra del señor
• amón María López, con oponibilidad de la sentencia a
intervenir en contra de la Compañía Unión de Seguros, C
por A., por ser la entidad aseguradora del vehículo pro-
piedad del prevenido Ramón María López, por haber sido
formulada conforme al artículo 3 del Código de Proledi-
miento Criminal; Tercero: En Cuanto al fondo de dichas
constituciones en parte civil condena al señor Ramón Ma-
ría López, al pago de una indemnización de RD$5,000. 00
(Cinco Mil Pesos Oro), a favor del señor José Manuel Val-
dez Capellán y RD$2,000 .00 (Dos Mil Pesos Oro), a favor
del señor Pedro Antonio Méndez Pérez, como justas indem-
nizaciones por los daños morales y materiales por éstos su-
fridos; Cuarto: Condena al señor Ramón María López, al
pago de los intereses legales de dichas sumas a partir de
la fecha de la demanda; a título de indemnizaciones su-
pletor ; a; Quinto: Condena al señor Ramón María López, al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
favor del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien afirma es.
tarlas avanzando en su mayor parte; Sexto: Declara y Or-
dena que esta sentencia le sea oponible a la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., hasta concurrencia de la su-
ma estipulada en la Póliza, por ser la entidad aseguradora
del vehículo propiedad del señor Ramón María López, al
momento de producirse el accidente de que se trata"; Se-
gundo: Pronuncia el defecto contra- el prevenido Ramón
María López, por no haber comparecido estando legalmen-
te citado; Tercero: Modifica el ordinal tercero de la sen-
tencia apelada en el sentido de reducir a la suma de RD-
$3,500 .00 (Tres Mil Quinientos Pesos Oro) el monto de la

del prevenido Ramón María López, y de la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., contra sentencia de la Segunda
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 3 del mes de agosto del 1970,
cuyo dispositivo dice así: "Falla.: Primero: Declara al nom-

brado Ramón María López, culpable de violar los artículo:.,111'
67, 65 y 97 

de la Ley No. 241, de Tránsito de Vehículos en

perjuicio de los señores José Manuel Capellán y Pedro An-
tonio Méndez Pérez, y en consecuencia lo condena con o defor-

me al inciso c) del artículo 49 de la misma ley, al pag
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indemnización acordada en favor del señor José Manuel
Valdez Capellán, parte civil constituida; Cuarto; Confirma
en sus demás aspectos la sentencia recurrida; Quinto: Con-
dena al prevenido al pago de las costas penales; Sexto:
Condena a los apelantes al pago solidario de las costas ci.
viles, ordenando su distracción en favor del Dr. José A.
Rodríguez Conde, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad";

En cuanto al recurso del prevenido:

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dio por esta-
blecido: a) que más o menos a las ocho y media de la noche
del día 4 del mes de mayo del año 1969, transitaba de este
a oeste por la Avenida Méjico, de esta ciudad, el prevenido
Ramón María López, conduciendo el automóvil de su pro-
piedad placa No. 25917, marca Volskwagen, color blanco,
modelo 1963, motor número 7344-871. b) que en el mismo
momento circulaba de sur a norte por la calle Dr. Delga-
do el señor Manuel Valdez Capellán, manejando la moto-
cicleta de su propiedad placa No. 15015, marca Vespa, co-
lor azul, modelo 1964, motor No. V9BLM-11266, llevando
en la parte trasera al señor Pedro Ahtonio Méndez Pérez;
e) que ambos conductores conducían sus respectivos vehícu-

'los a una velocidad moderada; d) que al llegar a la inter•
sección de las vías citadas se produjo una colisión entre
los vehículos en referencia, a consecuencia de la cual su.
frieron lesiones que curaron después de 45 días y antes de
60, el señor José Manuel Valdez Capellán, y después de 20
y antes de 30 días, el señor Antonio Méndez Pérez; e) que
el accidente se produjo cuando el conductor de la motoc!-
cleta había casi ganado el cruce de la intersección aludi-
da; f) que el prevenido López no detuvo su vehículo ni re-
dujo la velocidad, no obstante existir en esa esquina para

la fecha de la colisión, un letrero de "Pare", para los ve-
hículos que circulan por la Avenida Méjico y pese a que
pudo observar la motocicleta mientras cruzaba la intersec•
ción";

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado
por el mismo texto legal, en su letra c) con la pena de
seis meses a dos años de prisión y con multa de cien a qui
nientos pesos, cuando la enfermedad o imposibilidad para
el trabajo durare veinte días o más, como ocurrió en la
especie; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente, al pago de cincuenta pesos, después de declarar-
lo culpable, y acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido, había
ocasionado a las partes civiles constituidas, daños y per-
juicios morales y materiales, cuyo monto apreció sobera-
namente en RD$3,500 para José Manuel Valdez Capellán,
y en dos mil pesos para Pedro Antonio Méndez Pérez; que,-
en consecuencia al condenar al prevenido recurrente al
pago de esas sumas, a título de indemnización en favor de
dichas partes civiles, y al hacer oponible dichas condena-
ciones a la compañía aseguradora puesta en causa, la Cor-
te a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 138:5
del Código Civil y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando que examinado el fallo impugnado en
sus demás aspectos en lo que concierne al interés de l. re-
scaucril-ennte, no contiene vicio alguno que justifique su ca-ó
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indemnización acordada en favor del señor José Manuel
Valdez Capellán, parte civil constituida; Cuarto; Confirma
en sus demás aspectos la sentencia recurrida; Quinto: Con-
dena al prevenido al pago de las costas penales; Sexto:
Condena a los apelantes al pago solidario de las costas
viles, ordenando su distracción en favor del Dr. José A
Rodríguez Conde, quien afirma haberlas avanzado en su te •
talidad";

En cuanto al recurso del prevenido:

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dio por esta-
blecido: a) que más o menos a las ocho y media de la noche
del día 4 del mes de mayo del año 1969, transitaba de este
a oeste por la Avenida Méjico, de esta ciudad, el prevenido
Ramón María López, conduciendo el automóvil de su pro-
piedad placa No. 25917, marca Volskwagen, color blanco,
modelo 1963, motor número 7344-871. b) que en el mismo
momento circulaba de sur a norte por la calle Dr. Delga-
do el señor Manuel Valdez Capellán, manejando la moto-
cicleta de su propiedad placa No. 15015, marca Vespa, co-
lor azul, modelo 1964, motor No. V9BLM-11266, llevando
en la parte trasera al señor Pedro Afitonio Méndez Pérez;
e) que ambos conductores conducían sus respectivos vehícu-

Mos a una velocidad moderada; d) que al llegar a la inter•
sección de las vías citadas se produjo una colisión entre
los vehículos en referencia, a consecuencia de la cual su•
frieron lesiones que curaron después de 45 días y antes de
60, el señor José Manuel Valdez Capellán, y después de 20
y antes de 30 días, el señor Antonio Méndez Pérez; e) que
el accidente se produjo cuando el conductor de la motoci-
cleta había casi ganado el cruce de la intersección aludi-
da; f) que el prevenido López no detuvo su vehículo ni re-
dujo la velocidad, no obstante existir en esa esquina para

la fecha de la colisión, un letrero de "Pare", para los ve-
hículos que circulan por la Avenida Méjico y pese a que
pudo observar la motocicleta mientras cruzaba la intersec•
ción";

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el cielito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado
por el mismo texto legal, en su letra e) con la pena de
seis meses a dos años de prisión y con multa de cien a qui •
nientos pesos, cuando la enfermedad o imposibilidad para
el trabajo durare veinte días o más, como ocurrió en la
especie; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente, al pago de cincuenta pesos, después de declarar-
lo culpable, y acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido, nabía
ocasionado a las partes civiles constituídas, daños y per-
juicios morales y materiales, cuyo monto apreció sobera-
namente en RD$3,500 para José Manuel Valdez Capellán,
y en dos mil pesos para Pedro Antonio Méndez Pérez; que;
en consecuencia al condenar al prevenido recurrente al
pago de esas sumas, a título de indemnización en favor de
dichas partes civiles, y al hacer oponible dichas condena-
ciones a la compañía aseguradora puesta en causa, la Cor-
te a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 138:4
del Código Civil y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando que examinado el fallo impugnado en
sus demás aspectos en lo que concierne al interés c11- 1 re-
currente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación ;
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En cuanto al recurso de la Compañía Aseguradora:

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Pubiico, por _la parte civil o
por .ta persona civilmente responsable, el deposito de un
memorial con la exposición de los medios en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el
recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau-
sa en virtud de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117, de
1955:

Considerando que ni en el momento de declarar su
recurso, ni posteriormente por medio de un memorial, la
Compañía recurrente ha expuesto los fundamentos de su
recurso; que, por tanto, éste resulta nulo al tenor del ar-
tículo 37 citado;

Considerando que no procede estatuir sobre las costas
civiles, porque la contra-parte no ha comparecido a esta
instancia de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Ramón María López,
contra la sentencia de fecha 1ro. de abril de 1971, dictada
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y lo condena al pago
de las costas penales; Segundo: Declara nulo el recurso de
la Unión de Seguros, C. por A., contra la misma senten-
cia.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Mame:
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar . --
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A . Paniagua . --
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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En cuanto al recurso de la Compañía Aseguradora:

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Pubiico, por Ja parte civil o
por la persona civilmente responsable, el deposito de un
memorial con la exposición de los medios en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado
recurso en la, declaración correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau-
sa en virtud de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117, de
1955;

Considerando que ni en el momento de declarar su
recurso, ni posteriormente por medio de un memorial, la
Compañía recurrente ha expuesto los fundamentos de su
recurso; que, por tanto, éste resulta nulo al tenor del ar-
tículo 37 citado;

Considerando que no procede estatuir sobre las castas
civiles, porque la contra-parte no ha comparecido a esta
instancia de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Ramón María López,
contra la sentencia de fecha 1ro. de abril de 1971, dictada
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y lo condena al pago
de las costas penales; Segundo: Declara nulo el recurso de
la Unión de Seguros, C. por A., contra la misma senten-
cia.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama .— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquír
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar —
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— José A. Paniagua .--
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 5
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 19 n 1

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha
29 de abril de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Francisco Aquiles Espaillat y Compañía Nacional (,,
Seguros "Unión de Seguros, C. por A."

Abogado: Lic. Víctor Manuel Acosta.

Interliniente: Gisela Altagracia Hernándel.
Abogados: Dres. Darío O. Fernández Espinal y Cesáreo Contreras.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo--de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Os
vaido Rojo Carbuccia y José A. Paniagua Mateo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, D.s-
trito Nacional, hoy día 10 de noviembre del ario 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fran-
cisco Aquiles Espaillat, dominicano, mayor de edad, domi-
ciliado en la casa No. 23 de la calle Ortega y Gasset, de

esta ciudad, y la Compañía Nacional de Seguros "Unión de
seguros, C. por A.", con domicilio en la casa No. 81, de
la Avenida Bolívar, de esta ciudad, contra la sentencia de
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago de fecha 29 de abr.I
de 1971, dictada en sus atribuciones correccionales, cuy;;
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Algaucil de turno en la lectura del rol;
Odío al Dr. Darío O. Fernández Espinal por sí, y por

el Dr. Cesáreo A. Contreras, abogados de la interviniente,
Gisela Altagracia Hernández, mayor de edad, dominicana,
con cédula No. 7698, serie 32, domiciliada en la ciudad de
Santiago, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 3 de
mayo de 1971, levantada en la Secretaría de la Cámara
a-qua, a requerimiento del Licdo. Víctor Manuel Acostr.,
a nombre y representación de los recurrentes, Francisca
Aquiles Espaillat y la Compañía Nacional de Seguros,
"Unión de Seguros, C. por A ."; acta en la cual se propone
el medio de casación que se indicará más adelante;

Visto el escrito de intervención de fecha 8 de octubr.
de 1971, firmado por los abogados de la interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 y siguientes del Códigr-
Civil, 141 del Código de Procedimiento Civil, 1 y 10 de la
Ley 4117 de 1955, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
que con motivo de un accidente ocurrido el 9 de enero de
1971, Aníbal Capellán, inculpado del delito de golpes in-
voluntarios, ocasionados con el manejo de un vehículo de
motor, en perjuicio de Gisela Altagracia Hernández, fue
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Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha

29 de abril de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Francisco Aquiles Espaillat y Compañía Nacional L
Seguros "Unión de Seguros, C. por A."

Abogado: Lic. Víctor Manuel Acosta.

Interviniente: Gisela Altagracia Hernández.

Abogados: Dres. Darío O. Fernández Espinal y Cesáreo Contreras.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo«.-cle
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Os
valdo Rojo Carbuccia y José A. Paniagua Mateo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, D,s-
trito Nacional, hoy día 10 de noviembre del añó 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fran-
cisco Aquiles Espaillat, dominicano, mayor de edad, domi-
ciliado en la casa No. 23 de la calle Ortega y Gasset, de

esta ciudad, y la Compañía Nacional de Seguros "Unión de
Seguros, C. por A.", con domicilio en la casa No. 81, do
la Avenida Bolívar, de esta ciudad, contra la sentencia de
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago de fecha 29 de abr.I
de 1971, dictada en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Algaucil de turno en la lectura del rol;
Odío al Dr. Darío O. Fernández Espinal por sí, y por

el Dr. Cesáreo A. Contreras, abogados de la interviniente,
Gisela Altagracia Hernández, mayor de edad, dominicana,
con cédula No. 7698, serie 32, domiciliada en la ciudad de
Santiago, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 3 de
mayo de 1971, levantada en la Secretaría de la Cámara
a-qua, a requerimiento del Licdo. Víctor Manuel Acostc,
a nombre y representación de los recurrentes, Francisca
Aquiles Espaillat y la Compañía Nacional de Seguros,
"Unión de Seguros, C. por A."; acta en la cual se propone
el medio de casación que se indicará más adelante;

Visto el escrito de intervención de fecha 8 de octubr?
de 1971, firmado por los abogados de la interviniente; _

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 y siguientes del Código
Civil, 141 del Código de Procedimiento Civil, 1 y 10 de la
Ley 4117 de 1955, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a
que con motivo de un accidente ocurrido el 9 de enero de
1971, Aníbal Capellán, inculpado del delito de golpes in-
voluntarios, ocasionados con el manejo de un vehículo de
motor, en perjuicio de Gisela Altagracia Hernández, fue
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sometido al Juzgado de Paz del Municipio de Tamboril, y

dicho Juzgado de Paz, en fecha 18 de febrero de 1971,
dictó una sentencia, cuyo dispositivo aparece inserto en el
de la ahora impugnada; b) que sobre apelación de la par-
te civil, la Primera. Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia, del Distrito Judicial de Santiago, dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Se declara bueno y válido, en cuanto a la for.
ma el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Víctor
Manuel Acosta, a nombre y representación de la señora Gi-
sela Altagracia Hernández, parte civil constituida, en la
causa seguida contra el nombrado Aníbal Capellán, de ge-
nerales anotadas, contra sentencia rendida por el Juzgado
de Paz del Municipio de Tamboril, en sus atribuciones co-
rreccionale, de fecha 18 de febrero del año 1967, y mar-
cada con el No. 46, cuya parte dispositiva copiada a la
letra dice así: "Primero: Que debe declarar como al efec-
to declara al nombrado Aníbal Capellán, de generales ano-
tadas, culpable de haber violado el Art. 49 de la Ley 241;
Segundo: Que debe condenar como en efecto condena a,.
nombrado Aníbal Capellán, a tres pesos oro (RD$3.00) de
multa, yial pago de las costas penales, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, por violación al Art. 49 de
la Ley 241; Tercero: Que debe condenar como al efecto
condena al nombrado Aníbal Capellán, al pago de las cos-
tas civiles, con distracción de las mismas en provecho del
Doctor Cesáreo Contreras y Licdo. Víctor Manuel Acosta,
Cuarto: Que debe ordenar como al efecto ordena, que la
multa sea compensable por Un (1) día de prisión correc-
cional, por cada RD$ (peso) dejado de pagar, en caso de
insolvencia; Quinto: Que debe condenar como al efecto con-
dena al nombrado Aníbal Capellán, a RD$500.00 (Qui-
nientos Pesos Oro) a título de indemnización a favor de
la querellante, señora Gisela Altagracia Hernández, por
los daños Morales y Materiales, sufridos por ella a causa
del accidente; SEGUNDO: Se modifica: La precitada sen-

tencia en el sentido de que por la presente sentencia: A)
Se condena al señor Francisco Aquiles Espaillat T., en su
calidad de persona civilmente responsable al pago de la
suma de RlD500.00 (Quinientos Pesos Oro) en ravor de la
señora Gisela Altagracia Hernández, a título de indemni-
zac..ón, por los danos morales y materiales sufridos poi-
ella, como consecuencia del accidente; B) Se condena al
nombrado Francisco Aquiles Espaillat T., en su catidaci,
al pago de los intereses legales de la suma acordada, a par-
tir de la demanda, en justicia, a título de indemnización
suplementaria; C) Se declara la presente sentencia, común
y oponible, contra la Compañía Nacional de Seguros
"Unión de Seguros", C. por A., en su condición de Asegu-
radora de la responsabilidad civil, de dicho señor Francis-
co Aquiles Espaillat T.; D) Que se condene al nombrado
Francisco Aquiles Espaillat T. y a la Compañia Nacional
de Seguros "Unión de Seguros", C. por A., al pago de las
costas civiles y se ordena la distracción de las mismas en
provecho del Doctor Cesáreo Contreras y Licdo. Víctor Ma •
nuel Acosta, abogados, quienes afirman estarlas avanzan-
do en su totalidad. TERCERO: Se confirma en sus demás
aspectos, la sentencia objeto del recurso de apelación";

Considerando que los recurrentes en el acta de su re-
,	 curso, al desarrollar su medio de casación se limitan a ale-

gar en síntesis: que la sentencia impugnada, ni en la re-
lación de hechos, ni en su dispositivo, expresa en qué con-
sistieron los daños, cuya reparación fue acordada; que no

.	
justifica la suma fijada como reparación de los mismos,

41 ni aún se hace referencia a las enunciaciones que pueda
contener el certificado médico; que en consecuencia dicha
sentencia debe ser casada por falta de motivos y base le-
gal; pero,

Considerando que la sentencia impugnada revela, que
la Cámara a-qua, mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio que fueron sometidos al debate dio por esta-
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sometido al Juzgado de Paz del Municipio de Tamboril, y
dicho Juzgado de Paz, en fecha 18 de febrero de 1971,
dictó una sentencia, cuyo dispositivo aparece inserto en el
de la ahora impugnada; b) que sobre apelación de la par-
te civil, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia, del Distrito Judicial de Santiago, dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Se declara bueno y válido, en cuanto a la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Víctor
Manuel Acosta, a nombre y representación de la señora Gi-
sela Altagracia Hernández, parte civil constituida, en la
causa seguida contra el nombrado Aníbal Capellán, de ge-
nerales anotadas, contra sentencia rendida por el Juzgado
de Paz del Municipio de Tamboril, en sus atribuciones co-
rreccionale, de fecha 18 de febrero del año 1967, y mar-
cada con el No. 46, cuya parte dispositiva copiada a la
letra dice así: "Primero: Que debe declarar como al efec-
to declara al nombrado Aníbal Capellán, de generales ano
tadas, culpable de haber violado el Art . 49 de la Ley 241;
Segundo: Que debe condenar como en efecto condena al
nombrado Aníbal Capellán, a tres pesos oro (RD$3.00) de
multa, yi al pago de las costas penales, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, por violación al Art. 49 de
la Ley 241; Tercero: Que debe condenar como al efecto
condena al nombrado Aníbal Capellán, al pago de las cos-
tas civiles, con distracción de las mismas en provecho del
Doctor Cesáreo Contreras y Licdo. Víctor Manuel Acosta,
Cuarto: Que debe ordenar como al efecto ordena, que la
multa sea compensable por Un (1) día de prisión correc-
cional, por cada RD$ (peso) dejado de pagar, en caso de
insolvencia; Quinto: Que debe condenar como al efecto con-
dena al nombrado Aníbal Capellán, a RD$500.00 (Qui-
nientos Pesos Oro) a título de indemnización a favor de
la querellante, señora Gisela Altagracia Hernández, por
los daños Morales y Materiales, sufridos por ella a causa
del accidente; SEGUNDO: Se modifica: La precitada sen-

tencia en el sentido de que por la presente sentencia: A)
Se condena al señor Francisco Aquiles Espaillat T., en su
calidad de persona civilmente responsable al pago de la
suma de RDz$500.00 (Quinientos Pesos Oro) en tavoi • de la
señora Gisela Altagracia Hernández, a título de indemni-
zac-ón, por los danos morales y materiales sufridos por
ella, como consecuencia del accidente; B) Se condena al
nombrado Francisco Aquiles Espaillat T., en su calidaci,
al pago de los intereses legales de la suma acordada, a par-
tir de la demanda en justicia, a título de indemnización
suplementaria; C) Se declara la presente sentencia, común
y oponible, contra la Compañía Nacional de Seguros
"Unión de Seguros", C. por A., en su condición de Asegu-
radora de la responsabilidad civil, de dicho señor Francis-
co Aquiles Espaillat T.; D) Que se condene al nombrado
Francisco Aquiles Espaillat T. y a la Compañia Nacional
de Seguros "Unión de Seguros", C. por A., al pago de las
costas civiles y se ordena la distracción de las mismas en
provecho del Doctor Cesáreo Contreras y Licdo. Víctor Ma-
nuel Acosta, abogados, quienes afirman estarlas avanzan-
do en su totalidad. TERCERO: Se confirma en sus demás
aspectos, la sentencia objeto del recurso de apelación";

Considerando que los recurrentes en el acta de su re-
curso, al desarrollar su medio de casación se limitan a ale-
gar en síntesis: que la sentencia impugnada, ni en la re-
lación de hechos, ni en su dispositivo, expresa en qué con-
sistieron los daños, cuya reparación fue acordada; que no
justifica la suma fijada como reparación de los mismos,
ni aún se hace referencia a las enunciaciones que pueda
contener el certificado médico; que en consecuencia dicha
sentencia debe ser casada por falta de motivos y base le-
gal; pero,

Considerando que la sentencia impugnada revela, que
la Cámara a-qua, mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio que fueron sometidos al debate dio por esta-
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blecido, que el día 9 de Enero de 1971, siendo aproxima-
damente la 1 p.m. al tiempo de arrancar la guagua placa
No. 73684, manejada por Aníbal Capellán, alcanzó Gi-
sela Altagracia Hernández, ocasionándole traumatismo a
nivel de la cadera izquierda, curable dentro de los diez
(10) días, salvo complicación, de acuerdo con el certifica•
do médico que obra en el expediente;

Considerando que tomando en cuenta los hechos así
establecidos, dicha Cámara a-qua, se expresa como sigue
en la sentencia impugnada: "procede condenar a Francisco
Aquiles Espaillat, en su calidad de persona civilmente res-
ponsable al pago de la suma de RD$500.00 (quinientos pe-
sso), en favor de Gisela Altagracia Hernández, a título de
indemnización por los daños morales y materiales, sufridos
por ella, como consecuencia del accidente, así como al pa-
go de los intereses legales de la suma acordada, a partir
de la demanda en justicia a título de indemnización su-
plementaria";

Considerando que contrariamente a lo alegado por lo,:
recurrentes, la Cámara a-qua, como se advierte de lo arri-
ba expuesto, para fallar como lo hizo, encuanto a la indem-
nización se refiere, que es el único punto objeto del pre-
sente recurso, tomó en cuenta, para la evaluación de la
misma, entre otros elementos de juicio, la certificación
médica, que obra en el expediente, lo que era suficiente.
ya que no se trata en la especie de una suma no razonable.
que ameritare una motivación más extensa;

Considerandó, pues, que la Sentencia impugnada, con-
tiene una exposición completa de los hechos, y motivos
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, por
lo que, el medio que se examina. carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Gisela Altagracia Hernández; Segundo: Rechaza el re-
curso de casación interpuesto por Francisco Aquiles Es-

patillat y la Compañía Nacional de Seguros "Unión de Se-
guros, C. por A." contra la sentencia dictada por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de.
Distrito Judicial de Santiago, de fecha 29 de abril de 1971,
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; y Tercero: Condena
a los recurrentes al pago de las costas, distrayéndolas en
favor de los Dres. Cesáreo A. Contreras y Darío O. Fer-

f" nández, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Pa-
niagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo:
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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paillat y la Compañía Nacional de Seguros "Unión de Se-
guros, C. por A." contra la sentencia dictada por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia dei
Distrito Judicial de Santiago, de fecha 29 de abril de 1971,
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; y Tercero: Condena
a los recurrentes al pago de las costas, distrayéndolas en
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fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1911

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís de fecha 22 de abril de 1970.

Materia: Correccional:

Recurrentes: Ramón Osvaldo Guerrero Rodríguez y Compañía de
Seguros Pepín, S. A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia•
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elp ; dio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
elló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvald:)

Rojo Carbuccia, y José A. Paniagua Mateo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra us audiencias.
en la 'ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 10 de Nov'embre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
aud'encia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ra-
món Osvaldo Guerrero Rodríguez, dominicano, mayor de
edad, casado, comerciante, cédula No. 14918, serie 28, do-
miciliado y residente en la calle Pedro Livio Cedeño No.
27, de la ciudad de Higüey y la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., con su domicilio principal en esta ciudad en
la calle Palo Hincado esquina Mercedes, contra la senten-
cia de fecha 22 de abril de 1970, dictada en sus atribu-

clones correccionales por la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís,,,cuyo dispositivo se copia más adelante:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 27 de mayo de
1970, a requerimiento del Dr. Juan Jorge Chain Tuma, cé-
dula No. 10561, serie 25, abogado de los recurrentes, en
la cual no se expone ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1ro. de la Ley No. 5771, de
1961, vigente cuando ocurrió el hecho; 1 y 10 de la Ley
No. 4117, de 1955; 1383 del Código Civil y 1, 37 y 63 do
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido en la ca-
rretera de Higüey al Seybo el Juzgado de Primera Ins-
tancia de La Altagracia dictó en fecha lro. de julio de
1968, una sentencia, cuyo dispositivo figura más adelante
en el del fallo ahora impugnado; b) Que sobre los recursos
interpuestos, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regulares y válidos, en cuanto a
la forma, los recursos de apelación interpuestos por los
Doctores José A. Rodríguez Conde y Juan Jorge Chahín
Turna, abogados, a nombre y en representación de Ramón
Encarnación Rib, Ramón Osvaldo Guerrero Rodríguez y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., parte civil constituída,
inculpado y entidad aseguradora puesta en causa, respec-
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SENTENCIA DE FECIIA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1911

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís de fecha 22 de abril de 1970.

Materia: Correccional:

Recurrentes: Ramón Osvaldo Guerrero Rodríguez y Compañía de
Seguros Pepín, S. A.

Dios, Patria y 'Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia•
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés.
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
elló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvald:›

Rojo Carbuccia, y José A. Paniagua Mateo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra us audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 10 de Nov'embre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
aucUencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ra-
món Osvaldo Guerrero Rodríguez, dominicano, mayor de
edad, casado, comerciante, cédula No. 14918, serie 28, do.
miciliado y residente en la calle Pedro Livio Cedeño No.
27, de la ciudad de Higüey y la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., con su domicilio principal en esta ciudad en
la calle Palo Hincado esquina Mercedes, contra la senten-
cia de fecha 22 de abril de 1970, dictada en sus atribu-

ciones correccionales por la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 27 de mayo de
1970, a requerimiento del Dr. Juan Jorge Chain Tuma, cé-
dula No. 10561, serie 25, abogado de los recurrentes, en
la cual no se expone ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1ro. de la Ley No. 5771, de
1961, vigente cuando ocurrió el hecho; 1 y 10 de la Ley
No. 4117, de 1955; 1383 del Código Civil y 1, 37 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido en la ca-
rretera de Higüey al Seybo el Juzgado de Primera Ins-
tancia de La Altagracia dictó en fecha lro. de julio de
1968, una sentencia, cuyo disposaivo figura más adelante
en el del fallo ahora impugnado; b) Que sobre los recursos
interpuestos, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA.
PRIMERO: Admite como regulares y válidos, en cuanto a
la forma, los recursos de apelación interpuestos por los
Doctores José A. Rodríguez Conde y Juan Jorge Chahín
Tuma, abogados, a nombre y en representación de Ramón
Encarnación Rib, Ramón Osvaldo Guerrero Rodríguez y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., parte civil constituída,
i nculpado y entidad aseguradora puesta en causa, respec-
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En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido: "a)
que en fecha 24 de agosto de 1967, el raso 1ra. Cl. Daniel
Montero Carmona, 24ta . Cía . Policía Nacional, declaró
por ante el Oficial de Servicio que "mientras éste (refi-
riéndose al nombrado Ramón Osvaldo Guerrero Rodríguez)
transitaba por la carretera que conduce de Higüey a esta
ciudad de El Seibo, en dirección de Este a Sureste, al lle-
gar al Km. 19 de dicha carretera, frente a la fonda de'.
nombrado Aníbal Márquez, conduciendo la camioneta mar-
ca Daihatsan, color verde claro, placa No. 54302, de su
propiedad, asegurado por la compañía de Seguros Pepin,
S. A., bajo la póliza No. A-06021, alcanzó con dicho ve
hículo al nombrado Ramón Encarnación Rib, cédula 6167,
serie 28; b) que en fecha 4 del mes de agosto de 1967, el
Doctor Juan Altagracia M., Médico del Hospital Dr. Teó-x.
filo Hernández, de El Seibo, expidió a requerimiento del

i4 Oficial Comandante de la Policía Nacional, de esta ciudad,
un certificado médico, al nombrado Ramón Encarnación
Rib, esidente en Pejucal, del municipio de Higüey y cons-
tatado que presenta: "fractura completa de la pierna iz-
quierda y traumatismos diversos, pronóstico reservado, di-
cho paciente fue trasladado al hospital Darío Contreras";
e) que en fecha 16 de noviembre de 1967, el Médico Legis-
ta de Santo Domingo, a requerimiento del Procurador Fis-

1 cal del Distrito Judicial de La Altagracio certificó, des-
pues de haberle practicado un examen al nombrado Ramón
Encarnación, y constató que presenta: "fractura 1/3 me-

t dio de pierna derecha en toda la extensión, expuesta; de
fecha 24 de agosto de 1967, estas lesiones curan después de
60 días y antes de 90 días, salvo complicaciones; d) que en
el expediente consta una certificación de la Dirección Gene-
ral de Rentas Internas de fecha 22 de noviembre de 1967,
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tivamente, contra sentencia dictada, en atribuciones co-
rreccionales y en fecha primero de julio de 1968, por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Altagracia, que condenó al referido inculpado Ramón Os-
valdo Guerrero Rodríguez, a pagar una multa de cien pe.
sos oro (RD$100.00), acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, por el delito de violación a la Ley No.
5771, de fecha 31 de diciembre de 1961 (golpes y heridas
ocasionados involuntariamente con el manejo o conduc-
ción de un vehículo de motor), en perjuicio de Ramón En-
carnación Rib; una indemnización de mil pesos oro (RD-
S1,000.00), en beneficio de Ramón Encarnación Rib, par-
te civil constituída, como reparación a los daños y perjui-
cios sufridos; y las costas penales y civiles, con distracción
de las últimas en provecho del Doctor José A. Rodríguez
Conde, por afirmar haberlas avanzado en su mayor parte;
rechazó, por improcedente, el pedimento formulado por
Ramón Encarnación Rib, constituído en parte civil, ten-
diente a que Ramón Osvaldo Guerrero Rodríguez fuera
condenado al pago de los intereses legales a título de in-
demnización supletoria; y dispuso además, dicha senten-
cia, que las condenaciones civiles pronunciadas sean opo-
nibles a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su ca-
lidad de entidad aseguradora del vehículo con el cual se
produjo el accidente.— SEGUNDO: Ratifica el defecto pro-
nunciado en la audiencia celebrada por esta Corte, en fe-
cha 17 de marzo de 1970, contra el inculpado Ramón Os-
valdo Guerrero Rodríguez, por falta de comparecer„ no
obstante haber sido legalmente citado.— TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia objeto de los pr,..
sentes recursos de apelación.— CUARTO: Condena al re-
ferido inculpado y persona civilmente responsable al mis-
mo tiempo Ramón Osvaldo Guerrero Rodríguez, al pago de
las costas penales y civiles, con distracción de las últimas
en provecho del Doctor José A. Rodríguez Conde, por afir-
mar haberlas avanzado en su mayor parte";
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sentes recursos de apelación.— CUARTO: Condena al re-
ferido inculpado y persona civilmente responsable al mis-
mo tiempo Ramón Osvaldo Guerrero Rodríguez, al pago de
las costas penales y civiles, con distracción de las últimas
en provecho del Doctor José A. Rodríguez Conde, por afir-
mar haberlas avanzado en su mayor parte";

BOLETIN JUDICIAL	 3127

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
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quierda y traumatismos diversos, pronóstico reservado, di-
cho paciente fue trasladado al hospital Darío Contreras";
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pués de haberle practicado un examen al nombrado Ramón
Encarnación, y constató que presenta: "fractura 1/3 me.
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Considerando que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas por imprudencia, pro
ducidas con el manejo de un vehículo de motor, hecho pre-
visto en la fecha en que ocurrió por el Art. 1• de la Ley
No. 5771, de 1961; y sancionado por ese mismo texto con
la pena de seis meses a dos años de prisión y multa de cien
a quinientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad para
el trabajo durare veinte días o más, como ocurrió en la
especie; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente, después de declararlo culpable y acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes a una multa de cien
pesos, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
ley;
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que lleva el número M 2178 del formulario AP-16, con los
siguientes datos: "camioneta, registrada con el número
85401, motor No. 140467, marca Daihatsu, chasis No.
23025, placa No. C-54302, correspondiente al año 1967, a
nombre de Ramón O. Guerrero, cédula No. 14918, serie
28, con residencia declarada en Pedro Livio Cedeño Noen
27, Santo Domingo, Distrito Nacional"; e) que consta 

el expediente , otra certificación expedida esta última, por
la Superintendencia de Seguros, de fecha 9 de noviembre
de 1967, conteniendo las informaciones siguientes: "La cal

-

mioneta marca Daihatsu, motor No. 140467, propiedad d
señor Ramón Osvaldo Guerrero Rodríguez, con domicilio
y residencia declarados en la calle Pedro Livio Cedeño No.
27, de esta ciudad, se encuentra asegurado en esa compañía
Seguros Pepín, S. A.) bajo la póliza No. A-06021, con
vigencia del 5 de julio de 1967, al 5 de julio de 1968, cu-
briendo los riesgos del seguro obligatorio"; f) Que el pre-
venido iba a exceso de velocidad y le dio con la camionetalasque conducía a Ramón Encarnación Rit, produciéndole 
lesiones antes dichas, por no realizar las maniobras nece-
sarias para evitar el hecho, al extremo de que "tuvo qu

n

dar un frenazo grande que dejó la marca varios días; no
obstante que Encarnación iba en el paseo"; lo que a juicio
del juez del primer grado, confirmado por la Corte a-qua

caracterizaba su torpeza e imprudencia en el hecho; y g)
Que contrariamente a lo afirmado por el prevenido "no
se ha establecido que en el accidente en cuestión, haya
habido de parte de la víctima alguna falta que se le pue-
da imputar o retener a la misma, de manera, que al es-o
tablecerse ésta, la responsabilidad penal puede excluir 

disminuirse en beneficio del propietar io y conductor del

vehículo en el momento del accidente, Osvaldo Guerrero
Rodríguez, debiendo responder como autor único del acci-
dente en perjuicio, como se ha dicho en otra parte de est
sentencia, de Ramón Encarnación Rib, persona civilmen

a
-

te constituida, lesionada";

Considerando que al tenor del Art 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación cuando el recurso sea inter•
puesto por el Ministefio Público, por la parte civil o por
la persona civilmente responsable, el depósito de un me-

Considerando que asimismo la Corte a-qua apreció que
el hecho cometido por el prevenido había ocasionado a la
parte civil constituida- daños morales y materiales, cuyo
monto aprecó soberanamente en mil pesos; que, en conse
cuencia, al condenarlo al pago de esa suma, a título de in.
demnización en favor de dicha parte civil constituída, y
al hacer oponible esa condenación a la compañía asegu-
radora puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del Art. 1383 del Código Civil y 1 y 10 de lu
Ley No. 4117, de 1955, sobre seguro obligatorio de vehícu-
los de motor;

Cons i derando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

En cuanto al recurso de la Compañía
Aseguradora
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que lleva el número M 2178 del formulario AP-16, con los
siguientes datos: "camioneta, registrada con el númera
85401, motor No. 140467, marca Daihatsu, chasis No.
23025, placa No. C-54302. correspondiente al año 1967, a
nombre de Ramón O. Guerrero, cédula No. 14918, serie
28, con residencia declarada en Pedro Livio Cedeño No.
27, Santo Domingo, Distrito Nacional"; e) que consta en
el expediente, otra certificación expedida esta última, por
la Superintendencia de Seguros, de fecha 9 de noviembre
de 1967, conteniendo las informaciones siguientes: "La ca-
mioneta marca Daihatsu, motor No. 140467, propiedad del
señor Ramón Osvaldo Guerrero Rodríguez, con domicilio
y residencia declarados en la calle Pedro Livio Cedeño No.
27, de está ciudad, se encuentra asegurado en esa compañía
Seguros Pepín, S. A.) bajo la póliza No. A-06021, con
Vigencia del 5 de julio de 1967, al 5 de julio de 1968, cu-
briendo los riesgos del seguro obligatorio"; f) Que el pre-
venido iba a exceso de velocidad y le dio con la camioneta
que conducía a Ramón Encarnación Rit, produciéndole las
lesiones antes dichas, por no realizar las maniobras nece-
sarias para evitar el hecho, al extremo de que "tuvo que.
dar un frenazo grande que dejó la marca varios días; no
obstante que Encarnación iba en el paseo"; lo que a juicio
del juez del primer grado, confirmado por la Corte a-qua
caracterizaba su torpeza e imprudencia en el hecho; y g)
Que contrariamente a lo afirmado por el prevenido "no
se ha establecido que en el accidente en cuestión, haya
habido de parte de la víctima alguna falta que se le pue-
da imputar o retener a la misma, de manera, que al es-
tablecerse ésta, la responsabilidad penal puede excluir o
disminuirse en beneficio del propietario y conductor del
vehículo en el momento del accidente, Osvaldo Guerrero
Rodríguez, debiendo responder como autor único del acci
dente en perjuicio, como se ha dicho en otra parte de esta
sentencia, de Ramón Encarnación Rib, persona civilmen-
te constituida, lesionada";

Considerando que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas por imprudencia, pre
ducidas con el manejo de un vehículo de motor, hecho pre-
visto en la fecha en que ocurrió por el Art. 1 9 de la Ley
No. 5771, de 1961; y sancionado por ese mismo texto con
la pena de seis meses a dos años de prisión y multa de cien
a quinientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad para
el trabajo durare veinte días o más, como ocurrió en la
especie; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente, después de declararlo culpable y acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes a una multa de cien
pesos, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua apreció que
el hecho cometido por el prevenido había ocasionado a la
parte civil constituida- daños morales y materiales, cuyo
monto apreció soberanamente en mil pesos; que, en conse
cuencia, al condenarlo al pago de esa suma, a título de in.
demnización en favor de dicha parte civil constituída, y
al hacer oponible esa condenación a la compañía asegu-
radora puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del Art. 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la
Ley No. 4117, de 1955, sobre seguro obligatorio de vehícu-
los de motor;

Cons i derando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

En cuanto al recurso de la Compañía
Aseguradora

Considerando que al tenor del Art 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación cuando el recurso sea inter-
puesto por el Ministefio Público, por la parte civil o por
la persona civilmente responsable, el depósito de un me-
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morial con la exposición de los medios en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se
extiende a la compañía aseguradora que ha sido puesta en
causa en virtud de la Ley No. 4117, de 1955;

Considerando que en la especie, ni en el momento dé
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un
memorial, la compañía recurrente ha expuesto los medios
en que se tunda; que, en tales condiciones, dicho recurso
resulta nulo al tenor del. Art. 37 antes citado;

Considerando que no procede estatuir sobre el pago
de las costas civiles, en razón de que la contraparte no ha
comparecido a solicitarlo en esta instancia de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación del prevenido Ramón O. Guerrero Rodríguez, con-
tra la sentencia de fecha 22 de abril de 1970, dictada por
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; y le condena al
pago de las costas penales; y Segundo: Declara nulo el re-
curso de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., cont, a, la
misma sentencia.

(Firmados) .— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama . —
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras. --
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A.
Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresadas y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SEN'TENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DE 1971

sentencia impugnada: Primera Cámara de lo Penal del Juzgado
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 21 ,ie
septiembre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente: Cirilo Camacho Jiménez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupan', Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, hoy día 12 de Noviembre del año 1971, años
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cirilo
Camacho Jiménez, dominicano, mayor de edad, casado,
empleado bancario, cédula No. 406, serie 89, domiciliado y
residente en la calle "16 de Agosto" No. 13 (altos de
esta ciudad, contra la sentencia de fecha 21 de septiembre
de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales, y co-
mo tribunal de segundo grado, por la Primera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se declaran regulares y válidos en cuanto a la forma, los
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morial con la exposición de los medios en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual
extiende a la compañía aseguradora que ha sido puesta en
causa en virtud de la Ley No. 4117, de 1955;

Considerando que en la especie, ni en el momento de
declarar su recurso, ni posteriormente por medio de un
memorial, la compañía recurrente ha expuesto los medios
en que se funda; que, en tales condiciones, dicho recurso
resulta nulo al tenor del Art. 37 antes citado;

Considerando que no procede estatuir sobre el pago
de las costas civiles, en razón de que la contraparte no ha
comparecido a solicitarlo en esta instancia de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación del prevenido Ramón O. Guerrero Rodríguez, con-
tra la sentencia de fecha 22 de abril de 1970, dictada por
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; y le condena al
pago de las costas penales; y Segundo: Declara nulo el re-
curso de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., cont 'a la
misma sentencia.

(Firmados) .— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama
Manuel D. Bergés Chupani 	 Francisco Elpidio Beres.---
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A.
Paniagua •ateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresadas y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.). Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DE 1971

sentencia impugnada: Primera Cámara de lo Penal del Juzgado
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 21 Ye
septiembre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente: Cirilo Camacho Jiménez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corté de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, hoy día 12 de Noviembre del año 1971, años
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cirilo
Camacho Jiménez, dominicano, mayor de edad, casado,
empleado bancario, cédula No. 406, serie 89, domiciliado y
residente en la calle "16 de Agosto" No. 13 (alto)s de
esta ciudad, contra la sentencia de fecha 21 de septiembre
de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales, y co-
mo tribunal de segundo grado, por la Primera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se declaran regulares y válidos en cuanto a la forma, los
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recursos de apelación interpuestos por el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Nacional y por la señora Ana
Julia Alvarez, contra la sentencia dictada en sus atribu•
ciones correccionales, por el Juzgado de Paz de la Primera
Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 27 del mes
de julio del año 1970, que acoge, el dictamen del Fiscaliza-
dor que copiado textualmente dice así: "Solicitamos muy
respetuosamente se declare al señor Cirilo Camacho Jime-
nez, no padre de la menor Ana Idelca Alvarez, en conse-
cuencia se descarga de toda responsabilidad penal y de
violación a la Ley No. 2402. Se declaran las costas de ofi-
cio'.— Segundo: En cuanto al fondo, obrando por contra-
rio imperio, se revoca en todas sus partes la sentencia ape-
lada y en consecuencia se declara al nombrado Cirilo Ca-
macho Jiménez, de generales que constan padre de la me
nor Ana Idelca Alvarez. procreada con la señora Ana Julia
Alvarez ;Tercero: Se declara al nombrado Cirilo Camacho
Jiménez, de generales que constan, culpable del delito de
violación a la Ley No. 2402, sobre pensión alimenticia, en
perjuicio de la menor Ana Idelca Alvarez, procreada con
la señora Ana Julia Alvarez, y en consecuencia se le con-
dena a pasarle una pensión alimenticia de Veinticinco Pe-
sos Oro (RD$25.00), mensuales, para el sustento y manu-
tención de dicha menor a partir de la fecha de la querella,
Cuarto: Se condena al señor Cirilo Camacho Jiménez, en
caso de incumplimiento a sufrir la pena de Dos (2) años
de prisión correccional; Quinto: Se ordena la ejecución pro-
visional de la presente sentencia; Sexto: Se condena a Ci-
rilo Camacho Jiménez, al pago de las costas".

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generai

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 8 de octubre de
1970, a requerimiento del recurrente, en la cual no se ex-
pone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
2402, de 1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que al tenor del Art. 36 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación "los condenados a una pena
que exceda de seis meses de prisión correccional, no po-
drán recurrir en casación, si no estuvieren presos, o en
libertad provisional bajo fianza";

Considerando que en la especie el recurrente fue con-
denado a la pena de dos años de prisión correccional; que
no se ha establecido que dicho recurrente esté en prisión,
ni tampoco que haya obtenido su libertad provisional bajo
fianza, o la suspensión de la ejecución de la pena que le
fue impuesta, de conformidad con las disposiciones de los
Arts. 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 1950; que, por tanto,
el presente recurso de casación no puede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por Cirilo Camacho Jimé-
nez, contra la sentencia de fecha 21 de septiembre de 1970,
dictada en sus atribuciones correccionales, como tribunal
de segundo grado por la Primera Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados) .— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras . —
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General.
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recursos de apelación interpuestos por el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Nacional y por la señora Ana
Julia Alvarez, contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones correccionales, por el Juzgado de Paz de la Primera
Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 27 del mes
de julio del año 1970, que acoge, el dictamen del Fiscaliza-
dor que copiado textualmente dice así: "Solicitamos muy
respetuosamente se declare al señor Cirilo Camacho Jime-
nez, no padre de la menor Ana Idelca Alvarez, en conse-
cuencia se descarga de toda responsabilidad penal y de
violación a la Ley No. 2402. Se declaran las costas de ofi-
cio'.— Segundo: En cuanto al fondo, obrando por contra-
rio imperio, se revoca en todas sus partes la sentencia ape-
lada y en consecuencia se declara al nombrado Cirilo Ca-
macho Jiménez, de generales que constan padre de la me
nor Ana Idelca Alvarez, procreada con la señora Ana Julia
Alvarez ;Tercero: Se declara al nombrado Cirilo Camacho
Jiménez, de generales que constan, culpable del delito de
violación a la Ley No. 2402, sobre pensión alimenticia, en
perjuicio de la menor Ana Idelca Alvarez, procreada con
la señora Ana Julia Alvarez, y en consecuencia se le con-

dena a pasarle una pensión alimenticia de Veinticinco Pe-
sos Oro (RD$25.00), mensuales, para el sustento y manu-
tención de dicha menor a partir de la fecha de la querella;
Cuarto: Se condena al señor Cirilo Camacho Jiménez, en
caso de incumplimiento a sufrir la pena de Dos (2) años
ile prisión correccional; Quinto: Se ordena la ejecución pro-
visional de la presente sentencia; Sexto: Se condena a Ci-
rilo Camacho Jiménez, al pago de las costas".

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 8 de octubre de
1970, a requerimiento del recurrente, en la cual no se ex-
pone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No
2402, de 1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que al tenor del Art. 36 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación "los condenados a una pena
que exceda de seis meses de prisión correccional, no po-
drán recurrir en casación, si no estuvieren presos, o en
ibertad provisional bajo fianza";

Considerando que en la especie el recurrente fue con-
denado a la pena de dos años de prisión correccional; que
no se ha establecido que dicho recurrente esté en prisión,
ni tampoco que haya obtenido su libertad provisional bajo
fianza, o la suspensión de la ejecución de la pena que le
fue impuesta, de conformidad con las disposiciones de los
Arts. 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 1950; que, por tanto,
el presente recurso de casación no puede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por Cirilo Camacho Jimé-
nez, contra la sentencia de fecha 21 de septiembre de 1970,
dictada en sus atribuciones correccionales, como tribunal
de segundo grado por la Primera Cámara, de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados) .— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.--
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-

* rnánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel ht-
jo, Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública, del día, mes y ario en él expresados y fue firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General que cer-
tifico. (Fdo. ) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBREL DE 1911

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 10 de Julio de 1970.

teria: Correccional.

Recurrentes : Angel Darío Reyes García, Orfila Andrea Ramírez
Féliz y Compañía de Seguros ,Pepín, S. A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes
de Noviembre del año 1971, años 128' de la Independencia
y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Angel
Darío Reyes García, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, residente en la casa No. 71 de la calle Alonso de
Espinosa, de esta ciudad, cédula No. 111454, serie ara.;
por Orfila Andrea Ramírez Féliz, dominicana, -cédula No.
80810, serie lra., domiciliada y residente en la casa No.
184 de la calle Peña Batlle, de esta ciudad, y por la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., con su domicilio social y
principal establecimiento en la calle Isabel la Católica a'
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública, del día, mes y año en él expresados y fue firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General que cer-
tifico. (Fdo. ) Ernesto Curiel hijo.

Recurrentes: Angel Darío Reyes García, Orfila Andrea Ramírez
Féliz y Compañía de Seguros Pepín, S. A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes
de Noviembre del año 1971, años 128' de la Independencia
y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Angel
Darío Reyes García, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, residente en la casa No. 71 de la calle Alonso de
Espinosa, de esta ciudad, cédula No. 111454, serie lra.;
por Orfila Andrea Ramírez Féliz, dominicana, -cédula No.
80810, serie lra., domiciliada y residente en la casa No .
i84 de la calle Peña Batlle, de esta ciudad, y por la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., con su domicilio social y
principal establecimiento en la calle Isabel la Católica a'
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fecha 10 de Julio de 1970.
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esquina Padre Billini, de esta ciudad, contra la sentencia
de fecha 10 de julio de 1970, dictada en atribuciones co
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
cuyo dispositivo será copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta relativa a los recursos de casación, de

fecha 23 de julio de 1970 y levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, a requerimiento del Doctor Féli A. Brito
Mata, abogado, cédula No. 291945, serie 47, actuando a
nombre y en representación del inculpado Angel Darío
Reyes García, de Orfila Andrea Ramírez Féliz, persona
puesta en causa como civilmente responsable, y de la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A.; acta en la que no se invoca
ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 11 de noviembre del .;
corriente año 1971, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia por medio del cual llama al Ma-
gistrado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, Juez de este
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, párrafo I, de la Ley No.
241 de Tránsito de Vehículos de 1967; 463, inciso 6 9, del
Código Penal; 1382, 1383 y 1384 del Código Civil, y 1, 37,
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que Angel:1
Darío Reyes García fue sometido a la acción de la justicia Í;;¡.
represiva, con motivo de un accidente automovilístico ocu-1
rrido el 11 de mayo de 1968, prevenido del delito de vio-
lación a la ya mencionada Ley No. 241, en perjuicio de

Diógenes Darío Saviñón; b) que la Tercera Cámara de lo
penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal , regularmente apoderada del caso por el Ministerio Pú-
blico, lo resolvió mediante su sentencia de fecha 15 de agos-
to de 1969, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo está inserto en el del fallo ahora impugnado; e) que
do Angel Darío Reyes García, por Orfila Andrea Ramírez
sobre los recursos de apelación interpuestos por el inculpado
Angel Darío Reyes García, por Orfila Andrea Ramírez Fe-
liz y. por la compañía de Seguros Pepín, S. A., intervino la
sentencia impugnada en la presente instancia, la que con-
tiene el dispositivo que dice así: "Falla: Primero: Declara
regular y válido el recurso de apelación interpuesto por el
Dr. Félix A. Brito,Mata, a nombre y en representación
del prevenido Angel Darío Reyes, de la persona civilmen-
te responsable, señora Orfilia Andrea Ramírez Feliz, y de
la Compañía Seguros Pepín, S. A ., contra sentencia de la
Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 15 de agosto de 1969,
cuyo dispositivo dice así; "Falla: Primero: Se declara bue-
na y válida la constitución en parte civil de los señores
Ramón María Saviñón y Heroina Mauricio de Saviñón, en
su calidad de padres de la víctima, y de la señora Evange-
lina Vargas, en su calidad de madre y tutora legal del me-
nor Diógenes Saviñón Vargas, en contra de la señora Orf-
ilia Andrea Ramírez Féliz, en su calidad de comitente dei
prevenido Anfgel Darío Rayes García, por ser regular en
la forma y justa en el fondo; Segundo: Se declara al pre-
venido Angel Darío Reyes García, culpable de violación al
Art. 49, acpápite d) párrafo primero de la Ley 241; y en
consecuencia, se condena al pago de una multa de qui-
nientos peses oro (RD$500.00) acogiendo a su favor cir-
constancias atenuantes; Tercero: Se condena al prevenido
Angel Darío Reyes García y Orfila Andrea Ramírez Feliz.
esta última en su calidad de persona civilmente responsa-
ble, conjuntamente al pago solidario de una indemnización.
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esquina Padre Billini, de esta ciudad, contra la sentencia.
de fecha 10 de julio de 1970, dictada en atribuciones co
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
cuyo dispositivo será copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta relativa a los recursos de casación, de

fecha 23 de julio de 1970 y levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, a requerimiento del Doctor Féli A. Brito
Mata, abogado, cédula No. 291945, serie 47, actuando
nombre y en representación del inculpado Angel Darío
Reyes García, de Orfila Andrea Ramírez Feliz, persona
puesta en causa como civilmente responsable, y de la Com-
pañía de. Seguros Pepín, S. A. ; acta en la que no se invoca
ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 11 de noviembre del J:
corriente año 1971, por el Magistrado Presidente de la Su.
prema Corte de Justicia por medio del cual llama al Ma•
gistrado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, Juez de este
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 v.
926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
.

berado y vistos los artículos 49, párrafo L de la Ley No.
241 de Tránsito de Vehículos de 1967; 463, inciso 6°, del
Código Penal; 1382, 1383 y 1384 del Código Civil, y 1, 37
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que Angel
Darío Reyes García fue sometido a la acción de la justicia.
represiva, con motivo de un accidente automovilístico ocu-
rrido el 11 de mayo de 1968, prevenido del delito de vio-
lación a la ya mencionada Ley No. 241, en perjuicio de

Diógenes Darío Saviñón; b) que la Tercera Cámara de lo
penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, regularmente apoderada del caso por el Ministerio Pú-
blico, lo resolvió mediante su sentencia de fecha 15 de agos-
to de 1969, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo está inserto en el del fallo ahora impugnado; c) que
do Angel Darío Reyes García, por Orfila Andrea Ramírez
sobre los recursos de apelación interpuestos por el inculpado
Angel Darío Reyes García, por Orfila Andrea Ramírez Fé-
liz y por la compañía de Seguros Pepín, S. A., intervino la
sentencia impugnada en la presente instancia, la que con-
tiene el d.spositivo que dice así: "Falla: Primero: Declara
regular y válido el recurso de apelación interpuesto por el
Dr. Félix A. Brito Mata, a nombre y en representación
del prevenido Angel Darío Reyes, de la persona civilmen-
te responsable, señora Orfilia Andrea Ramírez Feliz, y de
la Compañía Seguros Pepín, S. A., contra sentencia de la
Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 15 de agosto de 1969,
cuyo d_spositivo dice así; "Falla: Primero: Se declara bue-
na y válida la constitución en parte civil de los señores
Ramón María Saviñón y Heroina Mauricio de Saviñón, en
su calidad de padres de la víctima, y de la señora Evange-
lina Vargas, en su calidad de madre y tutora legal del me-
► or Diógenes Saviñón Vargas, en contra de la señora Orf-
ilia Andrea Ramírez Feliz, en su calidad de comitente del
prevenido Anfgel Darío Rayes García, por ser regular en
la forma y justa en el fondo; Segundo: Se declara. al pre-
venido Angel Darío Reyes García, culpable de violación al
Art. 49, acpápite d) párrafo primero de la Ley 241; y en
consecuencia, se condena al pago de una multa de qui-
nientos pescs oro (RD$500.00) acogiendo a su favor cir-
cunstancias atenuantes; Tercero: Se condena al prevenido
Angel Darío Reyes García y Orfila Andrea Ramírez Feliz,
esta última en su calidad de persona civilmente responsa-
ble, conjuntamente al pago solidario de una indemnización
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de cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00) en favor de los se..
ñores Ramón María Saviñón y Heroína Mauricio de Savi-
ñón, y al pago de una indemnización de Cuatro Mil Pesos
Oro (RDS4,000.00) en favor de la señora Evangelina Var-
gas; por los daños y perjuicios morales y materiales su-
fridos con motivo de la muerte del señor Diógenes Darle
Saviñón Mauricio; Cuarto: Se condena al prevenido Angei
Darío Reyes García y Orfilia Andrea Ramírez Feliz, esta
última en su calidad de persona civilmente responsable; el
primero al pago de las costas penales y el segundo a. las
civiles, con distracción en provecho del Dr. Antonio Rosa-
rio, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quin-
to: Se ordena la cancelación de la licencia que para ma-
nejar vehículos de motor posee el prevenido por un período
de seis (6) meses a partir de la fecha; Sexto: Se ordena al
representante del Ministerio Público la comunicación de
dicha medida al señor Director General de Rentas Interna,
a fin de que no se pueda extender duplicado de la misma
durante el tiempo de la suspensión; Séptimo: Se declara la
presente sentencia oponible a la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., en su calidad de aseguradora de la responsa-
bilidad civil de la persona civilmente responsable deman-
dada"; Segundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido
Angel Darío Reyes, por no haber comparecido estando le-
galmente citado; Tercero: Confirma en todas sus partes la
sentencia objeto del presente recurso de apelación; Cuarto:
Condena al prevenido al pago de las costas penales; Quin-
to: Condena a los apelantes al pago de las costas civiles,
ordenando su distracción en favor del Dr. Antonio Rosario,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

En cuanto al recurso del prevenido Angel Darío
Reyes García

Considerando que la Corte a-qua, ponderando los ele-
mentos de juicio regularmente administrados durante la
ventilación del presente caso penal, ha dado por estable-

idos los hechos que siguen: "a) que más o menos a la una
media del día 11 de mayo de 1968, transitaba de sur a

5h.orte por la calle Albert Thomas, de esta ciudad, el pre-
venido Angel Darío Reyes García, conduciendo la guagua
pública No. 68182, marca Ford, modelo 1955, color azul
y blanco, motor No. B60V5H-25225, propiedad de la se-
ñora Orfila Andrea Ramírez Félix; b) que en el mismo ins-
tante circulaba de oeste a ! este, por la calle Luis Reyes
Acosta, el agraviado Angel Darío Saviñón Mauricio, mane
jando la motocicleta marca Vespa, No. 11697, modelo 1966.
color blanco, motor No. VSCI-M0624997, propiedad del
señor Feliciano Jáquez G.; c) que al llegar ambos vehícu-
los a esquina formada por las citadas vías, se produjo en-
tre ellos una colisión, a consecuencia de la cual el conduc-
tor de la motocicleta recibió golpes que le ocasionaron la
muerte mientras era trasladado a un hospital local; d) que  -
después del choque la guagua arrastró a la motocicleta co-
mo unos 20 metros del punto de la colisión, siguiendo la
dirección en que aquella transitaba, causando la total des-
trucción de la última; e) que el cuerpo de la víctima fue
encontrado debajo de la guagua, en el sitio en que ésta se(
detuvo después del accidente, es decir a unos 20 metros
del lugar del choque, en la calle Albert Thomas, en direc-
ción sur-norte, hasta donde fue arrastrado dicho cuerpo;
fl que el propio prevenido admite que cuando llegó a la
intersección en cuestión observó la motocicleta que se acer-
caba a una distancia aproximada de veinte metros; g) quc
no obstante se lanzó a cruzar la esquina, cuando las re-
glas de la prudencia le imponía detenerse y esperar que
pasara la moto que viajaba en vía de preferencia; hl quc
la circunstancia de que tanto la motocicleta como el cuer
po de la persona que la conducía, fuesen arrastrado por
un espacio de cerca de veinte metros revela que el chofer.
de la guagua circulaba a una alta velocidad; i) que a esa
conclusión corrobora el estado de destrucción total en que
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de cuatro mil pesos oro (RD$4,000. 00) en favor de los se.
ñores Ramón María Saviñón y Heroína Mauricio de Savi..
ñón, y al pago de una indemnización de Cuatro Mil Pesos
Oro (RDS4,000.00) en favor de la señora Evangelina Var-
gas; por los daños y perjuicios morales y materiales su-
fridos con motivo de la muerte del señor Diógenes Darío
Saviñón Mauricio; Cuarto: Se condena al prevenido Angel
Darío Reyes García y Orfilia Andrea Ramírez Feliz, esta
última en su calidad de persona civilmente responsable; el
primero al pago de las costas penales y el segundo a las
civiles, con distracción en provecho del Dr. Antonio Rosa-
rio, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quin-
to: Se ordena la cancelación de la licencia que para ma-
nejar vehículos de motor posee el prevenido por un período
de seis (6) meses a partir de la fecha; Sexto: Se ordena al
representante del Ministerio Público la comunicación de
dicha medida al señor Director General de Rentas Internas
a fin de que no se pueda extender duplicado de la misma
durante el tiempo de la suspensión; Séptimo: Se declara la
presente sentencia oponible a la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., en su calidad de aseguradora de la responsa-
bilidad civil de la persona civilmente responsable deman-
dada"; Segundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido
Angel Darío Reyes, por no haber comparecido estando le-
galmente citado; Tercero: Confirma en todas sus partes la
sentencia objeto del presente recurso de apelación; Cuarto:
Condena al prevenido al pago de las costas penales; Quin-

to: Condena a los apelantes al pago de las costas civiles,
ordenando su distracción en favor del Dr. Antonio Rosario,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

En cuanto al recurso del prevenido Angel Darío
Reyes García

Considerando que la Corte a-qua, ponderando los ele-
mentos de juicio regularmente administrados durante la
ventilación del presente caso penal, ha dado por estable-

ciclos los hechos que siguen: "a) que más o menos a la una
media del día 11 de mayo de 1968, transitaba de sur a

);torte por la calle Albert Thomas, de esta ciudad, el pre-
venido Angel Darío Reyes García, conduciendo la guagua
pública No. 68182, marca Ford, modelo 1955, color azul
N, blanco, motor No. B60V5H-25225, propiedad de la se-
ñora Orfila Andrea Ramírez Félix; b) que en el mismo ins-
tante circulaba de oeste a/ este, por la calle Luis Reyes
Acosta, el agraviado Angel Darío Saviñón Mauricio, inane
jando la motocicleta marca Vespa, No. 11697, modelo 1966.
color blanco, motor No. VSCI-M0624997, propiedad del
señor Feliciano Jáquez G.; c) que al llegar ambos vehícu-
los a esquina formada por las citadas vías, se produjo en-
tre ellos una colisión, a consecuencia de la cual el conduc-
tor de la motocicleta recibió golpes que le ocasionaron la
muerte mientras era trasladado a un hospital local; d) que
después del choque la guagua arrastró a la motocicleta co-
mo unos 20 metros del punto de la colisión, siguiendo la
dirección en que aquella transitaba, causando la total des-
trucción de la última; e) que el cuerpo de la víctima fue
encontrado debajo de la guagua, en el sitio en que ésta se
detuvo después del accidente, es decir a unos 20 metros
del lugar del choque, en la calle Albert Thomas, en direc-
ción sur-norte, hasta donde fue arrastrado dicho cuerpo;
fa que el propio prevenido admite que cuando llegó a la
intersección en cuestión observó la motocicleta que se acer-
caba a una distancia aproximada de veinte metros; g) que
no obstante se lanzó a cruzar la esquina, cuando las re-
glas de la prudencia le imponía detenerse y esperar que
pasara la moto que viajaba en vía de preferencia; hl que
la circunstancia de que tanto la motocicleta como el cuer

de la persona que la conducía, fuesen arrastrado por
un espacio de cerca de veinte metros revela que el chofer.
de la guagua circulaba a una alta velocidad; i) que a esa
conclusión corrobora el estado de destrucción total en que



quedó la moto, así corno la gravedad de los golpes ,sufridas
por la víctima";

Considerando que la Corte a-qua expresa "que los he-
chos relatados ponen de manifiesto que el accidente de que
se trata tuvo su causa generadora y eficiente, en las faltas
cometidas por el prevenido al conducir su vehículo a una
velocidad superior a las permitidas por las circunstancias
y de lanzarse a cruzar la esquina no obstante observar que
de la misma se encontraba a poca distancia otro vehículo
que circulaba en vía de preferencia";

Considerando que en los hechos así comprobados por
la Corte a-qua durante la instrucción del caso, están ca-
racterizados los elementos constitutivos del delito de viola-
ción al artírulo 49, párrafo I, de la precitada Ley No. 241;
delito sancionado por este texto legal con prisión de dos a
cinco años y multa de quinientos pesos a dos mil pesos; que,
por tanto, al condenar la indicada Corte a-qua al inculpa-
do Reyes García, después de declararlo culpable, al pago
de una multa de quinientos pesos oro, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes y confirmando así la senten-
cia dictada por el juez del primer grado de jurisdicción,
aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando que la Corte a-qua, en lo que respecta-
a las condenaciones civiles, dio también por establecido
que el delito cometido por el inculpado y recurrente Re-
yes García había producido daños morales y materiales a
Ramón María Saviñón y Heroína Mauricio de Saviñón, en
su referida calidad de padres legítimos de la víctima del
accidente ventilado, y a Diógenes Darío Saviñón Vargas,
hijo de tal víctima, todos constituidos en partes civiles;
daños que ha estimado soberanamente en las sumas de
$4,000 para Ramón María Saviñón y Heroína Mauricio de
Saviñón, y $4,000 para Diógenes Darío Saviñón; que, en
consecuencia, al condenar al prevenido recurrente al papo
de esas sumas, solidariamente con la persona puesta en

causa como civilmente responsable, a título de indemniza-
ción en favor de dichas partes civiles constituidas, y al ha-
cer oponibles esas condenaciones a la entidad aseguradora
que también había sido puesta en causa, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y
1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne
al interés del inculpado, vicio alguno que justifique su
casación;

En cuanto a los recursos de la parte civilmente responsable
y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A,

Considerando que Orfila Andrea Ramírez Feliz, parte
puesta en causa como civilmente responsable y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, entidad aseguradora de la respon-
sabilidad civil de la primera, recurrentes en la presente
instancia, no han depositado los correspondientes memo-
riales relativos a los medios en que fundan sus respectivos
recursos, ni al declarar éstos invocaron ni desarrollaron
medio alguno de casación como fundamento de tales re-
cursos;'

Considerando que, según lo dispone el artículo 37 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, para dichos re-
currentes era obligatorio el depósito de un memorial con
la exposición de los hechos que le sirven de fundamento,
a pena de nulidad de esos recursos, ya que no lo hicieron
al hacer las correspondientes declaraciones, y habida cuen-
ta de que las prescripciones del precitado artículo 37 son
extensivas a la entidad aseguradora que en virtud del ar-
tículo 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor haya sido puesta en causa;

Cons i derando que por todo cuanto acaba de ser dicho,
procede declarar nulos los recursos indicados;
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quedó la moto, así corno la gravedad de los golpes ,sufridos
por la víctima";

Considerando que la Corte a-qua expresa "que los he-
chos relatados ponen de manifiesto que el accidente de que
se trata tuvo su causa generadora y eficiente, en las faltas
cometidas por el prevenido al conducir su vehículo a una
velocidad superior a las permitidas por las circunstancias
y de lanzarse a cruzar la esquina no obstante observar qu,.
de la misma se encontraba a poca distancia otro vehículo
que circulaba en vía de preferencia"; 	 4

Considerando que en los hechos así comprobados por
la Corte a-qua durante la instrucción del caso, están ca-
racterizados los elementos constitutivos del delito de viola-
ción al artírulo 49, párrafo I, de la precitada Ley No. 241;
delito sancionado por este texto legal con prisión de dos a
cinco años y multa de quinientos pesos a dos mil pesos; que,
por tanto, al condenar la indicada Corte a-qua al inculpa.
do Reyes García, después de declararlo culpable, al pago
de una multa de quinientos pesos oro, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes y confirmando así la senten-
cia dictada por el juez del primer grado de jurisdicción,
aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando que la Corte a-qua, en lo que respecta-
a las condenaciones civiles, dio también por establecido
que el delito cometido por el inculpado y recurrente Re-
yes García había producido daños morales y materiales a
Ramón María Saviñón y Heroína Mauricio de Saviñón, en
su referida calidad de padres legítimos de la víctima del
accidente ventilado, y a Diógenes Darío Saviñón Vargas,
hijo de tal víctima, todos constituidos en partes civiles;
daños que ha estimado soberanamente en las sumas de
$4,000 para Ramón María Saviñón y Heroína Mauricio de
Saviñón, y $4,000 para Diógenes Darío Saviñón; que, en
consecuencia, al condenar al prevenido recurrente al papa
de esas sumas, solidariamente con la persona puesta en

causa como civilmente responsable, a título de indemniza-
cién en favor de dichas partes civiles constituidas, y al ha-
cer oponibles esas condenaciones a la entidad aseguradora
que también había sido puesta en causa, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y
1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne
al interés del inculpado, vicio alguno que jystifique su
casación;

En cuanto a los recursos de la parte civilmente responsable
y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A,

Considerando que Orfila Andrea Ramírez Féliz, parte
puesta en causa como civilmente responsable y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, entidad aseguradora de la respon-
sabilidad civil de la primera, recurrentes en la presente
instancia, no han depositado los correspondientes memo-
riales relativos a los medios en que fundan sus respectivos
recursos, ni al declarar éstos invocaron ni desarrollaron
medio alguno de casación como fundamento de tales re-
cursos;

Considerando que, según lo dispone el artículo 37 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, para dichos re-
currentes era obligatorio el depósito de un memorial con
la exposición de los hechos que le sirven de fundamento,
a pena de nulidad de esos recursos, ya que no lo hicieron
al hacer las correspondientes declaraciones, y habida cuen-
ta de que las prescripciones del precitado artículo 37 son
extensivas a la entidad aseguradora que en virtud del ar-
tículo 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor haya sido puesta en causa;

Cons i derando que por todo cuanto acaba de ser dicho,
procede declarar nulos los recursos indicados;
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Considerando que no procede estatuir sobre las costas
civiles porque las partes adversas a los recurrentes que su-
cumben no han comparecido a solicitarlo a esta audiencia
de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuestc por el prevenido Angel Darío Reyes Gar-
cía, contra la sentencia de fecha 10 de julio de 1970, dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y lo condena al pago
cte las costas penales; Segundo: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos contra la expresada sentencia por
Orfila Andrea Ramírez Feliz, parte civilmente responsable
y por la Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad ase-
guradora de la responsabilidad civil de la primera. 	 411

111F
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquins
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.--:
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, y en la
audiencia plblica del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera1,1
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBREL DE 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de Tocha
10 de diciembre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Ramón Celestino Lantigua Cruz, Antonio Leoncio
Lantigua Cruz y la Compañía Unión de Seguros, C. por

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia.
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 de Noviembre del.
año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ra-
món Celestino Lantigua Cruz, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 285, serie 89, domiciliado y re-
sidente en la ciudad de Moca; Antonio Leoncio Lantiguz,
Cruz, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, re-
sidente en la sección El Mirador, de la ciudad de Moca, cé-
dula No. 2400, serie 54; y la Compañía Unión de Seguros,
C. por A., con su domicilio en la ciudad de Santiago, en
la casa No. 48 de la calle San Luis, contra la sentencia de
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Considerando que no procede estatuir sobre las costas
civiles porque las partes adversas a los recurrentes que su_
cumben no han comparecido a solicitarlo a esta audiencia
de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Angel Darío Reyes Gar-
cía, contra la sentencia de fecha 10 de julio de 1970, dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape.1
'ación de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y lo condena al pago
ae las costas penales; Segundo: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos contra la expresada sentencia por$
Orfila Andrea Ramírez Feliz, parte civilmente responsable
y por la Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad ase-
guradora de la responsabilidad civil de la primera.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernand
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel

- D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquin
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.--
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, y en la
audiencia plblica del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE .FECHA 15 DE NOVIEMBREL DE 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de tocha
10 de diciembre de 1970.

Materia: Correccional,

Recurrentes: Ramón Celestino Lantigua Cruz, Antonio Leoncio
Lantigua Cruz y la Compañía Unión de Seguros, C. por

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo :le la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia•
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 de Noviembre del
año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de la Res•
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ra-
món Celestino Lantigua Cruz, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 283, serie 89, domiciliado y re-
sidente en la ciudad de Moca; Antonio Leoncio Lantigua.
Cruz, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, re-
sidente en la sección El Mirador, de la ciudad de Moca, cé-
dula No. 2400, serie 54; y la Compañía Unión de Seguros,
C. por A., con su domicilio en la ciudad de Santiago, en
la casa No. 48 de la calle San Luis, contra la sentencia de
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fecha 10 de diciembre de 1970, dictada en sus atribucio,
nes correccionales por la Corte de Apelación de La Vega,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera'.

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 10 de diciem-
bre de 1970, a requerimiento del Dr. Ramón A. González
Hardy, cédula 24562, serie 47, abogado de los recurrentes,
en la cual no se expone ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117,
de 1955; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ela se refiere, consta: a) que con motive
de un accidente automovilístico ocurrido ocurrido el 15 de
mayo de 1970, en la carretera Duarte, en el tramo de Moca
a Santiago, en el cual hubo varios lesionados, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, re-
gularmente apoderado, dictó una sentencia cuyo dispositi-
vo figura copiado a continuación en el del fallo ahora im-
pugnado; b) Que sobre los recursos interpuestos, la Corte
a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido, en la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Ramón Celestino Lantigua Cruz
y la Cía . "Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Espaillat, de fecha 9 de julio de 1970, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA PRIMERO: Se declara regular y vá-
lida la constitución hecha en parte civil por Fausto de la
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Rosa Vásquez, Nelson Arístides Santos, Juan Bautista Ven-
tura y Ramón Alfonso Taveras, por conducto de sus abo-

constituidos, en contra del acusado en cuanto a lagados
forma; En cuanto al fondo se condena a Ramón Celestino
Lantigua C., al pago de una indemnización de RD$1,Ü00.-
00 en favor de Juan Bautista Ventura N.; de RD$300 .00
en favor de Alfonso Taveras; de RD$300.00 en favor de
Nelson Arístides Santos, y de RD$500 . 00, en favor de
Fausto de la Rosa Vásquez; Segundo: Se declara oponible
la presente sentencia a la Cía. de Seguros Unión de Se..
guros, C. por A., y de la persona civilmente responsable,
en lo que concierne a las indemnizaciones en favor de Juan
Bautista Ventura Núñez; Tercero: Se condena al acusado
al pago de los intereses civiles a partir del día de la de-
manda, en lo que concierne a las indemnizaciones en favor
c'e Nelson Arístides Santos, Ramón Alfonso Taveras y
Fausto de la Rosa Vásquez; Cuarto: Se declara al copreve-
nido Fausto de la Rosa Vásquez, no culpable de violar la
Ley 241, y en consecuencia se le descarga de toda res pon-
sabilidad penal; Se declaran las costas de oficio; Quinto:
Se decl ara al coprevenido Ramón Celestino Lantigua Cruz.
culpable de violar la ley 241, y en consecuencia se le con-
dena a pa gar una multa de RD$25.00 y al pago de las cos-
tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Sexto:
Se le condena además al pago de las costas civiles. distra-
yéndolas en provecho de los abogados de la parte civil cons-
tituida, por haberlas avanzado en su mayor parte Dor ha-
ber sido hecho de conformidad a la ley; SEGUNDO: Pro-
nuncia el defecto contra la Cía. "Unión de Seuuros", C.
por A., por no haber comparecido a esta aud i encia, no
obstante haber sido citada legalmente.— TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia apelada. CUARTO:
Condena al prevenido Ramón Celest i no Lantilua Cruz al
paP-o de las costas penales y civiles de esta a lzada, d'stra-
yendo las últimas en favor del Dr. Francisco Manuel Com-
prés, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte y
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fecha 10 de diciembre de 1970, dictada en sus atribuci,)
nes correccionales por la Corte de Apelación de La Vega,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera:

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 10 de diciem-
bre de 1970, a requerimiento del Dr. Ramón A. González
Hardy, cédula 24562, serie 47, abogado de los recurrentes,
en la cual no se expone ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber cieli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117,
de 1955; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-,
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ela se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente automovilístico ocurrido ocurrido el 15 de
mayo de 1970, en la carretera Duarte, en el tramo de Moca
a Santiago, en el cual hubo varios lesionados, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, re-
gularmente apoderado, dictó una sentencia cuyo dispositi-
vo figura copiado a continuación en el del fallo ahora im-
pugnado; b) Que sobre los recursos interpuestos, la Corte
a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declai;a re-
gular y válido, en la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Ramón Celestino Lantigua Cruz
y la Cía . "Unión de Seguros, C. por A ., contra sentencia
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Espaillat, de fecha 9 de julio de 1970, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA PRIMERO: Se declara regular y vá-
lida la constitución hecha en parte civil por Fausto de la

Rosa Vásquez, Nelson Arístides Santos, Juan Bautista Ven-
tura y Ramón Alfonso Taveras, por conducto de sus abo-
gados constituidos, en contra del acusado en cuanto a la
forma; En cuanto al fondo se condena a Ramón Celestino
',antigua C., al pago de una indemnización de RD$1,500.-
00 en favor de Juan Bautista Ventura N.; de RD$300 .00
en favor de Alfonso Taveras; de RD$300 .00 en favor de
Nelson Arístides Santos, y de RD$500. 00, en favor de
Fausto de la Rosa Vásquez; Segundo: Se declara oponible
la presente sentencia a la Cía. de Seguros Unión de Se. .
guros, C. por A ., y de la persona civilmente responsable,
en lo que concierne a las indemnizaciones en favor de Juan
Bautista Ventura Núñez; Tercero: Se condena al acusado
al pago de los intereses civiles a partir del día de la de-
manda, en lo que concierne a las indemnizaciones en favor
Ce Nelson Arístides Santos, Ramón Alfonso Taveras y
Fausto de la Rosa Vásquez; Cuarto: Se declara al copreve-
nido Fausto de la Rosa Vásquez, no culpable de violar la
Ley 241, y en consecuencia se le descarga de toda res znon-
sabilidad penal; Se declaran las costas de oficio; Quinto:
Se declara al coprevenido Ramón Celestino Lantigua Cruz,
culpable de violar la ley 241, y en consecuencia se le con-
dena a pa gar una multa de RD$25.00 y al pago de las cos-
tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Sexto:
Se le condena además al pago de las costas civiles. distra-
yéndolas en provecho de los abogados de la parte civil cons-
tituida, por haberlas avanzado en su mayor parte Dor ha-
ber sido hecho de conformidad a la ley; SEGUNDO: Pro-
nuncia el defecto contra la Cía. "Unión de Se guros", C.
por A., por no haber comparecido a esta aud i encia, no
obstante haber sido citada legalmente.— TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia apelada. CUARTO:
Condena al prevenido Ramón Celest i no Lantigua Cruz al
hapro de las costas penales y civiles de esta a lzada, d i stra-

(Indo las últimas en favor del Dr. Francisco Manuel Com-
prés, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte y
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condena, conjuntamente con el prevenido, a la persona ci•.
vilmente responsable Antonio Leoncio Lantigua y la Cia
Unión de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles,
distrayéndolas en favor del Dr. Héctor Valenzuela, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio, regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dio por estableeidc:
"a) que en horas de la mañana del día 15 de mayo de 1970,
mientras el carro placa pública 46630, marca Austin, pro-
piedad de Plutarco León Santos, conducido por Fausto Ro-
sa Vásquez, transitaba de Este a Oeste por la carretera
"Duarte", tramo Moca-Santiago, al llegar al Km. 4 de la
misma, fue chocado por el camión placa No. 82405, marca
Chevrolet, propiedad de Antonio Leoncio Lantigua, con-
ducido por el prevenido Ramón Celestino Lantigua Cruz.,
quien transitaba por la misma carretera donde sucedió el
accidente, en sentido contrario; b) que en el carro público,
conducido por Fausto Rosa Vásquez, iban como pasajeros
Nelson Arístides Santos, Ramón Alfonso Taveras y el Raso
P. N., Juan Bautista N., los cuales, al igual que el cho-
fer resultaron lesionados; e) que de acuerdo a los certifi-
cados médicos anexos al expediente, estos certifican que:
Nelson Arístides Santos, presenta heridas y golpes en dis-
tintas partes del cuerpo, curables antes de 10 días; Ramón
Alfonso Taveras, contusiones y laceraciones en distintas
partes del cuerpo, curables después de 10 días y antes de
veinte; Francisco Fausto Rosa Vásquez, contusiones y la-
ceraciones en la cabeza y la cara, curables antes de 10 días
y el Raso, P. N., con traumatismos del hombro izquierdo,
contusión en la región anterior del hemitorax izquierdo,
curables después de 10 días y antes de 20; d) que en el mo-
mento del accidente el camión conducido por el prevenido

bantigua Cruz, estaba asegurado con la compañía "Unión
de Seguros, C. por A., mediante la póliza No. 11977; e)
que el carro donde viajaban como pasajeros, iba a veloci-
dad normal, completamente a su derecha, y que por el
contrario el camión conducido por el prevenido Lantigua
Cruz venía en sentido opuesto, a mucha velocidad, hacien-
do zig-zag, y en uno de esos bandeos hacia la izquierda,
ocupando la derecha del carro originando el accidente,
situación que fue confirmada por la propia declaración dei
prevenido Ramón Celestino Lantigua Cruz-;

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por
el Art. 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado por
ese mismo texto legal en su letra e, con la pena de tres
meses a un año de prisión y multa de $50.00 a $300.00,
cuando la enfermedad producida o la imposibilidad para
el trabajo durase por diez días o más, como ocurrió en la
especie; que, en consecuencia, al condenar al prevenido a
$25.00 de multa, después de declararlo culpable, y aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una sanción a justada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido Lantigua,
había ocasionado daños y perjuicios morales y materiales
a las personas constituidas en parte civil, cuyo monto apre-
ció soberanamente en $1,000.00 para Juan B. Ventura N.;
$300.00 para Alfonso Taveras; $300.00 para Nelson Arís-
tides Santos; y $500.00 para Fausto de la Rosa Vásquez.
que, en consecuencia al condenarlo al pago de esas sumas,
solidariamente con la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, a título de indemnización, y en favor de
dichas partes civiles constituidas, y al hacer oponibles esas
condenaciones a la "entidad aseguradora que también había
sido puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta apli-

1,
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condena, conjuntamente con el prevenido, a la persona ci-
vilmente responsable Antonio Leoncio Lantigua y la Cia
Unión de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles,
distrayéndolas en favor del Dr. Héctor Valenzuela, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio, regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido:
"a) que en horas de la mañana del día 15 de mayo de 1970,
mientras el carro placa pública 46630, marca Austin, prc,-

piedad de Plutarco León Santos, conducido por Fausto Ro-
sa Vásquez, transitaba de Este a Oeste por la carretera
"Duarte", tramo Moca-Santiago, al llegar al Km. 4 de la
misma, fue chocado por el camión placa No. 82405, marca
Chevrolet, propiedad de Antonio Leoncio Lantigua, con-
ducido por el prevenido Ramón Celestino Lantigua Cruz,
quien transitaba por la misma carretera donde sucedió el
accidente, en sentido contrario; b) que en el carro público,
conducido por Fausto Rosa Vásquez, iban como pasajeros
Nelson Arístides Santos, Ramón Alfonso Taveras y el Raso
P. N., Juan Bautista N., los cuales, al igual que el cho-
fer resultaron lesionados; c) que de acuerdo a los certifi-
cados médicos anexos al expediente, estos certifican que.
Nelson Arístides Santos, presenta heridas y golpes en dis-
tintas partes del cuerpo, curables antes de 10 días; Ramón
Alfonso Taveras, contusiones y laceraciones en distintas
partes del cuerpo, curables después de 10 días y antes de
veinte; Francisco Fausto Rosa Vásquez, contusiones y la-
ceraciones en la cabeza y la cara, curables antes de 10 días
y el Raso, P. N., con traumatismos del hombro izquierdo,
contusión en la región anterior del hemitorax izquierdo,
curables después de 10 días y antes de 20; d) que en el mo-
mento del accidente el camión conducido por el prevenido

',antigua Cruz, estaba asegurado con la compañía "Unión
de Seguros, C. por A., mediante la póliza No. 11977; e)
que el carro donde viajaban como pasajeros, iba a veloci-
dad normal, completamente a su derecha, y que por el
contrario el camión conducido por el prevenido Lantigua
Cruz venía en sentido opuesto, a mucha velocidad, hacien-
do zig-zag, y en uno de esos bandeos hacia la izquierda,
ocupando la derecha del carro originando el accidente,
situación que fue confirmada por la propia declaración dei
prevenido Ramón Celestino Lantigua Cruz";

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia., produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por
el Art. 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado por
ese mismo texto legal en su letra e, con la pena de tres
meses a un año de prisión y multa de $50.00 a $300.00,
cuando la enfermedad producida o la imposibilidad para
el trabajo durase por diez días o más, como ocurrió en la
especie; que, en consecuencia, al condenar al prevenido a
$25.00 de multa, después de declararlo culpable, y aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-tablecido que el hecho cometido por el prevenido Lantigua,
había ocasionado daños y perjuicios morales y materiales
a las personas constituidas en parte civil, cuyo monto apre-
ció soberanamente en $1,000.00 para Juan B. Ventura N.;
$300.00 para Alfonso Taveras; $300.00 para Nelson Arís-
tides Santos; y $500.00 para Fausto de la Rosa Vásquez,
que, en consecuencia al condenarlo al pago de esas sumas,
solidariamente con la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, a título de indemnización, y en favor de
dichas partes civiles constituidas, y al hacer oponibles esas
condenaciones a la entidad aseguradora que también había
sido puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta apli-
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catión de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y 1.1;
y 10 de la Ley No. 4117, sobre seguro obligatorio de ve_'-
hículos de motor;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

En cuanto a los recursos de la persona puesta en causa'
como civilmente responsable y la Compañia Aseguradora,,

Considerando que al tenor del Art. 37 de la Ley sobre,
Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea inter-
puesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por-:-
la persona civilmente responsable, el depósito de un me-;
morial con la exposición de los hechos en que se funda,.
será obligatorio, a pena de nulidad si no se ha motivado,:
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex4
tiende a la Compañía Aseguradora que ha sido puest,a en
causa en virtud de la Ley No. 411,7, de 1955, sobre Seguro;;
Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de mil
memorial, y hasta el día de la audiencia, estos recurrentes,,:
ban expuesto los fundamentós de dichos recursos, los cua-

 en consecuencia, resultan nulos al tenor del Art 37

antes citado;

Considerando que no procede estatuir sobre las costas
civiles, porque las partes con interés contrario no han com
parecido a solicitarlo en esta instancia de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación del prevenido Ramón Celestino Lantigua, contra la
sentencia de fecha 10 de diciembre de 1970, dictada en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
La Vega, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
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del presente fallo; y lo condena al pago de las costas pe-
nales; y Segundo: Declara nulos los recursos de Antonio
Leoncio Lantigua Cruz, persona civilmente responsable, y
de la Unión de Seguros, C. por A.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquin
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo. ) Ernesto Curiel hijo.
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catión de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y 1 .,
y 10 de la Ley No. 4117, sobre seguro obligatorio de ye- ;
hículos de motor;

Considerando que examinada la sentencia impugnada,
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés dell:
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

En cuanto a los recursos de la persona puesta en causa
como civilmente responsable y la Compañía Aseguradora

Considerando que al tenor del Art. 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea inter.'
puesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por:-
la persona civilmente responsable, el depósito de un
morial con la exposición de los hechos en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex,
tiende a la Compañía Aseguradora que ha sido puesta en
causa en virtud de la Ley No. 411,7, de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando que en la especie, ni en el momento de:
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un
memorial, y hasta el día de la audiencia, estos recurrentes
han expuesto los fundamentós de dichos recursos, los cua-
les, en consecuencia, resultan nulos al tenor del Art. 3
antes citado;

Considerando que no procede estatuir sobre las costas
civiles, porque las partes con interés contrario no han com-
parecido a solicitarlo en esta instancia de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación del prevenido Ramón Celestino Lantigua, contra la
sentencia de fecha 10 de diciembre de 1970, dictada en sus',
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
La Vega, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
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del presente fallo; y lo condena al pago de las costas pe-
nales; y Segundo: Declara nulos los recursos de Antonio
Leoncio Lantigua Cruz, persona civilmente responsable, y
de la Unión de Seguros, C. por A.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquin
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-_
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo. ) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1911

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha

3 de febrero de 1971.

Materia: correccional.

Recurrentes: César Augusto Rodríguez y Servicios y Acarreos,

C. por A.

Abogados: Dres. Cesáreo Contreras y Darío O. Fernández Es-

pinal.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramén Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la;
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A . Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manutl D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
felió y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad..

. W4 t
s de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día

17 de noviembre del año 1971, años 128' de la Independen-
cia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Cesar'
Augusto Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado,
chofer, domiciliado en la casa No. 15 de la calle Arístides
Fialli Cabral, de esta ciudad, con cédula No. 98210, seri(
1ra.; y Servicios y Acarreos, C. por A. con domicilio en
la casa No. 81, de la Avenida Bolívar, de esta ciudad,
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contra la sentencia dictada por la Tercera, Cámara Pena;
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santiago, en fecha 3 de Febrero de 1971, cuyo dispositivu
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Darío Balcácer, con cédula No. 26110,

serie ira., abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Fulgencio Robles López, en representa
ción de los Dres. Cesáreo A. Contreras y Darío O. Fer-
nández Espinal, abogado de Ramón Rodríguez, dominicano,
mayor de edad, domiciliado en Santiago de los Caballeros,
con cédula No. 76297, constituido en parte civil, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista una certificación de la Secretaría Auxiliar de la
Tercera Cámara Penal, del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, donde se hace constar
que el Dr. Clyde Eugenio Rosario, declaró en la Secretaría
de ese Tribunal, en fecha 16 de marzo del año 1971, un
recurso de casación a, nombre de César Arturo Rodríguez
y Servicios y Acarreos, C. por A., contra la sentencia co-
rreccional No. 156-bis, de fecha 3 de Febrero de 1971;

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 18 de
octubre de 1971, por el abogado de los recurrentes;

Visto el Escrito firmado en fecha 8 de octubre de 1971,
por el Dr. Darío O. Fernández Espinal, por si y por el
Dr. Cesáreo A. Contreras, abogados del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 103 de la Ley No. 241
de 1967; y los Arts. 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en íos
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente automovilístico, ocurrido
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de ese Tribunal, en fecha 16 de marzo del año 1971, un
recurso de casación a nombre de César Arturo Rodríguez
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 103 de la Ley No. 241
de 1967; y los Arts. 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente automovilístico, ocurrido
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el 3 de noviembre de 1970 en la ciudad de Santiago, en
el cual resurto con lesiones curables antes ae aiez ClictS,

mon A. hoariguez F., y los venictuos, con algunos aesper.
fecios, fueron traducidos a la justicia Cesar Augusto rto
driguez Santana, y IN apoleon roianCo S., interviniendo por

ante el Juzgado ae Paz de la Tercera Circunscripcion
la ciudad ae Santiago, una sentencia cuyo dispositivo apa-
rece inserto, en el ae la ahora impugnaaa; b) que sobre re
curso de apelación del prevenido Cesar A. Rodriguez, 1:..t
persona civilmente responsable, Servicios y Acarreos, C.
por A. y Cía. Unión de Seguros, C. por A., intervino la
sentencia impugnada actualmente, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por César Augusto Rodri-
g,uez Santana, la Companía Unión de Seguros, C. por A.,
y Servicios y Acarreos, C. por A., contra sentencia No
942 del Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del
Distrito Judicial de Santiago en cuanto a la forma 	 SE-
GUNDO: En cuanto al fondo se pronuncia defecto contra
César Augusto Rodríguez Santana, Unión de Seguros, C.
por A., y Servicios y Acarreos, C. por A., por no haber
comparecido a la audiencia para la cual había sido legal-
mente citado.— TERCERO: Confirma la sentencia No. 942
del Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción en sus
Ordinales Primero, Segundo, Tercero, Cuarto, y Quinto de
la sentencia que copiada textualmente dice así: "PRIME-
RO: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto, contra el
nombrado César Augusto Rodríguez Santana, por no haber
comparecido a la audiencia para la cual fue legalmente
citado. —Segundo: En consecuencia se condena a RD$6.00
(Seis Pesos Oro) de multa en defecto por violar los artícu-
los 49 y 123 de la ley 241, por el hecho de haber originado
un choque entre el camión placa No. 72411, marca Mer-
cedes Benz, color amarillo, asegurado en la Unión de Se-
guros, C. por A., Póliza S. D. No. 7521, vence el día
30-12-70, propiedad de Servicios y Acarreos C. por A.,
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Póliza No. 1-225, vence el día 1-7-71, propiedad de la
Corporación Dominicana de Electricidad, con el impacto
resultó con golpes el señor Ramon Antonio Rodriguez Vé-
11x, de 34 anos ae edad.— Tercero: Se condena además al
pago de las costas acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes.— Cuarto: Declara al nombrado Napoleón Polan-
co, no culpable de violar los artículos 49 y 123 de la ley
241.— Quinto: En consecuencia se descarga de toda res-
ponsabilidad penal y se declaran de oficio las costas y de-
clara buena y válida la constitución en parte civil en cuan-
to a la forma, hecha por Ramón Antonio Rodríguez Santa-
na, por intermedio de su abogado Cesáreo Contreras, en
contra de la Compañía Servicios y Acarreos, C. por A.,
La Unión de Seguros, C. por A., y en consecuencia se con-
dena al pago de una indemnización de RD$350.00 (Tres-
cientos Cincuenta Pesos Oro) como justa reparación de ios
daños materiales sufridos a causa del accidente que la
Compañía Servicios y Acarreos, C. por A., sea condenado
a los intereses legales de la suma acordada y que la sen-
tencia que intervenga contra Servicios y Acarreos, C. por
A., sea declarada común y oponible a la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., en su condición de aseguradora.—
Sexto: Condena a César Rodríguez Santana, al pago de las
costas penales y civiles con distracción de este último, en
provecho del Dr. Cesáreo Contreras, quién afirma haberlas
avanzado en su totalidad;— CUARTO: Se modifica el or-
dinal Sexto de dicha sentencia y en vez del señor César
Augusto Rodríguez, se condena a la Compañía Servicios y
Acarreos, C. por A., y su aseguradora Unión de Seguros,
C. por A., al pago de las costas civiles con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Cesáreo Contreras";

Considerando que los recurrentes proponen en su me.
morial, los siguientes medios de casación: a) Violación del
Art. 141 del Código de Procedimiento Civil, por insufi-
ciencia de motivos y falta de base legal, combinados; b)
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el 3 de noviembre de 1970 en la ciudad de Santiago, en,
el cual resulto con lesiones curables antes cte wez alas,
mon A. Roariguez F., y los venictuos, con algunos aesper.
fecios, fueron traduciaos a la justicia Cesar Augusto Ro.
driguez Santana, y Napoleón i-otaneo S., interviniendo por
ante el Juzgaao ae Paz cte la Tercera Circunscripcion
la ciudad ae Santiago, una sentencia cuyo dispositivo apa-
rece inserto, en el ae la ahora impugnaba; b) que sobre re
curso de apelación del prevenido Cesar A. Rodriguez, iu
persona civilmente responsable, Servicios y Acarreos, C.
por A. y Cía, Unión cte Seguros, C. por A., intervino la
sentencia impugnada actualmente, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por César Augusto Rodri-
guez Santana, la Compañía Unión de Seguros, C. por A.
y Servicios y Acarreos, C. por A., contra sentencia No
942 del Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del
Distrito Judicial de Santiago en cuanto a la forma.— SE-
GUNDO: En cuanto al fondo se pronuncia defecto contra
César Augusto Rodríguez Santana, Unión de Seguros, C.
por A., y Servicios y Acarreos, C. por A., por no haber
comparecido a la audiencia para la cual había sido legal-
mente citado.— TERCERO: Confirma la sentencia No. 942
del Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción en sus
Ordinales Primero, Segundo, Tercero, Cuarto, y Quinto de
la sentencia que copiada textualmente dice así: "PRIME-
RO: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto, contra el
nombrado César Augusto Rodríguez Santana, por no haber
comparecido a la audiencia para la cual fue legalmente
citado. —Segundo: En consecuencia se condena a RD$6.0U
(Seis Pesos Oro) de multa en defecto por viola' los artícu-
los 49 y 123 de la ley 241, por el hecho de haber originado
un choque entre el camión placa No. 72411, marca Mer-
cedes Benz, color amarillo, asegurado en la Unión de Se-
guros, C. por A., Póliza S. D. No. 7521, vence el día
30-12-70, propiedad de Servicios y Acarreos C. por A.,
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Póliza No, 1-225, vence el día 1-7-71, propiedad de la
Corporación Dominicana de Electricidad, con ei impacto
resultó con golpes el señor Ramón Antonio Rodriguez

de 34 anos cte edad.— Tercero: Se condena auemas al
pago de las costas acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes.— Cuarto: Declara al nombrado Napoleón Polan-
co, no culpable de violar los artículos 49 y 123 de la ley
241.— Quinto: En consecuencia se descarga de toda res-
ponsabilidad penal y se declaran ae oficio las costas y de-
clara buena y-válida la constitución en parte civil en cuan-
to a la forma, hecha por Ramón Antonio Rodríguez Santa-
na, por intermedio de su abogado Cesáreo Contreras, en
contra de la Compañía Servicios y Acarreos, C. por A.,
La Unión de Seguros, C. por A., y en consecuencia se con-
dena al pago de una indemnización de RD$350.00 (Tres-
cientos Cincuenta Pesos Oro) como justa reparación de ios
daños materiales sufridos a causa del accidente que la
Compañía Servicios y Acarreos, C. por A., sea condenado
a los intereses legales de la suma acordada y que la sen-.
tencia que intervenga contra Servicios y Acarreos, C. por
A., sea declarada común y oponible a la Compañía Unión
de Seguros, C. por A., en su condición de aseguradora .—
Sexto: Condena a César Rodríguez Santana, al pago de las
costas penales y civiles con distracción de este último, en
provecho del Dr. Cesáreo Contreras, quién afirma haberlas
avanzado en su totalidad;— CUARTO: Se modifica el or-
dinal Sexto de dicha sentencia y en vez del señor César
Augusto Rodríguez, se condena a la Compañía Servicios y
Acarreos, C. por A., y su aseguradora Unión de Seguros,
C. por A., al pago de las costas civiles con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Cesáreo Contreras";

Considerando que los recurrentes proponen en su me-
morial, los siguientes medios de casación: a) Violación del
Art. 141 del Código de Procedimiento Civil, por insufi-
ciencia de motivos y falta de base legal, combinados; b)
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Violación del derecho de defensa en lo que respecta a Sc..-
vicios y Acarreos, C. por A.;

Considerando que el interviniente propone contra el
recurso arriba mencionado un medio de inadmisión o nu•
lidad, alegando que al haber sido notificada la sentencia
impugnada el 23 de febrero de 1971, y el recurso de ca-
sación de que se trata, haber sido declarado el 16 de mar.
zo del mismo año, es decir, 20 días, aproximadamente, des-
pués, fue interpuesto fuera de plazo, y en consecuencia
tardíamente; pero

Considerando, que en cuanto al prevenido, César A.
Rodríguez S. el acto de Alguacil, fechado a 25 de febrero
de 1971, a que alude, el in¿erviniente Ramón Rodriguez,
no revela, que fuese notificado al prevenido, sino
exclusivamente, a la Compañía Aseguradora, "Unión
de Seguros, C. por A." y a la persona civilmente
responsable, "Servicios y Acarreos, C. por A." y ade-
más en el expediente, no hay constancia de que
la sentencia en defecto dictada en su contra, hu-
biese sido notificada a éste en ninguna otra forma; por lu
que hay que admitir, que en lo que a dicho prevenido res-
pecta, el plazo para decldrar su recurso de casación cuan-
do fue interpuesto, no había comenzado a correr, y en con-
secuencia, estaba abierto, por lo que el medio de inadmi-
sión en lo que a dicho prevenido concierne, debe ser deses-
timado;

Considerando que en cambio, en lo que respecta al
recurso de "Servicios y Acarreos, C. por A.", al haberle
sido notificada la sentencia impugnada el 25 de febrero de
1971, por acto del alguacil Rafael A. Chevalier C. y no ha-
biendo ésta declarado su recurso sino el 16 de marzo del
mismo año, como ha sido establecido, siendo la distancia
entre esta Ciudad, donde tiene su domicilio la Compañía
recurrente, y la ciudad de Santiago, donde debía ser decla-
rado el recurso de apelación, de 164 kilómetros, es evi-
dente que entre la notificación de la sentencia y la decla-

ración del recurso, transcurrió como lo alega el intervi-
niente , un plazo mayor del acordado por la ley, que era de
10 días francos, más 1 día por cada 30 kilófetros de dis-
tancia; que en consecuencia dicho recurso, es tardío, por
lo que procede en cuanto a dicha compañía se refiere, aco-
ger el medio de inadmisión propuesto por el interviniente;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, que en cuanto al recurso del prevenido,
dicho recurrente, en el desarrollo de su medio de casa-
ción, se limita en síntesis a alegar, que la sentencia im-
pugnada no contiene una exposición precisa, suficiente y
completa de los hechos, que permita a esta Corte verifi-
car, si la Cámara a-qua ha aplicado correctamente la ley;
que en consecuencia se ha incurrido en la violación dei
Art. 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación y del
Art. 141 del Código de Procedimiento Civil; pero,

Considerando que el Juez a-quo dio por establecidos
mediante la ponderación de los elementos de juicio que
fueron sometidos al debate, los siguientes hechos: "A) Que
el día 3 de noviembre de 1970 el señor Napoleón Polaner.;
transitaba de este a oeste por la calle Hermanas Mirabal
conduciendo una camioneta de la Corporación Dominicana
de Electricidad, acompañado del señor Ramón Rodríguez;
B) A esa misma hora transitaba en el mismo sentido el
nombrado César Rodríguez Santana, conduciendo un ca-
mión cargado de acuerdo a sus propias declaraciones, pro-
piedad de Servicios y Acarreos, C. por A., asegurado con
la Cía. Unión de Seguros, C. por A., mediante Póliza No.
SD-7521; 'Cl Que al llegar a la esquina Benito Monción
había varios vehículos detenidos incluyendo la camioneta
conducida por Napoleón Polanco; D) Que el camión con-
ducido por César Rodríguez S. iba cargado y podía vi-
rarse si frenaba según sus propias declaraciones por lo
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Violación del derecho de defensa en lo que respecta a Se....
vicios y Acarreos, C. por A.;

Considerando que el interviniente propone contra e
recurso arriba mencionado un medio de inadmisión o nu..
lidad, alegando que al haber sido notificada la sentencia
impugnada el 25 de febrero de 1971, y el recurso de ca-
sación de que se trata, haber sido declarado el 16 de mar-
zo del mismo año, es decir, 20 días, aproximadamente, des-
pués, fue interpuesto fuera de plazo, y en consecuencia
tardíamente; pero

Considerando, que en cuanto al prevenido, César A.
Rodríguez S. el acto de Alguacil, fechado a 25 de febrero
de 1971, a que alude, el interviniente Ramón Rodriguez,
no revela, que fuese notificado al prevenido, sino
exclusivamente, a la Compañía Aseguradora, "Unión
de Seguros, C. por A." y a la persona civilmente
responsable, "Servicios y Acarreos, C. por A." y ade-
más en el expediente, no hay constancia de que
la sentencia en defecto dictada en su contra, hu-
biese sido notificada a éste en ninguna otra forma; por lu
que hay que admitir, que en lo que a dicho prevenido res-
pecta, el plazo para decldrar su recurso de casación cuan-
do fue interpuesto, no había comenzado a correr, y en con-
secuencia, estaba abierto, por lo que el medio de inadmi-
sión en lo que a dicho prevenido concierne, debe ser deses-
timado;

Considerando que en cambio, en lo que respecta al
recurso de "Servicios y Acarreos, C. por A.", al haberle
sido notificada la sentencia impugnada el 25 de febrero de
1971, por acto del alguacil Rafael A. Chevalier C. y no ha-
biendo ésta declarado su recurso sino el 16 de marzo del
mismo año, como ha sido establecido, siendo la distancia
entre esta Ciudad, donde tiene su domicilio la Compañía
recurrente, y la ciudad de Santiago, donde debía ser decla-
rado el recurso de apelación, de 164 kilómetros, es evi-
dente que entre la notificación de la sentencia y la decla•

ración del recui su, transcurrió como lo alega el intervi-
niente, un plazo mayor del acordado por la ley, que era de
jes días francos, más 1 día por cada 30 kilófetros de dis-
tancia; que en consecuencia dicho recurso, es tardío, por
lo que procede en cuanto a dicha compañía se refiere, aco-
ger el medio de inadmisión propuesto por el interviniente;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, que en cuanto al recurso del prevenido,
dicho recurrente, en el desarrollo de su medio de casa-
ción, se limita en síntesis a alegar, que la sentencia im-
pugnada no contiene una exposición precisa, suficiente y
completa de los hechos, que permita a esta Corte verifi-
car, si la Cámara a-qua ha aplicado correctamente la ley;
que en consecuencia se ha incurrido en la violación del
Art. 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación y del
Art. 141 del Código de Procedimiento Civil; pero,

•
Considerando que el Juez a-quo dio por establecidos

mediante la ponderación de los elementos de juicio que
fueron sometidos al debate, los siguientes hechos: "A) Que
el día 3 de noviembre de 1970 el señor Napoleón Polanco
transitaba de este a oeste por la calle Hermanas Mirabal
conduciendo una camioneta de la Corporación Dominicana
de Electricidad, acompañado del señor Ramón Rodríguez;
B) A esa misma hora transitaba en el mismo sentido el
nombrado César Rodríguez Santana, conduciendo un ca-
mión cargado de acuerdo a sus propias declaraciones, pro-
piedad de Servicios y Acarreos, C. por A., asegurado con
la Cía. Unión de Seguros, C. por A., mediante Póliza No.
SD-7521; `Cl Que al llegar a la esquina Benito Monción
había varios vehículos detenidos incluyendo la camioneta
conducida por Napoleón Polanco; D) Que el camión con-
ducido por César Rodríguez S. iba cargado y podía vi-
rarse si frenaba según sus propias declaraciones por lo
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que prefirió hacer impacto con la camioneta por detrás;
E) Que a consecuencia del impacto ambos vehículos 	 	 -
taron con desperfectos y el señor Ramón Rodríguez que
iba como ocupante de la camioneta recibió golpes y heri-
das curables antes de 10 días de acuerdo a certificado mé-
dico legal expedido por el Dr. Jaime R. Borrell Pons,
Médico Legista, en fecha 3 de noviembre de 1970; que la
causa determinante generadora del accidente está radica- 1,11
da en la torpeza y la imprudencia del prevenido César Ro-
dríguez Santana al no frenar su vehículo al encontrar va- *
ríos vehículos detenidos como era su deber entre ellos la '''''
camioneta conducida por Napoleón Polanco o sea que el
accidente tuvo lugar por la falta única de César Rodríguez
Santana";

Considerando que contrariamente a lo alegado por ci
prevenido recurrente, los hechos arriba mencionados, da-
dos por establecidos por el Juez a-quo, como se ha dicho,
son suficientes para que esta Suprema Corte pueda ejer-
cer su control, y determine, como lo hace que la ley ha
sido bien aplicada; que además, la sentencia impugnada
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifican
su dispositivo; por lo que el alegato del prevenido carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran el delito de golpes y heridas ocasionados por impru-
dencia, con el manejo de un vehículo de motor, previsto ,'
por el Art. 49 de la Ley 241 de 1967, y sancionado por el ,,j'
mismo artículo párrafo a) con prisión de (6) seis días a :1
(6) seis meses, y multa de $6.00 (seis) pesos, a $180.00
(ciento ochenta pesco) si del accidente resultare al lesio-
nado una enfermedad o imposibilidad de dedicarse a su
trabajo por un tiempo menor de diez días; que por tanto
al condenar al prevenido, después de declararlo cul-
pable, única a $6.00 (Seis Pesos) de multa, sin
acoger circunstancias atenuantes, se le aplicó una pena

inferior a la que determina la ley, pero al no poder sei
aumentada ésta, por su solo recurso, dicho error no puede
dar lugar a que la sentencia impugnada sea casada, por no
haber recurrido el Ministerio Público;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Ramón Rodríguez; Segundo: Rechaza el recurso in-
terpuesto por César A. Rodríguez S., contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, de fecha 3 de febrero de _1971,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Tercero: Declara inadmisible el recurso de ca-
sación interpuesto por Servicios y Acarreos, C. por A.; y
Cuarto: Condena a Servicios y Acarreos, C. por A. y Cé-
sar A. Rodríguez Santana, al pago de las costas civiles,
distrayéndolas en favor de los doctores César A. Contre-
ras y Darío O. Fernández Espinal, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad.

(Firmados) .— Manuel Ramón Ruiz cejada	 Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chu pani.— Francisco El pidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— José A. Paniagua Mateo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que fi guran en su encabezamiento, en laaudiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publ icada por mí. Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fech
10 de diciembre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rafael Antonio Reynoso Fermín, Severino Vásqu
y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente: José Gumercindo Rivas.
Abogado: Dr. Cesáreo Contreras.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la. República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manu
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe •

relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua Mateo, asistidos del

Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 17 de noviembre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Antonio Reynoso Fermín dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chofer, residente en Santiago, en la calle independen-
cia No. 11, cédula personal No. 10252, serie 45; Severino
Vásquez, domiciliado en la ciudad de Santiago, en la casa

No 1 de la calle Independencia; y la Compañía Unión de
IsegUros, C. por A., con su domicilio en la casa No. 48
de la calle San Luis, en Santiago, contra la sentencia de
fecha 10 de diciembre de 1970, dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Darío O. Fernández en representación

del Dr. Cesáreo A. Contreras, cédula No. 8110, serie 8,
abogado del interviniente José Gumercindo Rivas, domini.•
cano, mayor de edad, domiciliado y residente en la sección
La Canela, del municipio de Santiago, portador de la cé-
dula de identificación personal No. 33793, serie 54, en la
lectura de sus conclusiones;
ls*- Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantadas

en la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 11. de diciem-
bre de 1970, a requerimiento del Dr. José Ramia Yapur, a
nombre de los recurrentes, en la cual no se expone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de
1967; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955; 1383 y 1381 del
Código Civil; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido en la ciudad
de Santiago en fecha 19 de julio de 1970, en el cual resultó
una persona lesionada, la Segunda Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, dictó una sentencia cuyo dispositivo figura copiado
más adelante en el del fallo ahora impugnado; b) Que so •
bre los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó la seri-
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1911.
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y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente: José Gumercindo Rivas.
Abogado: Dr. Cesáreo Contreras.
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Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Antonio Reynoso Fermín dominicano, mayor de edad, sol-
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cia No. 11, cédula personal No. 10252, serie 45; Severino
Vásquez, domiciliado en la ciudad de Santiago, en la casa
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Oído al Dr. Darío O. Fernández en representación

del Dr. Cesáreo A. Contreras, cédula No. 8110, serie t,
abogado del interviniente José Gumercindo Rivas, domini•
cano, mayor de edad, domiciliado y residente en la sección
La Canela, del municipio de Santiago, portador de la cé-
dula de identificación personal No. 33793, serie 54, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantadas
en la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 11 de diciem-
bre de 1970, a requerimiento del Dr. José Ramia Yapur, a
nombre de los recurrentes, en la cual no se expone ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
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1967; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955; 1383 y 1381 del
Código Civil; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido en la ciudad
de Santiago en fecha 19 de julio de 1970, en el cual resultó
una persona lesIonada, la Segunda Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, dictó una sentencia cuyo dispositivo figura copiado
más adelante en el del fallo ahora impugnado; b) Que so
bre los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó la sen-

En Nombre de la. República, la Suprema Corte cif:
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia¿
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergél'.
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe.
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua Mateo, asistido3 del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 17 de noviembre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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tencia ahora impugnada en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como buenos y vá-
lidos en la forma, los recursos de apelación interpuestos
por el Dr. Cesáreo Contreras a nombre y representación
de la parte civil constituída José Gumercindo Rivas; pu.
el Dr. José Ramia Yapur a nombre y representación de
Rafael Antonio Reynoso; del dueño del vehículo, señor &-
verino R. Vásquez y de la Unión de Seguros, C. por A .,
contra sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, de fecha 25 de septiembre de 1970, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Debe declarar y declara a
Rafael Antonio Reynoso, de generales que constan, culpa-
ble de volar el artículo 49, letra "C" de la ley 241 Mod.
(golpes involuntarios) en perjuicio de José Gumercindo 	 4110

vas, y en consecuencia lo condena al pago de una multa
de RD$10.00 (Diez Pesos Oro), acogiendo en su favor cir- 44,
cunstancias atenuantes; Segundo: Debe declarar y declara
a José Gumercindo Rivas, de generales anotadas, no cul-
pable del hecho puesto a su cargo (violar el art. 49 ley'
241 Mod.), y, en consecuencia lo descarga por no haberlo
cometido; Tercero: Debe condenar y condena a Rafael An-
tonio Reynoso al pago de las costas penales, declarando és-
tas de oficio en lo que respecta a José Gumercindo Rivas;
Cuarto: Debe declarar y declara regular y válida la cons-
titución en parte civil hecha por José Gumercindo Rivas,
contra Severino R. Vásquez, persona civilmente responsa-
ble; Quinto: Debe condenar y condena a Severino R. Vás-
quez, persona civilmente responsable al pago de una in.
demnización de RD$450.00 (Cuatrocientos Cincuenta Pesos
Oro) en favor de José Gumercindo Rivas, como justa re-
paración por los daños y perjuicios morales y materiales
experimentados por él a consecuencia de los golpes reci-
bidos en el accidente; Sexto: Debe condenar y condena a
Severino R. Vásquez al pago de los intereses legales de
la suma acordada a partir de la demanda a título de in-
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demnización suplementaria; Séptimo: Debe declarar y de-
clara esta sentencia en su aspecto civil y en lo que res-
pecta a Severino R. Vásquez, común y oponible a la Cía.
"Unión de Seguros", C. por A.; Octavo: Debe rechazar y
rechaza en todas sus partes las conclusiones presentadas
por los Dres. Ramia Yapur y Weber en representación de
la Cía . de Seguros "Unión de Seguros", C. por A., y de-
fensa del prevenido Rafael Antonio Reynoso; Noveno: Debe
pronunciar y pronuncia defecto contra la persona civil-
mente responsable puesta en causa; y, Décimo: Debe con-
denar y condena a Severino R. Vásquez y a la Cía. "Unión
de Seguros", C. por A ., al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Cesáreo
Contreras, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada en todos los
aspectos alcanzados por los presentes recursos; TERCE-
RO: Condena al prevenido Rafael Antonio Reynoso Fer-
mín al pago de las costas penales; CUARTO: Condena a la
persona civilmente responsable Severino R. Vásquez y la
Unión de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles
con distracción en provecho del Dr. Cesáreo Contreras,
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente aportados en la instrucción
de la causa, la. Corte a-qua dio por establecido: "a) que en
fecha 19 del mes de julio del año 1970, aproximadamente
a las 9:30 de la mañana, la camioneta marca "Chevrolet",
placa No. 83116, propiedad de Severino R. Vásquez, era
conducida en dirección de Oeste a Este por la calle "Las
Carreras", de esta ciudad de Santiago, por el chofer Ra-
fael Antonio Reynoso; b) que al mismo tiempo era condu-
cida por la Avenida Franco Bidó, la motocicleta marca
"Honda 90", placa No. 30719 en dirección de Sur a Norte,
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tencia ahora impugnada en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como buenos y vá-
lidos en la forma, los recursos de apelación interpuestos
por el Dr. Cesáreo Contreras a nombre y representación
de la parte civil constituída José Gumercindo Rivas; pu.
el Dr. José Ramia Yapur a nombre y representación de
Rafael Antonio Reynoso; del dueño del vehículo, señor Se-
verino R. Vásquez y de la Unión de Seguros, C. per A .,
contra sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, de fecha 23 de septiembre de 1970, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Debe declarar y declara a
Rafael Antonio Reynoso, de generales que constan, culpa-
ble de violar el artículo 49, letra "C" de la ley 241 Mod.
(golpes involuntarios) en perjuicio de José Gumercindo Ri-
vas, y en consecuencia lo condena al pago de una multa
de RD$10.00 (Diez Pesos Oro), acogiendo en su favor cir- 10,
cunstancias atenuantes; Segundo: Debe declarar y declara
a José Gumercindo Rivas, de generales anotadas, no cul-
pable del hecho puesto a su cargo (violar el art. 49 ley
241 Mod.), y, en consecuencia lo descarga por no haberlo
cometido; Tercero: Debe condenar y condena a Rafael An-
tonio Reynoso al pago de las costas penales, declarando és-
tas de oficio en lo que respecta a José Gumercindo Rivas;
Cuarto: Debe declarar y declara regular y válida la cons-
titución en parte civil hecha por José Gumercindo Rivas,
contra Severino R. Vásquez, persona civilmente responsa-
ble; Quinto: Debe condenar y condena a Severino R. Vás-
quez, persona civilmente responsable al pago de una in-
demnización de RD$450.00 (Cuatrocientos Cincuenta Pesos
Oro) en favor de José Gumercindo Rivas, como justa re-
paración por los daños y perjuicios morales y materiales
experimentados por él a consecuencia de los golpes reci-
bidos en el accidente; Sexto: Debe condenar y condena a
Severino R. Vásquez al pago de los intereses legales de
la suma acordada a partir de la demanda a título de in-
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deinnización suplementaria; Séptimo: Debe declarar y de-
clara esta sentencia en su aspecto civil y en lo que res-
pecta a Severino R. Vásquez, común y oponible a la Cía.
«Unión de Seguros", C. por A. ; Octavo: Debe rechazar y
rechaza en todas sus partes las conclusiones presentadas
por los Dres. Ramia Yapur y Weber en representación de
la Cía. de Seguros "Unión de Seguros", C. por A., y de-
fensa del prevenido Rafael Antonio Reynoso; Noveno: Debe
pronunciar y pronuncia defecto contra la persona civil-
mente responsable puesta en causa; y, Décimo: Debe con-
denar y condena a Severino R Vásquez y a la Cía. "Unión
de Seguros", C. por A ., al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Cesáreo
Contreras, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada en todos los
aspectos alcanzados por los presentes recursos; TERCE-
RO: Condena al prevenido Rafael Antonio Reynoso Fer-
mín al pago de las costas penales; CUARTO: Condena a la
persona civilmente responsable Severino R. Vásquez y la
Unión de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles
con distracción en provecho del Dr. Cesáreo Contreras,
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente aportados en la instrucción
de la causa, la Corte a-qua dio por establecido: "a) que en
fecha 19 del mes de julio del año 1970, aproximadamente
a las 9:30 de la mañana, la camioneta marca "Chevrolet",
placa No. 83116, propiedad de Severino R. Vásquez, era
conducida en dirección de Oeste a Este por la calle "Las
Carreras", de esta ciudad de Santiago, por el chofer Ra-
fael Antonio Reynoso; b) que al mismo tiempo era condu-
cida por la Avenida Franco Bidó, la motocicleta marca
"Honda 90", placa No. 30719 en dirección de Sur a Norte,
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por su propietario el señor José Gumercindo Rivas; e) que
al llegar a la esquina formada por la preindicada Aveni-
da y la calle Las Carreras, y mientras el conductor de la
susodicha motocicleta marchaba a velocidad normal por su
derecha por la indicada avenida (vía esta preferencial), la
camioneta (que según se desprende de algunos datos del
expediente transitaba por la calle Las Carreras en direc-
ción Oeste Este) irrumpió a cruzar la vía preferencial ocu-
pada por la referida motocicleta, y en esas circunstancias,
ocurrió el accidente de que se trata; d) que con motivo del
accidente el agraviado José Gumercindo Rivas, ocupante
de la motocicleta, resultó lesionado del siguiente modo: a)
Laceraciones del codo derecho e izquierdo no han curado;
b) traumatismo del pie izquierdo curable después de 30
días y antes de los 45 días "salvo complicaciones posterio-
res"; de acuerdo con el certificado médico legal No. 12d
que obra en el expediente, de fecha 12 de agosto dt..1 año
1970, expedido por el Dr. Pablo Elías Jiménez Castro, mé-
dico legista de Santiago, el cual corresponde a José Gu-
mercindo Rivas"; e) "que la causa generadora del acci-
dente fue la falta exclusiva del prevenido al conducir su
vehículo y no detenerse al cruzar una calle de preferencia
como lo es la susodicha "Avenida Franco Bidó", por la
que transitaba el agraviado, constituyendo su acción una
marcada imprudencia";

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencias, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por
el Art. 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado por
el mismo texto legal en su letra e con la pena de seis meses
a dos años de prisión y con multa de cien a quinientos
pesos, cuando la enfermedad o imposibilidad para el tra-
bajo durare veinte días o más, como ocurrió en la especie;
que, en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente
a diez pesos de multa, después de declararlo culpable y

acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte
ti.-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua apreció
que el delito cometido por el prevenido Reynoso había oca-
sionado a la persona constituida en parte civil, daños y
perjuicios morales y materiales, cuyo monto apreció sobe-
ranament e en $450.00; que, al condenar a Severino R. Vás-
quez, persona puesta en causa como civilmente responsa-
ble, al pago de esa suma, y sus intereses, a título de indem-
nización a favor de dicha parte civil constituida y al hacer
oponible esa condenación a la entidad aseguradora que
también había sido puesta en causa, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del
Código Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955 sobre
seguro obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

En cuanto a los recursos de la persona civilmente

responsable y de la compañía aseguradora.

Considerando que al tenor del Art. 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea inter-
puesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por
la persona civilmente responsable„ el depósito de un me-
morial con la exposición de los hechos en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se
extiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en
causa en virtud de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117,
de 1955, antes citada;

Considerando que ni en el momento de declarar sus
recursos, ni posteriormente por medio de un memorial, y
hasta el día de la audiencia, estos recurrentes han ex-
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por su propietario el señor José Gumercindo Rivas; c) que
al llegar a la esquina formada por la preindicada Aveni-
da y la calle Las Carreras, y mientras el conductor de la
susodicha motocicleta marchaba a velocidad normal por su
derecha por la indicada avenida (vía esta preferencial), la
camioneta (que según se desprende de algunos datos del
expediente transitaba por la calle Las Carreras en direc-
ción Oeste Este) irrumpió a cruzar la vía preferencial ocu-
pada por la referida motocicleta, y en esas circunstancias,
ocurrió el accidente de que se trata; d) que con motivo del
accidente el agraviado José Gumercindo Rivas, ocupante
de la motocicleta, resultó lesionado del siguiente modo: a)
Laceraciones del codo derecho e izquierdo no han curado;
b) traumatismo del pie izquierdo curable después de 30
días y antes de los 45 días "salvo complicaciones posterio-
res"; de acuerdo con el certificado médico legal No. 126
que obra en el expediente, de fecha 12 de agosto 1.,1 año
1970, expedido por el Dr. Pablo Elías Jiménez Castro, mé-
dico legista de Santiago, el cual corresponde a José Gu-
mercindo Rivas"; e) "que la causa generadora del acci-
dente fue la falta exclusiva del prevenido al conducir su
vehículo y no detenerse al cruzar una calle de preferencia
como lo es la susodicha "Avenida Franco Bidó", por la
que transitaba el agraviado, constituyendo su acción una
marcada imprudencia";

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencias, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por
el Art . 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado por
el mismo texto legal en su letra c con la pena de seis meses
a dos años de prisión y con multa de cien a quinientos
pesos, cuando la enfermedad o imposibilidad para el tra-
bajo durare veinte días o más, como ocurrió en la especie;
que, en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente
a diez pesos de multa, después de declararlo culpable y

acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua apreció
que el delito cometido por el prevenido Reynoso había oca-
sionado a la persona constituida en parte civil, daños y
perjuicios morales y materiales, cuyo monto apreció sobe-
ranamente en 5450.00; que, al condenar a Severino R . Vás-
quez, persona puesta en causa como civilmente responsa.
ble, al pago de esa suma, y sus intereses, a título de indem-
nización a favor de dicha parte civil constituida y al hacer
oponible esa condenación a la entidad aseguradora que
también había sido puesta en causa, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del
Código Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955 sobre
seguro obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

En cuanto a los recursos de la persona civilmente
responsable y de la compañía aseguradora

Considerando que al tenor del Art. 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea inter-
puesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por
la persona civilmente responsable„ el depósito de un me-
morial con la exposición de los hechos en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se
extiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en
causa en virtud de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117,
de 1955, antes citada;

Considerando que ni en el momento de declarar sus
recursos, ni posteriormente por medio de un memorial, y
hasta el día de la audiencia, estos recurrentes han ex-
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puesto los fundamentos de sus recursos; que, por santo,
estos resultan nulos al tenor del Art. 37 antes citado,

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien_
te a José Gumercindo Rivas; Segundo: Rechaza el recurso
de casación del prevenido Rafael A. Reynoso Fermín, con-
tra la sentencia de fecha 10 de diciembre de 1970, dictada
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción  de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te	

r. anterior del presente fallo; y lo condena al pago de las
costas penales; y Tercero: Declara nulos los recursos de 1
Severino R. Vásquez, persona civilmente responsable y de
la Compañía "Unión de Seguros, C. por A.", y los condena
al pago de las costas civiles, con distracción en favor del
Dr. Cesáreo A. Contreras, abogado del interviniente, quien'
afirma estarlas avanzando en su totalidad.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente. — Manuel A. Amiama .—
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—'
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al- '
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A.
Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada poi los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la i,
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 1

. que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
-lb

SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 15 de marzo de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Domingo Roa y el Ingenio Barahona.
Abogados: Dr. Bienvenido Vélez Toribio (abogado del Ingenio), y

Dr. Juan Esteban Olivero (abogado de Roa.

Inter% iniente: Ramón Guarionex Pérez Polanco.
Abogado: Dr. Bienvenido Vélez Toribio.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corta de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elp dio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 17 de noviembre del año 1971, años 128' de la
Independencia y 109' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Do-
mingo Roa, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor,
domiciliado en Tamayo cédula No. 941, serie 76, en su
condición de parte civil constituída, y el Ingenio Baraho-
na, organismo estatal autónomo. domiciliado en Barahona,



puesto los fundamentos de sus recursos; que, por tanto,
estos resultan nulos al tenor del Art. 37 antes citado,

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a José Gumercindo Rivas; Segundo: Rechaza el recurso
de casación del prevenido Rafael A. Reynoso Fermín, con
tra la sentencia de fecha 10 de diciembre de 1970, dictada
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; y lo condena al pago de las
costas penales; y Tercero: Declara nulos los recursos de
Severino R. Vásquez, persona civilmente responsable y de
la Compañía "Unión de Seguros, C. por A.", y los condena 1,
al pago de las costas civiles, con distracción en favor del
Dr. Cesáreo A. Contreras, abogado del interviniente, quien
afirma estarlas avanzando en su totalidad.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.--
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.-9:
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A.
Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario . General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

sE:NTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 15 de marzo de 1971.

materia: Correccional.

Recurrentes: Domingo Roa y el Ingenio Barahona.
Abogados: Dr. Bienvenido Vélez Toribio (abogado del Ingenio i, y

Dr. Juan Esteban Olivero (abogado de Roa.

Interviniente: Ramón Guarionex Pérez Polanco.
Abogado: Dr. Bienvenido Vélez Toribio.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corto de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez.
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 17 de noviembre del año 1971, años 128' de la
Independencia y 109' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Do-
mingo Roa, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor,
domiciliado en Tamayo cédula No. 941, serie 76, en su
condición de parte civil constituida, y el Ingenio Barahc-
na, organismo estatal autónomo. domiciliado en Barahona,
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contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio.
naces, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fe_
cha 15 de marzo de 1971, cuyo dispositivo se transcribe
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido al Dr. Juan Esteban Olivero, cédula No. 3738,

serie 20, abogado de Domingo Roa, parte civil constituida,
en la lectura de sus conclusiones;

()Ido al Dr. Bienvenido Vélez Toribio cédula No. V
24291, serie 31, abogado del Ingenio Barahona y del in- :-'
terviniente Ramón Guarionex Pérez Polanco, dominicano
mayor de edad, casado, empleado privado, domiciliado y
residente en el Batey Principal del Ingenio Consuelo, mu-
nicipio y provincia de San Pedro de Macorís, cédula No.'
8947, serie 55, en la lectura de sus concusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General:-
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, en fecha 23 de marzo de 1971, a reque- ,
rimiento del Dr. Bienvenido Vélez Toribio, a nombre del
Ingenio Barahona, y en la cual no se indica ningún medio
determinado de casación;

Vista el acta del recurso levantada en la misma Se-
cretaría, en fecha 26 de marzo de 1971, a requerimiento --,
del Dr. Juan Esteban Olivero Feliz, a nombre de Domin-
go Roa, parte civil constituída, y en la cual tampoco se
indica medio alguno de casación;

Visto el escrito de conclusiones del Ingenio Barahona,
firmado por su abogado y depositado en la Secretaría de
la Suprema Corte de Justicia el día 20 de septiembre de -7-'7
1971, escrito en el cual no -se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 	 ÁLL

lir

Visto el memorial de casación de Domingo Roa, sus-
crito por su abogado, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el día 20 de septiembre de 1971.

y en el cual se invocan los medios que luego se indican;
Visto el escrito de conclusiones del interviniente Ra-

món Guarionex Pérez Polanco, prevenido descargado, fir-
mado por su abogado Dr. Bienvenido Vélez Toribio, de-
positado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia
el día 20 de septiembre de 1971;

Visto el escrito de ampliación del Ingenio Barahona,
firmado por su abogado, depositado en la Secretaría de la -
Suprema Corte de Justicia el día 22 de septiembre de 1971;

Visto el escrito de ampliación del interviniente,
mado por los Doctores Bienvenido Mejía Acevedo y Bien-
venido Vélez Toribio, y depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia el día 22 de septiembre de 1971,

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos citados por los recurrentes en
sus memoriales; y 1, 37, 42, 62 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una querella presentada por Domingo
Roa contra Ramón Guarionex Pérez Polanco, entonces Jefe
de Guarda Campestres del Ingenio Barahona, por devas-
tación de cosechas, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, apoderado de la causa
por declinatoria ordenada por esta Suprema Corte de Jus-
ticia, dictó en fecha 25 de noviembre de 1969, en uso de
sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; b) que contra dicha senten-
cia recurrieron en alzada, tanto el prevenido Pérez Polan-
co, como el Ingenio Barahona, dictando con dicho motivo
la Corte de Apelación de San Cristóbal, el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Se declaran regulares y válidos los recursos
de apelación intentados por el prevenido Ramón Guario-
nex Pérez Polanco y por el Ingenio Barahona, contra la
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contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio.
naces, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fe..
cha 15 de marzo de 1971, cuyo dispositivo se transcribe
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido al Dr. Juan Esteban Olivero, cédula No. 3738,
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determinado de casación;

Vista el acta del recurso levantada en la misma Se-
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del Dr. Juan Esteban Olivero Féliz, a nombre de Domin-
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indica medio alguno de casación;
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Visto el memorial de casación de Domingo Roa, sus-
crito por su abogado, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el día 20 de septiembre de 1971,
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Visto el escrito de conclusiones del interviniente Ra-

món Guarionex , Pérez Polanco, prevenido descargado, fir-
mado por su abogado Dr. Bienvenido Vélez Toribio, de-
positado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia
el día 20 de septiembre de 1971;

Visto el escrito de ampliación del Ingenio Barahona,
firmado por su abogado, depositado en la Secretaría de la -
Suprema Corte de Justicia el día 22 de septiembre de 1971;

Visto el escrito de ampliación del interviniente,
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SuprLmna Corte de Justicia el día 22 de septiembre de 1971,

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos citados por los recurrentes en
sus memoriales; y 1, 37, 42, 62 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una querella presentada por Domingo
Roa contra Ramón Guarionex Pérez Polanco, entonces Jefe
de Guarda Campestres del Ingenio Barahona, por &vas-
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sitivo se copia más adelante; b) que contra dicha senten-
cia recurrieron en alzada, tanto el prevenido Pérez Polan-
co, como el Ingenio Barahona, dictando con dicho motivo
la Corte de Apelación de San Cristóbal, el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Se declaran regulares y válidos los recursos
de apelación intentados por el prevenido Ramón Guario-
nex Pérez Polanco y por el Ingenio Barahona, contra la
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sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia deliti,
Distino Juuicial ue San Crisioual, en recría 25 aei mes de
noviembre ael ano 19(39, cuyo dispositivo dice así: "Fama:
Primero: Se declara buena y váliaa la constitución en parte
civil hecha por el nombrado Domingo 1-toa, contra er
genio Barahona como persona civilmente responsable de:
delito cometido por su empieado Guarionex Perez Polancu,
por organo cte su aoogaao Doctor Juan Esteban Oliver()
Félix, por ser justa y reposar en prueba legal; Segtunun
Se declara al nombrado Guarionex Pérez Polanco, culpable
de violación al' artículo 444 del Código Penal (Devastacióniit
de cosecha) y en consecuencia se le condena a Treinta Pe,.
sos Oro (ltD$30.00) de murta, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; Tercero: Se condena al Ingenio Ba-
rahona persona civilmente responsable a pagar una indem
nización a Domingo Roa, de Quince Mil Pesos Oro (R
815,000.00) por los daños morales y materiales sufridos
por él, por el hecho material de la devastación de su plan-
tío cometido por el señor Guarionex Pérez Polanco por or-
den del Central Barahona; Cuarto: Se condena al señoil
Guarionex Pérez Polanco al pago de las costas penales y al 2.
Central Barahona al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Juan Olivero
Feliz, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";
por haberlos interpuestos en tiempo hábil y de acuerdo con
las formalidades legales; SEGUNDO: Revoca en cuanto a
la pena impuesta, la sentencia apelada, y, la Corte, obran-
do por propia autoridad, descarga al inculpado Ramón
Guarionex Pérez Polanco, del hecho puesto a su cargo, por
insuficiencia de pruebas; TERCERO: Se declaran las cos
tas penales de oficio; CUARTO: Se declara al Ingenio Ba-
rahona responsable civilmente del hecho puesto a cargo del
nombrado Ramón Guarionex Pérez Polanco, y, en conse-
cuencia, modifica la sentencia recurrida en cuanto a la in-
demnización acordada, y, la Corte, obrando por propia au-
toridad, fija en la cantidad de Quinientos Pesos Oro (RD-
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500 . 00), la indemnización que deberá pagar dicho Inge-
nio Barahona, al señor Domingo Roa, parte civil constituí-
da, por los daños morales y materiales sufridos por éste;
QUINTO: Se compensan las costas civiles, de manera pura
y simple, entre las partes en causa, por haber sucumbido
ambas en algunos puntos de sus conclusiones";

Considerando que en apoyo de su recurso, la parte ci-
vilmente constituida invoca los siguientes medios: Desna-
turalización de los hechos de la causa; violación de los ar-
tículos 1382 del Código Civil y 131 del Código de Proce-
dimiento Civil;

Considerando que a su vez, el Ingenio Barahona, par-
te puesta en causa como civilmente responsable, ha invo-
cado los medios que siguen, en apoyo de su recurso: Primer
Medio: Falta de base legal.— Violación a los principios
que rigen el cuasi-delito.— Contradicción de motivos; Se-
gundo Medio: Falta de Motivos.— Violación al artículo
151 de la Ley No. 1542, del año 1947, de Registro de Tie-
rras; Tercer Medio: Falta de motivos, al no responder a
pedimentos formales hechos en las conclusiones; Cuarto
Medio: Falta de Base Legal; Quinto Medio; Desconocimien-
to total de los principios que rigen el derecho de la Pro-
piedad Inmobiliar;

En cuanto al recurso de la parte civilmente
responsable

Considerando que según el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, cuando el recurso de la per-
sona puesta en causa como civilmente responsable no fue-
re motivado en el acta misma de su declaración, lo podra
ser mediante escrito depositado en la Secretaría del tribu-
nal en que se declaró, en un plazo de diez días; o, poste-
riormente, por ante la Suprema Corte de Justicia, y, por
tanto, cuando menos al día de la audiencia;
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sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
'Istmo Juuicial ue San Cristobal, en recna 25 del mes de
noviembre del ano 19b9, cuyo dispositivo dice asi: "Fama:
Primero: Se aecrara buena y valida la constitucion en parte
civil hecha por el nombrado Domingo Roa, contra el In-
genio baranona como persona civilmente responsable del
delito cometido por su empieado Guarionex Perez Polanco,
por ox gano ae su abogado Doctor Juan Esteban Olivero
Félix, por ser justa y reposar en prueba legal; Segundo:
Se declara al nombrado Guarionex rérez Polanco, culpable,
de violación al articulo 444 del Código Penal (Devastación
de cosecha) y en consecuencia se le condena a Treinta Pe-
sos Oro (RD$30.00) de murta, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; Tercero: Se condena al Ingenio Bá .:.,
rahona persona civilmente responsable a pagar una indem

3
nizáción a Domingo Roa, de Quince Mil Pesos Oro (RD-
S15,000 .00) por los daños morales y materiales sufridos
por él, por el hecho material de la devastación de su plan-
tío cometido por el señor Guarionex Pérez Polanco por or-
den del Central Barahona; Cuarto: Se condena at señor
Guarionex Pérez Polanco al pago de las costas penales y al
Central Barahona al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Juan Olivero
Feliz, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";
por haberlos interpuestos en tiempo hábil y de acuerdo con
las formalidades legales; SEGUNDO: Revoca en cuanto a
la pena impuesta, la sentencia apelada, y, la Corte, obran-
do 'por propia autoridad, descarga al inculpado Ramón
Guarionex Pérez Polanco, del hecho puesto a su cargo, por
insuficiencia de pruebas; TERCERO: Se declaran las cos-
tas penales de oficio; CUARTO: Se declara al Ingenio Ba-
rahona responsable civilmente del hecho puesto a cargo del
nombrado Ramón Guarionex Pérez Polanco, y, en conse-
cuencia, modifica la sentencia recurrida en cuanto a la in-
demnización acordada, y, la Corte, obrando por propia au-
toridad, fija en la cantidad de Quinientos Pesos Oro (RD-

1500 . 0, la indemnización que deberá pagar dicho Inge-
nio Barahona, al señor Domingo Roa, parte civil constituí-
da, por los daños morales y materiales sufridos por éste;
QUINTO: Se compensan las costas civiles, de manera pura
y simple, entre las partes en causa, por haber sucumbido
ambas en algunos puntos de sus conclusiones";

Considerando que en apoyo de su recurso, la parte ci-
vilmente constituida invoca los siguientes medios: Desna-
turalización de los hechos de la causa; violación de los ar-
tículos 1,382 del Código Civil y 131 del Código de Proce-
dimiento Civil;

Considerando que a su vez, el Ingenio Barahona, par-
te puesta en causa como civilmente responsable, ha invo-
cado los medios que siguen, en apoyo de su recurso: Primer
Medio: Falta de base legal.— Violación a los principios
que rigen el cuasi-delito.— Contradicción de motivos; Se-
gundo Medio: Falta de Motivos.— Violación al artículo
151 de la Ley No. 1542, del año 1947, de Registro de Tie-
rras; Tercer Medio: Falta de motivos, al no responder a
pedimentos formales hechos en las conclusiones; Cuarto
Medio: Falta de Base Legal; Quinto Medio; Desconocimien-
to total de los principios que rigen el derecho de la Pro-
piedad Inmobiliar;

En cuanto al recurso de la parte civilmente
responsable

Considerando que según el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, cuando el recurso de la per-
sona puesta en causa como civilmente responsable no fue-
re motivado en el acta misma de su declaración, lo podra
ser mediante escrito depositado en la Secretaría del tribu-
nal en que se declaró, en un plazo de diez días; o, poste-
riormente, por ante la Suprema Corte de Justicia, y, por
tanto, cuando menos al día de la audiencia;
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Considerando que el examen del expediente reveln
que la persona puesta en causa como civilmente respons:
bie, declaró su recurso, sin motivarlo, el 23 de marzo ci
1911, limitándose el cija de la audiencia, efectuada el 20
de septiembre del presente año, a leer sus conclusiones;
que no fue sino posteriormente, o sea el 22 del mes indi-
cado, que sometió el escrito motivado exigido por la Ley,
a pena de nulidad; que si ciertamente el artículo 42 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, autoriza a los abo-
gados de las partes, en los tres días subsiguientes a la au_
diencia a presentar en Secretaría en los casos penales,,
"aclaraciones o memoriales tendientes a justificar sus pre-
tensiones", tal disposición no tiene más alcance que el de
facultar a las partes interesadas, a ampliar sus propios
memoriales o escritos conforme a su mejor interés, pon
no a presentar los medios de su recurso ni nuevas conclu-
siones; que, por lo tanto, el recurso de la parte puesta ene,
causa como civilmente responsable, el Ingenio Barahona,'
debe ser declarado nulo;

En cuanto al recurso de la parte civil

Considerando que en el desenvolvimiento de los me--.
dios de su memorial, a cuyo examen se procede conjunta,

-mente, la parte civil alega, en síntesis: a) que la Corte
a-qua, al juzgar insuficientes las pruebas aportadas para
mantener la sentencia de primer grado, no ponderó en
toda su magnitud y alcance, las declaraciones del preve
nido, quien pura y simplemente confesó los hechos, así;
como tampoco ponderó las declaraciones de todos los tes-
tigos, quienes, en una u otra forma, afirmaron la comisión
del delito puesto a cargo del prevenido; b) que también la
Corte a-qua declaró, indebidamente, una compensación de
costas entre las partes, sobre la base de una supuesta su-.
cumbencia de la recurrente, sobre un medio de inadmisión
-n'opuesto .por el Ministerio Público, y con respecto al cual
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la exponente no concluyó específicamente, sino que se re-
mitió al mejor criterio de la Corte a-qua, en el caso; y e)
que la Corte a-qua, en el aspecto civil, tampoco ponderó
en su debido alcance los daños materiales sufridos por el
reetu-rente, consistentes en las roturas de cercas y alam-
bradas, destrucción de más de 3,000 cepas de plátanos, en
proceso de crecimiento, ni tampoco los daños morales su-
fridos por el recurrente con el delito consumado en su
perjuicio; pero,

Considerando en cuanto al aspecto a), que no habien-
do recurso del Ministerio Público, la situación del preve-
nido descargado no puede ser modificada, al haber adqui-
rido ya lo decidido con respecto a él, en el aspecto penal,
la autoridad de la cosa juzgada, efecto que no puede deri-
varse únicamente del recurso de la parte civil; que en
cuanto a lo invocado en el punto b), el examen del fallo
impugnado revela que la recurrente, en contradicción a
lo por ella alegado, sí concluyó proponiendo, ante la Cor-
te a-qua, la inadmisión de los recursos del prevenido y de
la parte puesta en causa como civilmente responsable, por
lo cual su alegato al respecto carece de fundamento;

11101-._	 Considerando por último, e ncuanto al aspecto e), que
la Corte a-qua dio por establecido los siguientes hechos:
que Domingo Roa, con la autorización de la Junta Pro-
tectora de la Agricultura, de Tamayo, "y con la tolerancia
y asentimiento del Ingenio", tenía sembrada de plátanos,
una extensión de terrenos en la parcela No. 273, D. C.
No. 14/Sta. parte, hacía unos cinco años; que de una por-
ción de dicha extensión, calculada en 30 tareas, le fue
extraída violentamente del suelo a Roa, una cantidad de
cepas ya sembradas, por una cuadrilla de trabajadores,
organizada y dirigida por el Jefe de Guarda Campestre,
Ramón Guarionex Pérez Polanco, obedeciendo instruccio-
nes del Administrador del Ingenio;
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Considerando que el examen del expediente revela
que la persona puesta en causa como civilmente responsa_
bie, declaró su recurso, sin motivarlo, el 23 de marzo de
1911, limitándose el día de la audiencia, efectuada el 20
de septiembre del presente año, a leer sus conclusiones;
que no fue sino posteriormente, o sea el 22 del mes ind$1.
cado, que sometió el escrito motivado exigido por la Ley,
a pena de nulidad; que si ciertamente el artículo 42 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, autoriza a los abo-
gados de las partes, en los tres días subsiguientes a la au
diencia a presentar en Secretaría en los casos penalesí,
"aclaraciones o memoriales tendientes a justificar sus pre-;
tensiones", tal disposición no tiene más alcance que el del:
facultar a las partes interesadas, a ampliar sus propiuje
memoriales o escritos conforme a su mejor interés, perd-.
no a presentar los medios de su recurso ni nuevas conclu-_:'
siones; que, por lo tanto, el recurso de la parte puesta en
causa como civilmente responsable, el Ingenio Barahona,„
debe ser declarado nulo;

En cuanto al recurso de la parte civil

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios de su memorial, a cuyo examen se procede conjunta-.
mente, la parte civil alega, en síntesis: a) que la Corta
a-qua, al juzgar insuficientes las pruebas aportadas para
mantener la sentencia de primer grado, no ponderó en
toda su magnitud y alcance, las declaraciones del preve-
nido, quien pura y simplemente confesó los hechos, así
como tampoco ponderó las declaraciones de todos los tes-
tigos, quienes, en una u otra forma, afirmaron la comisión
del delito puesto a cargo del prevenido; b) que también la
Corte a-qua declaró, indebidamente, una compensación de
costas entre las partes, sobre la base de una supuesta sti-
cumbencia de la recurrente, sobre un medio de inadmisión
propuesto por el Ministerio Público, y con respecto al cual
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la exponente no concluyó específicamente, sino que se re-
mitió al mejor criterio de la Corte a-qua, en el caso; y e)
que la Corte a-qua, en el aspecto civil, tampoco ponderó
en su debido alcance los daños materiales sufridos por el
recurrente, consistentes en las roturas de cercas y alam-
bradas, destrucción de más de 3,000 cepas de plátanos, en
proceso de crecimiento, ni tampoco los daños morales su-
fridos por el recurrente con el delito consumado en su
perjuicio; pero,

Considerando en cuanto al aspecto a), que no habien-
do recurso del Ministerio Público, la situación del preve-
nido descargado no puede ser modificada, al haber adqui-
rido ya lo decidido con respecto a él, en el aspecto penal,
la autoridad de la cosa juzgada, efecto que no puede deri-
varse únicamente del recurso de la parte civil; que en
cuanto a lo invocado en el punto b), el examen del fallo
impugnado revela que la recurrente, en contradicción a
lo por ella alegado, sí concluyó proponiendo, ante la Cor-
te a-qua, la inadmisión de los recursos del prevenido y de
la parte puesta en causa como civilmente responsable, por
lo cual su alegato al respecto carece de fundamento;

Considerando por último, e ncuanto al aspecto e), que
la Corte a-qua dio por establecido los siguientes hechos:
que Domingo Roa, con la autorización de la Junta Pro-
tectora de la Agricultura, de Tamayo, "y con la tolerancia
y asentimiento del Ingenio", tenía sembrada de plátanos,
una extensión de terrenos en la parcela No. 273, D. C.
No. 14/5ta. parte, hacía unos cinco años; que de una por-
ción de dicha extensión, calculada en 30 tareas, le fue
extraída violentamente del suelo a Roa, una cantidad de
cepas ya sembradas, por una cuadrilla de trabajadores,
organizada y dirigida por el Jefe de Guarda Campestre,
Ramón Guarionex Pérez Polanco, obedeciendo instruccio-
nes del Administrador del Ingenio;
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Considerando que como resulta de la anterior com.
probación, la Corte a-qua solamente ha retenido como he-
cho dañoso en perjuicio de Roa, la extracción violenta de
las cepas de plátanos sembradas por él, en un área de 30
tareas, sin especificarse que estaban en proceso de des-
arrollo, y que fuera destruida la cerca de alambres de púas
que protegía las siembras, como lo alega el recurrente
Roa; que en esas condiciones la Corte a-qua, dentro del
poder soberano de apreciación que en principio le es reto- .
nocido a los jueces del fondo en la estimación del daño y
la fijación de la indemnización acordada por el mismo,
estaba en aptitud de conceder a la parte civil constituída,
como toda indemnización, la suma de RD$500.00, a que
fue condenado el Ingenio Barahona; suma que abarca los
daños morales experimentados por Roa, según se consigna
en la parte final del dispositivo del fallo impugnado, y
que esta Suprema Corte de Justicia considera que no es ei
irrazonabl e; que por lo tanto este alegato debe también
ser desestimado;

En cuanto a la intervención del prevenido

Considerando que al tenor de lo prescrito por el ar-
tículo 62 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, en
materia penal solo pueden intervenir la parte civil o la
persona civilmente responsable cuando tuvieren interés, y
hubieren figurado en la sentencia que es objeto del re-
curso; que como se infiere del texto legal anterior, el pre-
venido Pérez carece de las calidades que condicionan la
facultad de intervenir en materia represiva; que de con-
siguiente su •intervención es inadmisible;

Considerando que como las partes recurrentes han su-
cumbido respectivamente en sus recursos, procede la com-
pensación de las costas;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible la
intervención de Guarionex Pérez Polanco; Segundo: Re-
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chaza los recursos de casación interpuestos por el Ingenio
Barahona, en su condición de persona puesta en causa co-
rno civilmente responsable, y por Domingo Roa, parte ci-
vil constituída, contra la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, en atribuciones correccio-
nales, en fecha 15 de marzo de 1971, cuyo dispositivo se
ha transcrito en parte anterior del presente fallo; Tercero:
Compensa las costas entre los recurrentes y los recurridos.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D.
Bergés Chupani .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

y
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Considerando que como resulta de la anterior com.
probación, la Corte a-qua solamente ha retenido como he-
cho dañoso en perjuicio de Roa, la extracción violenta de
las cepas de plátanos sembradas por él, en un área de 30
tareas, sin especificarse que estaban en proceso de des-
arrollo, y que fuera destruida la cerca de alambres de púas
que protegía las siembras, como lo alega el recurrente
Roa; que en esas condiciones la Corte a-qua, dentro del
poder soberano de apreciación que en principio le es reco-
nocido a los jueces del fondo en la estimación del daño y
la fijación de la indemnización acordada por el mismo,
estaba en aptitud de conceder a la parte civil constituida.
como toda indemnización, la suma de RD$500.00, a que
fue condenado el Ingenio Barahona; suma que abarca los
daños morales experimentados por Roa, según se consigna
en la parte final del dispositivo del fallo impugnado, y
que esta Suprema Corte de Justicia considera que no es
irrazonabl e; que por lo tanto este alegato debe también
ser desestimado;

En cuanto a la intervención del prevenido

Considerando que al tenor de lo prescrito por el ar-
tículo 62 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, en
materia penal solo pueden intervenir la parte civil o la
persona civilmente responsable cuando tuvieren interés, y
hubieren figurado en la sentencia que es objeto del re-
curso; que como se infiere del texto legal anterior, el pre-
venido Pérez carece de las calidades que condicionan la
facultad de intervenir en materia represiva; que de con-
siguiente su intervención es inadmisible;

Considerando que como las partes recurrentes han su-
cumbido respectivamente en sus recursos, procede la com-
pensación de las costas;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible la
intervención de Guarionex Pérez Polanco; Segundo: Re-

chaza los recursos de casación interpuestos por el Ingenio
Barahona, en su condición de persona puesta en causa co-
rno civilmente responsable, y por Domingo Roa, parte ci-
vil constituida, contra la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, en atribuciones correccio-
nales, en fecha 15 de marzo de 1971, cuyo dispositivo se
ha transcrito en parte anterior del presente fallo; Tercero:
Compensa las costas entre los recurrentes y los recurridos.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada .-- F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D.
Bergés Chupani .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de recta
3 de noviembre de 1970.

Materia: Correccional:

Recurrentes: Manuel Ramón Abréu Abréu y la Compañía de Se-411
guros Pepín", S. A.

Abogados: Dr. Luciano Ambiorix Díaz y Gregorio de Jesús Ba-
tista Gil.

Interviniente: Félix López.
Abogados: Dr. F. A. García Tineo y Lic. Ramón B. García G.

110142.t,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. AMi2-

ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo
Rojo Carbucefá y José A. Paniagua Mateo, asistidos del

Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 19 del mes de noviembre de 1971, años
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
nuel Ramón Abreu Abreu, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, chofer, domiciliado y residente en la ciudad de
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vega, cédula No. 7481, serie 50, y la Compañía de Segu-
ros "Seguros Pepín, S. A.", Compañía comercial es:abie-
cida de acuerdo con las Leyes de la República, con su do-
micilio social en la ciudad de Santo Domingo, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, dictada en
atribuciones correccionales, de fecha 3 de noviembre ue
1970, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a los Dres. Héctor Valentín Torres y Félix A.

arito Mata, en representación de los Dres. L. Ambiorix
Díaz Estrella, cédula No. 36990, serie 31 y Gregorio de
Jesús Batista Gil, cédula No. 29612, serie 47, abogados de
los recurrentes en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. F. A. García Tineo, cédula No. 22072,
serie 37, y al Lic. Ramón B. García G., cédula No. 976,
serie 47, abogados del Interviniente Félix López, cédula
No. 35263, serle 47, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secreta-
ria de la Corte a-qua, el día 3 de noviembre de 1970, a
requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, en
representación del Dr. Luciano Ambiorix Díaz E., a nom-
bre y en representación a su vez de Manuel Ramón Abreu
y Abreu y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., acta
seanlóancual no se invoca ningún medio determinado de ca-

ciVl se invocan los medios que se indicarán más ade-

Visto el memorial de casación de fecha 8 de octubrelante
de 1971 suscrito por los abogados de los recurrentes, en
el cual 

Visto el escrito de defensa de fecha 8 de octubre de
1971, suscrito por los abogados del interviniente;
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de techa
3 de noviembre de 1970.

Materia: Correccional:

Recurrentes: Manuel Ramón Abréu Abréu y la Compañia de
guros Pepín", S. A.

Abogados: Dr. Luciano Ambiorix Díaz y Gregorio de Jesús Ba-

tista Gil.

110;
Interviniente: Félix López.
Abogados: Dr. F. A. García Tineo y Lic. Ramón B. García G.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia:"
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpid:o Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia y José A. Paniagua Mateo, asistidos del_:
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis'zrito
Nacional, hoy día 19 del mes de noviembre de 1971, arios
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta:"
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente.
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
nuel Ramón Abreu Abreu, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, chofer, domiciliado y residente en la ciudad de La

vega, cédula No. 7481, serie 50, y la Compañía de Segu-
ros "Seguros Pepín, S. A.", Compañía comercial esabie-
cida de acuerdo con las Leyes de la República, con su do-
micilio social en la ciudad de Santo Domingo, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, dictada en
atribuciones correccionales, de fecha 3 de noviembre de
1970, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a los Dres. Héctor Valentín Torres y Félix A.

grito Mata, en representación de los Dres. L. Ambiorix
Díaz Estrella, cédula No. 36990, serie 31 y Gregorio de
Jesús Batista Gil, cédula No. 29612, serie 47, abogados de
los recurrentes en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. F. A. García Tineo, cédula No. 22072,
serie 37, y al Lic. Ramón B. García G., cédula No. 976,
serie 47, abogados del Interviniente Félix López, cédula
No. 35263, serie 47, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, el día 3 de noviembre de 1970, a
requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, en
representación del Dr. Luciano Ambiorix Díaz E., a nom-
bre y en representación a su vez de Manuel Ramón Abreu
y Abreu y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., acta
seanlóancual no se invoca ningún medio determinado de ca-ci

Visto el memorial de casación de fecha 8 de octubre
de 1971 suscrito por los abogados de los recurrentes, en
leanl cual se invocan los medios que se indicarán más ade-

'
Visto el escrito de defensa de fecha 8 de octubre de

1971, suscrito por los abogados del interviniente;



La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los artículos 49 y siguientes de la Ley No.!
241 del 1967, sobre Tránsito de Vehículos de Motor; 1383
y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la ley 4117 de 1955, y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y el.
los documentos a que ella se refiere consta: a) Que con
motivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 12
de septiembre de 1967, en el lugar denominado cruce de
los rieles en la carretera que conduce de La Vega a Villa
Tapia, entre el camión de volteo placa No. 76958, condu-
cido por su propietario Ramón Abreu Abreu y el camión
placa No. 81380, conducido por Fermín Rafael Moscoso
Morel, resultó muerta la niña Ana Pastora López y con
lesiones el menor Miguel López; b) Que apoderado del ca-
so la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, fue decidido por
su sentencia de fecha 18 de julio de 1969, cuyo dispositivo
se encuentra inserto en el de la ahora impugnada; c) Que
sobre las apelaciones interpuestas, la Corte a-qua dictó la
sentencia impugnada cuyo dispositivo dice textualmente
así: "FALLA: PRLMERO: Declara regulares y válidos, en
la forma, los recursos de apelación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador General de esta Corte, Dr. Mario José
Mariot Ero, por el co-prevenido Manuel Ramón Abreu
Abreu, por la Cía. de Seguros "Pepín, S. A." y por la: 1,
parte civil constituida Félix López, en contra de la senten-
cia correccional Núm. 704, de fecha 18 de julio de 1969,
de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-,t,
tancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo dispositivó"
es el siguiente: "Falla: Primero: Se acoge como buena y
válida la constitución en parte civil intentada por Félix
López en contra de Manuel Ramón Abreu y Abreu, Pablo
Burgos Sánchez, Germán Rafael Moscoso Morel, al través
del Dr. Francisco García Tineo y del Lic. Ramón G. por

.-n

ser regular en la forma.— Segundo: Se declara culpable
al nombrado Manuel Ramón Abreu y Abreu de violar las
disposiciones de la Ley 241 en perjuicio de la que en vida
se llamó Ana Pastora López y de Miguel López y en con-
secuencia se le condena al pago de una multa de RD$50.00
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes.— Ter-
cero: Se descarga a Germán Rafael Moscoso Morel del he-
cho por no haber violado las disposiciones de la Ley 241.
Cuarto: Se declaran las costas de Oficio a Germán Rafael
1\foscoso Morel. Quinto: Se condena a Manuel Ramón Abreu
v Abreu al pago de una indemnización de RD$3,000.00,
'al pago de una indemnización de RD$200.00 en favor de
Félix López como justa reparación por los daños que le
causara por la muerte de Ana Pastora López y los golpes
ocasionados a Miguel López. Sexto: Se condena a Manuel
Ramón Abreu y Abreu al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Francisco
García Tineo, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; Séptimo: Se condena a Manuel Ramón Abreu
y Abreu al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Lic. Ramón B. García G., quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. Octavo: Se
rechaza la parte civil intentada por Félix López en contra
de Germán Rafael Moscoso Morel y Pablo Burgos Sánchez
por improcedente y mal fundada . Noveno: Se condena a
Manuel Ramón Abreu y Abreu al pago de las costas pena-
les; Décimo: La presente sentencia es cómún y oponible a
la Compañía de Seguros Seguros Pepín, S. A ., por haber
sido hechos de conformidad a la Ley; SEGUNDO: Confir-
ma los Ordinales Primero, Segundo, Tercero, Quinto, Oc-
tavo y Déc'mo de la sentencia apelada. al establecer esta
Corte, la imposibilidad de imputarle falta al co-prevenido
Germán Rafael Moscoso Morel, para que sea pas'ble por
la Ley No. 241, en razón de que su marcha era norma!
hasta el momento de rebasarle el camión de volteo mane-
jado por Manuel Ramón Abreu y Abreu, quien produjo las

111
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado y vistos los artículos 49 y siguientes de la Ley No.!
241 del 1967, sobre Tránsito de Vehículos de Motor; 1383
y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la ley 4117 de 1955, y j:
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere consta: a) Que con
motivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 12 "v
de septiembre de 1967, en el lugar denominado cruce de
los rieles en la carretera que conduce de La Vega a Villa
Tapia, entre el camión de volteo placa No. 76958, condu-
cido por su propietario Ramón Abreu Abreu y el camión
placa No. 81380, conducido por Fermín Rafael Moscoso
Morel, resultó muerta la niña Ana Pastora López y con
lesiones el menor Miguel López; b) Que apoderado del ca-
so la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, fue decidido por '
su sentencia de fecha 18 de julio de 1969, cuyo dispositivo
se encuentra inserto en el de la ahora impugnada; c) Que t
sobre las apelaciones interpuestas, la Corte a-qua dictó la
sentencia impugnada cuyo dispositivo dice textualmente
así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en
la forma, los recursos de apelación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador General de esta Corte, Dr . Mario José
Mariot Ero, por el co-prevenido Manuel Ramón Abreu,
Abreu, por la Cía. de Seguros "Pepín, S. A." y por lak
parte civil constituida Félix López, en contra de la senten-
cia correccional Núm. 704, de fecha 18 de julio de 1969,
de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo
es el siguiente: "Falla: Primero: Se acoge como buena y
válida la constitución en parte civil intentada por Félix
López en contra de Manuel Ramón Abreu y Abreu, Pablo
Burgos Sánchez, Germán Rafael Moscoso Morel, al través
del Dr. Francisco García Tineo y del Lic. Ramón G. por

ser regular en la forma.— Segundo: Se declara culpable
al nombrado Manuel Ramón Abreu y Abreu de violar las
disposiciones de la Ley 241 en perjuicio de la que en vida
se llamó Ana Pastora López y de Miguel López y en con-
secuencia se le condena al pago de una multa de RD$50.00
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes.— Ter-
cero: Se descarga a Germán Rafael Moscoso Morel del he-.
dio por no haber violado las disposiciones de la Ley 241.
Cuarto: Se declaran las costas de Oficio a Germán Rafael
Moscoso Morel. Quinto: Se condena a Manuel Ramón Abreu
y Abreu al pago de una indemnización de RD$3,000.00,
al pago de una indem,nización de RD$200 . 00 en favor de
Félix López como justa reparación por los daños que le
causara por la muerte de Ana Pastora López y los golpes
ocasionados a Miguel López. Sexto: Se condena a Manuel
Ramón Abreu y Abreu al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Francisco
García Tineo, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; Séptimo: Se condena a Manuel Ramón Abreu
y Abreu al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Lic. Ramón B. García G., quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. Octavo: Se
rechaza la parte civil intentada por Félix López en contra
de Germán Rafael Moscoso Morel y Pablo Burgos Sánchez
por improcedente y mal fundada . Noveno: Se condena a
Manuel Ramón Abreu y Abreu al pago de las costas pena-
les; Décimo: La presente sentencia es cómún y oponible a
la Compañía de Seguros Seguros Pepín, S. A., por haber
sido hechos de conformidad a la Ley; SEGUNDO: Confir-
ma los Ordinales Primero, Segundo, Tercero, Quinto, Oc-
tavo y Déc'rno de la sentencia apelada, al establecer esta
Corte, la imposibilidad de imputarle falta al co-prevenido
Germán Rafael Moscoso Morel, para que sea pas ; ble por
la Ley No. 241, en razón de que su marcha era norma!
hasta el momento de rebasarle el camión de volteo mane-
jado por Manuel Ramón Abreu y Abreu, quien produjo las
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contingencias, vale decir, descargar a Germán Rafael
coso Morel de toda responsabilidad penal, por insuficiencia
de prueba. TERCERO: Condena al prevenido y propieta-
rio del volteo ya referido Manuel Ramón Abreu Abreu al
pago de las costas penales y civiles de esta alzada, distra-
yendo éstas últimas en provecro de los Licenciados Arios-
to Montesano y Ramón B. García García, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que los recurrentes han invocado, con-
juntamente, los agravios siguientes: "Medios: Motivación
Insuficiente; Desnaturalización de los hechos y Falta de.
base legal";

Considerando que en el desarrollo de los agravios in-
vocados por los recurrentes, éstos alegan en síntesis, qué
los hechos que sirvieron de base a la sentencia impugnada
fueron desnaturalizados por cuanto que los jueces ',sabían:
que una sentencia fundada en el alegato de un co-preve-
nido estaba huérfana de base legal"y que dicha Corte quie-
re robustecer este alegato con el testimonio de Juan An-t
tonio Grullón; que, la Corte a-qua desnaturalizó tambiénp
los hechos cuando infiere de los mismos que el accidente
tuvo su causa determinante en el momento en que el vol•'
teo que conducía el recurrente Ramón Abreu Abreu chocó'
con el camión conducido por Moscoso Morel cuando dicho
volteo realizaba la maniobra de rebasar al camión; que,..
alegan además "hay que probar que hubo choque y no,
vuelco", y la prueba de que hubo choque saben los jueces
que son insuficientes y quieren inferirlo de otras circuns-
tancias, como la de una supuesta confesión" de Manuel
Ramón Abreu al Procurador Fiscal de La Vega, quien
actuó en el caso; que la Corte a-qua infirió asimismo que
el volteo tomó el paseo y parte de la carretera para reba-
sar sin chocar al camión, que la Corte a-qua no tomó en
cuenta las constataciones que se hicieron en los vehículos
para determinar si hubo rozaduras entre ambos, que en
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tales condiciones la sentencia impugnada adolece de insu-
ficiencia ó falta de motivos; que dicha Corte "llegando a
razonam ientos contrarios a la verdad de los testimonios,
vertidos en el proceso, desnaturalizó los hechos de la cau-
sa los cuales fueron falsamente apreciados; pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la Corte a-qua después de ponderar las declara-
ciones oídas, el resultado del descenso a los lugares hecho
por dicho tribunal y los demás elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido, que, el día 12 de septiembre de
1968 se originó un accidente automovilístico en la sección
de Sabaneta tramo carretero comprendido entre La Vega
y Villa Tapia, en el sitio denominado cruce de los rieles;
que, dicho accidente ocurrió cuando el camión placa 81380,
conducido por Luciano Rafael Moscoso Morel y el camión
de volteo placa No. 76958, conducido por Ramón Abreu
Abreu, viajaban en la misma dirección por la citada ca-
rretera; que el "lugar donde ocurrió el accidente la ca-
rretera es recta, asfaltada y con una anchura suficiente
para el normal tránsito de toda clase de vehículo"; que el
volteo conducido por Abreu, transitaba a su izquierda, so-
bre el paseo y parte del asfaltado de la carretera, reba-
sando al camión que le precedía sin esperar que éste le
abriera para dejar suficiente espacio para pasar; que
"mientras se realizaba la maniobra del rebase el volteo
chocó, al camión que conducía Moscoso Morel, por dos par-
tes, según declaración de éste, haciéndole perder el control
de su vehículo, el cual se desvió hacia su derecha salién-
dose de la carretera para irse a estrellar violentamente
con una casa de madera, tres bohíos más y derribar algu-
nos árboles, alcanzando a la niña Ana Pastora López, la
cual resultó muerta y al menor Miguel López, con varias le-
siones; que Ramón Abreu, conductor del volteo no obs-
tante la ocurrencia del hecho, continuó su marcha hasta
la población de Villa Tapia donde fue hecho preso por la
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contingencias, vale decir, descargar a Germán Rafael Mos_
coso Morel de toda responsabilidad penal, por insuficiencia
de prueba. TERCERO: Condena al prevenido y propieta-
rio del volteo ya referido Manuel Ramón Abreu Abreu al
pago de las costas penales y civiles de esta alzada, distra-
yendo éstas últimas en provecro de los Licenciados Arios-
to Montesano y Ramón B. García García, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que los recurrentes han invocado, con-
juntamente, los agravios siguientes: "Medios: Motivación
Insuficiente; Desnaturalización de los hechos y Falta de
base legal";

Considerando que en el desarrollo de los agravios in-
vocados  por los recurrentes, éstos alegan en síntesis, que 1.5
los hechos que sirvieron de base a la sentencia impugnada
fueron desnaturalizados por cuanto que los jueces ',sabían
que una sentencia fundada en el alegato de un co-preve-
nido estaba huérfana de base legal"y que dicha Corte quie-
re robustecer este alegato con el testimonio de Juan An-
tonio Grullón; que, la Corte a-qua desnaturalizó también
los hechos cuando infiere de los mismos que el accidente
tuvo su causa determinante en el momento en que el vol-
teo que conducía el recurrente Ramón Abreu Abreu chocó
con el camión conducido por Moscoso Morel cuando dicho
volteo realizaba la maniobra de rebasar al camión; que,
alegan además "hay que probar que hubo choque y no -
vuelco", y la prueba de que hubo choque saben los jueces :.
que son insuficientes y quieren inferirlo de otras circuns-
tancias, como la de una supuesta confesión" de Manuel ';
Ramón Abreu al Procurador Fiscal de La Vega, quien
actuó en el caso; que la Corte a-qua infirió asimismo que
el volteo tomó el paseo y parte de la carretera para reba-i,%-
sar sin chocar al camión, que la Corte a-qua no tomó en
cuenta las constataciones que se hicieron en los vehículos.
para determinar si hubo rozaduras entre ambos, que enrk,.

tales condiciones la sentencia impugnada adolece de insu-
ficienci a ó falta de motivos; que dicha Corte "llegando a
razona mientos contrarios a la verdad de los testimonios,
vertidos en el proceso, desnaturalizó los hechos de la cau-
sa los cuales fueron falsamente apreciados; pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la Corte a-qua después de ponderar las declara-
ciones oídas, el resultado del descenso a los lugares hecho
por dicho tribunal y los demás elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido, que, el día 12 de septiembre de
1968 se originó un accidente automovilístico en la sección
de Sabaneta tramo carretero comprendido entre La Vega
y Villa Tapia. en el sitio denornin g do cruce de los rieles;
que, dicho accidente ocurrió cuando el camión placa 81380,
conducido por Luciano Rafael Moscos() Morel y el camión
de volteo placa No. 76958, conducido 'por Ramón Abreu
Abreu, viajaban en la misma dirección por la citada ca-
rretera; que el "lugar donde ocurrió el accidente la ca-
rretera es recta, asfaltada y con una anchura suficiente
para el normal tránsito de toda clase de vehículo"; que el
volteo conducido por Abreu, transitaba a su izquierda, so-
bre el paseo y parte del asfaltado de la carretera, reba-
sando al camión que le precedía sin esperar que éste le
abriera para dejar suficiente espacio para pasar; que
"mientras se realizaba la maniobra del rebase el volteo
chocó, al camión que conducía Moscoso Morel, por dos par-
tes, según declaración de éste, haciéndole perder el control
de su vehículo, el cual se desvió hacia su derecha salién-
dose de la carretera para irse a estrellar violentamente
con una casa de madera, tres bohíos más y derribar algu-
nos árboles, alcanzando a la niña Ana Pastora López, la
cual resultó muerta y al menor Miguel López, con varias le-
siones; que Ramón Abreu, conductor del volteo no obs-
tante la ocurrencia del hecho, continuó su marcha hasta
la población de Villa Tapia donde fue hecho preso por la
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Policía Nacional; que de la propia declaración de Rainnii
Abreu Aoreu, al rroCuractor riscai de La Vega, en el sen

bao ae que "el conductor del camion (Morel nioscoso) quu

iba delante le a grio ligeramente volviendoie a cerrar en.

el momento que trataba de rebasarlo por lo que se produj
el cnoque", robustecida por el testimonio de Juan Ant(',..
mo Grullón, ocupante de un asunto al lado del conducak
del camión, quien declaró entre otras cosas "nosotros iba.
mos en el camión que llevaba la leña y yo dije concho
ya nos dio ese, etc., etc., y quien nos dio fue el volteo y

siguió corriendo", que elio constituye la causa directa y'
eficiente del. desvío sufrido por el camión, con las conse-
cuencias fatales que ya fueron mencionadas; que la Corte
a-qua en el sexto considerando de su fallo expresa "que en
la forma como ejecutó el co-prevenido Manuel Ramón
Abreu Abreu en el camión volteo que conducía, la manio4'i,
bra del rebase al camión que le antecedía y había alean.
zado, demostró poca pericia en el volante, esto es, torpeza-;
imprudencia, negligencia e inobservancia de las reglas es-
tablecidas en la ley de la materia y sus reglamentos, pues
antes de disponerse a rebasar el camión manejado por.
Germán Rafael Moscoso Morel, debió esperar que el ladó
izquierdo (la mitad izquierda de la calzada) estuviera com-
pletamente franca, es decir, no debió pasar el vehículo al-
canzado sino después de asegurarse de que "la mitad iz-
quierda de la calzada" estuviera "claramente visible y dis-
pusiera de un espacio suficiente para realizar el rebase sin
peligro de colisión"; por lo que entiende que debe declarar
culpable de este accidente al conductor del camión de vol-
teo Manuel Ramón Antonio Abreu Abreu";

Considerando que tal como lo expresa la Corte a-qua

ella formó su convicción tanto en base a las declaraciones
de los testigos, como de las comprobaciones y demás hechos
y circunstancias de la causa lo cual entra en las facultades
soberanas que tienen los jueres del fondo para apreciar las

pruebas que se les someten, por lo cual es evidente que 1C

que los recurrentes estiman como desnaturalización no es
otra cosa que las críticas que a ellos le merece el juicio
emitido al respecto por dicha Corte; que además la Corte
a-qua en el fallo impugnado dio motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo, y no incurrió en los
vicios y violaciones denunciados por los recurrentes, por
lo cual los medios que se examinan carecen de fundamen-
to y deben ser desestimados;

Considerando que en los hechos establecidos por los
Jueces del fondo y precedentemente expuestos, se encuen-
tran reunidos los elementos constitutivos del delito de ho-
micidio y golpes involuntarios causados con el manejo de
de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49, letra
a) y su ordinal primero de la Ley No. 241 de 1967, y san-
cionado por dicho texto legal con la pena de 2 a 5 años y
multa de RD$500.00 a RD$2,000.00; que al condenar al
prevenido recurrente después de declararlo culpable, a una
multa de RD$50 .00, acogiendo circunstancias atenuantes
en su favor, la Corte a-qua aplicó una pena ajustada a la
Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civikz
que la Corte a-qua dio por establecido que el delito co-
metido por el prevenido Manuel Ramón Abreu Abreu, oca-
sionó daños y perjuicios morales y materiales a la parte
civil constituida, que en consecuencia al condenarlo al pa-
go de una indemnización cuyo monto apreció soberanamen-
te en RD$3,200 .00, en favor de Félix López, en su calidad
de padre de las víctimas y al hacer oponibles las conde-
naciones civiles pronunciadas a la Compañía Aseguradora
puesta en causa hizo una correcta aplicación de los artícu-
los 1383 y 1384 del Código Civil y 10 de la Ley 4117 de
1955;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del
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Policía Nacional; que de la propia declaración de RaanO
Abreu Aoreu, al Procurador riscai de La Vega, en el seri
bao ae que "el conuucior dei camion (IViorel moscoso) que,
iba delante le auno ligeramente voivienctoie a cerrar en
el momento que trataba de rebasarlo por lo que se produjo:,
el cnoque", robustecida por el testimonio de Juan Anta-
nio Grullón, ocupante de un asunto al lado del conductor ,
del camión, quien declaró entre otras cosas "nosotros iba.
mos en el camión que llevaba la leña y yo dije concho
ya nos dio ese, etc., etc., y quien nos dio fue el volteo
siguió corriendo", que ello constituye la causa directa y
enciente del desvío sufrido por el camión, con las conse-
cuencias fatales que ya fueron mencionadas; que la Corte
a-qua en el sexto considerando de su fallo expresa "que en
la forma como ejecutó el co-prevenido Manuel Ramón
Abreu Abreu en el camión volteo que conducía, la manio-
bra del rebase al camión que le antecedía y había alcali-
zado, demostró poca pericia en el volante, esto es, torpeza
imprudencia, negligencia e inobservancia de las reglas es-
tablecidas en la ley de la materia y sus reglamentos, pues
antes de disponerse a rebasar el camión manejado por.
Germán Rafael Moscoso Morel, debió esperar que el lado
izquierdo (la mitad izquierda de la calzada) estuviera com-
pletamente franca, es decir, no debió pasar el vehículo al-
canzado sino después de asegurarse de que "la mitad iz-
quierda de la calzada" estuviera "claramente visible y dis•
pusiera de un espacio suficiente para realizar el rebase sin
peligro de colisión"; por lo que entiende que debe declarar
culpable de este accidente al conductor del camión de vol-
teo Manuel Ramón Antonio Abreu Abreu";

Considerando que tal como lo expresa la Corte a-qua
ella formó su convicción tanto en base a las declaraciones
de los testigos, como de las comprobaciones y demás hechos
y circunstancias de la causa lo cual entra en las facultades
soberanas que tienen los jueces del fondo para apreciar las

• ebas que se les someten, por lo cual es evidente que ic
que los recurrentes estiman como desnaturalización no es
otra cosa que las críticas que a ellos le merece el juicio
emitido al respecto por dicha Corte; que además la Corte
a.qua en el fallo impugnado dio motivos suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo, y no incurrió en los
vicios y violaciones denunciados por los recurrentes, por
lo cual los medios que se examinan carecen de fundamen-
to y deben ser desestimados;

Considerando que en los hechos establecidos por los
Jueces del fondo y precedentemente expuestos, se encuen-
tran reunidos los elementos constitutivos del delito de ho-
micidio y golpes involuntarios causados con el manejo de
de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49, letra
a) y su ordinal primero de la Ley No. 241 de 1967, y san-
cionado por dicho texto legal con la pena de 2 a 5 años y
multa de RD$500.00 a RD$2,000.00; que al condenar al
prevenido recurrente después de declararlo culpable, a una
multa de RD850 . 00, acogiendo "circunstancias atenuantes
en su favor, la Corte a-qua aplicó una pena ajustada a la
Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles
que la Corte a-qua dio por establecido que el delito co-
metido por el prevenido Manuel Ramón Abreu Abreu, oca-
sionó daños y perjuicios morales y materiales a la parte
civil constituida, que en consecuencia al condenarlo al pa-
go de una indemnización cuyo monto apreció soberanamen-
te en RD$3,200 .00, en favor de Félix López, en su calidad
de padre de las víctimas y al hacer oponibles las conde-
naciones civiles pronunciadas a la Compañía Aseguradora
puesta en causa hizo una correcta aplicación de los artícu-
los 1383 y 1384 del Código Civil y 10 de la Ley 4117 de
1955;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del
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prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que

justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien_
te a Félix López; Segundo: Rechaza los recursos de casación
interpuestos por Ramón Manuel Abreu Abreu y la Com.
pañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dicta-
da por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha tres de,
noviembre de mil novecientos setenta, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; y Tercero: Condena al prevenido
recurrente al pago de las costas penales; y a dicho rice.
venido y la Compañía Aseguradora al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en favor del Dr. F.-
A . Tineo y Lic. Ramón B. García G., quienes afirman:
estarlas avanzando en su totalidad.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.-- Manual A. Amiama.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín'
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.--
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua .—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 	 -210

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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sENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1971

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Naelonal,
de fecha 16 de marzo de 1971.

Materia: Trabajo.

Recurrentes: César Darío y Leopoldo Muñoz.

Abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza.
Recurrido: Rafael Morla (Defecto).

Dios, Patria y Libertad.
Repúbilica Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte d.?.
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago -Osvaldo Ro-
jo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 19 del mes de noviembre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por César
Darío Muñoz y Leopoldo Muñoz, dominicanos, mayores de
edad, casados, comerciantes, domiciliados y residentes en
esta ciudad, cédulas Nos. 3215 y 18, serie 45, respectiva-
mente, contra la sentencia de fecha 16 de marzo de 1971,
dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que
justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniera:
te a Félix López; Segundo: Rechaza los recursos de casación,,
interpuestos por Ramón Manuel Abreu Abreu y la Com•
pañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dicta-
da por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha tres de
noviembre de mil novecientos setenta, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ara.
terior del presente fallo; y Tercero: Condena al prevenido::,
recurrente al pago de las costas penales; y a dicho pre-
venido y la Compañía Aseguradora al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en favor del Dr.
A. Tineo y Lic. Ramón B. García G., quienes afirman,'
estarlas avanzando en su totalidad.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada:— F. E. Ra-,
velo de la Fuente.— Manual A. Amiama.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín'
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar --
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Paniagua .—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1971

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Naelonai
de fecha 16 de marzo de 1971.

Materia : Trabajo.

Recurrentes: César Darío y Leopoldo Muñoz.

Abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza.
Recurrido: Rafael Morla (Defecto).

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte d.?.
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 19 del mes de noviembre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por César
Darío Muñoz y Leopoldo Muñoz, dominicanos, mayores de
edad, casados, comerciantes, domiciliados y residentes en
esta ciudad, cédulas Nos. 3215 y 18, serie 45, respectiva-
mente, contra la sentencia de fecha 16 de marzo de 1971,
d ictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;



4iOído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. J. Enrique Hernández Machado, cédula

57969, serie ira., en representación del Dr. Juan E. Ari-
za Mendoza, cédula 47326, serie ira., abogado de los recu-
rrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General'
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 31 de
,mayo de 1971, y suscrito por el abogado de los recurren-
tes, en el cual se invocan los medios de casación que se
indican más adelante;

Vista la Resolución dictada por la Suprema Corte de
Justicia en fecha lro. de julio ue 1971, cuyo dispositivo
dice así: "Resuelve: Declarar el defecto del recurrido Ra-
fael Moda, en el recurso de casación interpuesto por Cé-
sar Darío y Leopoldo Muñoz contra sentencia pronunciada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional en fecha
16 de marzo de 1971";

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 7, 8, 9, 16, 29, 72, 84,
168, 173 y 691 del Cód.go de Trabajo; 51 y 55 de la Ley
No. 637, de 1944, 1315 del Código Civil; 1, 20 y 65 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada,
hecha por el actual recurrido contra *los recurrentes, el
Juzgado de Paz del Trabajo del Distrito Nacional, dictó
en fecha 15 de julio de 1970, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pronun
ciado en audiencia, contra la parte demandada, por no ha-
ber comparecido no obstante haber sido legalmente cita-
da; Segundo: Se declara resuelto por despido injustificado
el contrato de trabajo que existió entre las partes en causa,

por culpa de los señores patronos y con responsabilidad pa- .
ra los mismos; Tercero: Se colmena a los seliores Lesar
Dario y Leopoldo iviunoz a pagar solidariamente al sentir
Rafael Mona las prestaciones siguientes: 24 dias de pre-

60 Mas de cesantía, 14 dias cie vacaciones, la rega-
lía pascual proporcional obligatoria, y más tres meses de
salario por aplicación del ordinal tercero del articulo 84
del Código de Trabajo, todo a razón de un salario de RL)-
$100.(JU mensuales; Cuarto: Se condena a los demandados
César Darío y Leopiildo ...Muñoz al pago de las costas del
procedimiento, y se ordena la distracción de las mismas
en favor del Dr. A. Ulises Cabrera L., que afirma haber-
las avanzado en su totalidad"; b) Que sobre apelacion de
los demandados, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora
impugnada en casación, con el s.guiente dispoitivo: "Falla:
Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por César Darío Muñoz y
Leopoldo Muñoz contra la sentencia dictada por el Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 15
de julio de 1970, dictada en favor de Rafael Moda, cuyo
dispositivo figura copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; Segundo: Relativamente al fondo, rechaza dicho
recurso de alzada, y en consecuencia Confirma en todas sus
partes dicha sentencia impugnada; Tercero: Condena a la
parte que sucumbe, señores César Darío Muñoz y Leopoldo
Muñoz, al pago de las costas del procedimiento, todo de
conformidad a los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 de
Gastos y Honorarios, 691 del Código de Trabajo, ordenan-
do su distracción en provecho del Dr. A. Ulises Cabrera
L., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que los recurrentes en su Memorial de
Casación proponen los siguientes medios: Primer Medio:

-.' Violación del Derecho de Defensa del demandado. Priva-,
clon de un grado de jurisdicción.— Segundo Medio: Des-
naturalización de los documentos de las causas. Sanción.
Tercer Medio: Falta de base Legal;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. J. Enrique Hernández Machado, cédula

57969, serie lra., en representación del Dr. Juan E. Ari-
za Mendoza, cédula 47326, serie lra., abogado de los recu-
rrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;	 -

Visto el memorial de casación, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 31 de
mayo de 1971, y suscrito por el abogado de los recurren-
tes, en el cual se invocan los medios de casación que se
indican más adelante;

Vista la Resolución dictada por la Suprema Corte de
Justicia en fecha 1ro. de julio ae 1971, cuyo dispositivo
dice así: "Resuelve: Declarar el defecto del recurrido Ra-
fael Moda, en el recurso de casación interpuesto por Cé-
sar Darío y Leopoldo Muñoz contra sentencia pronunciada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional en fecha
16 de marzo de 1971";

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli=
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 7, 8, 9, 16, 29, 72, 84,
168, 173 y 691 del Código de Trabajo; 51 y 55 de la Ley
No. 637, de 1944, 1315 del Código Civil; 1, 20 y 65 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada,
hecha por el actual recurrido contra 'los recurrentes, el 4,
Juzgado de Paz del Trabajo del Distrito Nacional, dictó I.
en fecha 15 de julio de 1970, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pronun
ciado en audiencia, contra la parte demandada, por no ha-
ber comparecido no obstante haber sido legalmente cita-
da; Segundo: Se declara resuelto por despido injustificado
el contrato de trabajo que existió entre las partes en causa,

culpa de los señores patronos y con responsabilidad pa--
ra los mismos; 'Tercero: Se conaena a los sea ores cesar
Darlo y Leopoldo Munoz a pagar solidariamente al senor
Rafael Mona las prestaciones siguientes: 24 dias de pre-
aviso, 60 dias de cesantía, 14 dias ele vacaciones, la rega-
lía pascual proporcional obligatoria, y más tres meses de
salario por apiicacion del °ramal tercero del articulo 84
del Código de Trabajo, todo a razón de un salario de Ri.)-
$100.00 mensuales; Cuarto: Se condena a los demandados
César Darío y Leopiikto Muñoz al pago de las costas del
procedimiento, y se ordena la distracción de las mismas
en favor del Dr. A. Ulises Cabrera L., que afirma haber-
las avanzado en su totalidad"; b) Que sobre apelacion de
los demandados, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora
impugnada en casación, con el siguiente dispoitivo: "Falla:
Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por César Darío Muñoz y
Leopoldo Muñoz contra la sentencia dictada por el Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 15
de julio de 1970, dictada en favor de Rafael Moda, cuyo
dispositivo figura copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; Segundo: Relativamente al fondo, rechaza dicho
recurso de alzada, y en consecuencia Confirma en todas sus
partes dicha sentencia impugnada; Tercero: Condena a la
parte que sucumbe, señores César Darío Muñoz y Leopoldo
Muñoz, al pago de las costas del procedimiento, todo de
conformidad a los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 de
Gastos y Honorarios, 691 del Código de Trabajo, ordenan-
do su distracción en provecho del Dr. A. Ulises Cabrera
L., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que los recurrentes en su Memorial de
Casación proponen los siguientes medios: Primer Medio:
Violación del Derecho de Defensa del demandado. Priva-
ción de un grado de jurisdicción.— Segundo Medio: Des-
naturalización de los documentos de las causas. Sanción.
Tercer Medio: Falta de base Legal;
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Considerando que en el desarrollo del segundo medio
de su memorial, los recurrentes alegan en síntesis que des_
de el primer momento ellos pidieron comunicación de do-
cumentos en interés de establecer que la demanda estaba
prescrita porque el alegado despido del trabajador se cfec.
tuó el 1ro. de enero de 1967; que los recurrentes aporta-
ron para probarlo una Certificación del Instituto Domi-

nicano de Seguros Sociales, según la cual el demandante _,
Rafael Mona aparece como asegurado hasta esa fecha; que
el juez desnaturalizó esa Certificación por estimar erró-
neamente que es una cuestión de libre albedrío del pa.
trono el hacer figurar un trabajador como inscrito en el
seguro social, cuando la no inscripción constituye una fal-
ta penal; que también desnaturalizó el Juez a-quo el acta
de no acuerdo, al atribuirle a la declaración del patrono
un alcance que no tiene, documento éste que no debió to-
mar en cuenta el juez, pues el demandado no lo deposite
cuando él le pidió com,unicación de documentos, y fue el
juez quien indebidamente, a juicio de los recurrentes, or-
denó que se depositara la citada Acta; que la desnaturali-
zación consiste en que el patrono admitió el despido pero
no para la fecha que le atribuye el juez, pues había ocu-
rrido en el 1967, por lo cual la acción estaba prescrita,
que otra desnaturalización consiste en que los actuales re-
currentes depositaron una Certificación del Inspector Su.
pervisor del Departamento de Trabajo en donde consta
que en la planilla del patrono Leopoldo Muñoz, que fue
cancelada en 1966, no figura el demandante Rafael Moda;
que, por todo ello estiman los recurrentes que el fallo im-
pugnado debe ser casado;

Considerando que el examen del citado fallo pone d€
manifiesto que los recurrentes al concluir en apelación, (y
después de afirmar que el trabajador demandante no ha-
bía depositado ningún documento), pidieron que se recha-
zara la demanda "por haber cesado el obrero desde el año
1967, y estar en consecuencia prescrita dicha demanda";

Considerando que si bien nada se oponía a que el
uez a-quo en razón del papel activo que tiene en estaj 

ínateria, ordenara el depósito del acta de no acuerdo, es
evidente que para rechazar las conclusiones de los apelan-
tes, que como se ha visto envolvían un alegato de prescrip-
ció/1, y no simplemente la negación del despido, se baso
únicamente en las expresiones dadas por el patrono y que
constan en dicha acta de no acuerdo; que, en efecto, el
juez dijo al respecto lo siguiente: "que el patrono apelante
alega en segundo término ante esta alzada, que el recla-
mante dejó de trabajar con él en fecha 1 de Enero de 196i
según consta en certificación del Instituto Dominicano de
Seguros Sociales del 24 de Noviembre de 1970"; "que éste
alegato carece de procedencia, fundamentalmente, por
cuanto el patrono en su comparecencia a la conciliación,
admitió todos los aspectos de la demanda al no impugnar-
lo, ni hacer ninguna aclaración en relación a la fecha del
despido y al tiempo trabajado alegados por el reclamante,
limitándose a decir que lo despidió por este beber mucho
y así mismo, ante el Juzgado a-quo tampoco alegó esa si-
tuación, sino que alegó que el reclamante no era trabaja-
dor fijo; que así mismo en la referida certificación del Ins-
tituto Dominicano de Seguros Sociales, lo que consta es
que el señor Moda, con quien de)ó de trabajar el 1 de
Enero de 1967, fue con el señor Napoleón Núñez (no se
explica si este señor era condueño de la empresa, u otro
patrono distinto)"; pero,

Considerando que según consta en la página 6 del
fallo impugnado, las expresiones del patrono que figuran
en el acta de no acuerdo, fueron éstas: "Despedí al quere-
llante porque ya sus servicios no le convenían a mi em-
presa, en razón de que se dedicaba muy a menudo a la be-
bida"; que obviamente en esas expresiones se admite el
despido, pero no la fecha en que ocurrió, y como el patro-
no estaba alegando prescripción en base a que el despido
tuvo lugar el lro. de enero de 1967, y para robustecerlo

a
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Considerando que en el desarrollo del segundo medi_

do-
de su memorial, los recurrentes alzgan en síntesis que
de el primer momento ellos pidieron comunicación de cies_

u

cumentos en interés de establecer que la demanda estaba
prescrita porque el alegado despido del trabajador se r,fee.
tUÓ el 1ro. de enero de 1967; que los recurrentes aporta.
ron para probarlo una Certificación del Instituto Don'''.
nicano de Seguros Sociales, según la cual el demandante
Rafael Mona aparece como asegurado hasta esa fecha; que
el juez desnaturalizó esa Certificación por estimar erró-
neamente que es una cuestión de libre albedrío del pa-
trono el hacer figurar un trabajador como inscrito en el
seguro social, cuando la no inscripción constituye una fal-
ta penal; que también desnaturalizó el Juez a-quo el acta
de no acuerdo, al atribuirle a la declaración del patront.
un alcance que no tiene, documento éste que no debió to-
mar en cuenta el juez, pues el demandado no lo depositó
cuando él le pidió comunicación de documentos, y fue el
juez quien indebidamente, a juicio de los recurrentes, or-
denó que se depositara la citada Acta; que la desnaturali-
zación consiste en que el patrono admitió el despido pero
no para la fecha que le atribuye el juez, pues había ocu-
rrido en el 1967, por lo cual la acción estaba prescrita;
que otra desnaturalización consiste en que los actuales re-
currentes depositaron una Certif,cación del Inspector Su-
pervisor del Departamento de Trabajo en donde consta
que en la planilla del 'patrono Leopoldo Muñoz, que fue
cancelada en 1966, no figura el demandante Rafael Morla;
que, por todo ello estiman los recurrentes que el fallo im-
pugna& debe ser casado;

Considerando que el examen del citado fallo pone de
manifiesto que los recurrentes al concluir en apelación,
después de afirmar que el trabajador demandante no ha-
bía depositado ningún documento), pidieron que se
zara la demanda "por haber cesado el obrero desde el "año

rech_a-

1967, y estar en consecuencia prescrita dicha demanda
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considerando que si bien nada se oponía a que el
uo en razón del papel activo que tiene en esta

•iiez a-C1 ordenara el depósito del acta de no acuerdo, es

tenlaev.ósin,dte, c1:1-1.i1-1eate'
y no simplemente la negación del despido, se baso

que para rechazar las conclusiones de los apelan-
como se ha visto envolvían un alegato de prescrip.-

cin
iearnente en las expresiones dadas por el patrono y que

cgonstan en dicha acta de no acuerdo; que, en efecto, el
Uez dijo al respecto lo siguiente: "que el patrono apelante
lega en segundo término ante esta alzada, que el recla-

mante dejó de trabajar con él en fecha 1 de Enero de 196i
segun consta en certificación del Instituto Dominicano de
seguros Sociales del 24 de Noviembre de 1970"; "que éste
alegato carece de procedencia, fundamentalmente, por
cuanto el patrono en su comparecencia a la conciliación,
admitió todos los aspectos de la demanda al no impugnar-
lo, ni hacer ninguna aclaración en relación a la fecha del
despido y al tiempo trabajado alegados por el reclamante,
limitándose a decir que lo despidió por este beber mucho

así mismo, ante el Juzgado a-quo tampoco alegó esa si-
tuación, sino que alegó que el reclamante no era trabaja-
dor fijo; que así mismo en la referida certificación del Ins-
tituto Dominicano de Seguros Sociales, lo que consta es
que el señor Mona, con quien de)ó de trabajar el 1 de
Enero de 1967, fue con el señor Napoleón Núñez (no se
explica si este señor era condueño de la empresa, u otro
patrono distinto)"; pero,

Considerando que según consta en la página 6 del
fallo impugnado, las expresiones del patrono que figuran

presa, en razón de que se dedicaba muy a menudo a la be-

benelacta de no acuerdo, fueron éstas: "Despedí al quere-
llante porque ya sus servicios no le convenían a mi em-

ida"; que obviamente en esas expresiones se admite el
despido, pero no la fecha en que ocurrió, y como el 'patro-
no estaba alegando prescripción en base a que el despido
tuvo lugar el lro. de enero de 1967, y para robustecerlo
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presentó las certificaciones a que antes se hizo mención>
el juez, si estas últimas no le convencían del todo, debio
frente al hecho de que el patrono en el acta de no acuerdo
se había limitado sólo a admitir el despido, ordenar cual-
quiera otra medida de instrucción que esclareciera ese pun.
to, el cual era básico para admitir o no la alegada pres-
cripción; pero no atribuirle a las expresiones de dicha ac-
ta un alcance mayor del que ellas revelan según la senten-
cia; que, por consiguiente, no sólo se ha incurrido en el
vicio de desnaturalización, sino que se ha dejado sin base
legal el fallo impugnado en un punto esencial de la litis
planteada, razón por la cual debe ser casado sin necesidad
de ponderar los otros medios y alegatos de la parte recu-
rrente;

Considerando que al tenor del artíctilo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, las costas pueden ser'
compensadas cuando un fallo es casado por desnaturaliza-
ción de los hechos o por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha
16 de marzo de 1971, d i ctada por la Cámara de Trabajo
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; y envía el asunto por
ante el Juzgado de Pr i mera Instancia de San Pedro de Ma-
corís, en sus atribuciones laborales, como tribunal de se-
gundo grado; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando ..
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elni dio Beras.-
Joa quín M. Alvarez Pere'ló.— Juan Bautista Rujas Al-
mánzar.— Santiago Osval do Rojo Carbuccia.— José A.
Paniagua.— Ernesto Curiel hilo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamien to, en la
audiencia públi ca del día, mes y ario en él expresados, y
fue firmPrIa, leída y publicada por mí, Secretar i o General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1971

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 2 de Julio de 1970.

materia: Comercial.

Recurrente: The Boyal Bank of Canada.
abogados: Licdos. Julio F. Peynado y Fernando A. Chalas y

4111	 Dr. Enrique Peynado.

Recurrido: Dr. Hipócrates Saint-Amarad J.
Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Coree de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 19 del mes de Noviembre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por The Ro-
yal Bank of Canadá, corporación constituída conforme a
las leyes del Canadá, con domicilio y sucursal en este país
en la Avenida Duarte No. 58, de esta capital, contra la
sentencia dictada en fecha . 2 de julio de 1970 por la Corte

i
..

, ,



Recurrente: The Boyal Bank of Canada.

Abogados: Licdos. Julio F. Peynado y Fernando A. Chalas y
Dr. Enrique Peynado.

Recurrido: Dr. Hipócrates Saint-Amarad J.
Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda.
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presentó las certificaciones a que antes se hizo mención,1
el juez, si estas últimas no le convencían del todo, debio
frente al hecho de que el patrono en el acta de no acuerda
se había limitado sólo a admitir el despido, ordenar cual-
ciuiera otra medida de instrucción que esclareciera ese pun-
to, el cual era básico para admitir o no la alegada pres-
cripción;  pero no atribuirle a las expresiones de dicha ac-
ta un alcance mayor del que ellas revelan según la senten-
cia; que, por consiguiente, no sólo se ha incurrido en el
vicio de desnaturalización, sino que se ha dejado sin base
legal el fallo impugnado en un punto esencial de la las
planteada, razón por la cual debe ser casado sin necesidad
de ponderar los otros medios y alegatos de la parte recu-
rrente;

Considerando que al tenor del artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, las costas pueden ser
compensadas cuando un fallo es casado por desnaturaliza-
ción de los hechos o por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha'
16 de marzo de 1971, d i ctada por la Cámara de Trabajo'
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en'
parte anterior del presente fallo; y envía el asunto por
ante el Juzcrado de Pr i mera Instancia de San Pedro de Ma-
corís, en sus atribuciones laborales, como tribunal de se-•
gundo grado; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernandol
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.—
nuel D. Bergés Chu pani.— Francisco Elpi dio Beras.-

Joa quín M. Alvarez Pere1 ló.— Juan Bautista Roias Al-
mánzar.— Santiago Osva l do Rojo Carbuccia.— José A.
Paniagua.— Ernesto Curiel hilo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamien l-o, en la
audiencia públi ca del día, mes y año en él expresados, y
fue firmarla, leída v publicada por mí, Secretari o General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 2 de Julio de 1970.

Materia: Comercial.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 19 del mes de Noviembre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por The Ro-
yal Bank of Canadá, corporación constituida conforme a
las leyes del Canadá, con domicilio y sucursal en este país
ea la Avenida Duarte No. 58, de esta capital, contra la
sentencia dictada en fecha 2 de julio de 1970 por la Corte
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de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones co,.

merciales, cuyo dispositivo se transcribe más adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic . Fernando A. Chalas, cédula 7395, serie

1ra ., por sí y por el Lic. Julio F . Peynado, cédula 7687, .-
1'seria lra., y por el Dr. Enrique Peynado, cédula 35230;:

serie lra., todos abogados del recurrente, en la lectura de',,
sus conclusiones;

Oído al Dr. Miguel Soto Martínez, en representación.;
del Lic. Salvador Espinal Miranda, cédula 8632, serie lra.,
abogado del recurrido, en la lectura de sus conclusiones;
recurrido que es Hipócrates Saint Amand J., dominicano,,
mayor de edad, casado, méd . co, domiciliado en la calle Fe.::
derico Gerardino No. 3, de esta capital, cédula 33342, se-
rie ira. ;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 8 de julio de

1970, suscrito por los abogados del Banco recurrente, en.
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los me•.
dios que se indican más adelante, así como su ampliación.
fechada el 18 de agosto de 1971;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito
por su abogado, de fecha 28 de julio de 1971, así como su

ampliación fechada el 7 de septiembre de 1971;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los textos legales invocados por el Bancii:
recurrente, que se mencionan más adelante, y los artículo3:-
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que con motivo de una demanda C.1

reparación de daños y perjuicios invocada por el actual re-

curr i do Saint Amand contra el actual recurrente, The Ro-..
val Bank of Canada, la Cámara de lo Civil y Comercial
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional dictó en fecha 25 de junio '301

'4 1,á

11)68 una sentencia con el siguiente d ispositivo: Falla: Pri-
mero: Acoge, en parte, las conclusiones presentadas por la
parte demandante, Doctor Hipócrates Saint Amand J., y en
consecuencia Condena a The Royal Bank of Canada, parto
demandada a pagarle a dicho demandante: a) la suma de
Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) moneda de curso legal,
como justa reparación de los daños y perjuicios morales y
materiales por él sufridos como consecuencia del rehusa-
miento irregular de los cheques precedentemente examina-
dos; b) los Intereses Legales de dicha suma calculados a
partir de la fecha de la demanda; Segundo: Condena a The
Royal Bank of Canada, parte demandada que sucumbe, al
pago de las costas de la presente instancia cuya distracción
se ordena en provecho del abogado Licenciado Salvador Es.
pinal Miranda, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte"; b) que, sobre recurso principal del demandante
Saint Amand e incidental del Banco demandado, intervino
la sentencia que ahora se impugna por el Banco, de fecha
2 de julio de 1970, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-
ro: Declara regulares y válidos los recursos de apelación
tanto principal como incidental, interpuestos respectiva-
mente por el Dr. Hipócrates Saint-Amand J., y por Th¿.,
Roya]. Bank of Canada, contra sentencia de la Cámara de
lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cu yo dis-
positivo ha sido copiado anteriormente; Segundo: Rechaza
las conclusiones presentadas por The Royal Bank of Cana-
da, por improcedentes e infundadas; Tercero: Modifica el
apartado a) del ord i nal primero de la sentencia apelada.
en el sentido de aumentar a la suma de RD$5,000. 00 (Cin-
co Mil Pesos Oro), la indemnización a que fue condenado
a pagar The Royal Bank of Canada, en favor del Dr. Hi-
pócrates Saint-Amand J., como re paración de los daños
morales y materiales por éste sufridos, con motivo del he-
cho de aue se trata; Cuarto: Condena a The Roval Bank
of Canada al pago de las costas del procedimiento, orde-
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de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones ce..
merciales, cuyo dispositivo se transcribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Fernando A. Chalas, cédula 7395, serie

lra., por sí y por el Lic. Julio F. Peynado, cédula 7687
seria 1ra., y por el Dr. Enrique Peynado, cédula 35230,
serie lra., todos abogados del recurrente, en la lectura de'
sus conclusiones;

Oído al Dr. Miguel Soto Martínez, en representación
riel Lic. Salvador Espinal Miranda, cédula 8632, serie Ira.,
abogado del recurrido, en la lectura de sus conclusiones; ji
recurrido que es Hipócrates Saint Amand J., dominicano,;
mayor de edad, casado, méd . co, domiciliado en la calle Fe-
derico Gerardino No. 3, de esta capital, cédula 33342, se-
rie lra. ;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 8 de julio de
1970, suscrito por los abogados del Banco recurrente, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los me::
dios que se indican más adelante, así como su ampliación-1.
fechada el 18 de agosto de 1971;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito.i,
por su abogado, de fecha 28 de julio de 1971, así como s
ampliación fechada el 7 de septiembre de 1971;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el Banco
recurrente, que se mencionan más adelante, y los artículos;
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, a) que con motivo de una demanda en'
reparación de daños y perjuicios invocada por el actual re-':
curr i do Saint Amand contra el actual recurrente, The Ro-.
yal Bank of Canada, la Cámara de lo Civil y Comercial:
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional dictó en fecha 25 de junio

aOLETIN JUDICIAL	 3191

1968 una sentencia con el siguiente d i spositivo: Falla: Pri-
mero: Acoge, en parte, las conclusiones presentadas por la
parte demandante, Doctor Hipócrates Saint Amand J., y en
consecuencia Condena a The Royal Bank of Canada, partc.,
demandada a pagarle a dicho demandante: a) la suma de
Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) moneda de curso legal,
como justa reparación de los daños y perjuicios morales y
materiales por él sufridos como consecuencia del rehusa-
miento irregular de los cheques precedentemente examina-
dos; b) los Intereses Legales de dicha suma calculados a
partir de la fecha de la demanda; Segundo: Condena a The
Royal Bank of Canada, parte demandada que sucumbe, al
pago de las costas de la presente instancia cuya distracción
se ordena en provecho del abogado Licenciado Salvador Es.
pinal Miranda, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte"; b) que, sobre recurso principal del demandanti,
Saint Amand e incidental del Banco demandado, intervino
la sentencia que ahora se impugna por el Banco, de fecha
2 de julio de 1970, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-
ro: Declara regulares y válidos los recursos de apelación
tanto principal como incidental, interpuestos respectiva-
mente por el Dr. Hipócrates Saint-Amand J., y por The
Boyal Bank of Canada, contra sentencia de la Cámara de
lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cu yo dis-
positivo ha sido copiado anteriormente; Segundo: Rechaza
las conclusiones presentadas por The Royal Bank of Cana-
da, por improcedentes e infundadas; Tercero: Modifica el
apartado a) del ord ; nal primero de la sentencia apelada.
en el sentido de aumentar a la suma de RD$5,000.00 (Cin-
co Mil Pesos Oro), la indemnización a que fue condenado
a pagar The Royal Bank of Canada, en favor del Dr. Hi-
pócrates Saint-Amand J., como re paración de los daños
mora les y materiales por éste sufridos, con motivo del he-
cho de aue se trata; Cuarto: Condena a The Boyal Bank
of Canada al pago de las costas del procedimiento, orde-

;'t1
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nando su distracción en favor del Lic. Salvador Espinal
Miranda, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par.
te"-,

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
el Banco recurrente propone los siguientes medios de co
sación: Primer Medio: Violación del Artículo 1315 del Có-
digo Civil y falta de base legal. Segundo Medio: Violación
del Artículo 1134 del Código Civil y de los Arts. 3 y 32 de
la Ley de Cheques No. 2859. Tercer Medio: Violación del
Artículo 3 de la Ley de Cheques, en otro aspecto. Cuarto
Medio: Violación del Artículo 1153 del Código Civil;

Considerando, que, en apoyo de sus tres primeros me.
dios de casación, el Banco recurrente expone y alega, en
síntesis, lo que sigue: 1) que la cuenta corriente que tenía
el recurrido Saint-Amand con el Banco recurrente se re-
gía, entre otras reglas, por una estipulación según la cual
cuando Saint Amand recibiera cheques a su favor y los de-
positara en el Banco recurrente no podía Saint Amand dis-
poner del importe de dichos cheques mientras no fueran
hechos efectivos por el Banco a cuyo cargo se hubieran gi-
rado; que, en el caso ocurrente, Saint Amand depositó un .11
cheque a su favor del Sindicato de Poasi por valor de RD-
$6,480 .00, girado sobre la Sucursal del Banco de la calle
Isabel la Católica para los fines de cobro según la estipu-
lación antes expresada; que ese cheque no pudo ser hecho
efectivo en la Sucursal indicada porque el Sindicato I'oasi,
que había tenido provisión de fondos en esa Sucursal, la
había retirado; que, en esas condiciones, la Sucursal del
Banco recurrente en la Avenida Duarte, donde Saint Amand
tenía ubicada su cuenta corriente, no incurrió en falta al-
guna al no pagar los cheques que le giró dicho cliente y
han dado ocasión al presente litigio, ya que su provisión
anterior se había agotado; que, por tanto, la sentencia que
se impugna debe ser casada por fundarse en un hecho que
no ha sido válidamente probado, como es el de que el Bar:-

co recurrente pudo hacer efectivo el cheque del Sindicato
Poasi; para reforzar la provisión a favor de Saint Amand,
violándose así el artículo 1315 del Código Civil; 2) que, poi
lo dicho anteriormente, también ha violado la sentencia
impugnada el artículo 1134 del Código Civil sobre la fuere
za debida a las estipulaciones contractuales, ya que el con-
trato de cuenta corriente entre el Banco y Saint Amand
estipulaba explícitamente la única forma en que podía in-
tegrarse la provisión de Saint Amand cuando lo fuera por
depósito de cheques a su favor; 3) que la sentencia impug-
nada viola también el artículo 3 de la Ley de Cheques, se-
gún el cual "el cheque por sí no transmite la propiedad de
la provisión a favor del tenedor", al considerarse que la
Sucursal del Banco en la Isabel la Católica cometió una
falta al entregar al Sindicato Poasi la suma que éste tenía
depositada a pesar de que Saint Amand tenía un cheque
librado sobre ese depósito; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada son cons-
tantes y no controvertidas las siguientes cuestiones de he-
cho: "a) que el Dr. Hipócrates Saint-Amand J., mantenía
una cuenta de cheque con The Royal Bank of Canada, su-
cursal de la Avenida Duarte; b) que e] día 16 de mayo de
1964, el Dr. Saint-Amand J., tenía en la referida cuenta
un sobre giro ascendente a la suma de RD$598.60; c) que
por acto de Alguacil dé fecha 15 de mayó de 1964 el Es-
tado Dominicano notificó al Banco intimado el levanta-
miento parcial y hasta la concurrencia de RD$10,000. OC
(Diez Mil Pesos Oro), del embargo retentivo que en sus ma-
nos había practicado contra el Sindicato de Trabajadores
Portuarios de Arrimo de Santo Domingo, (POASI); d) que
en fecha 16 del mismo mes y año, el aludido Sindicato ex-
pidió en favor del Dr. Hipócrates Saint Amand J., y con-
tra The Royal Bank of Canada un cheque por la suma de
RD86.480.00 para cubrir los gastos y honorarios médicos
por los servicios prestados por dicho facultativo a sus afi-
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nando su distracción en favor del Lic. Salvador Espinal
Miranda, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par.
te"•

Considerando, que, contra la sentencia que impugna,
el Banco recurrente propone los siguientes medios de ea.
sación: Primer Medio: Violación del Artículo 1315 del Có-
digo Civil y falta de base legal. Segundo Medio: Violación
del Artículo 1134 del Código Civil y de los Arts . 3 y 32 de
la Ley de Cheques No. 2859. Tercer Medio: Violación det
Artículo 3 de la Ley de Cheques, en otro aspecto. Cuarto
Medio: Violación del Artículo 1153 del Código Civil;

Considerando, que, en apoyo de sus tres primeros me.
dios de casación, el Banco recurrente expone y alega, en
síntesis, lo que sigue: 1) que la cuenta corriente que tenía
el recurrido Saint-Amand con el Banco recurrente se re-
gía, entre otras reglas, por una estipulación según la cual
cuando Saint Amand recibiera cheques a su favor y los de-
positara en el Banco recurrente no podía Saint Amand dis-
poner del importe de dichos cheques mientras no fueran
hechos efectivos por el Banco a cuyo cargo se hubieran gi-
rado; que, en el caso ocurrente, Saint Amand depositó un
cheque a su favor del Sindicato de Poasi por valor de RD-
$6,480.00, girado sobre la Sucursal del Banco de la calle
Isabel la Católica para los fines de cobro según la estipu-
lación antes expresada; que ese cheque no pudo ser hecho
efectivo en la Sucursal indicada porque el Sindicato l'oasi,
que había tenido provisión de fondos en esa Sucursal, la
había retirado; que, en esas condiciones, la Sucursal del
Banco recurrente en la Avenida Duarte, donde Saint Amand
tenía ubicada su cuenta corriente, no incurrió en falta al-
guna al no pagar los cheques que le giró dicho cliente y
han dado ocasión al presente litigio, ya que su provisión
anterior se había agotado; que, por tanto, la sentencia que
se impugna debe ser casada por fundarse en un hecho que
no ha sido válidamente probado, como es el de que el Ban-

co recurrente pudo hacer efectivo el cheque del Sindicato
poasi; para reforzar la provisión a favor de Saint Amand,
violándose así el artículo 1315 del Código Civil; 2) que, pot
lo dicho anteriormente, también ha violado la sentencia
; impugnada el artículo 1134 del Código Civil sobre la fuer-.
za debida a las estipulaciones contractuales, ya que el con-
trato de cuenta corriente entre el Banco y Saint Amand
estipulaba explícitamente la única forma en que podía in-
tegrarse la provisión de Saint Amand cuando lo fuera por
depósito de cheques a su favor; 3) que la sentencia impug-
nada viola también el artículo 3 de la Ley de Cheques, se-
gún el cual "el cheque por sí no transmite la propiedad de
]a provisión a favor del tenedor", al considerarse que la
Sucursal del Banco en la Isabel la Católica cometió una
falta al entregar al Sindicato Poasi la suma que éste tenia
depositada a pesar de que Saint Amand tenía un cheque
librado sobre ese depósito; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada son coas-
antes y no controvertidas las siguientes cuestiones de he-

cho: "a) que el Dr. Hipócrates Saint-Amand J., mantenía
una cuenta de cheque con The Royal Bank of Canada, su-
cursal de la Avenida Duarte; b) que el día 16 de mayo de
1964, el Dr. Saint-Amand J., tenía en la referida cuenta
un sobre giro ascendente a la suma de RD$598.60; e) que
por acto de Alguacil de fecha 15 de mayo de 1964 el Es-
tado Dominicano notificó al Banco intimado el levanta-
miento parcial y hasta la concurrencia de RDS10,000.0C
Diez Mil Pesos Oro), del embargo retentivo que en sus ma-

nos había practicado contra el Sindicato de Trabajadores
Portuarios de Arrimo de Santo Domingo, (POASI); d) que
en fecha 16 del mismo mes y año, el aludido Sindicato ex-
pidió en favor del Dr. Hi pócrates Saint Amand J., y con-
tra The Royal Bank of Canada un cheque por la suma de
RDS6,480 . 00 para cubrir los gastos y honorarios médicos
por los servicios prestados por dicho facultativo a sus afi-



DOLETIN JUDICIAL	 3195
3194	 I3OLETIN JUDICIAL

liados y familiares; e) que en la misma fecha el referido
médico depositó ese cheque en la cuenta que mantenía en
el Banco girado, sucursal de la Avenida Duarte; f) que este
Banco acreditó el monto del cheque en la cuenta del depo.
sitante, cubriendo con ese depósito el monto del sobre-giró,
así como pagó algunos cheques que de inmediato emitió el
Dr. Saint-Amand, restando en esa fecha un balance en la

aludida cuenta favorable al depositante y ascendente a la
suma de RD$5,501 .40; g) que contra su cuenta en el Ban-
co apelante incidental el apelante principal giró cheques
por la suma de RD$24.01, en favor de la Corporación Do.
minicana de Electricidad; por RDS83 .65, en favor de los
Laboratorios San Luis, C . por A., y por RD$21 .01 en fa-
vor de la Administración del Acueducto; h) que estos che-
ques fueron presentados al cobro en la mañana del día 18,

de mayo de 1964, siendo rehusado su pago por fa l ta de pro-
visión; i) que en la mañana de ese mismo día POASI ha. j.
bía retirado de The Royal Bank of Canada, los Diez Mili
Pesos que le habían sido desembargados; j) que cerca del`
mediodía de ese día el Banco demandado al mismo tiempo
que devolvió al Dr. Saint-Amand el cheque que en su fa--
vor había librado POASI, le comunicó que se abstuviera
de emitir nuevos cheques; k) que a consecuencia del re-
huso del pago de los cheques referidos, en la clínica del Dr.
Saint-Amand fue susper ¿Tido el servicio de luz y agua, así
como el suministro de medicinas, por las empresas afecta-
das"; que también se da como establecido en dicha sen-
tencia, Cuarto Considerando, que la Sucursal del Banco
de la calle Isabel la Católica tenía conocimiento de que
el Sindicato Poasi había expedido el cheque en favor
Saint Amand y de que ese cheque estaba ya en manos de
la Sucursal donde estaba la cuenta del beneficiario de di-
cho cheque;

Considerando, 1, 2 y 3) que, según consta en el expe-
diente del caso, la demanda que ha dalo origen al presente'
recurso fue intentada contra The Royal Bank of Canada

como propietario tanto de su Sucursal en la Avenida Duar-
te como de su Sucursal en la calle Isabel la Católica, por
las circunstancias del caso reconocidas por el propio Banck:
recurrente, según lo ya resumido; que los jueces del tondo,
para dar por un hecho establecido que el cheque expedido
por el Sindicato Poasi contra la Sucursal del Banco de lo.
calle Isabel la Católica representaba una provisión ya rea-
lizada  contra la cual podía válidamente Saint Amand girar
en la Sucursal de la Avenida Duarte, se apoyó en los si-
guientes motivos: a) que la Sucursal de la calle Isabel la
católica tuvo conocimiento de que, sobre esa provisión, el
Sindicato Poasi había expedido un cheque que no agotaba,
a favor de Saint Amand; b) que ese cheque estaba ya en
poder de la Sucursal de la Avenida Duarte; c) que esta
última Sucursal había reconocido la eficacia de esa pro-.
visión, en provecho de Saint Amand, en su cuenta corrien-
te de la Avenida Duarte, al tomar esa provisión como base,
no sólo para nivelar su cuenta corriente abonando a su ac-
tivo una parte de la provisión a fin de cubrir un sobregiro
que se había producido antes en esa cuenta, sino para pa-
gar dos cheques que expidió Saint Amand después que de-
positó el cheque del Sindicato Poasi y se tuvo conocimienti.
de que el Sindicato Poasi tenía provisión suficiente en la
Sucursal de la calle Isabel la Católica para el pago de ese
cheque; que dadas esas especiales circunstancias, y esos
motivos, esta Suprema Corte estima que los jueces del fon-
do no han incurrido en las violaciones denunciadas por el
Banco recurrente en los medios Primero y Segundo de su
memorial; que, si bien el tenedor de un cheque no puede
considerarse como propietario del valor de la provisión dial
expedidor que al cheque represente por el mero hecho de
la tenencia material del cheque, la situación resulta distin-
ta cuando, como en el caso ocurrente, el cheque es correcto
en la forma, el Banco girado tiene suficiente provisión del
expedidor y la tenencia del cheque ha pasado del poder
del beneficiario al poder del Banco girado, con conocimien.



BOLETIN JUDICIAL	 3195
3194	 BOLETIN JUDICIAL
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Saint Amand y de que ese cheque estaba ya en manos de
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Considerando, 1, 2 y 3) que, según consta en el expe-
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recurso fue intentada contra The Royal Bank of Canad
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recurrente, según lo ya resumido; que los jueces del fondo,
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calle Isabel la Católica representaba una provisión ya rea-
lizada  contra la cual podía válidamente Saint Amand girar
en la Sucursal de la Avenida Duarte, se apoyó en los si-
guientes motivos: a) que la Sucursal de la calle Isabel la
Católica tuvo conocimiento de que, sobre esa provisión, el
Sindicato Poasi había expedido un cheque que no agotaba,
a favor de Saint Amand; b) que ese cheque estaba ya en
poder de la Sucursal de la Avenida Duarte; c) que esta
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visión, en provecho de Saint Amand, en su cuenta corrien-
te de la Avenida Duarte, al tomar esa provisión como base,
no sólo para nivelar su cuenta corriente abonando a su ac- •
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que se había producido antes en esa cuenta, sino para pa-
gar dos cheques que expidió Saint Amand después que de-
positó el cheque del Sindicato Poasi y se tuvo conocimient1.
de que el Sindicato Poasi tenía provisión suficiente en la
Sucursal de la calle Isabel la Católica para el pago de ese
cheque; que dadas esas especiales circunstancias, y esos
motivos, esta Suprema Corte estima que los jueces del fon-
do no han incurrido en las violaciones denunciadas por el
Banco recurrente en los medios Primero y Segundo de su
memorial; que, si bien el tenedor de un cheque no puede
considerarse como propietario del valor de la provisión del
expedidor que al cheque represente por el mero hecho de
la tenencia material del cheque, la situación resulta distin-
ta cuando, como en el caso ocurrente, el cheque es correcto
en la forma, el Banco girado tiene suficiente provisión del
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del beneficiario al poder del Banco girado, con conociznien-



to de ambas entidades, en las manos de cualquiera de s
Sucursales, con el conocimiento del Banco girado; situació
que debe considerarse para un correcto y eficaz funcion
miento de las operaciones bancarias, equivalente a la d
recta presentación dél cheque en la Sucursal girada, tod
salvo sus actuaciones dolosas del beneficiario del chequ
que no consta que hayan ocurrido en el presente caso; que
por todo lo expuesto, los medios primero, segundo y terc_
ro del memorial del Banco recurrente carecen en la espe--
cie, de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que, en el cuarto y último medio de su
memorial, el Banco recurrente alega que la condenación de
que ha sido objeto en la sentencia impugnada, al pago de
intereses legales a partir de la demanda, constituye una
violación del artículo 1153 del Código Civil; pero,

vecho del Lic. Salvador Espinal Miranda, abogado del re-
corrido, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par-
t

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.-- Fernando
E. Ravelo de la Fuente. Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.--
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezaniiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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Considerando, que, según consta en el expediente, ;a
demanda que originó el presente litigio fue intentada con-
tra The Royal Bank of Canadá en su integridad, como pro-
pietario de las dos Sucursales que actuaron en el, caso; que
la condenación a que se refiere el recurrente fue pedida
formalmente por Saint Amand a título de indemnización
complementaria; que, obviamente, al acoger los jueces del
fondo ese pedimento y pronunciarla condenación, lo hicie.
ron en ese concepto; que, en esas condiciones, el cuarto y
último medio del recurso carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por The Royal Bank of Canada contra
la sentencia dictada en fecha 2 de Julio de 1970 por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
merciales, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al Banco recu-
rrente al pago de las costas y ordena su distracción en pro-
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vocho del Lic. Salvador Espinal Miranda, abogado del re-
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
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Considerando, que, según consta en el expediente, .a "11
demanda que originó el presente litigio fue intentada con-
tra The Royal Bank of Canadá en su integridad, como pro-
pietario de las dos Sucursales que actuaron en el caso; que
la condenación a que se refiere el recurrente fue ped-da. _
formalmente por Saint Amand a título de indemnización
complementaria; que, obviamente, al acoger los jueces del
fondo ese pedimento y pronunciarla condenación, lo hicie
ron en ese concepto; que, en esas condiciones, el cuarto y9,,

.,,,,último medio del recurso carece de fundamento y debe ser ` 
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desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por The Royal Bank of Canada contra
la sentencia dictada en fecha 2 de Julio de 1970 por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
merciales, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al Banco recu-
rrente al pago de las costas y ordena su distracción en pro-



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de"i
Macoris ae fecha 30 de abril Ce 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente: Juan Isidro Candelario Cruz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE NOVIEMBBRE DE 1971

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupan', Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes
de noviembre del año 1971, años 128' de la Independencia
y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan
clro Candelario Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero,
chofer, cédula No. 31755, serie 47, residente en la casa
No. 95 de la calle Mella, de la ciudad de San Francisco de
Macorís, contra la sentencia de fecha 30 de abril de 197,,
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ap c

lación de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo será
copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación de fecha 20 de
mayo ae 1971 y levan.aaa en la Secretaria ae la Corte
a.qtra, a requernmento del Doctor Fausto Efrain dei hu-
bario Castillo, abogado, cédula No. 11519, serie 56, actuan-
do a nombre y en representacion del incuipacto Juan isí-
dro Candelaria. Cruz; acta en la que no se invoca ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 451 y 452 del Codigo de Pro-
cedimiento Civil; 200, 202 y 215 del Código de Procedi-
miento Criminal, 1 y 65 de la Ley sobre rrocecumiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en el día
26 de diciembre de 1969 ocurrió un accidente automovi-
lístico en la carretera que conduce a San Francisco de
Macorís, tramo la bomba de Cenoví, resultando lesiona-
dos por la camioneta, placa No. 82532, Agustín Antonio
Jiménez y José Ramón Jiménez; b) que dicha camioneta se
introdujo en un colmado propiedad de Filomena Peña; e)
que la referida camioneta estaba manejada por Juan Isi-
dro Candelario Cruz, quien fue sometido a la acción de
la justicia represiva, prevenido del delito de violación a
la Ley No. 241 de Tránsito de Vehículos de 1967, en per-
juicio de los antedichos lesionados; d) que del caso ocu-
rrente fue apoderada por el Ministerio Público la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Duarte, la que en el curso de la ventila-
ción de la causa dictó, en fecha 7 de octubre de 1970 y en
atribuciones correccionales, una sentencia incidental, cuyo
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: En cuanto al
hecho que nos ocupa el Juez se encuentra debidamente
edificado por lo cual la sentencia anterior que ordenó la
citación del testigo Juan Méndez Ramírez y ordena la con-
tinuación de la causa con la audición de los agraviados y
Prevenidos; todo esto después de haber hecho una inspec-
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Macorís, tramo la bomba de Cenoví, resultando lesiona-
dos por la camioneta, placa No. 82532, Agustín Antonio
Jiménez y José Ramón Jiménez; b) que dicha camioneta se
introdujo en un colmado propiedad de Filomena Peña; c)
que la referida camioneta estaba manejada por Juan Isi-
dro Candelario Cruz, quien fue sometido a la acción de
la justicia represiva, prevenido del delito de violación a
la Ley No. 241 de Tránsito de Vehículos de 1967, en per-
juicio de los antedichos lesionados; d) que del caso ocu-
rrente fue apoderada por el Ministerio Público la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Duarte, la que en el curso de la ventila-
ción de la causa dictó, en fecha 7 de octubre de 1970 y en
atribuciones correccionales, una sentencia incidental, cuyo
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: En cuanto al
hecho que nos ocupa el Juez se encuentra debidamente
edificado por lo cual la sentencia anterior que ordenó la
citación del testigo Juan Méndez Ramírez y ordena la con-
tinuación de la causa con la audición de los agraviados y
Prevenidos; todo esto después de haber hecho una inspec-
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cción del lugar del hecho y oír la declaración de la testi,
Filomena Peña, ordenando la revocación de la senten:ii
anterior en cuanto a la audición del testigo Méndez Ramí-
rez, ya que éste no obstante los diversos requerimientos
que se les han hecho no ha sido citado, y en audiencia. an-
terior el abogado del prevenido se comprometió fo rmal-
mente en el mismo lugar del hecho a traer dicho testigo
y no ló ha hecho, además de tener el Juez una completa
edificación sobre el accidente"; e) que sobre recurso de
apelación interpuesto por el inculpado Juan Isidro Cande-
lario Cruz, intervino la sentencia ahora impugnada, la que
contiene el diSpositivo que dice así: "Falta: Prinilero: De-
clara bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el prevenido Juan Isidro Can-
delaria por estar ajustado a la Ley; Segundo: En cuanto al
fondo, se rechaza el recurso de apelación del prevenido por
no ser dicha sentencia susceptible de apelación; Tercero:
Rechaza las conclusiones de la parte civil por improceden-
tes e infundadas; Cuarto: Confirma en todas sus partes la
sentencia recurrida; Quinto: Compensa las costas";

Considerando que la Corte a-qua para justificar ay
sentencia impugnada en la presente instancia, expresa que
"las sentencias que ordenan una medida de instrucción, no
tienen, en principio, el carácter de interlocutorias sino pre-
paratorias"; que una sentencia que ordene un traslado al
lugar de los hechos, sea oír testigos, en nada prejuzga el
fondo del asunto"; "que los tribunales pueden rechazar
cualquier medida de instrucción, o pueden revocar cual-
quier medida ya dictada, en el primer caso, si se encuen-
tran debidamente edificados o pueden edificarse con la pol:-
deración de otros elementos de prueba o en el segund
caso, o seá revocar una medida ya dictada, dando motive.;
que justifiquen, como en el caso . que nos ocupa, esa revo-
cación"; "que el Juez a-quo revocó la sentencia en cuanto
a la audición del testigo Juan Méndez Ramírez en el lugal
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de los hechos, porque descendió en dos oportunidades y el
testigo no compareció y en la últimfa oyo la testigo Filo-
/nena Peña, quedando en consecuencia cubierto el móvil
del descenso, es decir, una mejor sustanciación"; "que
consta en el expediente que el abogado de la derensa del
prevenido se comprometió, cuando la causa se reenvió por
primera vez en el lugar de los hechos, a llevar al testigo
Méndez a la próxima audiencia, cosa que no hizo"; "que
en otro orden de ideas, la avocación procede cuando el
tribunal de apelación revoca la sentencia apelada por vio.
ladón no reparada de las formas prescritas por la ley, que
la Corte entiende que no procede revocar la sentencia ape-
lada sino confirmarla y en consecuencia no procede avo-
car el fondo";

Considerando que en defintiva lo ocurrido en la espe-
cie fue que el juez de primer grado después de realizado el
traslado a los lugares, estimó innecesario para su edifica-
ción disponer una nueva audición del testigo que había
sido propuesto, lo cual estaba dentro de sus facultades so-
beranas de apreciación; que al decidirlo así, y al confirmar
la Corte a-qua ese criterio no ha incurrido en vicio algu-
no que invalide el fallo dictado, ya que éste, no obstante
los motivos dados, está justificado;

~ Considerando que examinada en sus demás aspectos,
-'11 sentencia impugnada no contiene, en lo que respecta al

interés del inculpado, vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el inculpado Juan Isidro Candela-
do Cruz, contra la sentencia de fecha 30 de abril de 1970,
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha

t1:

sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Se-

gau1penales.
 Condena al precitado recurrente al pago de las cos-

: ;1
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cción del lugar del hecho y oír la declaración de la testils.,
Filomena Pena, ordenando la revocación de la sentene;
anterior en cuanto a la audición del testigo Méndez Ramí-
rez, ya que éste no obstante los diversos requernmentc,
que se les han hecho no ha sido citado, y en auaiencia an,
tenor el abogado del prevenido se comprometió formal_
mente en el mismo lugar del hecho a traer dicho testigo
y no la ha hecho, además de tener el Juez una completa
edificación sobre el accidente"; e) que sobre recurso de
apelación interpuesto por el inculpado Juan Isidro Cande-
laria Cruz, intervino la sentencia ahora impugnada, la que
contiene el diSpositivo que dice así: "Falla: Primero: De-
clara bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el prevenido Juan Isidro Can-
delaria por estar ajustado a la Ley; Segundo: En cuanto al
fondo, se rechaza el recurso de apelación del prevenido por
no ser dicha sentencia susceptible de apelación; Tercero:
Rechaza las conclusiones de la parte civil por improceden-
tes e infundadas; Cuarto: Confirma en todas sus partes la
sentencia recurrida; Quinto: Compensa las costas";

Considerando que la Corte a-qua para justificar su,
sentencia impugnada en la presente instancia, expresa que:'
"las sentencias que ordenan una medida de instrucción, no
tienen, en principio, el carácter de interlocutorias sino pre-
paratorias"; que una sentencia que ordene un traslado al
lugar de los hechos, sea oír testigos, en nada prejuzga el
fondo del asunto"; "que los tribunales pueden rechazar
cualquier medida de instrucción, o pueden revocar cual-
quier medida ya dictada, en el primer caso, si se encuen-
tran debidamente edificados o pueden edificarse con la pon-
deración de otros elementos de prueba o en el segundo
caso, o sea. revocar una medida ya dictada, dando motivos
que justifiquen, como en el caso , que nos ocupa, esa revo-
cación"; "que el Juez a-quo revocó la sentencia en cuanto
a la audición del testigo Juan Méndez Ramírez en el lugar

de los hechos, porque descendió en dos oportunidades y el
testigo no compareció y en la última oyo la testigo Filo-
"nena Peña, quedando en consecuencia cubierto el móvil
del descenso,	 es decir, una mejor sustanciación"; "que
consta en el expediente que el abogado de la cletensa, del
prevenido se comprometió, cuando la causa se reenvió por
primera vez en el lugar de los hechos, a llevar al testigo
Méndez a la próxima audiencia, cosa que no hizo"; "que
en otro orden de ideas, la avocación procede cuando el
tribunal de apelación revoca la sentencia apelada por vio.
lación no reparada de las formas prescritas por la ley, que
la Corte entiende que no procede revocar la sentencia ape-
lada sino confirmarla y en consecuencia no procede avo-
car el

Considerando que en defintiva lo ocurrido en la espe-
cie fue que el juez de primer grado después de realizado el
traslado a los lugares, estimó innecesario para su edifica-
ción disponer una nueva audición del testigo que había
sido propuesto, lo cual estaba dentro de sus facultades so-
beranas de apreciación; que al decidirlo así, y al confirmar
la Corte a-qua ese criterio no ha incurrido en vicio algu-
no que invalide el fallo dictado, ya que éste, no obstante
los motivos dados, está justificado;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
sentencia impugnada no contiene, en lo que respecta al

terés del inculpado, vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el inculpado Juan Isidro Candela-
rio Cruz, contra la sentencia de fecha 30 de abril de 1970,
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Se-

tglia sn penales.
	 al precitado recurrente al pago de las cos-
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernanuo
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama	 Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquiel
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar,—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia:— Ernesto Curiel hijo
Secretario General. 	 _1

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, \:
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 24 DE NOVIEMBRE DEL 19'71

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha
21 de septiembre de 1970.

Materia: Tierras.

. 411fr-Recurrente: La Alfredo Bordas y Co., C. por A.
Abogado: Dr. Víctor E. Almonte Jiménez.

Recurrido: Ayuntamiento del Municipio de Puerto Plata.
Abogado: Dr. Mario Estrada M.

_

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justic i a, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24 de Noviembre
del año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Al-
fredo Bordas y Co., C. por A., domiciliada en la casa No.
4 de la calle "12 de Julio", de la ciudad de Puerto Plata,
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras del 21
de septiembre del 1970, dictada en relación con la Parcela
N-0. 260 del Distrito Catastral No. 9 del municipio de
Puerto Plata, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernanac,
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama .— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,-
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 37_,

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene.
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE NOVIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha
21 de septiembre de 1970.

Materia: Tierras.

Recurrente: La Alfredo Bordas y Co., C. por A.
Abogado: Dr. Víctor E. Almonte Jiménez.

Recurrido: Ayuntamiento del Municipio de Puerto Plata.
Abogado: Dr. Mario Estrada M.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24 de Noviembre
del año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Al-
fredo Bordas y Co., C. por A., domiciliada en la casa No.
4 de la calle "12 de Julio", de la ciudad de Puerto Plata,
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras del 21
de septiembre del 1970, dictada en relación con la Parcela
No. 260 del Distrito Catastral No. 9 del municipio de
Puerto Plata, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Visto el memorial de defensa suscrito el 16 de emito
del 1971 por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 84 de la Ley de Registro de
Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Cons:derando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a)
que con motivo del saneamiento de la Parcela No. 26U
del Distrito Catastral No. 9 del Municipio de Puerto Plata,2:.
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictó una''
sentencia el 1ro. de diciembre del 1969, cuyo dispositivo
aparece inserto en el de la ahora impugnada; b) que con
motivo del recurso de apelación interpuesto por la Alfredo'
Bordas y Co., C. por A., intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA 1ro. Recha-
zar, como por la presente se rechaza, por improcedente y
mal fundada, la apelación interpuesta en fecha 18 del mes

de Diciembre del año 1969, por el Dr. Víctor Almonte Ji-
ménez, a nombre y representación de Alfredo Bordas y Co.,
c . por A., contra la Decisión No. 1 del Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original, de fecha lro. de Diciembre
de 1969, en relación con la Parcela No. 260 del D. C.
\b . 9 del Municipio de Puerto Plata.— 29— Confirmar,
como por la presente se confirma, en todas sus partes, la
sentencia agraviada, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Par-
cela Número 260 .— Area: 11 Has.— 07 As. 29 Cas 	 Pri-
mero: Que debe acoger, como al efecto acoge, en todas sus
partes, las conclusiones contenidas en el escrito de fecha
27 de junio de 1969, del Doctor Mario Estrada Martínez,
quien actúa a nombre y representación del Han. Ayunta-
miento del Municipio de Puerto Plata, por ser justas y re-
posar en prueba legal .— Segundo: Que debe acoger, como
al efecto acoge, en parte, las conclusiones contenidas, en
el escrito de fecha 25 de julio de 1969, sometido a este
Tribunal, por el Doctor Víctor E. Almonte Jiménez, a nom-
bre y representación de la Alfredo Bordas & Co., C. por
A.-- Tercero: Que debe adjudicar, como al efecto adju-
dica, la totalidad de esta parcela, libre de gravámenes, en
la siguiente forma y proporción: a) La cantidad de 09 hec-
táreas, 43 áreas, 29 centiáreas, equivalentes a 150 tareas na-
cionales, en favor del Honorable Ayuntamiento del Munici-
pio de Puerto Plata, haciéndose constar, que las mejoras fo-
mentadas en esta porción, son nropiedad exclusiva, de Al.
fredo Bordas & Co., C. por A. , Compañía Organizada de
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su
domicilio social en esta ciudad de Puerto Plata, y regidas
por la parte in-fine del artículo 555, del Código Civil, or-
denando este Tribunal, la rescisión del Contrato de arren-
damiento, intervenido entre la Alfredo Bordas & Co., C.
Por A . , y el Honorable Ayuntamiento del Municipio de
Puerto Plata, de fecha 28 de marzo del 1952, por causa de.
utilidad públ ica, y de conform i dad con el Art. 76 de la
ley de Organización Municipal, Gaceta Oficial No. 75-21,

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ra_

fael Rodríguez Peguero, cédula No. 16935, serie lra., en
representación del Dr. Víctor E. Almonte Jiménez, cédula
No. 39782, serie ira., abogado de la Compañía recu-
rrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. René
Mueses Henríquez, cédula No. 23188, serie 1ra., en re-
presentación del Dr. Mario Estrada M., cédula No. 10226,
serie 37, abogado del recurrido, que es el Ayuntamiento
del municipio de Puerto Plata;

Oído el dictamen del Procurador General de la Re-
pública;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, el 2 de diciembre de 1970, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Ra..

fael Rodríguez Peguero, cédula No. 16935, serie lra., en
representación del Dr. Víctor E. Almonte Jiménez, cédula
No. 39782, serie 1.ra., abogado de la Compañía rece.
rrente;	 :1

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. René
Mueses Henríquez, cédula No. 23188, serie 1ra., en re-
presentación del Dr. Mario Estrada M., cédula No. 10226,
serie 37, abogado del recurrido, que es el Ayuntamiento
del municipio de Puerto Plata;

Oído el dictamen del Procurador General de la Re
pública;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, el 2 de diciembre de 1970, en el cual se
proponen _los medios que se indican más adelante; 	 s

Visto el memorial de defensa suscrito el 16 de enero
del 1971 por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 84 de la Ley de Registro de
Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a)
que con motivo del saneamiento de la Parcela No. 260.
del Distrito Catastral No. 9 del Municipio de Puerto Plata,
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictó una
sentencia el 1ro. de diciembre del 1969, cuyo dispositivo ;..
aparece inserto en el de la ahora impugnada; b) que con
motivo del recurso de apelación interpuesto por la'Alfredo
Bordas y Co., C. por A., intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA 1ro.
zar, como por la presente se rechaza, por improcedente y
mal fundada, la apelación interpuesta en fecha 18 del mes

de Diciembre del año 1969, por el Dr. Víctor Almonte Ji-
ménez, a nombre y representación de Alfredo Bordas y Co . ,
c . por A., contra la Decisión No. 1 del Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original, de fecha 1ro. de Diciembre
de 1969, en relación con la Parcela No. 260 del D. C.
No . 9 del Municipio de Puerto Plata.— 2 9— Confirmar,
como por la presente se confirma, en todas sus partes, b
sentencia agraviada, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Par-
cela Número 260 .— Area: 11 Has .— 07 As. 29 Cas.— Pri-
mero: Que debe acoger, como al efecto acoge, en todas sus
partes, las conclusiones contenidas en el escrito de fecha
27 de junio de 1969, del Doctor Mario Estrada Martínez,
quien actúa a nombre y representación del Hon. Ayunta-
miento del Municipio de Puerto Plata, por ser justas y re-
posar en prueba legal.— Segundo: Que debe acoger, como
al efecto acoge, en parte, las conclusiones contenidas, en
el escrito de fecha 25 de julio de 1969, sometido a este
Tribunal, por el Doctor Víctor E. Almonte Jiménez, a nom-
bre y representación de la Alfredo Bordas & Co., C. por
A.— Tercero: Que debe adjudicar, como al efecto adju-
dica, la totalidad de esta parcela, libre de gravámenes, en
la siguiente forma y proporción: a) La cantidad de 09 hec-
táreas, 43 áreas, 29 centiáreas, equivalentes a 150 tareas na-
cionales, en favor del Honorable Ayuntamiento del Munici-
pio de Puerto Plata, haciéndose constar, que las mejoras fo-
mentadas en esta porción, son propiedad exclusiva, de Al-
fredo Bordas & Co , C. por A . , Compañía Organizada de
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su
domicilio social en esta ciudad de Puerto Plata, y regidas
por la parte in-fine del artículo 555, del Código Civil, or-
denando este Tribunal, la rescisión del Contrato de arren-
damiento, intervenido entre la Alfredo Bordas & Co., C.
por A., y el Honorable Ayuntamiento del Municipio de
Puerto Plata, de fecha 28 de marzo del 1952, por causa de
utilidad púb l ica, y de conform ; dad con el Art. 76 de la
léy de Organización Municipal, Gaceta Oficial No. 75-21,
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de fecha 21 de Diciembre de 1952; y b) El resto de esta'
parcela, o sea la cantidad de 01 hectáreas, 64 áreas, 00
centiáreas, equivalentes a 26.07 tareas nacionales, a favor
de la Alfredo Bordas & Co., C. por A., con todas sus
joras, debidamente delimitadas en la parte Oeste de la
parcela, donde se encuentra ubicada una casa de madera,
techada de zinc y pisos de madera, con sus dependencias
y anexidades. Esta porción está delimitada por una divi.
sión de alambres de púas.— Se ordena al Secretario del
Tribunal de Tierras, que una vez recibidos los planos de -
finitivos de esta parcela, expida el correspondiente Decre-
to de Registro de conformidad con los términos de la pre-
sente sentencia";

Considerando que la Compañía recurrente ha pro pues-
to como único medio de casación la violación del derecho
de defensa;

Considerando, que la recurrente alega en el único
dio de su memorial lo siguiente: que en sus conclusiones
ante el Tribunal Superior de Tierras expresó categórica-
mente que "hacía suyas todas las razones dadas en su es.
crito de defensa del 25 de julio de 1969, incluyendo las
conclusiones del mismo"; que en esas conclusiones pidió
expresamente que se ordenara la superposición de los pla-
nos de la mensura ordinaria, levantados por el Agrimen-
sor Alfredo Ginebra, sobre el plano catastral de la Parcela
en discusión; que en dicho escrito se presentaron quince
pedimentos que no fueron contestados por los Jueces de
Jurisdicción Original; que ni el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original ni el Tribunal Superior de Tierras die-
ron motivos en sus sentencias para rechazar la medida de
instrucción solicitada por la recurrente; pero,

que se desprende de su exposición de fecha 25 de mayo de
1970, depositada en la audiencia celebrada por este Tri-
bunal en esa misma fecha, en la cual alega que "por ra-
zones que obran en el escrito de defensa de la Alfredo
Bordas & Co., C. por A., de fecha 25 de julio de 1969, que
obra en el expediente; por las razones que figuran en su
apelación motivada; Alfredo Bordas & Co., C. por A.,
concluye: 19 Que sea. Revocada en todas sus partes la De-
cisión N9 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi-
nal, de fecha 1ro. de Diciembre de 1969, sobre la Parcela
260 del D. C. N9 29 del Municipio de Puerto Plata; Se-
gundo: Y que obrando por contrario imperio, este Tribunal
Superior de Tierras, adjudique la mencionada parcela, con
todas sus mejoras, a favor de la concluyente". Que esas
conclusiones y la razón de que la apelante no depositara
ningún escrito posterior en relación con recurso, ha obli-
gado a este Tribunal a hacer un análisis de los motivos
contenidos en la decisión agraviada, ya que tampoco en
el acta de apelación levantada ante el Secretario dei Tri.
bunal de Tierras de Puerto Plata, en fecha 18 de Diciem-
bre de 1969, se desarrollan los argumentos de ese recurso,
y. que el compareciente se limitó a declarar que el Juez
a-quo hizo una mala aplicación del derecho y que los ar-
gumentos de esa impugnación serían desarrollados en su
oportunidad; "y, que en efecto, analizando la Decisión im-
pugnada, este Tribunal ha podido comprobar que el Juez
a-quo al amparo de las pruebas que fueron aportadas en
su ponderación y de los argumentos desarrollados por los
interesados, hizo una buena apreciación de los hechos y
una correcta aplicación de la Ley, por lo cual procede por
adopción de motivos sin necesidad de reproducirlos, con-
firmar en todas sus partes la Decisión de primer grado,
Quedando rechazada como consecuencia la apelación inter-
puesta contra esa sentencia por la Alfredo Bordas & Co.,
C . por A., en fecha 18 de Diciembre de 1969";

*e
Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-

presa lo siguiente: "que en síntesis, la Compañía apelante
invoca en apoyo de su reclamación los mismos argumentos
que hizo valer ante el Juez de Jurisdicción Original, cosa1..

...
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de fecha 21 de Diciembre de 1952; y b) El resto de esta
parcela, o sea la cantidad de 01 hectáreas, 64 áreas, 00
centiáreas, equivalentes a 26.07 tareas nacionales, a favor
de la Alfredo Bordas & Co., C. por A., con todas sus nv..
joras, debidamente delimitadas en la parte Oeste de la
parcela, donde se encuentra ubicada una casa de madera,
techada de zinc y pisos de madera, con sus dependencias''
y anexidades. Esta porción está delimitada por una divi-
sión de alambres de púas .— Se ordena al Secretario del
Tribunal de Tierras, que una vez recibidos los planos de-
finitivos de esta parcela, expida el correspondiente Decre-
to de Registro de conformidad con los términos de la prc-
sente sentencia";

Considerando que la Compañía recurrente ha propues-
to como único medio de casación la violación del derecho PI

de defensa;
Considerando, que la recurrente alega en el único me-

dio de su memorial lo siguiente: que en sus conclusiones
ante el Tribunal Superior de Tierras expresó categórica-
mente que "hacía suyas todas las razones dadas en su es•
crito de defensa del 25 de julio de 1969, incluyendo las
conclusiones del mismo"; que en esas conclusiones pidió
expresamente que se ordenara la superposición de los pla-
nos de la mensura ordinaria, levantados por el Agrimen-
sor Alfredo Ginebra, sobre el plano catastral de la Parcela
en discusión; que en dicho escrito se presentaron quince
pedimentos que no fueron contestados por los Jueces de
Jurisdicción Original; que ni el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original ni el Tribunal Superior de Tierras die-
ron motivos en sus sentencias para rechazar la medida de
instrucción solicitada por la recurrente; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se es-
presa lo siguiente: "que en síntesis, la Compañía apelante
invoca en apoyo de su reclamación los mismos argumentos
que hizo valer ante el Juez de Jurisdicción Original, cosa
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que se desprende de su exposición de fecha 23 de mayo de
1970, depositada en la audiencia celebrada por este Tri-
bunal en esa misma fecha, en la cual alega que "por ra-
zones que obran en el escrito de defensa de la Alfredo
Bordas & Co., C. por A., de fecha 25 de julio de 1969, que
obra en el expediente; por las razones que figuran en su
apelación motivada; Alfredo Bordas & Co., C. por A .,
concluye: 1 9 Que sea Revocada en todas sus partes la De-
cisión N9 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi-
nal, de fecha lro. de Diciembre de 1969, sobre la Parcela
260 del D. C. No 29 del Municipio de Puerto Plata; Se-
gundo: Y que obrando por contrario imperio, este Tribunal
Superior de Tierras, adjudique la mencionada parcela, mi
todas sus mejoras, a favor de la concluyente". Que esas
conclusiones y la razón de que la apelante no depositara
ningún escrito posterior en relación con recurso, ha obli-
gado a este Tribunal a hacer un análisis de los motivos
contenidos en la decisión agraviada, ya que tampoco en
el acta de apelación levantada ante el Secretario del Tri-
bunal de Tierras de Puerto Plata, en fecha 18 de Diciem-
bre de 1969, se desarrollan los argumentos de ese recurso,

que el compareciente se limitó a declarar que el Juez
a-quo hizo una mala aplicación del derecho y que los ar-
gumentos de esa impugnación serían desarrollados en su
oportunidad; "y, que en efecto, analizando la Decisión im-
pugnada, este Tribunal ha podido comprobar que el Juez
a-quo al amparo de las pruebas que fueron aportadas en
su ponderación y de los argumentos desarrollados por los
interesados, hizo una buena apreciación de los hechos y
una correcta aplicación de la Ley, por lo cual procede por
adopción de motivos sin necesidad de reproducirlos, con-
firmar en todas sus partes la Decisión de primer grado,
quedando rechazada como consecuencia la apelación inter-
puesta contra esa sentencia por la Alfredo Bordas & Co.,
C . por A en fecha 18 de Diciembre de 1969";
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Considerando, que, en efecto, el examen de la semei,_

cia impugnada revela que en ella consta que la apelante
Alfredo Bordas & Co., C. por A., presentó ante el Tri.
bunal Superior de Tierras las siguientes conclusiones: "Que
sea revocada en todas sus partes la Decisión N9 1 del Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha 1 de
Diciembre de 1969, sobre la Parcela No. 260, del D. c.
No. 9, Sitio de San Marcos, Municipio de Puerto Plata,
Segundo: Y que obrando por contrario imperio, este
r.orable Tribunal Superior de Tierras, adjudique la men.:
cionada parcela con todas sus mejoras, en favor de la con--,1
cluyente; Tercero: Solicitando formalmente un plazo de 130..,
días, a partir de la transcripción de las notas esterotIrá:'
ficas de esta audiencia, para hacer una ampliación (le sus
medios de defensa"; que el Tribunal le concedió un plazo
de 30 días para depositar un escrito ampliativo de esas
conclusiones, que fue prorrogado por veinte días más; que
también consta en dicha sentencia que la apelante no de-
positó ningún escrito en el plazo que le fue concedido; que,
por tanto, el Tribunal a-quo no incurrió en su sentencia,
como lo alega ahora la recurrente, en la violación de su de-
recho de defensa ya que dicha compañía no reiteró es peci-
ficamente los pedimentos presentados en jurisdicción ori-
ginal;	 111

Considerando, en cuanto al alegato de la compañia
recurrente de que solicitó la superposición de los planos de
la mensura ordinaria practicada en la parcela en discusión
sobre el plano catastral; que en la sentencia de jurisdic-
ción Original se expresa al respecto lo siguiente: "que res
pecto a lo señalado por la Alfredo Bordas y Co., C. pk.

A., por vía de su abogado, Dr. Víctor Almonte Jiménez
de que se superponen los dos planos, el de Mensura Ordi-
naria y el Catastral, se comprobaría que la porción más
pequeña del plano ordinario, corresponde en configuración
idéntica, a la parcela de que se trata, así como también a
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,u extensión superficial, caso este que es insólito, habida
;tienta de que no es cierto, porque el Tribunal ha podio()
comprobar tal superposición de ambos planos, y en ningún
momento, existe la referida identificación mencionada pre-
cedentemente, por parte de la Alfredo Bordas y Co., C .
por A . , representada por su Abogado Dr. Víctor Almonte
Jiménez, porque la misma se refiere a otros terrenos que
tiene la Alfredo Bordas y Co., C. por A., en el sitio de
San Marcos; que como medida de instrucc:ón, la referida
Compañía, ha solicitado también a este Tribunal, que an
tes de hacer derecho, sobre el fondo del asunto que nos ocu-
pa ordenéis corno medida previa, la superposición de los
planos de Mensura Ordinaria y Catastral, por parte de un
técnico de la Dirección General de Mensuras Catastrales,
lo que el Tribunal considera fuera de lugar, ya que el
Juez que suscribe, comprobó que los dos planos son dis-
tintos, aunque coinciden más o menos en su área o canti-
dad";

Considerando, que como por la sentencia impugnada
se confirmo, con adopción de motivos, la sentencia de ju-
risdicción Original, es evidente, que el Tribunal a-quo, den-
tro de sus poderes de revisión examinó el caso, inclusive
lo relativo a la superposición de planos planteada ante el
Juez de Jurisdicción Original, por todo lo cual el medio úni-
co del recurso carece de fundamento y debe ser clesesti •
mado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Alfredo Bordas y Co., C. por
A., contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras dic
tada en fecha 21 de Septiembre del 1970, en relación con
la Parcela No 260 del Distrito Catastral No. 9 del Muni-
cipio de Puerto Plata, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recu-rrente al pago de las costas, con distracción en favor del
Dr. Mario Estrada M., abogado de la parte recurrida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.
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bunal de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha 1 de
Diciembre de 1969, sobre la Parcela No. 260, del D. C.
No. 9, Sitio de San Marcos, Municipio de Puerto Plata
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ficas de esta audiencia, para hacer una ampliación de sus
medios de defensa - ; que el Tribunal le concedió un plazo
de 30 días para depositar un escrito ampliativo de esas
conclusiones, que fue prorrogado por veinte días más; que
también consta en dicha sentencia que la apelante no de-
positó ningún escrito en el plazo que le fue concedido; que,
por tanto, el Tribunal a-quo no incurrió en su sentencia,
como lo alega ahora la recurrente, en la violación de su de-
recho de defensa ya que dicha compañía no reiteró es pecí-
ficamente los pedimentos presentados en jurisdicción ori-
ginal;

Considerando, en cuanto al alegato de la compañía
recurrente de que solicitó la superposición de los planos de
la mensura ordinaria firacticada en la parcela en discusión
sobre el plano catastral; que en la sentencia de jurisdic-
ción Original se expresa al respecto lo siguiente: "que res-
pecto a lo señalado por la Alfredo Bordas y Co., C. pea
A , por vía de su abogado, Dr. Víctor Almonte Jiménez,
de que se superponen los dos planos, el de Mensura Ordi-
naria y el Catastral, se comprobaría que la porción más
pequeña del plano ordinario, corresponde en configuración
idéntica, a la parcela de que se trata, así como también a

su extensión superficial, caso este que es insólito, habida
cuenta de que no es cierto, porque el Tribunal ha podido
comprobar tal superposición de ambas planos, y en ningún
momento, existe la referida identificación mencionada pre-
ceden teniente, por parte de la Alfredo Bordas y Co., C.
por -A., representada por su Abogado Dr. Víctor Almonte
Jiménez, porque la misma se refiere a otros terrenos que
tiene la Alfredo Bordas y Co., C. por A ., en el sitio de
san Marcos; que como medida de instrucc:ón, la referida
Compañía, ha solicitado también a este Tribunal, que an
tes de hacer derecho, sobre el fondo del asunto que nos ocu-
pa ordenéis como medida previa, la superposición de los
planos de Mensura Ordinaria y Catastral, por parte de un
técnico de la Dirección General de Mensuras Catastrales,
lo que el Tribunal considera fuera de lugar, ya que el
Juez que suscribe, comprobó que los dos planos son dis-
tintos. aunque coinciden más o menos en su área o canti-
dad";

Considerando, que como por la sentencia impugnada
se confirmo, con adopción de motivos, la sentencia de ju-
risdicción Original, es evidente, que el Tribunal a-quo, den-
tro de sus poderes de revisión examinó el caso, inclusive
lo relativo a la superposición de planos planteada ante el
Juez de Jurisdicción Original, por todo lo cual el medio úni-
co del recurso carece de fundamento y debe ser desesti
mado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Alfredo Bordas y Co., C. por
A., contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras die-
tada en fecha 21 de Septiembre del 1970, en relación con
la Parcela No 260 del Distrito Catastral No. 9 del Muni-
cipio de Puerto Plata, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recu-rrente al pago de las costas, con distracción en favor del
Dr. Mario Estrada M., abogado de la parte recurrida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

itt
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(Firmados) .— Fernando E. Ravelo de la Fuente.,
Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.„
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.„
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, S.
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo. ) Ernesto Curiel hijo.

,LtiTlilsíCIA DE FECHA 24 DE NOVIEMBRE DEL 1971

.;,enten cia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 6 c?e octubre de 1970.

Materia: Confiscaciones.

Recurrente: La Corporación Dominicana de Empresas Estatales.
Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo.

Recurrido: Amelia Margarita Paiewonsky de Gómez.
Abogado: Lic. Héctor Sánchez Morcelo.

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manue:
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Preidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergé-;
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ru-
j o Carbuccia, y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 24 de Noviembre del año 1971, años 128' de la
Independencia y 109' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cor-
poración Dominicana de Empresas Estatales, entidad crea-
da por la ley No. 289 del año 1966, con domicilio en esta
ciudad, contra la sentencia dictada el 6 de octubre de 1970,
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus atri-
buciones civiles y cuyo dispositivo se copia más adelante;



"SENTENCIA DE FECHA 24 DE NOVIEMBRE DEL 1971

sentencia, impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha

materia: Confiscaciones.

Recurrente: La Corporación Dominicana de Empresas Estatales.
abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo.

Recurrido: Amelia Margarita Paiewonsky de Gómez.
Abogado: Lic. Héctor Sánchez Morcelo.

de octubre de 1970.
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Independencia y 109' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cor-
poración Dominicana de Empresas Estatales, entidad crea-
da por la ley No. 289 del año 1966, con domicilio en esta
ciudad, contra la sentencia dictada el 6 de octubre de 1970,
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus atri-
buciones civiles y cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oiao al Lic. Freday Prestol Castillo, cédula 8401,

rie lra., abogado de la Corporación recurrente, en la
tura de sus conclusiones;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por su abogado, depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia el día 17 de noviembre de 1970,
y en el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, susentc
por su abogado, Lic. H. Sánchez Morcelo, cédula 20221,
serie 1, recurrida que esl Amelia Margarita Paiewonsky
Batlle de Gómez, dominicana, mayor de edad, casada, cé-,;,,
dula 59197, serie 1, domiciliada en la casa No. 10 de la
calle Ramón Santana de esta ciudad;

Visto el escrito de ampliación de la recurrida de fecha-li:,
22 de junio de 1971, firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 22 de noviembre del
corriente año 1971, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia por medio del cual llama a les
Magistrados Manuel A . Amiama, Francisco Elpidio Bera!
y José A. Paniagua Mateo, Jueces de este Tribunal, para

integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deii-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente que se mencionan más adelante, y los Arts. 1 y 6-.)
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: "a) que, con moj.-1,.;
tivo de un procedimiento de embargo retentivo perseguidoV,
por la actual recurrida contra la Corporación recurrente,
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscr iP-

,a del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
;ial dicté en fecha 11 de enero de 1968 una sentencia vali-
datoria cuyo dispositivo aparece más adelante, inserto en
el de la ahora impugnada; b) que, sobre apelacion de la
corporación embargada, la Corte de Apelación de Santo
Domingo, dictó el día 5 de agosto de 1969, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido en cuanto a la forma, por haber sido hecho
de acuerdo con las prescripciones legales que regulan la
materia, el recurso de apelación interpuesto por la Corpo-
ración Dominicana de Empresas Estatales (CORDE), con-
tra sentencia dictada en fecha 11 de enero de 1968, por la
Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nac_onal, la
cual contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero:
Condena a la Corporación Dominicana de Empresas Esta-
tales (Corde), parte demandada a pagar a Amelia Marga-
rita Paiewonsky Batlle de Gómez, demandante, la suma de
Setenticinco Mil Pesos Oro (RD$75,000.00) moneda de cur-
so legal, en la cual ha sido evaluado su crédito, más los
intereses de dicha suma calculados a partir de la fecha de
la demandada; Segundo: Declara bueno y válido el procedi-
miento de embargo retentivo u oposición trabado en fecha
25 de septiembre de 1967 por Amelia Margarita Paiewonsky
Batlle de Gómez, parte demandante, contra la Corporación
Dominicana de Empresas Estatales (Corde), parte deman-
dada y en manos de The Royal Bank of Canada, The Bank
of Nova Scotia, The Chasse Manhattan Bank, Banco de Re-
servas de la República Dominicana y First National City
Bank, según acto precedentemente enunciado; Tercero:
Ordena a los referidos terceros embargados pagar en ma-
no de la demandante Amelia Margarita Paiewonsky Batlle
de Gómez, todos los valores que en su poder tuvieran c
detentaren o que se reconozcan o sean declarados deudores
propiedad o por cuenta o en favor de la Corporación Do-
minicana de Empresas Estatales, todo hasta el monto del
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crédito de dicha demandante, en principal y acceso'',
Cuarto: Condena a la Corporación Dominicana de Empre-
sas Estatales, parte demandada que sucumbe, al pago de las
costas de la presente instancia, cuya distraccion se ordena
en provecho de los Licenciados Luis R . Mercado y Héctor
Sánchez Morcelo, abogados que afirman haberlas avanzado
en su mayor parte"; Segundo: Contirma en todas sus partes
la antes expresada sentencia; y, Tercero: Compensa las cos-
tas, entre las partes"; c) que sobre el recurso de casa2lop
interpuesto por Corde contra esa sentencia, la Suprema
Corte de Justicia dictó el día 26 de junio de 1970, un fallo
cuyo dispositivo es el siguiente: "Primero: Casa la senteálleij
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Dorrunp
en fecha 5 de agosto de 1969, cuyo dispositivo se ha co-.
piado en parte anterior del presente fado, y envía el asun-
to a la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Com- . .
pensa las costas entre las partes"; d) que sobre ese envío -
la Corte de Apelación de San Cristóbal dictó el día. 7 de
agosto de 1970, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; e) que sobre el recurso de oposición interpuesto
por la Corporación Dominicana de Empresas Estaales
(Corde), contra ese último fallo, intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:,
PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la formal:,,
el recurso_ de oposición intentado por la Corporación Do-
minicana de Empresas Estatales (Cordel, contra la sen-
tencia dictada por esta Corte, en defecto, y en su contra, de
fecha 7 de agosto del año 1970, cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en au-
diencia contra la Corporación Dominicana de Empresas
Estatales (Corde), por falta de concluir su abogado; Se-
gundo: Confirma en todas sus partes la sentencia dictada"
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circun s

-cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 11 de enero de 1968, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: Primero: Condena a la Corporación Domi-

icana de Empresas Estatales (Corde), parte demandada a
pagar a Amelia Margarita Paiewonsky Batlle de Gómez,
demandante, la suma de Setenticinco Mil Pesos Oro
(RD$75,000) moneda de curso legal, en la cual ha
sido evaluado .su crédito„ más los intereses de di-
cha suma calculados a partir de la fecha de la
demanda; Segundo: Declara bueno y válido el pro-
cedimiento de embargo retentivo u oposición traba-
do en fecha 25 de septiembre de 1967 por Amelia
Margarita Paiewonsky Batlle de Gómez, parte demandante,
contra la Corporación Dominicana de Empresas Estatales
(Corde), parte demandada y en manos de The Royal Bank
of Canada, The Bank of Nova Scotia, The Chase Manhat-
tan Bank, Banco de Reservas de la República Dominicana y
First National City Bank, según acto precedentemente
enunciado; Tercero: Ordena a los referidos terceros em-
bargados pagar en manos de la demandante Ameba Mar-
garita Paiewonsky Batlle de Gómez, todos los valores que
en su poder tuvieran o detentaren o que se reconozca o
sean declarados deudores, propiedad o por cuenta o en
favor de la Corporación Dominicana de Empresas Estata-
les, todo hasta el monto del crédito de dicha demandante
en principal y accesorios; Cuarto: Condena a la Corpora-
ción Dominicana de Empresas Estatales, parte demandada
que sucumbe, al pago de las costas de la presente instan-
cia, cuya distracción se ordena en provecho de los Licen-
ciados Luis R. Mercado y Héctor Sánchez Morcelo, aboga-
dos que afirman haberlas avanzado en su mayor parte".—
TERCERO: Condena a la Corporación Dominicana de Em-
presas Estatales (Corde), parte que sucumbe, al pago de
las costas causadas tanto la que culminaron con la senten-
cia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha
5 de agosto del año 1969, como las causadas ante esta ju-
risdicción y ordena la distracción de las mismas en favoc
del abogado de la parte gananciosa, licenciado Héctor Sán-
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crédito de dicha demandante, en principal y accesorio;;..
Cuarto: Condena a la Corporación Dominicana de Empre-
sas Estatales, parte demandada que sucumbe, al pago de las
costas de la presente instancia, cuya distraccion se ordena
en provecho de los Licenciados Luis R . Mercado y Héctor
Sánchez Morcelo, abogados que afirman haberlas avanzado
en su mayor parte"; Segundo: Confirma en todas sus partes
la antes expresada sentencia; y, Tercero: Compensa las col-
tas, entre las partes"; c) que sobre el recurso de easa,noli

interpuesto por Corde contra esa sentencia, la Suprema
Corte de Justicia dictó el día 26 de junio de 1970, un fallo
cuyo dispositivo es el siguiente: "Primero: Casa la semen-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Dorrunga
en fecha 5 de agosto de 1969, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo, y envía el asun-
to a la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Com-
pensa las costas entre las partes"; d) que sobre ese envío
la Corte de Apelación de San Cristóbal dictó el día 7 de

agosto de 1970, una sentencia cuyo dispositivo se copia más

adelante; e) que sobre el recurso de oposición interpuesto
por la Corporación Dominicana de Empresas Estatales
(Cordel, contra ese último fallo, intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA.
PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la formar:
el recurso, de oposición intentado por la Corporación Do-
minicana de Empresas Estatales (Cordel, contra la sen-
tencia dictada por esta Corte, en defecto, y en su contra, de
fecha 7 de agosto del año 1970, cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en au-
diencia contra la Corporación Dominicana de Empresas
Estatales (Corde), por falta de concluir su abogado; Se-
gundo: Confirma en todas sus partes la sentencia dictada
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 11 de enero de 1968, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: Primero: Condena a la Corporación Don*?

iiicana de Empresas Estatales (Corde), parte demandada a
pagar a Amelia Margarita Paiewonsky Batlle de Goinez,
demandante, la suma de Setenticinco Mil Pesos Oro
(RD$75,000) moneda de curso legal, en la cual ha
sido evaluado ,su crédito„ más los intereses de di-
cha suma calculados a partir de la fecha de la
demanda; Segundo: Declara bueno y válido el pro-
cedimiento de embargo retentivo u oposición traba-
do en fecha 25 de septiembre de 1967 por Amelia
Margarita Paiewonsky Batlle de Gómez, parte demandante,
contra la Corporación Dominicana de Empresas Estatales
(Corde), parte demandada y en manos de The Royal Bank
of Canada, The Bank of Nova Scotia, The Chase Manhat-
tan Bank, Banco de Reservas de la República Dominicana y
First National City Bank, según acto precedentemente
enunciado; Tercero: Ordena a los referidos terceros em-
bargados pagar en manos de la demandante Amelia Mar-
garita Paiewonsky Batlle de Gómez, todos los valores que
en su poder tuvieran o detentaren o que se reconozca o
sean declarados deudores, propiedad o por cuenta o en
favor de la Corporación Dominicana de Empresas Estata-
les, todo hasta el monto del crédito de dicha demandante
en principal y accesorios; Cuarto: Condena a la Corpora-
ción Dominicana de Empresas Estatales, parte demandada
que sucumbe, al pago de las costas de la presente instan-
cia, cuya distracción se ordena en provecho de los Licen-
ciados Luis R. Mercado y Héctor Sánchez Morcelo, aboga-
dos que afirman haberlas avanzado en su mayor parte".—
TERCERO: Condena a la Corporación Dominicana de Em-
presas Estatales (Cordel, parte que sucumbe, al pago de
las costas causadas tanto la que culminaron con la senten-
cia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha
3 de agosto del año 1969, como las causadas ante esta ju-
risdicción, y ordena la distracción de las mismas en favor
del abogado de la parte gananciosa, licenciado Héctor Sán-
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chez Morcelo, quien afirmó haberlas avanzado en su ma-
yor parte";

Considerando qué la Corporación recurrente invoca
en su memorial de casación, los siguientes medios: Primer
Medio: Violación del art. 45 de la ley 1494, de fecha 2 de
Agosto de 1947 y de los principios que inadmiten e 1. em. 141u
bargo de entidades públicas.— Segundo Medio: Violación
de las leyes 187 y 476. Violación del art. 549 del Cód. Ci-
vil. Violación del art. 883, del Cód. Civil.— Tercer Me-
dio: Falsa aplicación del principio de irretroactividad y dei
art. 47 de la Constitución vigente;

Considerando que en su prime ". medio de casación 14
empresa recurrente alega, en síntesis, que ella es una en-
tidad pública y que, como tal, no puede ser objeto de em-
bargos; aue como la Corte a-qua ha pronunciado, en la sen-
tencia impugnada, la validez del embargo de la señora Gó-
mez contra la entidad recurrente, dicha sentencia debe ser
casada por violación del art. 45 de la ley 1494 de 1947;
pero,

Considerando que si bien es cierto que el art. 45 de le
ley 1494 de 1947, prohibe practicar embargos contra las
"entidades públicas", es también cierto que tal como fue
decidido por esta Suprema Sorte de Justicia por su senten-
cia del 17 de junio de 1970, la recurrente es una Corpora-
ción creada para realizar por sí misma y a través de las
entidades que de ella dependen, no servicios públicos, sin5
actividades industriales y comerciales, por lo que es sus-
ceptible de todo tipo de vías de ejecución en el mismo pla- J,
no de igualdad que las empresas de propiedad privada;
que la circunstancia de que la ley 289 de 1966 que creó la
referida entidad, le haya dado el carácter de entidad Pú-

blica, no significa que tal empresa esté destinada a servi-
cios públicos, que es, lo que en definitiva hace que una en -t
tidad de esa índole no pueda sufrir las consecuencias de.;
las vías de ejecución, que de ordinario, conduciría a para-

raaciones o entorpecimientos de los servicios públicos, que
es lo que se desea impedir; que, además, la inembargabili-
dad del patrimpnio de la Corporación, conduciría no solo
a establecer un privilegio en el círculo. de las actividades
económicas del país, sino que iría en perjuicio del propio
crédito de la empresa, pues a los posibles acreedores de ella
se les haría imposible cobrar sus acreencias; que, por tanto,
el medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

 del recurso, la recurrente alega en síntesis, que la
Considerando que en los medios segundo y tercero,

sentencia impugnada consagra una situación de exigibilidad
a la Corporación de Empresas Estatales de pretendidos Mi-
tos civiles contra el poseedor presumido de buena fe; que
la recurrente es un 'tercero", pues aunque la Suprema Cor-
te de Justicia en su sentencia del 17 de junio de 19"10, de-
claró extensivos a la Corde "compromisos estipulados por
el Estado, la Suprema Corte de Justicia no ha dicho que
Corde es el Estado, única forma de entender que no es un
tercero"; que el acto del 25 de noviembre de 1966, aún
cuando se califique como 'partición", genera, a lo sumo,
por su especial estructura, una situación "Constitutiva" y
no declarativa de derechos; que, aún cuando generase efec-
to declarativo, no es oponible, tal efecto declarativo, a les
terceros; que la ley 476 de 1969, se aplica a la presente
litis, pues la situación creada por el acto del 25 de noviem-
bre de 1966, no configura una situación juridica perfeccio-
nada, sino una situación jurídica en curso, que subsiste aún
en lo concerniente a ejecución, exigibilidad y oponibilidad,
ya que no se trata de derechos adquiridos; que, además,
en la sentencia impugnada se incurre en un error al afir-

pero,

ro que la ley 187 del 13 de septiembre de 1967 . es poste-
rior al embargo, pues dicho embargo se realizó el día 2í
de ese mismo mes, esto es, 12 días después de la ley 187;



chez Morcelo, quien afirmó haberlas avanzado en su
yor parte";

Considerando qu'e la Corporación recurrente invoe
en su memorial de casación, los siguientes medios: Primer
Medio: Violación del art. 45 de la ley 1494, de fecha 2 de
Agosto de 1947 y de los principios que inadmiten el eme*
bargo de entidades públicas.— Segundo Medio: Violación
de las leyes 187 y 476. Violación del art. 549 del Cód. Ci-
vil. Violación del art . 883, del Cód. Civil.— Tercer Me-

dio: Falsa aplicación del principio de irretroactividad y del
art. 47 de la Constitución vigente;

Considerando que en su prime: medio de casación la
empresa recurrente alega, en síntesis, que ella es una en-
tidad  pública y que, como tal, no puede ser objeto de em-
bargos; que como la Corte a-qua ha pronunciado, en la sen-
tencia impugnada, la validez del embargo de la señora Gó-
mez contra la entidad recurrente, dicha sentencia debe ser
casada por violación del art. 45 de la ley 1494 de 1947;
pero,

Considerando que si bien es cierto que el art. 45 de la
ley 1494 de 1947, prohibe practicar embargos contra las
"entidades públicas", es también cierto que tal como fue
decidido por esta Suprema Sorte de Justicia por su senten-
cia del 17 de junio de 1970, la recurrente es una Corpora•
ción creada para realizar por sí misma y a través de las.
entidades que de ella dependen, no servicios públicos, sino.
actividades industriales y comerciales, por lo que es sus.
ceptible de todo tipo de vías de ejecución en el mismo pla-
no de igualdad que las empresas de propiedad privada;
que la circunstancia de que la ley 289 de 1966 que creó la
referida entidad, le haya dado el carácter de entidad pú-
blica, no significa que tal empresa esté destinada a servi-
cios públicos, que es, lo que en definitiva hace que una en-.
tidad de esa índole no pueda sufrir las consecuencias de
las vías de ejecución, que de ordinario, conduciría a para-

raaciones o entorpecimientos de los servicios públicos, que
es lo que se desea impedir; que, además, la inembargabili-
dad del patrimpnio de la Corporación, conduciría no solo
a establecer un privilegio en el círculo. de las actividades
económi cas del país, sino que iría en perjuicio del propio
crédito de la empresa, pues a los posibles acreedores de ella
se les haría imposible cobrar sus acreencias; que, por tanto,
el medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

•
Considerando que en los medios segundo y tercero,

últimos del recurso, la recurrente alega en síntesis, que la
sentencia impugnada consagra una situación de exigibilidad
a la Corporación de Empresas Estatales de pretendidos mi-
tos civiles contra el poseedor presumido de buena fe; que
la recurrente es un 'tercero", pues aunque la Suprema Cor-
te de Justicia en su sentencia del 17 de junio de 19"(0, de-
claró extensivos a la Corde "comprom,:sos estipulados por
el Estado, la Suprema Corte de Justicia no ha dicho que
Corde es el Estado, única forma de entender que no es un
tercero"; que el acto del 25 de noviembre de 1966, aún
cuando se califique como 'partición", genera, a lo sumo,
por su especial estructura, una situación "Constitutiva" y
no declarativa de derechos; que, aún cuando generase efec-
to declarativo, no es oponible, tal efecto declarativo, a les
terceros; que la ley 476 de 1969, se aplica a la presente.
litis, pues la situación creada por el acto del 25 de noviem-
bre de 1966, no configura una situación juridica perfeccio-
nada, sino una situación jurídica en curso, que subsiste aún
en lo concerniente a ejecución, exigibilidad y oponibilidad,
ya que no se trata de derechos adquiridos; que, además,
en la sentencia impugnada se incurre en un error al afir-
mar que la ley 187 del 13 de septiembre de 1967 es poste-
rior al embargo, pues dicho embargo se realizó el día 25
de ese mismo mes, esto es, 12 días después de la ley 187;

ro,
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crsas compañías; i) que la señora Gómez demandó a la
Corde en entrega de esas acciones y en pago de un astrein-
te por cada día de retardo; que en fecha 8 de mayo de 1969,
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en funciones de
Tribunal de Confiscaciones ordenó esa entrega y condenó
a la Corde a pagar $100.00 pesos diarios por cada día de
retardo en la entrega de las acciones; j) que el 17 de junio
de 1970, la Suprema Corte de Justicia rechazó el recurso de
casación que contra ese fallo, interpuso a Corde; k) que
el 22 de septiembre de 1967, la señora Gómez fue autori-
zada a embargar a la Corde por créditos que fueron eva-
luados provisionalmente en la suma de $75,000.00; 1) que
el día 25 de septiembre de 1967, la señora Gómez embar-
gó retentivamente en manos de diversos Bancos de esta
ciudad, a la Corde y demandó en validez, obteniéndose el
resultado que se ha indicado al comienzo de esta senten-
cia:

Considerando q- ue en la presente liiis, son hechos
controveruuus, los siguientes: a) que en leerla "1 ue inat
de 19oz, pur ley Gel oiisejo ae	 t.duo, se comiscaron I
dos los uienes ue iviarcos tincan-o clomez bancilez; O) qu
esa comiscacion fue iniructuusamente impugnaua por
mez ante los triounaies correspunmentes; c) que en leen 1-
2«.5 (le marzo ae 1 yb2, AMeila ivia.rgarita raiewonsily batí]
de uomez, esposa comun en bienes, de iviarcos Antonio
mez bancnez, miento una aemanua contra el bstaao Dom
nicano tendiente a obtener la nquietacion y partición de los
bienes que integran la comunivad matrimonial, a fin L-
que a ella le fueran entregados los que le correspondan; C)
que en fecha 26 de abril ue 1966, la Corte de Apelacion
Santo Domingo en funciones de Tribunal de Comiscad:
nes acogió esa demanda y entre otras medidas, ordenó la
particion y liquidacion de la referida comunidad legal que
existió entre los esposos Gómez-Paiewonsk y ; e) que el 10
de mayo de 1966, esa sentencia le fue notificada al Estado
Dominicano, y éste no la impugnó, de manera que adqui-
rió la autoridad de la cosa juzgada; f) que posteriormente
a esa sentencia, en fecha 30 de junio de 1966, se dictó h
ley 289 que creó la Corporación Dominicana de Empres,
Estatales, cuyo art. 4 disponía lo siguiente: "Si por cual-
quier decisión legal o judicial, se reconociere o dispusiere
que algunos de los bienes o derechos aportados a la Corpo-
ración de Empresas, corresponden a terceras personas, só-
lo se deberá dar una compensación por el valor real que
tenían esos bienes y derechos en el momento en que fueron
adjudicados"; g) que en fecha 25 de noviembre de 1966,
el Estado Dominicano y Amelia Margarita Paiewonsky
Batlle de Gómez, suscribieron un Acto de Partición amiga-
ble de la comunidad legal referida, todo en ejecución de
la sentencia del 26 de abril de 1966; h) que en ese acto de
partición se hicieron dos lotes, uno para el Estado Domi-
nicano, y otro para la señora de Gómez; que en este úl-
timo lote se hicieron figurar acciones y derechos sobre di-

Considerando que según lo decidió la Suprema Corte
de Justicia en su sentencia del 17 de junio de 1970, el acto
de partición del 25 de noviembre de 1966, convenido entre
la señora de Gómez y el Estado Dom i nicano, es valedero,
y pone a cargo del Estado, en virtud del Art . 4 de la Ley
289 de 1966, que creó la Corde, la facultad de llegar con
la reivindicadora de los bienes, a los arreglos necesarios,
según el interés público, sobre cuáles bienes debían ser
devueltos en naturaleza y cuáles por medio de compensa-
ción pecuniaria lo que se hizo por el acto o arreglo a la
que se refiere la ahora recurrente, que fue una simple
partición"; que de todo lo antes expuesto resulta que la
señora Gómez podía válidamente, realizar contra la Corde
los embargos a que se ha hecho referencia, en ejecución de
las cláusulas del acto de partición del 25 de noviembre de
1966; que, además, la ley 187 relativa a devolución de bie-
nes confiscados en favor del Estado, no es aplicable en la
especie, pues dicha ley se dictó en el 1967, cuando ya el



Considerando que en la presente liiis, son hechos el
controveruuus, los siguientes: a) que en iecna ae mar
de ivoh, pur ley dei e,onsejo de tist,auo, se comiscaron t
dos los khelies ue Ivrarcus Anion.o uottiez banctiez; O) qu

esa corniseacion fue inauctuusamente impuánaua por u—
nuez ante tus Inuunutes correspunutentes; c) que en lec
.26 ae marzo de 19b4, Amelia Margarita raiewonsKy
de uomez, esposa comun en bienes, de marcos atuunit-.)
mez aancnez, intento una demanda contra el testado Dom
nicano tendiente a obtener ta liquiclac,on y particion de 1

bienes que integran la comunivact matrimonial, a Un dá
que a ella le fueran entregados los que le correspondan; d)
que en lecha 26 de abril ue 1966, la corte dé Apeiacion
Santo Domingo en funciones de Tribunal de Confiscacio-
nes acogió esa demanda y entre otras medidas, ordenó la
particion y liquictacion de la referida comunidad legal que
existió entre los esposos Gómez-Paiewonsky; e) que el 10
de mayo de 1966, esa sentencia le fue notificada al Estado
Dominicano, y éste no la impugnó, de manera que adqui-
rió la autoridad de la cosa juzgada; f) que posteriormente
a esa sentencia, en fecha 30 de junio de 1966, se dictó 11
ley 289 que creó la Corporación Dominicana de Empre.,
Estatales, cuyo art. 4 disponía lo siguiente: "Si por cual-
quier decisión legal o judicial, se reconociere o dispusiere
que algunos de los bienes o derechos aportados a la Corpo-
ración de Empresas, corresponden a terceras personas, só-
lo se deberá dar una compensación por el valor real que
tenían esos bienes y derechos en el momento en que fueron
adjudicados"; g) que en fecha 25 de noviembre de 1966,
el Estado Dominicano y Amelia Margarita Paiewonsky
Batlle de Gómez, suscribieron un Acto de Partición amiga-
ble de la comunidad legal referida, todo en ejecución de
la sentencia del 26 de abril de 1966; h) que en ese acto cie
partición se hicieron dos lotes, uno para el Estado Domi-
nicano, y otro para la señora de Gómez; que en este úl-
timo lote se hicieron figurar acciones y derechos sobre di-

ersas compañías; 1) que la señora Gómez demandó a la
Corde en entrega de esas acciones y en pago de un astrein-
te por cada día de retardo; que en fecha 8 de mayo de 1969,
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en funciones de

ibunal de Confiscaciones ordenó esa entrega y condenó
la Corde a pagar S100.00 pesos diarios por cada día de

retardo en la entrega de las acciones; j) . que el 17 de junio
de 1970, la Suprema Corte de Justicia rechazó el recurso de
casación que contra ese fallo, interpuso a Corde; k) que
el 22 de septiembre de 1967, la señora Gómez fue autori-
zada a embargar a la Corde por créditos que fueron eva-
luados provisionalmente en la suma de $75,000.00; 1) que
el día 25 de septiembre de 1967, la señora Gómez embar-
gó retentivamente en manos de diversos Bancos de esta
ciudad, a la Corde y demandó en validez, obteniéndose el
resultado que se ha indicado al comienzo de esta senten-
cia:

Considerando que según lo decidió la Suprema Corte
de Justicia en su sentencia del 17 de junio de 1970, el acta
de partición del 25 de noviembre de 1966, convenido entre
la señora de Gómez y el Estado Dom i nicano, es valedero,
y pone a cargo del Estado, en virtud del Art. 4 de la Ley
289 de 1966, que creó la Corde, la facultad de llegar con
la reivindicadora de los bienes, a los arreglos necesarios,
según el interés público, sobre cuáles bienes debían ser
devueltos en naturaleza y cuáles por medio de compensa-
ción pecuniaria lo que se hizo por el acto o arreglo a la
que se refiere la ahora recurrente, que fue una simple
partic i ón"; que de todo lo antes expuesto resulta que la
señora Gómez podía válidamente, realizar contra la Corde
los embargos a que se ha hecho referencia, en e jecución delas c l áusulas del acto de partición del 25 de noviembre de
1966; que, además, la ley 187 relativa a devolución de bie-
nes confiscados en favor del Estado, no es aplicable en la
especie, pues dicha ley se dictó en el 1967, cuando ya el
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Estado y la señora Gómez habían convenido el referí
acto de partición del 25 de noviembre de 1966; que por 1
misma razón es inaplicable en la especie, la ley 476 d
1969, ley que se limita a interpretar el Art . 4 de la Le
89 de 1966 en el sentido de que la compensación a que se re-
fiere ese artículo estará a cargo del Estado Dominicano;
que, en consecuencia, los mecLos de casación de la recu-
rrente que tienden, en definitiva a sostener que la Corde
no podía ser objeto de vías de ejecución, carecen de funda-.
mento, y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca
sación interpuesto por la Corporación Dominicana de Em-
presas Estatales contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones civiles, por la Corte de Apelación de San Cristóbal
en fecha 6 de octubre de 1970, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
dena a la empresa recurrente al pago de las costas, orde-
nándose la distracción de ellas en favor de Lic. Héctor
Sánchez Morcelo, abogado de la recurrida, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte.	 -114Itt

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama	 Ma,.<01
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín	 Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar .— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— José A.
Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo. 	 tOlftz

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

5ENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1971

entencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 3 de febrero del 1971.

ifateria, : Trabajo.

Recurrente: La Máximo Gómez, C. por A.

bogados: Dres. Lupo Hernández Rueda y Darío O. Fernández.

Recurrido: Hamlet Rafael Molina Uribe.
Abogado: Dr. Porfirio L. Balcácer R.

Dios Patria y Libertad.
4111W	 República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A . Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia. y José A . Paniagua Mateo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 26 de Noviembre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Má-
ximo Gómez P., C. por A., con domicilio en la calle 32
esquina Máximo Gómez, de esta ciudad, contra la senten-
cia dictada el día 3 de febrero de 1971, por la Cámara de
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Estado y la señora Gómez habían convenido el referido
acto de partición del 25 de noviembre de 1966; que por la
misma razón es inaplicable en la especie, la ley 476
1969, ley que se limita a interpretar el Art. 4 de la Ley
89 de 1966 en el sentido de que la compensación a que se re-
fiere ese artículo estará a cargo del Estado Dominicano;
que, en consecuencia, los med:os de casación de la recu-
rrente que tienden, en definitiva a sostener que la Corde
no podía ser objeto de vías de ejecución, carecen de funda.
mento, y deben ser desestimados; 	 4110.i

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Corporación Dominicana de Em-
presas Estatales contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones civiles, por la Corte de Apelación de San Cristóbal-
en fecha 6 de octubre de 1970, cuyo dispositivo se ha e
piado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
dena a la empresa recurrente al pago de las costas, orde-
nándose la distracción de ellas en favor de Lic. Héctor
Sánchez Morcelo, abogado de la recurrida, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama .— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras
Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— José A.
Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo .

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

$.STENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 19111- •

sen tencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 3 de febrero del 1971.

gateria: Trabajo.

Recurrente: La Máximo Gómez, C. por A.

Abogados: Dres. Lupo Hernández Rueda y Darío O. Fernández.

Recurrido: Hamlet Rafael Molina Uribe.
Abogado: Dr. Porfirio L. Balcácer R.

Dios Patria y Libertad.
Repalica Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A . Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia y José A . Paniagua Mateo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 26 de Noviembre del año 1971, años 12'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:zf

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Má-
ximo Gómez P., C. por A ., con domicilio en la calle 32
esquina Máximo Gómez, de esta ciudad, contra la senten-
cia dictada el día 3 de febrero de 1971, por la Cámara
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Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia

más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula 104647, serie

lra., en representación de los Dres. Lupo Hernández Rue-
da, cédula 52000, serie lra. y Darío O. Fernández, cédula
21669, serie 37, ahogados de la recurrente en la lectura

de sus conclusiones;
Oído al Dr. Miguel Ortega Peguero, cédula 117931,

serie lra., en representación del Dr. Porfirio L. Falca-
cer R., cédula 58473, serie lra., abogado del recurrido, en
la lectura de sus conclusiones, recurrido que es Hamlet
Rafael Molina Uribe, dominicano, empleado privado do-
miciliado en la casa No. 38, de la calle 27 Este, del En-
sanche Luperón, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generi.

de la República;
Visto el memorial de casación de la recurrente, sus

crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de id
Suprema Corte de Justicia, el día 11 de febrero de 1974,
y en el cual se invocan contra la sentencia impugnada los
medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrita,

por su abogado;
La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

berado y vistos los artículos invocados por el recurrente
que se indican más adelante y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en 10-1
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-

tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da ante las autoridades correspondientes, el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el día 3 de
abril de 1970, una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
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te : -Falla: Primero: Se declara justificado el despido ope-
rado por la empresa Máximo Gómez P., C. por A., conci:a
el reclamante Hamlet R. Molina ti., y en consecuencia se
rechaza por improcedente y mal fundada la demanda la-
boral intentada por este último contra la referida em-
presa; Segundo: Se condena al demandante al pago de las
costas del procedimiento y se ordena la distracción de las
mismas en favor de los Dres. Lupo Hernández Rueda y
Arístides Taveras, que afirman haberlas avanzado en su
totalidad"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el empleado Molina, contra ese fallo, intervino
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
tanto en la forma como en el fondo el recurso de apelación
interpuesto por el señor Hamlet Rafael Molina Uribe, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, de fecha 3 de abril del 1970, dictada en favor
de la Máximo Gómez P., C. por A., cuyo dispositivo ha
sido transcrito en parte anterior de esta misma sentencia
y en consecuencia, revoca íntegramente dicha decisión im-
pugnada;— SEGUNDO: Declara injustificado el despido y
resuelto el contrato por la voluntad unilateral del patrono
y con responsabilidad para el mismo; TERCERO: Condena
al patrono la Máximo Gómez P., C. por A., a pagarte al
trabajador Hamlet Rafael Molina Uribe los valores si-
guientes: Veinticuatro (24) días de salario por concepto de
preaviso; Cuarenticinco (45) días de salario por concepto
de auxilio de cesantía, Catorce (14) días de vacaciones, así
como a una suma igual a los salarios que habría devengado
el trabajador desde el día de la demanda hasta la senten-
cia definitiva, sin que exceda de los salarios correspon-
dientes a tres meses, todo calculado a base de un salario
de Quinientos (RD$500 . 00) pesos mensuales; CUARTO:
Condena a la parte que sucumbe la Máximo Gómez P.,
C . por A., al pago de las costas del procedimiento, de con-fornhldad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302, de
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Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula 104647, serie

lra., en representació n de los Dres. Lupo Hernández Rue.
da, cédula 52000, serie 1ra. y Darío O. Fernández, cédula
21669, serie 37, abogados de la recurrente en la lectura
de sus conclusiones;

Oído al Dr. Miguel Ortega Peguero, cédula 117931,
serie lra., en representación del Dr. Porfirio L. Balcá-
cer R., cédula 58473, serie lra., abogado del recurrido, en
la lectura de sus conclusiones, recurrido que es Hamlet
Rafael Molina Uribe, dominicano, empleado privado do-
miciliado en la casa No. 38, de la calle 27 Este, del En-
sanche Luperón, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generii
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia, el día 11 de febrero de 1971,
y en el cual se invocan contra la sentencia impugnada los
medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito

por su abogado;
La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

berado y vistos los artículos invocados por el recurrente
que se indican más adelante y 1, 20 y 65 de la Ley sobr.2.
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia.,:
da ante las autoridades correspondientes, el Juzgado de

Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el día 3 de
abril de 1970, una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-,

te: Falla: Primero: Se declara justificado el despido ope-
rado por la empresa Máximo Gómez P., C. por A., contra
el reclamante Hamlet R. Molina U., y en consecuencia se
rechaza por improcedente y mal fundada la demanda la-
boral intentada por este último contra la referida em-
presa; Segundo: Se condena al demandante al pago de las
costas del procedimiento y se ordena la distracción de las
mismas en favor de los Dres. Lupo Hernández Rueda y
Arístides Taveras, que afirman haberlas avanzado en su
totalidad"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el empleado Molina, contra ese fallo, intervino
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
tanto en la forma como en el fondo el recurso de apelación
interpuesto por el señor Hamlet Rafael Molina Uribe, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, de fecha 3 de abril del 1970, dictada en favor
de la Máximo Gómez P., C. por A., cuyo dispositivo ha
sido transcrito en parte anterior de esta misma sentencia
y en consecuencia, revoca íntegramente dicha decisión im-
pugnada;— SEGUNDO: Declara injustificado el despido y

_resuelto el contrato por la voluntad unilateral del patrono
y con responsabilidad para el mismo; TERCERO: Condena
al patrono ]a Máximo Gómez P., C. por A., a pagarle al
trabajador Hamlet Rafael Molina Uribe los valores si-
guientes: Veinticuatro (24) días de salario por concepto de
preaviso; Cuarenticinco (45) días de salario por concepto
de auxilio de cesantía, Catorce (14) días de vacaciones, así
como a una suma igual a los salarios que habría devengada
el trabajador desde el día de la demanda hasta la senten-
cia definitiva, sin que exceda de los salarios corresporí-
dientes a tres meses, todo calculado a base de un salario
de Quinientos (RD$500 . 00) pesos mensuales; CUARTO:
Condena a la parte que sucumbe la Máximo Gómez P.,
C. Por A., al pago de las costas del procedimiento, de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302, de
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Gastos y Honorarios, 691 del Código de Trabajo, ordenan..
do su distracción en provecho del Dr. Porfirio L. Balcácer
R., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en su memo.
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Fai.
ta de base legal. Invención de especies. Violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Desnatu
ralización de los hechos y documentos de la causa. Vio-
lación de los Arts. 78, 83 y 84 del Código de Trabajo';
Segundo Medio: Violación de los principios y reglas sobr-e
la prueba. Violación de los Arts. 57 y 59 de la Ley 637,
de 1944, sobre Contratos de Trabajo; 29 del Código de
Trabajo; 1315, 1341 y 1353 del Código Civil; 407 y si-
guientes, 270, 282 y 283 del Código de Procedimiento C1
vil; Tercer Medio: Contradicción de motivos;

Considerando que en sus tres medios de casación, reu-
nidos, la recurrente alega en íntesis, lo siguiente: que,
ella aportó como prueba de la justificación del despido de
su empleado Molina, documentos y otros elementos de jui-
cio especialmente la declaración de un testigo, (el Dr. Pa-
checo Morales) no tachado, que robustece todo lo conteni-
do en los escritos; que ese testigo, oído en primera instan-
cia no depuso en grado de apelación; que el juez de primer
grado, basado en todas esas pruebas, rechazó la demanda
del trabajador porque entendió que el despido había sido
justificado; que, sin embargo, el juez a-quo para darle ga-
nancia de causa al trabajador y declarar que no se probó
la justa causa del despido, descartó el testimonio del Dr.
Pacheco Morales sobre la base de que ese testigo tenía in-
terés en el asunto, de que actuaba como representante del
patrono, y luego en la misma sentencia se afirma que el
testigo es un extraño a la referida empresa; que en la sen-
tencia impugnada se hace constar que el juez no puede to-
mar en cuenta la declaración del testigo porque él pin¿'
acerca de la gravedad de la falta imputada al emploeado;
que esa circunstancia no puede hacer descartar un testinicfr
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riio como medio de prueba, pues en la especie el testigo
no fue tachado, y además la deposición del testigo no pue-
de interpretarse como la expedición de certificaciones so-
bre el asunto; que los hechos justificativos del despido, ale-
gados ante la Cámara a-qua por la recurrente son: "1) el
documento falso dice que Karina Molina Uribe "desempe-
ña el cargo de Secretaria del Departamento de Ventas" de
la Máximo Gómez P., C. por A., Departamento donde
Hamlet Molina Uribe era vendedor con varios años de ser-
vicio; Es de suponer que Hamlet Molina Uribe debía saber
pues, que Karina Molina Uribe no era la Secretaria dei
Departamento donde él trabajaba y que el documento al
cual él le puso el sello gomígrafo de la compañía sin per-
miso del patrono, y del cual hizo uso, era falso; 2) Hamlet
Molina Uribe y Karina Molina Uribe tienen los mismos
apellidos, y viven en la misma calle, uno al lado del otro,
hechos no negados por el actual recurrente, y que admite
en su defensa. Esto hace suponer un parentesco cercano,
amistad o relación más estrecha y coincide con lo que el
propio Molina Uribe le declaró al Dr. Pacheco Morales,
de que el documento era "pura ayudar a una amiga" de
él; 3) Hamlet Molina Uribe declaró al Dr. Pacheco Mora-
les que el documento falso le fue entregado hecho en la
compañía, y él le puso el sello de la compañía, esto es, que
participó en la confección de ldocumento falso y que por
consiguiente, sabía que dicho documento además de ser
falso iba a ser usado frente al Consulado Norteamericano
para obtener una visa a una amiga suya; 4) que la redac-
ción de documentos semejantes, es un acto ilícito, al pro-
pio tiempo que es un negocio lucrativo, hecho que Molina
Uribe no podía desconocer"; que, sin embargo, el juez
a-quo, sin motivos valederos, descartó la prueba aportada,
Por lo cual incurrió, en la sentencia impugnada, en los vi-
cios y violaciones denunciados;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que el juez a-quo después de declarar que
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Gastos y Honorarios, 691 del Código de Trabajo, ordenan:,
do su distracción en provecho del Dr. Porfirio L. Balcácer
R., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Fa!.
ta de base legal. Invención de especies. Violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Desnato.
ralización de los hechos y documentos de la causa. Vio-
lación de los Arts. 78, 83 y 84 del Código de Trabajo,
Segundo Medio: Violación de los principios y reglas sobre
la prueba. Violación de los Arts. 57 y 59 de la Ley 637'
de 1944, sobre Contratos de Trabajo; 29 del Código de
Trabajo; 1315, 1.341 y 1353 del Código Civil; 407 y si-
guientes, 270, 282 y 283 del Código de Procedimiento Ci.
vil; Tercer Medio: Contradicción de motivos;

Considerando que en sus tres medios de casación, reu-
nidos, la recurrente alega en íntesis, lo siguiente: que,
ella aportó como prueba de la justificación del despido de
su empleado Molina, documentos y otros elementos de jui-
cio especialmente la declaración de un testigo, (el Dr. Pa-
checo Morales) no tachado, que robustece todo lo conteni-
do en los escritos; que ese testigo, oído en primera instan-
cia no depuso en grado de apelación; que el juez de primer
grado, basado en todas esas pruebas, rechazó la demanda
del trabajador porque entendió que el despido había sido
justificado; que, sin embargo, el juez a-quo para darle ga-
nancia de causa al trabajador y declarar que no se probé
la justa causa del despido, descartó el testimonio del Dr.
Pacheco Morales sobre la base de que ese testigo tenía in-
terés en el asunto, de que actuaba como representante del
patrono, y luego en la misma sentencia se afirma que el
testigo es un extraño a la referida empresa; que en la sen-
tencia impugnada se hace constar que el juez no puede to-
mar en cuenta la declaración del testigo porque él opinó
acerca de la gravedad de la falta imputada al empleado;
que esa circunstancia no puede hacer descartar un testinio.
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/lío como medio de prueba, pues en la especie el testigo
/lo fue tachado, y además la deposición del testigo no pue-
de interpretarse como la expedición de certificaciones so,
bre el asunto; que los hechos justificativos del despido, ale-
gados ante la Cámara a-qua por la recurrente son: "1) el
documento falso dice que Karina Molina Uribe "desempe-
ña el cargo de Secretaria del Departamento de Ventas" de
la Máximo Gómez P., C. por A., Departamento donde
Hamlet Molina Uribe era vendedor con varios años de ser-
vicio; Es de suponer que Hamlet Molina Uribe debía saber
pues, que Karina Molina Uribe no era la Secretaria dei
Departamento donde él trabajaba y que el documento al
cual él le puso el sello gomígrafo de la compañía sin per-
miso del patrono, y del cual hizo uso, era falso; 2) Hamlet
Molina Uribe y Karina Molina Uribe tienen los mismos
apellidos, y viven en la misma calle, uno al lado del otro,
hechos no negados por el actual recurrente, y que admite
en su defensa. Esto hace suponer un parentesco cercano,
amistad o relación más estrecha y coincide con lo que el
propio Molina Uribe le declaró al Dr. Pacheco Morales,
de que el documento era "para ayudar a una amiga" de
él; 3) Hamlet Molina Uribe declaró al Dr. Pacheco Mora-
les que el documento falso le fue entregado hecho en la
compañía, y él le puso el sello de la compañía, esto es, que
participó en la confección de ldocumento falso y que por
consiguiente, sabía que dicho documento además de ser
falso iba a ser usado frente al Consulado Norteamericano
Para obtener una visa a una amiga suya; 4) que la redac-
ción de documentos semejantes, es un acto ilícito, al pro-
pio tiempo que es un negocio lucrativo, hecho que Molina
Uribe no podía desconocer"; que, sin embargo, el juez
a-quo, sin motivos valederos, descartó la prueba aportada,
Por lo cual incurrió, en la sentencia impugnada, en los vi-
cios y violaciones denunciados;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que el juez a-quo después de declarar que
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no toma en cuenta lo aseverado por el testigo Dr. Pacheco
Morales, expresa en síntesis, para declarar injustificado el
despido, lo siguiente: "que la empresa ha depositado la
carta que alega fue confeccionada o de que hizo uso el
reclamante, pero la misma no contiene ninguna evidencia
de que fuera confeccionada por dicho reclamante o que
éste hiciera uso de ella, así como no ha aportado dicha
empresa ninguna prueba que establezca su culpabilidad,
por lo que procede declarar injusto dicho despido, ya que
esta Cámara no puede admitir como prueba las dec lara_
ciones del testigo Pacheco, por los motivos expuestos ';

Considerando que por la lectura del fallo impugnade
se advierte que el Juez a-quo descartó las declaraciones del
testigo Dr. Pacheco Morales, sobre la base de que tenía
interés en el asunto, de que representaba al patrono, y lue-
go afirma que era un extraño; que, además, en el referido
fallo se hacen afirmaciones que no resultan de lo expre-
sado por el indicado testigo; que el hecho de que una per-
sona haya opinado acerca de algún asunto de su conoci-
miento por lo que haya visto u oído, no lo excluye oe su
condición de testigo, máxime, si, como ha ocurrido en la
especie, esa persona no fue tachada como testigo; que, Nr.
otra parte, tampoco podría dejarse de tomar en cuenta
testimonio por el hecho de que el deponente tenga relacio-
nes con la empresa o sea compañero de los trabajadores,
a menos que se haya propuesto contra él una tacha legal-
mente atendible; que, por consiguiente, la sentencia im-
pugnada debe ser casada por violación de las reglas de la
prueba y por lesión al derecho de defensa;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
violación de reglas procesales cuyo cumplimiento está a
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes.
la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, el día 3 de febrero de 1971, cuyo dispositivo se
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- ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto ante el Juzgado de Primera Instancia 

del DistritoJudicial de San Cristóbal, como tribunal de trabajo de
segundo grado; y Segundo: Compensa las costas.

(Firmados) . Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras. —Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas A i-
mánzar . — Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. —José A.
Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral

La presente sentencia ha sido dada y firmada per los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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no toma en cuenta lo aseverado por el testigo Dr. Pacheco
Morales, expresa en síntesis, para declarar injustificado el
despido, lo siguiente: "que la empresa ha depositado la
carta que alega fue confeccionada o de que hizo uso el

reclamante, pero la misma no contiene ninguna evidencia
de que fuera confeccionada por dicho reclamante o que -'
éste hiciera uso de ella, así como no ha aportado dicha
empresa ninguna prueba que establezca su culpabilidad,
por lo que procede declarar injusto dicho despido, ya que
esta Cámara no puede admitir como prueba las deelara_
ciones del testigo Pacheco, por los motivos expuestos.';

Considerando que por la lectura del fallo impugnado
se advierte que el Juez a-quo descartó las declaraciones del
testigo Dr. Pacheco Morales, sobre la base de que tenía
interés en el asunto, de que representaba al patrono, y lue-
go afirma que era un extraño; que, además, en el referido
fallo se hacen afirmaciones que no resultan de lo expre-7-''
sado por el indicado testigo; que el hecho de que una per4
sona haya opinado acerca de algún asunto de su conoci-
miento por lo que haya visto u oído, no lo excluye de su
condición de testigo, máxime, si, como ha ocurrido en la
especie, esa persona no fue tachada como testigo; que, por.
otra parte, tampoco podría dejarse de tomar en cuenta uno

testimonio por el hecho de que el deponente tenga relacio-
nes con la empresa o sea compañero de los trabajadores,
a menos que se haya propuesto contra él una tacha legal-
mente atendible; que, por consiguiente, la sentencia im-
pugnada debe ser casada por violación de las reglas de la

prueba y por lesión al derecho de defensa;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
violación de reglas procesales cuyo cumplimiento está a
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes.
la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, el día 3 de febrero de 1971, cuyo dispositivo se

ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía elasunto ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
judicial de San Cristóbal, como tribunal de trabajo de
segundo grado; y Segundo: Compensa las costas.

11111Y - (Firmados) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
doE . Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
ouel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras. —
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. —José A.
Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada per los
eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

1th
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1911

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 1-;
de septiembre de 1970.

Materia: Tierras.

Recurrente: Apolinar Pérez Fernández.
Abogado: Dr. Hipólito Sánchez Báez.

Recurrido: Baldemiro Quiñones Taveras.
Abogado: Dr. David Méndez Ortiz.

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidiol

'Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito-4
Nacional, hoy día 26 del mes de noviembre del año 1971.
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-1,
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Apolinar
Pérez Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, cédula No. 113, serie 40, domiciliado en El Mamey,
Los Hidalgos, municipio de Luperón contra la sentencia
del Tribunal Superior de Tierras, dictada en fecha 14 de 4
septiembre del 1970, en relación con la Parcela No. 498 -
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del Distrito Catastral No. 24, del Municipio de Guayu•
bín, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Hipó-

lito Sánchez Báez, cédula No. 32218, serie lra., abogado
del ruoeícdorreenntela;

lectura de sus conclusiones, al Dr. David
Méndez Ortiz, cédula No. 28804, serie lra ., abogado del
recurrido, que es Baldemiro Quiñones Taveras, dominica-
no, mayor de edad, casado, agricultor, cédula No. 415,
serie 45, domiciliado en El Papayo, Villa Elisa, Provincia
de Mondo eMontecristi;

dictamenOído 	 del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Hi-
pólito Sánchez Báez, abogado del recurrente, el 11 de no-
viembre de 1970;

Visto el memorial de defensa suscrito el 11 de marzo
de 1971 por el Dr. David Méndez Ortiz, abogado del re-
currido;

Visto el memorial de ampliación suscrito el 26 de mar-
zo de 1971, por el abogado del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos invocados por el recurrente
en su memorial, que se mencionan más adelante, y 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnda y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo del saneamiento catastral de la Parcela
No. 498 del Distrito Catastral No. 24 del Municipio de
Guayubín, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original
dictó una sentencia en fecha 18 de agosto del 1969, cuyo
dispositivo dice así: "Parcela No. 498, Superficie: 36 Has.,
07 As., 96 Cas. Que debe Ordenar y Ordena, el registro
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1911

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, dé fecha 1.;

de septiembre de 1970.

Materia: Tierras.

Recurrente: Apolinar Pérez Fernández.

Abogado: Dr. Hipólito Sánchez Báez.

Recurrido: Baldemiro Quiñones Taveras.
Abogado: Dr. David Méndez Ortiz.

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funcione.;
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-4
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 del mes de noviembre del año 1971.
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-

guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Apolina
Pérez Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, cédula No. 113, serie 40, domiciliado en El Mamey,
Los Hidalgos, municipio de Luperón contra la sentencia
del Tribunal Superior de Tierras, dictada en fecha 14 de

septiembre del 1970, en relación con la Parcela No. 498
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del Distrito Catastral No. 24, del Municipio de Guayu
bín, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Hipó-

lito Sánchez Báez, cédula No. 32218, serie 1ra., abogado
del roeicduorreenntela;

lectura de sus conclusiones, al Dr. David
Méndez Ortiz, cédula No. 28804, serie lra., abogado del
recurrido, que es Baldemiro Quiñones Taveras, dominica-
no, mayor de edad, casado, agricultor, cédula No. 415,
serie 45, domiciliado en El Papayo, Villa Elisa, Provincia
de Montecristi;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Hi-
pólito Sánchez Báez, abogado del recurrente, el 11 de no-
viembre de 1970;

Visto el memorial de defensa suscrito el 11 de marzo
de 1971 por el Dr. David Méndez Ortiz, abogado del re-
currido;

Visto el memorial de ampliación suscrito el 26 de mar-
zo de 1971, por el abogado del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos invocados por el recurrente
en su memorial, que se mencionan más adelante, y 1, 20
y15 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnda y en losdocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente. a)
que con motivo del saneamiento catastral de la Parcela
No. 498 del Distrito Catastral No. 24 del Municipio de
Guayubín, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original
dictó una sentencia en fecha 18 de agosto del 1969, cuyo
dispositivo dice así: "Parcela No. 498, Superficie: 36 Has.,
07 As., 96 Cas. Que debe Ordenar y Ordena, el registro



Violación por desconocimiento y falta de aplicación de los
artículos 1350, 1352, 1354, 1356, 598, 1599, 1602, 1603,
1625 , 1626, 1634, 1635, 1639, 1650, 1654, 2219, 2224, 2235,
2243, 2251, 2268 y 2269 del Código Civil; b) Violación por
desconocimiento y falta de aplicación de los artículos 2228,
2229, 2234 y 2265 del Código Civil; c) Violación por desco-
nocimiento y falsa aplicación de los artículos 2, 4 y 271 de
la Ley de Registro de Tierras; d) Desnaturalización de los
hechos y documentos sometidos al tribunal y exceso de po-
der.- Segundo Medio: a) Violación por desconocimiento y
falta de aplicación de los artículos 537, 544, 551, 552, 553,
712, 1315, 1316, 1317, 1319, 1320, 1322, 1323, 1328; 1341,
1342 y 1349 del Código Civil; y b) Violación por descono-
cimiento y falta de aplicación del artículo 268 y 283 del
Código de Procedimiento Civil.- Tercer Medio: a) Falta
de base legal; b) Violación por desconocimiento y falta
de aplicación del artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil; e) Contradicción de motivos e insuficiencia de mo-
tivación; y d) Ausencia de estatuir (falta).

Considerando que en el segundo medio de su memo.
rial el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que en
la sentencia impugnada se silencia el acto bajo firma pu-
yada del 4 de febrero de 1960, en el cual consta que Bal-
demiro Quiñones Peña declara que vendió a Apolinar Pérez
Fernández, por la suma de RD$1,200 .00, 450 tareas en la
Parcela No. 498 objeto de la litis; que contrariamente a las
declaraciones del vendedor de que sólo vendió las mejoras,
en dicho acto se expresa muy claramente que traspasó tam-
bién el terreno; que el Tribunal a-quo no podía rechaza::
ese acto, sin que hubiera sido intentado el procedimiento
de inscripción en falsedad o la verificación de escritura;
que el Tribunal a-quo expresó en su sentencia que siendo
Baldemiro Quiñones Peña un poseedor por otro, sin nin-
gún título que demuestre que él era propietario del terreno
no podía traspasar válidamente ningún derecho sobre el
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del derecho de propiedad de esta parcela y sus mejoras, en
comunidad y por prescripción: 1 9 450 tareas y sus mejoras
a favor del señor Apolinar Pérez Fernández (a) Polín, do..
minicana, de 58 años de edad, casado con Rosa María Ro_
jas, hacendado, Cédula de Identidad Personal No. 1-1',;,
serie 40, domiciliado y residente en El Mamey y 29- Ei
resto de esta parcela y sus mejoras (135) tareas a lavo'
del señor Sergio María Quiñones Peña, dominicano, de 42
años de edad, casado con Celeste Paulina, agricultor, Cé_

dula de Identidad Personal No. 5556, serie 45, domiciliado
y residente en El Papayo, Guayubín"; b) que sobre los re-
cursos de apelación interpuestos por Baldemiro Quiñones
Taveras y Baldemiro Quiñones Peña, intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Se Acogen las apelaciones interpuestas por los se-
ñores Baldemiro Quiñones Taveras y Baldemiro Quiñones
Peña; Segundo: Se Revoca la Decisión No. 1 del Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original de fecha 18 de Agosto
de 1969, y actuando por propia autoridad este Tribunal Su-
perior de Tierras falla el caso en la siguiente forma: Par-
cela Número 498, Arca: 36 Has., 07 As., 96 Cas. Se Ordena
el Registro del derecho de propiedad de esta parcela, en
favor del señor Baldemiro Quiñones Taveras, dominicano,
mayor de edad, casado con Adela Peña, agricultor, Cédura
de Identidad Personal No. 415, serie 45, domiciliado y re-

sidente en "El Papayo", Municipio de Guayubín. Hacién-

dose Constar que las mejoras fomentadas por el señor Bal-
demiro Quiñones Peña y compradas por el señor Apolinar
Pérez Fernández (a) Polín, dentro de una extensión super-
ficial de 450 tareas ,e igualmente las compradas al mismo
vendedor por el señor Sergio María Quiñones Peña, en el
resto de la parcela, son de buena fe y quedan por tanto
regidas por la segunda parte del Artículo 555 del Código
Civil";

Considerando que el recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: al
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del derecho de propiedad de esta parcela y sus mejoras, er,
comunidad y por prescripción: 1 9 450 tareas y sus mejoras
a favor del señor Apolinar Pérez Fernández (a) Polín, do_
minicana, de 58 años de edad, casado con Rosa María Ro_
jas, hacendado, Cédula de Identidad Personal No. 11:5,
serie 40, domiciliado y residente en El Mamey y 29- u
resto de esta parcela y sus mejoras (135) tareas a l avo). 11
del señor Sergio María Quiñones Peña, dominicano, de 42
años de edad, casado con Celeste Paulina, agricultor, Cé-
dula de Identidad Personal No. 5556, serie 45, domiciliado
y residente en El Papayo, Guayubín"; b) que sobre los re-
cursos de apelación interpuestos por Baldemiro Quiñones
Taveras y Baldemiro Quiñones Peña, intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Se Acogen las apelaciones interpuestas por lo's se-
ñores Baldemiro Quiñones Taveras y Baldemiro Quiñones
Peña; Segundo: Se Revoca la Decisión No. 1 del Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original de fecha 18 de Agosto
de 1969, y actuando por propia autoridad este Tribunal Su-
perior de Tierras falla el caso en la siguiente forma: Par-
cela Número 498, Arca: 36 Has., 07 As., 96 Cas. Se Ordena
el Registro del derecho de propiedad de esta parcela, en
favor del señor Baldemiro Quiñones Taveras, dominicano,
mayor de edad, casado con Adela Peña, agricultor, CéduL,
de Identidad Personal No. 415, serie 45, domiciliado y re-

sidente en "El Papayo", Municipio de Guayubín. Hacién-
dose Constar que las mejoras fomentadas por el señor Bal-
demiro Quiñones Peña y compradas por el señor Apolinar
Pérez Fernández (a) Polín, dentro de una extensión super-
ficial de 450 tareas ,e igualmente las compradas al mismo
vendedor por el señor Sergio María Quiñones Peña, en el
resto de la parcela, son de buena fe y quedan por tanto
regidas por la segunda parte del Artículo 555 del Código
Civil";

Considerando que el recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: al

Violación por desconocimiento y falta de aplicación de los
artículos 1350, 1352, 1354, 1356, 598, 1599, 1602, 1603,
1625 , 1626, 1634, 1635, 1639, 1650, 1654, 2219, 2224, 2235,
2243, 2251, 2268 y 2269 del Código Civil; b) Violación por
desconocimiento y falta de aplicación de los artículos 2228,
2229, 2234 y 2265 del Código Civil; c) Violación por desco-
nocimiento y falsa aplicación de los artículos 2, 4 y 271 de
la Ley de Registro de Tierras; d) Desnaturalización de los
hechos y documentos sometidos al tribunal y exceso de po-
der.- Segundo Medio: a) Violación por desconocimiento y
falta de aplicación de los artículos 537, 544, 551, 552, 553,
712, 1315, 1316, 1317, 1319, 1320, 1322, 1323, 1328; 1341,
1342 y 1349 del Código Civil; y b) Violación por descono-
Cimiento y falta de aplicación del artículo 268 y 283 del
Código de Procedimiento Civil.- Tercer Medio: a) Falta
de base legal; b) Violación por desconocimiento y falta
de aplicación del artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil; c) Contradicción de motivos e insuficiencia de mo-
tivación; y d) Ausencia de estatuir (falta).

Considerando que en el segundo medio de su memo
rial el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que en
la sentencia impugnada se silencia el acto bajo firma pu-
yada del 4 de febrero de 1960, en el cual consta que Bal-
demiro Quiñones Peña declara que vendió a Apolinar Pérez
Fernández, por la suma de RD$1,200.00, 450 tareas en la
Parcela No. 498 objeto de la litis; que contrariamente a las
declaraciones del vendedor de que sólo vendió las mejoras,
en dicho acto se expresa muy claramente que traspasó tam-
bién el terreno; que el Tribunal a-quo no podía rechaza:-
ese acto, sin que hubiera sido intentado el procedimiento
de inscripción en falsedad o la verificación de escritura;
que el Tribunal a-quo expresó en su sentencia que siendo
Baldemiro Quiñones Peña un poseedor por otro, sin nin-
gún título que demuestre que él era propietario del terreno
no podía traspasar válidamente ningún derecho sobre el
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terreno al comprador Apolinar Pérez Fernández a pesar de
los términos en que está concebido dicho acto;

Considerando, que, en la sentencia impugnada consta
que la Parcela No. 498, fue reclamada por Baldemiro Qui-
ñones Taveras, y, en parte, por Apolinar Pérez Fernández,
en virtud de un acto bajo firma privada, con las firmas
certificadas, de fecha 4 de febrero del 1960 en el culli
Baldemiro Quiñones Peña le vendió 450 tareas en dicha
parcela; que este acto fue impugnado por el vendedor,
quien alegó que él sólo había vendido las mejoras ya que
él no podía vender el terreno, en razón de que no era pro-
pietario del mismo, sino su padre, Baldemiro uiñones, Ta-
veras, quien lo puso a trabajar en el terreno; que con ma-
tivo de esta litis intervinieron los fallos indicados prece-
dentemente;

Considerando, que, en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: "que el propio Baldemiro Quiñones Pe-
ña, vendedor de Apolinar Pérez Fernández, declaró desúz
el inicio del saneamiento, que este inmueble pertenecía a
su padre y le fue entregado a él para trabajar y 1
disfrutar el producto de ese trabajo; que del mismo modo.
declaró el señor Sergio María Quiñones Peña, a pesar de ;•'•
su interés personal en desvirtuar el verdadero origen de -
estos terrenos para lograr la adjudicación de la Parcela
No 474, que al fin logró, e igualmente para justificar el
reconocimiento final de una porción de 135 tareas y sus me-
joras, en la Parcela No . 498, no obstante haber comprada
solamente las mejoras a su hermano Baldemiro Quiñones
Peña; que, para formar su convicción este Tribunal Supe-
rior en el sentido que se viene señalando se ha ponderado
muy especialmente el importante dato contenido en el acto
de venta de fecha 23 de enero de 1957 antes citado; que en
efecto, en ese documento se expresa que la porción de te-
rreno vendida por Baldemiro Quiñones Taveras, Baldmiro
Quiñones Peña y José Enrique Peña, al señor Ramón Apoli-
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Pérez, colinda por el Oeste, con "propiedad del vende-
dor Baldemiro Quiñones Taveras"; que de acuerdo con las
investigaciones realizadas por este Tribunal se ha compro-
bado que los terrenos objeto de la venta en favor del señor
Ramón Apolinar Pérez Rojas forman actualmente las Par-
celas Nos. 475 y 476 figurando esta útima en el plano ge-
neral del sitio como reclamada por el señor Apolinar Pérez
Fernández; que precisamente al Este de la Parcela No. 476
se encuentra la Parcela No. 498, de donde se infiere que

el año de 1957 en que tiene lugar la venta citada, tanto
Baldemiro Quiñones Peña, como Ramón Apolinar Pérez
Rojas, lo mismo que el padre de este último, Apolinar Pérez
Fernández, quien ha d .zclerado que en esa ocasión él com-
pró para su hijo, reconocieron que el propietario de la Par-
cela No 498 lo era "el vendedor Baldemiro Quiñones Tave-
ras"; que por el contrario, Baldemiro Quiñones Peña carece
de títulos que le acrediten como propietario de este inmue-
ble y la posesión que él ha ejercido dentro del mismo, lo ha
sido por su padre Baldemiro Quiñones Taveras; que al mo-
mento en que se realizan las ventas en favor de Apolinar
Pérez Fernández en el año de 1960 y en favor de Sergio
María Quiñones Peña en el año de 1963, ya la vieja pose-
sión de Baldemiro Quiñones Taveras estaba consolidada;
ue siendo, corno se ha dicho, el señor Baldemiro Quiñones

Peña un poseedor por otro sin ningún título que le ligue al
derecho de propiedad de esta Parcela, él no ha podido tras••
pasar válidamente ningún derecho sobre el terreno a su
comprador Apolinar Pérez Fernández, ni éste puede unir a
la suya ni valerse en ningún modo de la posesión de su
vendedor por el carácter precario de la misma, por todo lo
cual procede modificar la decisión apelada en lo que con-
cierne a la adjudicación de parte de las tierras a favor del
señor Apolinar Pérez Fernández";

Considerando, que, como se advierte por lo transcrito
*precedentemente los Jueces del fondo para declarar que

Baldemiro Quiñones Peña poseía precariamente la Parcela
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F.

terreno al comprador Apolinar Pérez Fernández a pesar
los términos en que está concebido dicho acto;

Considerando, que, en la sentencia impugnada consta
que la Parcela No. 498, fue reclamada por Baldemiro Qui-
ñones Taveras, y, en parte, por Apolinar Pérez Fernández,
en virtud de un acto bajo firma privada, con las firmas
certificadas, de fecha 4 de febrero del 1960 en el cu l i
Baldemiro Quiñones Peña le vendió 430 tareas en dicha
parcela; que este acto fue impugnado por el vendedor,
quien alegó que él sólo había vendido las mejoras ya que
él no podía vender el terreno, en razón de que no era pro- .

1 ;pietario del mismo, sino su padre, Baldemiro uiñones, Ta-
veras,  quien lo puso a trabajar en el terreno; que con mo-
tivo de esta litis intervinieron los fallos indicados prece-
dentemente;	 --

Considerando, que, en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: "que el propio Baldemiro Quiñones Pe-
ña, vendedor de Apolinar Pérez Fernández, declaró desde
el inicio del saneamiento, que este inmueble pertenecía a
su padre y le fue entregado a él para trabajar y
disfrutar el producto de ese trabajo; que del mismo modo
declaró el señor Sergio María Quiñones Peña, a pesar de '
su interés personal en desvirtuar el verdadero origen de
estos terrenos para lograr la adjudicación de la Parcela
No 474, que al 'fin logró, e igualmente para justificar el
reconocimiento final de una porción de 135 tareas y sus me- __
joras, en la Parcela No. 498, no obstante haber comprado-
solamente las mejoras a su hermano Baldemiro Quiñones
Peña; que, para formar su convicción este Tribunal Supe-
rior en el sentido que se viene señalando se ha ponderado
muy especialmente el importante dato contenido en el acto
de venta de fecha 23 de enero de 1957 antes citado; que en
efecto, en ese documento se expresa que la porción de te-
rreno vendida por Baldemiro Quiñones Taveras, Baldmira
Quiñones Peña y José Enrique Peña, al señor Ramón Apoli-

.
ner Pérez, colinda por el Oeste, con "propiedad del vende-
dor Baldemiro Quiñones Taveras"; que de acuerdo con las
investigaciones realizadas por este Tribunal se ha compro-
bado que los terrenos objeto de la venta en favor del señor
Ramón Apolinar Pérez Rojas forman actualmente las Par-
celas Nos. 475 y 476 figurando esta útima en el plano ge-
neral del sitio como reclamada por el señor Apolinar Pérez
Fernández; que precisamente al Este de la Parcela No. 476
se encuentra la Parcela No. 498, de donde se infiere que
-u el año de 1957 en que tiene lugar la venta citada, tanto
Baldemiro Quiñones Peña, como Ramón Apolinar Pérez
Rojas, lo mismo que el padre de este último, Apolinar Pérez
Fernández, quien ha d .:.clorado que en esa ocasión él com-
pró para su hijo, reconocieron que el propietario de la Par-
cela No 498 lo era "el vendedor Baldemiro Quiñones Tave-
ras"; que por el contrario, Baldemiro Quiñones Peña carece
de títulos que le- acrediten como propietario de este inmue-
ble y la posesión que él ha ejercido dentro del mismo, lo ha
,sido por su padre Baldemiro Quiñones Taveras; que al mo-
mento en que se realizan las ventas en favor de Apolinar
Pérez Fernández en el año de 1960 y en favor de Sergio
María Quiñones Peña en el año de 1963, ya la vieja pose-
sión de Baldemiro Quiñones Taveras estaba consolidada;
:ale siendo, como se ha dicho, el señor Baldemiro Quiñones
Piña un poseedor por otro sin ningún título que le ligue al
derecho de propiedad de- esta Parcela, él no ha podido tras.•
pasar válidamente ningún derecho sobre el terreno a su
comprador Apolinar Pérez Fernández, ni éste puede unir a
la suya ni valerse en ningún modo de la posesión de su
vendedor por el carácter precario de la misma, por todo lo
 cual procede modificar la decisión apelada en lo que con-
cierne a la adjudicación de parte de las tierras a favor del
`ñor Apolinar Pérez Fernández";

Considerando, que, como se advierte por lo transcrito
,precedentementeprecedentemente los Jueces del fondo para declarar que

• Baldemiro Quiñones Peña poseía precariamente la Parcela
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498 se basaron, únicamente, en las declaraciones del prf,
vendedor, Quiñones Peña y de su hermano Sergio II;
Quiñones Peña, hijos ambos de Baldemiro Quiñones
ras, esto es, en informaciones de personas que estaban
teresadas por las razones de parentesco ya dichas; que te,
hiendo el Tribunal de Tierras un papel activo en el proce-
aimiento debió en virtud de esas circunstancias de paren-
tesco ordenar cualquiera medida de instrucción encaminada
a esclarecer los hechos; que al no hacerlo así en la senten-
cia impugnada no se han aplicado de una manera adecuada
las reglas de la prueba; por lo que procede la casación de
la misma sin necesidad de ponderar los demás medios y ale-
gatos del recurso;	 4,

Considerando, que cuando una sentencia es casada por
incumplimiento de las reglas procesales a cargo de los jue-
ces las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha 14 de Septiembre del
1970, dictada en relación con la Parcela No . 498 del Dis-
pito Catastral No . 24 del Municipio de Guayubín, cuyo:
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo, y
envía el asunto por ante el mismo Tribunal Superior de Tie-

•ras; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Fernandb E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama	 Manuel D . Bergés Chupani.— Fran. 4
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-

.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
..udiencia pública del día. mes y año en él expresados, y
itie firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1971

sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha
24 de noviembre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente: Agustín Antonio Coste y Coste.
Abogado: Dr. Julio César de Peña Guzmán.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
qamón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe.
r3lló Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
(!onde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes de
Noviembre de 1971, años 128' de la Independencia y 109'
de la Restauración dicta en audiencia pública, como corte
de casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Agustín
Antonio Coste y Coste, dominicano, mayor de . edad, casadr...•
agricultor, residente en la Sección de Río Verde Abajo, Mu-
nicipio de La Vega, cédula No. 29947, serie 47, contra la
sentencia de fecha 24 de noviembre de 1970, dictada en atri-
buciones correccionales por la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, cuyo dispositivo será copiado más adelante;
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498 se basaron, únicamente, en las declaraciones del propio;
vendedor, Quiñones Peña y de su hermano Sergio María
Quiñones Peña, hijos ambos de Baldemiro Quiñones Tave.
ras, esto es, en informaciones de personas que estaban in-
teresadas por las razones de parentesco ya dichas; que te-
niendo el Tribunal de Tierras un papel activo en el proce-
dimiento debió en virtud de esas circunstancias de paren.
testo ordenar cualquiera medida de instrucción encaminada
a esclarecer los hechos; que al no hacerlo así en la senten.
cia impugnada no se han aplicado de una manera adecuada
las reglas de la prueba; por lo que procede la casación de
la misma sin necesidad de ponderar los demás medios y ale-
gatos del recurso;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por
incumplimiento de las reglas procesales a cargo de los jue-
ces las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha 14 de Septiembre del
1970, dictada en relación con la Parcela No. 498 del Dis-
trito Catastral No. 24 del Municipio de Guayubín, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo, y
envía el asunto por ante el mismo Tribunal Superior de Tie-
rras; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani	 Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan

.4	 Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
1Juccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
-,.udiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y
iue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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-ESTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 19'71   

sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha
24 de noviembre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente: Agustín Antonio Coste y Coste.
Abogado: Dr. Julio César de Peña Guzmán.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

ticia,
amón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de laam

En Nombre de la República, la Suprema Corte (12
t 	 regularmente constituida por los Jueces Manuel

ente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A . Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe -
r2lló Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
clonde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes de
Noviembre de 1971, años 128' de la Independencia y 109'
de la Restauración dicta en audiencia pública, como corte
-de casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Agustín
Antonio Coste y Coste, dominicano, mayor de edad, casad••
agricultor, residente en la Sección de Río Verde Abajo, Mu-
•heipio de La Vega, cédula No. 29947, serie 47, contra la
sentencia de fecha 24 de noviembre de 1970, dictada en atri-
buciones correccionales por la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega , cuyo dispositivo será copiado más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, de fecha 2 dr2

diciembre de 1970, levantada en la Secretaría de la Cá-
mara a-qua, a requerimiento del Doctor Julio César de Pe-
ña, abogado, cédula N9 4020, serie 41, actuando a nombre
y en representación del inculpado Agustín Antonio Coste
y Coste; acta en la que no se invoca ningún medio determi-
nado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 18 de mayo,
de 1971, suscrito por el Doctor Julio César de Peña Guz-
mán, cuya cédula y serie ya han sido indicados, abogaut,
del recurrente;.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
2402 del 1950 y sus modificaciones y 1, 20, 43 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo.,
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en virtud
de la querella presentada por Juana de Jesús Gutiérrez de
Coste en fecha 21 de septiembre de 1970, ante la Policíaa.
Nacional, contra su esposo Agustín Antonio Coste y Coste
por violación a la precitada Ley No. 2402 en perjuicio de
los menores Juana del Rosario, Arcadio Roberto, Teresa
y Cesarina, de 9, 7, 6 y 5 años de edad, respectivamente.
que ambos esposos tienen procreados; b) que como respec-
to de este caso no hubo conciliación entre el prevenido y

la querellante el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns
cripción del Municipio de La Vega, regularmente apode-
rado por el Ministerio Público, dictó, en fecha 14 de octu-
bre de 1970 y en atribuciones correccionales, una senten-
cia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se de-
clara culpable al nombrado Agustín Antonio Coste y Coste,
por violación a la Ley 2402 y se condena a pagar una pen-

ón alimenticia de RD$30. 00 mensuales a partir de la fe-
a de la querella en favor de los menores procreados con
señora Juana Gutiérrez; SEGUNDO: Se condena además

1.1 sufrir 2 años de prisión correccional suspensivo en caso
de incumplimiento"; c) que sobre el recurso de apelación
del inculpado Coste y Coste, intervino la sentencia ahora
impugnada, la que contiene el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Se declara regular y válido el recurso de
apelac ión interpuesto por el prevenido Agustín Antonio
Coste Coste, contra sentencia No. 1162 de fecha 14 de
octubre de 1970, rendida por el Juzgado de Paz de la Se-
eunda Circunscripción de La Vega, que condenó a dicho
prevenido a pagar una pensión alimenticia de RD$30.00
mensuales en favor de sus hijos menores, y a dos (2) años
de prisión correccional, en cuanto a la forma; Segundo:
En cuanto al fondo se sobresee el presente expediente poi
haber la querellante entregado voluntariamente los me-
nores a su padre Agustín Antonio Costes Costes; Tercero:
Se reservan las costas";

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca los- siguientes medios: Primer Medio: De-
negación de justicia, por no haberse aplicado como corres-
pondía los artículos 1 y 2 de la Ley No. 2402; Segundo
Medio: Sobreseimiento improcedente del expediente;

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo
medio de casación el recurrente alega, en resumen, de ma-
nera principal que el juez de la apelación "al conocer de
la causa y examinar el expediente debió en buen derecho,
conocer del fondo de la prevención, esto es, haber determi-
nado por su sentencia sí Agustín Antonio Coste y Coste,
había o no violado los artículos 1 y 2 de la Ley No. 2402,
para condenarlo o descargarlo de la prevención, y no so-
breseimiento están determinados por la ley, y en el pre-
sente caso no existe causa legal de sobreseimiento",
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; -
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, de fecha 2 cig

diciembre de 1970, levantada en la Secretaría de la Cá-
mara a-qua, a requerimiento del Doctor Julio César de Pe.
ña, abogado, cédula N 9 4020, serie 41, actuando a nombre
y en representación del inculpado Agustín Antonio Coste
y Coste; acta en la que no se invoca ningún medio determi-
nado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 18 de mayo;
de 1971, suscrito por el Doctor Julio César de Peña Guz-
mán, cuya cédula y serie ya han sido indicados, aboga«
del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
2402 del 1950 y sus modificaciones y 1, 20, 43 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en virtud
de la querella presentada por Juana de Jesús Gutiérrez de
Coste en fecha 21 de septiembre de 1970, ante la Policía
Nacional, contra su esposo Agustín Antonio Coste y Coste
por violación a la precitada Ley No. 2402 en perjuicio de
los menores Juana del Rosario, Arcadio Roberto, Teresa
y Cesarina, de 9, 7, 6 y 5 años de edad, respectivamente,
que ambos esposos tienen procreados; b) que como respec-
to de este caso no hubo conciliación entre el prevenido y

la querellante el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns
cripción del Municipio de La Vega, regularmente apode-
rado por el Ministerio Público, dictó, en fecha 14 de octu-
bre de 1970 y en atribuciones correccionales, una senten-
cia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se de-4
clara culpable al nombrado Agustín Antonio Coste y Costeik
por violación a la Ley 2402 y se condena a pagar una pen-

on alimenticia de RD$30. 00 mensuales a partir de la fe-
( ha de la querella en favor de los menores procreados con
la señora Juana Gutiérrez; SEGUNDO: Se condena además

sufrir 2 años de prisión correccional suspensivo en caso
de incumplimiento"; c) que sobre el recurso de apelación
del inculpado Coste y Coste, intervino la sentencia ahora
impugnada, la que contiene el dispositivo siguiente: "FA-
LLA : PRIMERO: Se declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por el prevenido Agustín Antonio
Coste Coste, contra sentencia No. 1162 de fecha 14 de
octubre de 1970, rendida por el Juzgado de Paz de la Se-
gunda Circunscripción de La Vega, que condenó a dicho
Prevenido a pagar una pensión alimenticia de RD$30.0U
mensuales en favor de sus hijos menores, y a dos (2) años
cíe prisión correccional, en cuanto a la forma; Segundo:
En cuanto al fondo se sobresee el presente expediente poi
haber la querellante entregado voluntariamente los me-
nores a su padre Agustín Antonio Costes Costes; Tercero:
Se reservan las costas";

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: De-
negación de justicia, por no haberse aplicado como corres-
pondía los artículos 1 y 2 de la Ley No. 2402; Segundo
Medio: Sobreseimiento improcedente del expediente;

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo
medio de casación el recurrente alega, en resumen, de ma-
nera principal que el juez de la apelación "al conocer de
la causa y examinar el expediente debió en buen derecho,
conocer del fondo de la prevención, esto es, haber determi-
nado--- 	 por su sentencia sí Agustín Antonio Coste y Coste,
había o no violado los artículos 1 y 2 de la Ley No. 2402,
Para condenarlo o descargarlo de la prevención, y no so-

' breseimiento están determinados por la ley, y en el pre-
sente caso no existe causa legal de sobreseimiento",

94
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Considerando que en la especie, frente al hecho ea
que la madre querellante entrego al inculpado los menores
cuya manutención perseguía, según resulta del fallo ine
pugnado, el juez a-quo, habida cuenta de que existía Un

recurso de apelación pendiente interpuesto por dicho hl
culpado, quien había sido condenado por el tribunal de
primer grado, debió juzgar el fondo de dicho recurso y no
limitarse, como lo hizo, a sobreseer el expediente relativo
al caso ocurrente; que, en consecuencia, es obvio que el
indicado juez ha dejado de estatuir sobre el fondo relativill'

al recurso de alzada de que estaba apoderado, por lo cual
el fallo impugnado debe ser casado, haciéndose, por tanto,
innecesario ponderar os otros alegatos contenidos en u
primer medio de casacón invocado por el recurrente Co..S

te y Coste;
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fech,

24 de noviembre de 1970, dictada en atribuciones correc-
cionales por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pi--
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo di,-
positivo ha sido copiadoY en parte anterior del presenta
fallo, y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancici
del Distrito Judicial de Espaillat, el cual deberá actua_
como tribunal de segundo grado; Segundo: Declara las cos-

tas de oficio.
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernate

do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 1‘.11,-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras. —
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.-- Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo,
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gere-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1971

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís, de fecha 25 de mayo de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrente: Bienvenido Tejeda. c. s. Alfonso Astasio Morales.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes de Noviem-
bre de 1971, años 128' de la Independencia y 109' de la
Res`auración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido Tejeda, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula
No. 5769, serie 27, residente en Hato Mayor, c/s . Alfonso
Astasio Morales, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, de fecha 25 de mayo
de 1971, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-RO: Admite como regular- y válido, en cuanto a la fat ma,el recurso de apelación interpuesto por el señor Bienve-
nido Tejeda, constituido en parte civil, contra sentenciadic

tada, en atribuciones correccionales y en fecha 10 de
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Considerando que en la especie, frente al hecho c.i(
que la madre querellante entregó al inculpado los menores
cuya manutención perseguía, según resulta dei fallo :ni,
pugnado, el juez a-quo, habida cuenta de que existía un
recurso de apelación pendiente interpuesto por dicho lit
culpado, quien había sido condenado por el tribunal de
primer grado, debió juzgar el fondo de dicho recurso y no
limitarse, como lo hizo, a sobreseer el expediente relativo
al caso ocurrente; que, en consecuencia, es obvio que el
indicado juez ha dejado de estatuir sobre el fondo relativo
al recurso de alzada de que estaba apoderado, por lo cual
el fallo impugnado debe ser casado, haciéndose, por tanto,
innecesario ponderar os otros alegatos contenidos en
primer medio de casación invocado por el recurrente Co
te y Coste;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fec
24 de noviembre de 1970, dictada en atribuciones correc-
cionales por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pi:-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo dis-
positivo ha sido copiadoY en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancid
del Distrito Judicial de Espaillat, el cual deberá actuar
como tribunal de segundo grado; Segundo: Declara las cos-
tas de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.—
nue). D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras. —
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo,
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 141,
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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sINTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1971

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís, de fecha 25 de mayo de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrente: Bienvenido Tejeda. c.s. Alfonso Astasio Morales.

40:	 Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Eipidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes de Noviem-
bre de 1971, años 128' de la Independencia y 109' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

41 Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido Tejeda, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula
No. 5769, serie 27, residente en Hato Mayor, c/s. Alfonso
Astasio Morales, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, de fecha 25 de mayo
de 1971, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Admite como regular y válido, en cuanto a la forma,
el recurso de apelación interpuesto por el señor Bienve-
nido Tejeda, constituído en parte civil, contra sentencia
dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 10 áf.



La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil constituida o por la persona puesta en causa
como civilmente responsable, el depósito de un memorial,
con la exposición de los medios en que se funda, será obli-
gatorio la pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, el recurrente
no expuso- al declarar su recurso de casación los medios
que le servirían de fundamento, ni ha presentado luego,
memorial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual,
en tales condiciones, el recurso que se examina, resulta
nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimien.,
to de Casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Bienvenido Tejeda, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, en fecha 25 de Mayo de 1971, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

septiembre de 1970, por el Juzgado de Primera Instan
del Distrito Judicial de El Seybo, que acogió el recurso (.(k.
oposición interpuesto por el inculpado Alfonso Astacic
cales, contra sentencia rendida, en atribuciones correeciu.
cionales y en fecha 15 de septiembre de 1.969, por ese
mismo tribunal, que lo condenó en defecto, a sufrir la
pena de seis (6) meses de prisión correccional y a pagar
una multa de veinte pesos oro (RD$20.00), por el dente
de violación a la Ley No. 2859 (sobre cheques), en perjui-
cio de Bienvenido Tejeda; a pagar una indmenizacIón de
diez mil pesos oro (RD$10,000.00), en beneficio de Bien-
venido Tejeda, parte civil constituida, como justa repara-
ción por los daños y perjuicios morales y materiales su-
fridos; y condenó además, a dicho inculpado Alfonso As-
tasio Morales, al pago de las costas civiles, con distracción
de las mismas en provecho de los Doctores Mario Garcig.
Alvarado y Bienvenido Canto Rosario, por afirmar habed
las avanzado en su totalidad; en consecuencia, descargó al
mencionado inculpado Alfonso Astacio Morales, del alu-
dido hecho puesto a su cargo, por insuficiencia de prue--J
ba; y declaró las costas de oficio. SEGUNDO: Ratifica elj
defecto pronunciado en la audiencia celebrada por esta`?
Corte, en fecha 13 de abril de 1971, contra Bienvenido Te-
jeda, constituido en parte civil, por falta de concluir. TER-
CERO: Confirma en todas sus partes la sentencia objeto
del presente recurso de apelación. CUARTO: Condena 41

recurrente Bienvenido Tejeda, también constituido en par-
te civil, al pago de las costas civiles";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 31 de mayo de 1971,
a requerimiento del recurrente Bienvenido Tejada, en la
cual no consta ningún medio determinado de casación;
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septiembre de 1970, por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de El Seybo, que acogió el recurso de
oposición interpuesto por el inculpado Alfonso Astacio Mo

iales, contra sentencia rendida, en atribuciones correccio_
cionales y en fecha 15 de septiembre de 1969, por ese
mismo tribunal, que lo condenó en defecto, a sufrir la
pena de seis (6) meses de prisión correccional y a vagar
una multa de veinte pesos oro (RDS20 .00), por el dentk,
de violación a la Ley No. 2859 (sobre cheques), en perjui-
cio de Bienvenido Tejeda; a pagar una indmenizacIón de
diez mil pesos oro (RD$10,000.00), en beneficio de Bien-
venido Tejeda, parte civil constituida, como justa repara,T
ción por los daños y perjuicios morales y materiales su-
fridos; y condenó además, a dicho inculpado Alfonso As-
tasio Morales, al pago de las costas civiles, con distracción
de las mismas en provecho de los Doctores Mario García
Alvarado y Bienvenido Canto Rosario, por afirmar habed
las avanzado en su totalidad; en consecuencia, descargó al
mencionado inculpado Alfonso Astacio Morales, del alu-
dido hecho puesto a su cargo, por insuficiencia de prue--
ba; y declaró las costas de oficio. SEGUNDO: Ratifica el -
defecto pronunciado en la audiencia celebrada por esta
Corte, en fecha 13 de abril de 1971, contra Bienvenido Te-
jeda, constituido en parte civil, por falta de concluir. TER.,
CERO: Confirma en todas sus partes la sentencia objeto .1
del presente recurso de apelación. CUARTO: Condena al
recurrente Bienvenido Tejeda, también constituido en par-
te civil, al pago de las costas civiles";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 31 de mayo de 1971,
a requerimiento del recurrente Bienvenido Tejada, en la
cual no consta ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de

Icasación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil constituida o por la persona puesta en causa
como civilmente responsable, el depósito de un memorial,
con la exposición de los medios en que se funda, será obli-
gatorio la pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, el recurrente
no expuso , al declarar su recurso de casación los medios
que le servirían de fundamento, ni ha presentado luego,
memorial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual,
( ,n tales condiciones, el recurso que se examina, resulta
nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Bienvenido Tejeda, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, en fecha 25 de Mayo de 1971, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

le
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
udiencia pública del día, mes y año en él expresados y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
(ale certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 1911

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de MacOr_,

de fecha 8 de octubre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente: Delia Francis Richard, c/s. Américo A. Fleming,

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Ma:iu
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Berges
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas A,-
mánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pa-
niagua, asistidos del Secretario General, en la Sala dende
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes de noviem-
bre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Delia
Francis Richard, dominicana, mayor de edad, soltera, re-
sidente en la calle Cipriano Guzmán No. 34, San Pedro
de Macorís, causa seguida a Américo A. Fleming, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, de fecha 8 de octubre de 1970, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo dice así: "Falla
Primero: Admite como regular y válido, en cuanto a Al
forma, el recurso de apelación interpuesto por Delia Fran-
cia Richard, constituída en parte civil, contra sentencia

dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 26 de
febrero de 1970, por el Juzgado de Primera Instancia d.:.
este Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, que acogió
el recurso de oposición interpuesto por el Doctor Dimas
E, Guzmán y Guzmán, abogado, a nombre y en represen-
tación del inculpado Américo Alfredo Fleming, contra 1.en-
tencia rendida, en atribuciones correccionales y en fecha
23 de enero de 1970, por ese mismo tribunal, que condenó
en defecto al referido inculpado Américo Alfredo Fleming
a sufrir la pena de tres (.3) meses de prisión, por el de-
lito de violación a los artículos 379 y 401 del Código Penal
irobo simple), en perjuicio de la recurrente Delia Francia
Richard; declaró vencida la fianza que ampara la libertad
provisional de dicho inculpado; condenó al mismo inculpa-
do, a pagar una indemnización de mil pesos oro iRD-
$1,000. 00), a favor de la persona constituida en parte civil
Delia Francia Richard, como reparación de los daños y per-
juicios sufridos; y además, al pago de las costas penales y
civiles, con distracción de las últimas en provecho del Doc-
tor Juan Nicolás Ramos Peguero, por afirmar habeilns
avanzado; y ordenó la devolución del cuerpo del delito que
consta en el expediente (un reloj marca Tissot), a su legí-
timo propietario; en consecuencia, revocó dicha sentencia
mencionada y descargó al inculpado Américo Alfredo Fle-
ming, del referido hecho puesto a su cargo, por insuficien-
cia de prueba; rechazó, por improcedente y mal fundada,
la constitución en parte civil hecha por la aludida recu-
rrente Delia Francia Richard; ordenó la devolución del
cuerpo del delito a su legítimo dueño; y declaró de oficio
las costas. Segundo: Ratifica el defecto pronunciado en la
audiencia celebrada por esta, en fecha 15 de septiembre
de 1970, contra Delia Francia Richard, parte civil consti-
tuída, por falta de concluir. Tercero: Confirma en cuanto
al aspecto apelado se refiere, la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales y en fecha 26 de febrero de 1970,
Por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Judí-
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DEL 19;1

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maeor„

de fecha 8 de octubre de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente: Delia Francis Richard, c/s. Américo A. Fleming,

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Maauei
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Berges
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas A,-
mánzar, Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia y José A. Pa-
niagua, asistidos del Secretario General, en la Sala dende
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes de noviem-
bre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Delia
Francis Richard, dominicana, mayor de edad, soltera, re-
sidente en la calle Cipriano Guzmán No. 34, San Pedro
de Macorís, causa seguida a Américo A. Fleming, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, de fecha 8 de octubre de 1970, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Admite como regular y válido, en cuanto a la
forma, el recurso de apelación interpuesto por Delia Fran-
cia Richard, constituida en parte civil, contra sentencia

dic, :a, en atribuciones correccionales y en fecha 26 de
febrero de 1970, por el Juzgado de Primera Instancia d.:
este Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, que acogió
el recurso de oposición interpuesto por el Doctor Dimas
E Guzmán y Guzmán, abogado, a nombre y en represen-
tación del inculpado Américo Alfredo Fleming, contra :..en-
tencia rendida, en atribuciones correccionales y en fecha
23 de enero de 1970, por ese mismo tribunal, que condenó
en defecto al referido inculpado Américo Alfredo Fleming
a sufrir la pena de tres (.3) meses de prisión, por el de-
lito de violación a los artículos 379 y 401 del Código Penal
robo simple), en perjuicio de la recurrente Delia Francia
Richard; declaró vencida la fianza que ampara la libertad
provisional de dicho inculpado; condenó al mismo inculpa-
do, a pagar una indemnización de mil pesos oro (RD-
$1,000.00), a favor de la persona constituida en parte civil
Delia Francia Richard, como reparación de los daños y per-
juicios sufridos; y además, al pago de las costas penales y
civiles, con distracción de las últimas en provecho del Doc-
tor Juan Nicolás Ramos Peguero, por afirmar habeilns
avanzado; y ordenó la devolución del cuerpo del delito que
consta en el expediente (un reloj marca Tissot), a su legí-
timo propietario; en consecuencia, revocó dicha sentencia
mencionada y descargó al inculpado Américo Alfredo Fle-
ming, del referido hecho puesto a su cargo, por insuficien-
cia de prueba; rechazó, por improcedente y mal fundada,
la constitución en parte civil hecha por la aludida recu-
rrente Delia Francia Richard; ordenó la devolución d?.1
cuerpo del delito a su legítimo dueño; y declaró de oficio
las costas. Segundo: Ratifica el defecto pronunciado en la
audiencia celebrada por esta, en fecha 15 de septiembre
de 1970, contra Delia Francia Richard, parte civil consti-
tuida, por falta de concluir. Tercero: Confirma en cuanto
al aspecto apelado se refiere, la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales y en fecha 26 de febrero de 1970,
Por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Judí-



ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a
la recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Manuel

I3ergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia . —José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

1.1111--
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cial de San Pedro de Macorís, relativa al presente expe_
diente. Cuarto: Condena a la parte civil constituida'
currida Delia Francia Richard, al pago de las costa:.___
Quinto: Ordena la devolución del reloj marca Tissot que
figura en el expediente como cuerpo del delito, as , i le-
gítimo dueño Américo Alfredo Fleming";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 9 de noviembre de'
1970, a requerimiento de la recurrente, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobie'
Procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley=
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de es.-
saeión sea interpuesto por el Ministerio Público, por la,
parte civil constituida o por la persona puesta en causa -
como civilmente responsable, el depósito de un memorial,
con la exposición de los medios en que se funda, será
gatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurs61
en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, la recurrente
no expuso al declarar su recurso de casación los medios
que le servirían de fundamento, ni ha presentado luego,
memorial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual,
en tales condiciones, el recurso que se examina, resulta
nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimie n

-to de Casación;
Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de

casación interpuesto por Delia Francia Richard, contra la

sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, de fecha 8 de octubre de 1970, en sus atribu-
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cial de San Pedro de Macorís, relativa al presente 
expe-diente. Cuarto: Condena a la parte civil constituida y re_

currida Delia Francia Richard, al pago de las costas._
Quinto: Ordena la devolución del reloj marca Tissot que
figura en el expediente como cuerpo del delito, asu le-
gítimo dueño Américo Alfredo Fleming";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera/

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la'
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 9 de noviembre de
1970, a requerimiento de la recurrente, en la cual no se.'
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley soble''
Procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca.-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil constituida o por la persona puesta en caus:,
como civilmente responsable, el depósito de un memorial,
con la exposición de los medios en que se funda, será obl.-
gatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso,
en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, la recurrente
no expuso al declarar su recurso de casación los medios
que le servirían de fundamento, ni ha presentado luego,
memorial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual,
en tales condiciones, el recurso que se examina, resulta
nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Delia Francia Richard, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, de fecha 8 de octubre de 1970, en sus atribu-

ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a
la recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia . —José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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DIRECTOR:

SECRETARIO GENERAL DE LA SUPREMA

CORTE DE JUSTICIA           
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